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    Francesc-Marc Álvaro (Vilanova i la Geltrú, 1967) es periodista, escritor y profesor de Periodismo en la Facultad de Comunicación y Relaciones Internacionales Blanquerna de la Universitat Ramon Llull, en Barcelona. Desde 1989 sigue y analiza la actualidad política catalana y española para diversos medios, con especial atención al nacionalismo catalán. Ejerce de columnista en La Vanguardia, en la revista cultural Serra d’Or y en Nació Digital. Colabora en el programa radiofónico «El món a Rac1» y en algunos espacios de TV3.


    Ha publicado varios libros, entre los que destacan Per què hem guanyat. 127 dies que van canviar Catalunya (2015), Ara sí que toca! El pujolisme, el procés sobiranista i el cas Pujol (2014), Entre la mentira y el olvido. El laberinto de la memoria colectiva (2012), y Els assassins de Franco (2005). También ha participado en obras colectivas de temática histórica, sociológica y política. Ha obtenido el Premi Nacional de Periodisme de Cataluña, entre otros galardones.

  


  
    El proceso independentista en Cataluña es la crisis más importante de España desde la instauración de la democracia. Los graves hechos de octubre de 2017 han cambiado la dimensión de lo que durante décadas se denominó «el problema catalán» y lo han convertido en un fenómeno nuevo y estrechamente vinculado a las disfunciones de la democracia española y a las tensiones que recorren la Europa de nuestros días. Lo global y lo local se funden en un movimiento de nuevo cuño que considera bloqueada la vía reformista clásica del catalanismo político.


    Cerca de dos millones de ciudadanos han abrazado el proyecto de una Catalunya independiente, en lo que ha sido un cambio de mentalidad colectiva a un ritmo vertiginoso desde el año 2010, cuando el Tribunal Constitucional emitió una sentencia que invalidaba aspectos esenciales del Estatuto autonómico. ¿Cuáles son las claves para comprender lo que hay detrás del referéndum ilegal del 1 de octubre, la posterior declaración unilateral de independencia, la inmediata intervención de la autonomía, los comicios al Parlament que ganaron las fuerzas independentistas y el papel de los dirigentes políticos en prisión y en el extranjero?


    Con este libro Francesc-Marc Álvaro analiza a fondo el origen histórico, las causas, los factores determinantes, las circunstancias especiales y los protagonistas de un acontecimiento de indudable trascendencia. Más allá de los tópicos y las simplificaciones, este ensayo –a caballo entre la historia del presente y el periodismo– se dirige a los lectores de toda ideología y sensibilidad (centralistas, autonomistas, federalistas, independentistas y aquellos que no saben qué pensar) para subrayar la complejidad y los matices de un proceso que –menos que una revolución y más que una protesta– sigue abierto y exige diálogo e imaginación política.
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    A Jaume Lorés, in memoriam

  


  
    El conflicto político que se vive en Cataluña y en relación con España únicamente podrá resolverse si lo diagnosticamos con toda su complejidad; nada garantiza que de un diagnóstico certero se siga fácilmente la solución, pero podemos estar seguros de que afrontarlo con simplicidad nos conducirá con toda seguridad hacia el fracaso.


    DANIEL INNERARITY


    En resumen: un Imperio ruinoso hizo un Estado débil, el cual construyó una Nación incompleta, la cual sustenta una Democracia minoritaria. Esta es, en pocas palabras, la historia política de la España moderna.


    JOSEP M. COLOMER


    En Cataluña nunca habrá tiros, pero democráticamente son capaces de poner al Estado español contra la pared. En Euskadi es un problema de violencia, pero no tiene la rotundidad de Cataluña.


    ALBERTO OLIART, exministro de Defensa


    Consideremos octubre de 2017 como un buen ensayo general y corrijamos sus errores.


    XAVIER VENDRELL,
exconseller de Governació de la Generalitat
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    Asumir la complejidad o prefacio
para todos los públicos

  


  El proceso independentista catalán es la crisis más importante de España desde la recuperación de la democracia. Todo lo que ha pasado desde el año 2010 y, sobre todo, los hechos de octubre de 2017 han cambiado el paisaje de nuestra vida pública. Lo que durante décadas se denominó «el problema catalán» es hoy un fenómeno nuevo y estrechamente vinculado al desgaste del sistema democrático español y a las tensiones que recorren la Europa de nuestros días. Lo global y lo local se funden en un movimiento que, surgido desde dentro del catalanismo político y ampliamente seguido por las clases medias, se plantea la independencia de Cataluña.


  Cerca de dos millones de ciudadanos han abrazado el proyecto de un país independiente, en lo que ha sido un cambio de mentalidad colectiva a un ritmo vertiginoso desde el día que el Tribunal Constitucional emitió una sentencia que invalidaba aspectos esenciales del Estatut autonómico aprobado en 2006. El proceso catalán ha acelerado el tiempo de la política y nos ha hecho vivir dentro de un vendaval. La densidad de acontecimientos dificulta la comprensión y pide perspectiva. ¿Cuáles son las claves imprescindibles para comprender lo que hay detrás del referéndum ilegal del 1 de octubre, la posterior declaración unilateral de independencia, la inmediata intervención de la autonomía con el artículo 155 de la Constitución, los comicios al Parlament que ganaron las fuerzas independentistas, y el papel de los dirigentes políticos en prisión y en el extranjero? Conocerlas es el objetivo de estas páginas, que tienen la voluntad de iluminar todos los ángulos de una realidad marcada por la confrontación.


  Este libro es un ensayo sobre el ensayo general de una revuelta. He querido escribir una interpretación del proceso que permita entender esta realidad más allá y más acá de la espuma de las apariencias, del impacto del choque y del ruido omnipresente. Una interpretación crítica, matizada y poliédrica que arraiga en los hechos y que rehúye los excesos teóricos que olvidan la realidad, porque ninguna reflexión es válida si prescinde de la dimensión fáctica y la sustituye por meras conjeturas, especulaciones o impresiones personales del autor. El acontecimiento del que pretendo hacer una disección ha sido definido por unos como «revolució dels somriures» (revolución de las sonrisas), otros lo han calificado de «golpe de Estado», y unos terceros lo han visto como «un farol». Más allá de estas etiquetas, nos interesa analizar a fondo el origen histórico, las causas, los factores determinantes, las circunstancias especiales y los protagonistas de una crisis que todavía está abierta, y cuya trascendencia no podremos valorar correctamente hasta que pasen muchos años.


  A caballo entre la historia del presente, el periodismo y el análisis político, este trabajo se dirige a los lectores de toda ideología, sensibilidad y origen (centralistas, autonomistas, federalistas, independentistas y aquellos que no saben qué pensar) para subrayar la enorme complejidad de un proceso que –⁠menos que una revolución y más que una protesta⁠– exige un gran esfuerzo por salir del callejón sin salida. La primera víctima de cualquier conflicto es la complejidad antes que la verdad. Si no tenemos ganas de asumir esta complejidad incómoda de manera decidida, no seremos capaces de abandonar las trincheras y las visiones simplificadoras de parte. Y no seremos capaces tampoco de dialogar para encontrar una solución o una salida.


  Quien escribe este libro tiene, obviamente, un punto de vista y no se puede desencarnar de la condición de ciudadano con un pensamiento determinado sobre los asuntos públicos, pero también es alguien que quiere desmarcarse de las explicaciones fáciles, superficiales, propagandísticas o meramente oportunistas. Quien escribe este libro tiene la necesidad de explorar a fondo el proceso catalán para ofrecer una visión contrastada, que evite los tópicos, la caricatura, la descalificación de unos y de otros y, sobre todo, los mensajes que todo lo justifican. En este sentido, y salvando todas las distancias que sea menester, hago mía una reflexión y una advertencia de Hannah Arendt, un referente intelectual que acompaña mi itinerario vital y profesional: «Los hechos que tengo en mente son de conocimiento público, y sin embargo el mismo público que los conoce puede convertir en tabú su discusión pública y, con éxito y a menudo con espontaneidad, tratarlos como lo que no son, es decir, como secretos». Mi modesta aspiración es que, una vez leídas estas páginas, los contrarios y los partidarios de la independencia de Cataluña estén más predispuestos al escrutinio de sus respectivas posiciones, y estén más abiertos a tener en cuenta los hechos que desmienten sus creencias más intocables. Mi objetivo es abrir rendijas de duda razonable en cualquier ciudadano, sea cual sea su idea sobre este conflicto.


  Se han publicado docenas de libros sobre el proceso catalán, buenos y malos, escritos desde visiones diferentes. Hoy, tenemos al alcance desde memorias de algunos protagonistas de los hechos hasta textos abiertamente panfletarios, pasando por volúmenes fotográficos y de recuerdo, obras de tesis política y algunos grandes reportajes. Entre estos últimos, quiero destacar, por su calidad, El naufragio, de Lola García, y Los entresijos del procés, de Oriol March, aportaciones que ofrecen la crónica de un periodo de noticias incesantes. Mi intención no ha sido volver a explicar lo que estos y otros colegas ya han narrado con conocimiento y eficacia, sino observar el cuerpo del proceso bajo una luz diferente, tomando más distancia histórica y haciendo cortes transversales en el acontecimiento. He ido a buscar y he pretendido poner bajo el microscopio lo que, a mi parecer, han sido los errores políticos principales de concepción, decisión y realización de los dirigentes independentistas. También he querido plantear preguntas sobre la crisis catalana que todavía no se habían formulado o preguntas conocidas que, tal vez, necesitaban ser repetidas o concretadas de manera distinta.


  Este ensayo que tienen en las manos –⁠nacido en buena parte de la presión amable de algunos amigos, como el consultor político Antoni Gutiérrez-Rubí⁠– no trata una situación cerrada, como es evidente. El ensayo general de esta revuelta terminó el 27 de octubre de 2017, pero el independentismo catalán sigue existiendo y no parece que vaya a desaparecer en los próximos tiempos. Por lo tanto, en este libro se estudia una realidad dinámica que tendrá una u otra forma de continuidad y sobre la cual es mejor no hacer muchas previsiones. En todo caso, sí quiero remarcar que, en el momento de concluir estas páginas, ha quedado visto para sentencia el juicio contra los políticos independentistas celebrado en el Tribunal Supremo, cuyo resultado marcará inevitablemente el futuro. El juicio ha sido un acontecimiento excepcional añadido a un periodo muy lleno de hechos excepcionales, donde hemos visto sentados en el banquillo de los acusados a Oriol Junqueras, exvicepresident del Govern; Carme Forcadell, expresidenta del Parlament; Joaquim Forn, exconseller de Interior; Jordi Turull, exconseller de Presidència; Raül Romeva, exconseller de Afers Exteriors; Josep Rull, exconseller de Territori i Sostenibilitat; Meritxell Borràs, exconsellera de Governació; Carles Mundó, exconseller de Justícia; Santi Vila, exconseller de Empresa; Dolors Bassa, exconsellera de Treball i Afers Socials; Jordi Sànchez, expresident de la Assemblea Nacional Catalana (ANC), y Jordi Cuixart, presidente de Òmnium Cultural; nueve de estas doce personas continúan en prisión preventiva en el momento que escribo estas líneas. Por otra parte, Carles Puigdemont, expresident de la Generalitat, y los exconsellers Toni Comín, Clara Ponsatí, Lluís Puig y Meritxell Serret están en el extranjero, donde marcharon para tener el amparo de la justicia de otros países europeos, igual que Marta Rovira, secretaria general de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), y Anna Gabriel, exdiputada y dirigente de la Candidatura d’Unitat Popular (CUP).


  ¿Habría podido ser de otro modo esta historia? Sin duda. Habría bastado con escuchar atentamente lo que nos decían algunas personas sabias que –⁠ajenas al conflicto⁠– observaban lo que sucedía. Todas las partes fueron advertidas, sobre todo la parte que tenía y tiene más poder, el gobierno español. Recuerdo que, en junio de 2014, de visita a España, el prestigioso académico y político canadiense Michael Ignatieff, estudioso de los nacionalismos entre otras cosas, fue muy elocuente preguntado al respecto: «Es esencial que España encuentre una salida democrática a las demandas catalanas, porque mientras no lo haga estará creando un problema de democracia en la Unión Europea. Si los catalanes demandan un cambio constitucional o un proceso de consulta, se les debe escuchar y hallar entre todos una solución política. Mi partido, el Partido Liberal canadiense, rechaza la división del país, pero reconoce que en un mismo Estado pueden convivir dos naciones. En las últimas elecciones en Quebec, los que no querían separarse fueron el 60 % y hay un 30 % que no quiere saber nada de Canadá. Para sobrevivir juntos no hace falta que sea una historia de amor». Ignatieff (como otras ilustres personalidades internacionales) fue desoído, desgraciadamente. Aquellos consejos resuenan todavía hoy dentro de mi cabeza.


  Nos hacía falta y nos hace falta mucha política y, para poder hacerla, necesitamos también información rigurosa y reflexión solvente, lo más tranquila posible, aunque eso no es precisamente fácil, dado que la crisis catalana es un volcán de emociones a flor de piel, como es comprensible a tenor de todo lo que ha pasado y todavía está pasando. Este libro es también, si se me permite, una invitación a regresar a la política, a partir de las lecciones que podemos extraer del ensayo general de una revuelta que no ha acabado bien. Tenemos la obligación moral y cívica de leer las enseñanzas que emergen de todo lo que hemos vivido y estamos viviendo, y sólo lo haremos si estamos dispuestos a cuestionar lo que sabemos y lo que pensamos, y lo que creemos saber. Debemos estar dispuestos a convertir en revisables y provisionales nuestras ideas políticas, sin que eso implique abandonar nuestras convicciones.


  Las cosas no suceden porque sí. El historiador Jordi Casassas nos recuerda que «el conjunto del catalanismo sentimiento, movimiento y político ha evolucionado en un terreno casi siempre muy poco favorable gracias a saber adaptarse a la realidad cambiante y a no acabar de perder nunca un cierto carácter resistencialista. En su reivindicación política, el catalanismo nunca ha retrocedido porque el sentimiento catalanista evolucionaba conjuntamente con la movilización y la política y de esta manera no habría respondido a consignas que representaran un retroceso nacional. La política del catalanismo ha tenido la sensibilidad para darse cuenta de esta circunstancia. No podemos sorprendernos, pues, de la manera como la ciudadanía catalana responde una y otra vez a las consignas políticas actuales, por más que a veces puedan parecer contradictorias. La sociedad catalana actual es heredera de un catalanismo sentimiento muy profundo porque se ha construido en una dinámica histórica de una densidad extraordinaria. En la actualidad, además, ha sabido adaptarse a las exigencias de una sociedad plural, global e individualizada como la catalana». Así, pues, el proceso catalán responde a unas constantes del catalanismo pero, al mismo tiempo, representa también una mutación histórica, que consiste en la soberanización de este catalanismo, una transformación que algunos consideran irreversible y otros no. Nunca, hasta ahora, los planteamientos independentistas habían tenido en Cataluña un apoyo tan amplio y movilizado, aunque todavía no ha superado el umbral electoral del 50 %, lo cual nos dice que la mayoría parlamentaria no se corresponde con la mayoría social. La reforma del Estatut, impulsada por Pasqual Maragall durante su etapa como president de la Generalitat, fue el último intento del catalanismo político de encontrar un encaje más justo, más equitativo y más eficiente de la nación catalana en el Estado español. El fracaso de aquella vía abrió la puerta a la hipótesis de la secesión, que siempre había sido minoritaria y marginal dentro del catalanismo o nacionalismo catalán. Como dejó escrito al profesor Vicente Cacho Viu, «el “separatismo”, al que incidental pero recurrentemente aludían las diversas partes contendientes en el pleito catalán, no pasaba de ser un recurso verbal de enfrentamiento, una estrategia disuasoria o de intimidación, empleada tanto dentro como fuera del Principado».


  El proceso catalán es un movimiento político muy transversal, impulsado por las clases medias que más habían confiado en el modelo autonómico surgido con la transición. Dentro de este movimiento late un desengaño colectivo sobre la manera de organizar el poder, la soberanía y las identidades nacionales en la España contemporánea, y también late el malestar que provoca la crisis económica global y un sentimiento de humillación estructural; estos sectores sociales catalanes se sienten discriminados por las decisiones que provienen del gobierno español y, entonces, desconectan mental y emocionalmente de lo que representan los poderes de Madrid. No es una desconexión de la realidad humana, social y cultural de España, sino de las estructuras institucionales y de los símbolos que las acompañan, como puede ser la monarquía. En términos técnicos, se produce una fractura de las lealtades básicas de una parte importante de la población catalana respecto del Estado del que forma parte y que contribuye a sufragar con sus impuestos. La novedad histórica es esta desconexión y su transformación en la demanda política de un referéndum pactado para decidir el statu quo de Cataluña.


  Pero el nuevo independentismo presenta una contradicción insalvable desde el primer momento: aspira a una ruptura indolora, lo que sería hacer la tortilla sin romper los huevos. Es un movimiento que desafía al Estado español pero quiere hacerlo con el estilo de la gente de orden, como corresponde a un país donde –⁠a pesar de las dificultades sociales, agravadas por la crisis⁠– hay un alto nivel de bienestar y de cohesión, y donde el ascensor social ha funcionado bastante bien durante décadas. Joaquim Nadal lo ha resumido de esta manera: «Sorprende mucho que el soberanismo, que es hoy en Cataluña un movimiento esencialmente interclasista y mesocrático, se deje llevar con tanta facilidad por los postulados del radicalismo anticapitalista que exhibe su condición de organización antisistema y su modelo de desobediencia civil a la cara de las clases medias de Cataluña, que lo miran complacidas». Otra contradicción insalvable, y unida a la anterior, es el hecho de que el partido principal del proceso, cuando menos hasta 2017, la antigua Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), espacio político hoy bajo otras marcas, intenta ser creíble como herramienta de ruptura cuando es una opción de estabilidad, ligada a los intereses generados por décadas de poder institucional en Cataluña y participación en la gobernabilidad española; el cortocircuito que provoca esta circunstancia no es menor y contribuye profundamente a sacudir las coordenadas y las categorías que habían informado la política catalana desde 1980, cuando Jordi Pujol alcanzó la presidencia de la Generalitat.


  Estas dos contradicciones van acompañadas de un factor que debemos reseñar: el espacio independentista no tiene un líder único y reconocido por todo el mundo, con autoridad indiscutible para imponerse a las reyertas partidistas y las tensiones entre varias sensibilidades; esto se ve agudizado por la prisión, el exilio y la sombra de futuras más que probables inhabilitaciones. Además, y por si fuera poco, el proceso no ha podido librarse de un cierto pensamiento mágico que –⁠inspirador de supuestas «jugadas maestras»⁠– ha marcado la relación entre expectativas, resultados y responsabilidades, y que ha tendido a deformar los escenarios y las oportunidades. En este sentido, quiero reproducir lo que escribí en el libro Per què hem guanyat, publicado después de las elecciones catalanas consideradas plebiscitarias del 27 de septiembre de 2015: «No debemos perder nunca el sentido de la realidad si no queremos que nuestra ilusión acabe siendo estéril. Por otra parte, el camino de la independencia también dependerá de las decisiones que, después del 27-S, vayan tomando nuestros representantes democráticos. Espero que lo hagan pensando siempre en el mandato surgido de las urnas y en el interés general». Las decisiones, finalmente, fueron las que fueron, como todo el mundo sabe.


  La primera y más importante misión de cualquier Estado constituido, en todo el planeta, es preservar su existencia; el movimiento independentista catalán lo sabía perfectamente, pero calculaba que la respuesta de Madrid sería otra. A la vez, es innegable que una causa que moviliza durante años a dos millones de personas no es fácil de disolver ni de frenar, incluso juzgando y encarcelando a sus máximos dirigentes. Hay un empate, de facto, no sólo en el interior de la sociedad catalana: es un empate entre el Estado y el movimiento independentista. Retomemos el asunto central: habrá que hacer política. Gutiérrez-Rubí lo ve así: «necesitamos tiempo, discreción, profesionalidad, nuevo lenguaje, serenidad y realismo para poder abordar un arreglo que nos predisponga a posibles soluciones en busca de “la” solución». Ignacio Sánchez-Cuenca propone que cada parte del conflicto haga renuncias «imprescindibles» como, por ejemplo, que no se hable de «golpe de Estado fallido» sino de crisis constitucional y, a la vez, que no se hable tampoco de «mandato democrático» surgido del referéndum del 1 de octubre, entre otras consideraciones. Modificar el lenguaje es un primer paso. «Mientras no se abandone esta forma impropia de hablar –⁠escribe este profesor de Ciencia Política⁠–⁠, será muy difícil, por no decir imposible, encontrar un terreno común en el que poder dialogar sin tirarse las palabras a la cabeza.» Son buenos consejos que –⁠no lo puedo evitar⁠– me hacen pensar en una frase del norirlandés Gerry Adams, el exlíder del Sinn Féin, partido que había sido el brazo político del Irish Republican Army (IRA): «la negociación más difícil es la que uno lleva a cabo con su propio bando, convencer a los tuyos de que se comprometan a fondo con una estrategia que presenta grandes desafíos». El fuego amigo es siempre el más hiriente. Así como es muy difícil encontrar líderes que, en cada lado del conflicto, quieran representar el papel de lo que Hans Magnus Enzensberger denomina «el héroe de la retirada», el que tiene el coraje de desactivar las bombas en vez de lanzarlas sobre el enemigo.


  Mi deseo es que este Ensayo general de una revuelta sirva para empezar a hablar del proceso catalán y de la solución al conflicto de otra manera, más política, más realista, más constructiva, más desapasionada, y más flexible. Con más respeto por todas las posiciones. Más autocrítica por parte de todo el mundo, por descontado. Es un anhelo quizá ingenuo, pero es mi pequeña responsabilidad. Acabo con unas palabras del filósofo y amigo Daniel Innerarity, voz sensata y lúcida, que hago mías: «una visión rígida de la idea de unidad del Estado o del pueblo de Cataluña hacen inviable cualquier solución democrática porque el marco da la razón a una de las partes. Quien ponga encima de la mesa la unidad del Estado como un límite que no permite modulaciones o la autodeterminación como un derecho innegociable ha de saber que está imposibilitando el diálogo y la transacción. No podemos convertir un posible punto de llegada en un inevitable punto de partida».


  Barcelona, junio de 2019
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    ¿Un momento estelar?

  


  Entre el mediodía y la tarde del jueves 26 de octubre de 2017, Carles Puigdemont, president de la Generalitat, toma una decisión que marcará su vida, la de todos los miembros de su Govern, la de todos los ciudadanos de Cataluña y la del conjunto de España. Cuando se levanta, a primera hora de la mañana, está dispuesto a convocar elecciones y frenar, de esta manera, la declaración unilateral de independencia (DUI) que anunció la tarde del día 10 en el Parlament y que, acto seguido, suspendió para hacer posible un proceso de diálogo que desembocara en una solución pactada. Aquella tarde, el presidente del Consejo Europeo, Donald Tusk –⁠polaco de la pequeña minoría casubia descendiente de los pomeranos⁠–⁠, le había pedido que detuviera el tren, con estas palabras: «Me dirijo a usted no sólo como presidente del Consejo Europeo, sino como alguien que cree firmemente en la divisa de la Unión Europea, “Unidos en la diversidad”, como miembro de una minoría étnica, como regionalista, y como un hombre que sabe lo que se siente cuando se es golpeado por una porra. He pedido al presidente del gobierno español, Mariano Rajoy, que busque una solución al problema sin recurrir a la fuerza, porque la fuerza de los argumentos es mejor que el argumento de la fuerza. Hoy, señor Puigdemont, le pido que respete el orden constitucional y no anuncie una decisión que haga este diálogo imposible. La diversidad no debería comportar conflictos que tendrían unas consecuencias que serían obviamente muy malas para Cataluña, España y toda Europa». La madrugada pasada, después de muchas horas de reuniones espesas y tensas, quedó claro que sólo había una salida: hacer unos nuevos comicios autonómicos, que permitirían saber –⁠entre otras cosas⁠– si los catalanes daban o no la mayoría a los partidos independentistas, un dato importante después del referéndum de autodeterminación que se celebró, sin autorización del Estado, el 1 de octubre, rodeado de una intensa represión de las fuerzas policiales, por orden del Ejecutivo presidido por Mariano Rajoy. Los dirigentes de los dos partidos del Govern parecían convencidos cuando se despidieron –⁠exhaustos⁠– para ir a dormir: los de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) y los del Partit Demòcrata Europeu Català (PDECat), la formación heredera de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), de Jordi Pujol.


  El decreto de convocatoria de elecciones ya está redactado y el cielo tiene la claridad de las jornadas de gloria incierta. Puigdemont dirá después, en un libro de conversaciones con el periodista belga Olivier Mouton, escrito desde el exilio, que durante aquellas horas tenía «la esperanza de que después de estas elecciones podremos designar nuevos actores que contribuyan a abrir un nuevo escenario y a recuperar el diálogo político».


  El president reflexiona, sin nadie al lado, durante un rato. Dudas. Van volviendo las dudas. A medida que pasan las horas, todo adquiere un color como de hollín y Puigdemont constata, entre la irritación y la fatiga, que las cosas se están torciendo y que es prisionero de una pinza diabólica: de Madrid no llegan garantías por escrito de que no se acabe aplicando el artículo 155 de la Constitución aunque el president opte por la convocatoria electoral mientras crece, en las redes sociales y en la calle, la indignación y la frustración por lo que se interpreta como un retroceso o rendición ante el Estado; el 155 implica que los cargos catalanes serán cesados y que la autonomía será dirigida por las autoridades centrales durante el tiempo que se considere necesario. El torbellino de la historia y la boca seca, horas amargas. ¿Está pasando de veras o todo esto es un sueño? ¿Cómo hemos llegado hasta aquí? Es como un callejón sin salida, un camino cada vez más angosto, donde cada curva hace dudar más al caminante. Dudas, migrañas. El Estado utilizará la fuerza, ya lo ha hecho: desde el pasado día 16, están encerrados en prisión Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, presidentes respectivamente de la Assemblea Nacional Catalana (ANC) y de Òmnium Cultural (OC), acusados de un presunto delito de sedición (al cual después se añadirá el delito de rebelión), dos hombres de profundas convicciones pacifistas. El Estado parecía dormido y, finalmente, se ha despertado.


  No hay nada de épica en esta migraña colectiva. El periodista que se convirtió en president de Cataluña avanza por el acantilado, a tientas. No se ve el fondo del precipicio, sólo se oye cómo las olas golpean las rocas, un gran ruido. Las palpitaciones del tiempo orsianas son ahora la taquicardia del instante. Los periodistas esperan el desenlace de la obra. Mucha gente se pregunta qué pasará. A pesar de los acontecimientos en el teatro político, la bolsa española lidera las alzas en los mercados europeos y los inversores no parecen tener miedo.


  La reunión que Puigdemont ha celebrado esta mañana con todos los diputados del grupo de Junts pel Sí –⁠la coalición electoral que agrupa los convergentes, ERC y diversos independientes⁠– no ha ido nada bien y los republicanos se han marchado enojados. Carme Forcadell, presidenta de la Cámara catalana, ha sido especialmente crítica. Igual que la secretaria general de los republicanos, Marta Rovira, que ha hecho advertencias inquietantes sobre las responsabilidades de cada uno y cómo estas serían explicadas a la gente cuando sea la hora. Entre los convergentes, también ha habido quien ha exigido continuar hasta el final y dos diputados –⁠uno de ellos alcalde⁠– han publicado tuits amenazando con dimitir del cargo y el partido si se iba a elecciones. Algunas voces, pocas, han apoyado al president, pero el ambiente general no le ha sido favorable. Ha habido caras largas, llantos, silencios de condena, gestos que insinuaban reproches, desfibramiento, desconcierto, rabia. Nervios, muchos nervios. Los republicanos consideran que los convergentes los han engañado y Puigdemont está convencido de que Junqueras hace un doble juego: exige la independencia a los socios pero, por detrás, pide (a otros actores políticos, económicos y sociales) que convenzan al president para que convoque elecciones. Aunque hay algunos consellers republicanos del Govern partidarios de las urnas, Puigdemont piensa que ERC quiere hacer un win-win de manual, a costa de su cabeza: ganar los futuros comicios por goleada después de haber denunciado al líder convergente como el único responsable de la renuncia a la independencia; es casi seguro de que, una vez se haga pública la convocatoria electoral, los de Junqueras abandonarán el Govern presidido por Puigdemont. El cuadro es turbio. La canción del traidor empieza a sonar. Es la hipótesis insoportable del deshonor, de la vergüenza, de la traición, un relato imposible de asumir para un independentista de pata negra como es este hombre nacido en el pequeño pueblo de Amer, comarca de la Selva –⁠poco más de 2.000 habitantes⁠–⁠, el 29 de diciembre de 1962.


  El ambiente va calentándose. El conseller de Presidència y portavoz del Govern, Jordi Turull, y el conseller de Territori i Sostenibilitat, Josep Rull, ambos del PDECat, igual que el president, van a ver al líder a su despacho e, in camera caritatis, lejos del público, le ruegan que no convoque elecciones. Turull y Rull, independentistas desde jóvenes como su interlocutor, no quieren pasar a la historia con el sambenito de los convergentes tibios que acabaron bajándose del carro. Dudas y presiones de todos lados. El diputado Carles Riera, uno de los diez representantes que la Candidatura d’Unitat Popular (CUP) tiene en el Parlament y que son indispensables para completar la mayoría independentista, declara que, si el proceso no llega a la meta, será «una deslealtad al pueblo». Palabras mayores. Los extremos van tirando. El pueblo, mientras, a sus cosas. La rueda de prensa presidencial, para anunciar solemnemente que se disuelve la Cámara y que los catalanes son llamados a votar, se aplaza dos veces. Finalmente, no habrá comparecencia oficial de Puigdemont hasta las cinco de la tarde.


  El president lleva días sin dormir mucho. Está cansado y empieza a comprobar que está más solo que nunca. Las horas pasan rápidas y lentas al mismo tiempo. Alguien le explica que, en la plaza de Sant Jaume, hay manifestantes: la mayoría parecen estudiantes, que gritan cosas como Puigdemont, traïdor y llevan carteles críticos con el president; también hay manifestantes ante la sede del PDECat. Pasa a primer plano un tuit del diputado republicano Gabriel Rufián, tan lacónico como inequívoco. «155 monedas de plata». Las dudas y los garrotazos. Los nervios a flor de piel. El flautista de Hamelín toca la canción envenenada de la traición, que se va filtrando por debajo de las puertas de las casas de la buena gente.


  ¿Quién quiere pasar a la historia como un traidor? Nadie. Tampoco Puigdemont. El israelí Avisahi Margalit ha reflexionado mucho sobre este asunto: «Si pensamos en la traición entendida como abuso de confianza, se puede deducir a partir del abuso la poca fiabilidad del traidor: una vez eres traidor lo eres para siempre. Es una inferencia pobre, porque se basa en un solo acto: de uno solo se deduce el carácter del actor. El acto es traición y, por lo tanto, el actor es un traidor». El president depende ahora de un solo acto: o convoca elecciones o proclama la independencia. Si hace la primera cosa, será traidor a los ojos de los que más han confiado en su liderazgo; si hace la segunda, se juega que el Estado español también lo acuse de ser, de alguna manera, traidor al orden constitucional vigente. Desde joven, Puigdemont tiene claro su objetivo pero también es realista: «En 1983 me afilio a un partido que no es independentista estrictamente hablando, CDC, el partido de Jordi Pujol: lo que realmente reclama es más autonomía. Me doy cuenta de que hace falta tiempo para convencer a los catalanes de la utilidad de la independencia. La construcción de un país debe ser el resultado de este esfuerzo y de la voluntad de una mayoría de la ciudadanía. En aquel momento reconozco que todavía hay una mayoría contraria a la independencia». El país ha cambiado mucho desde 1983 y ahora los independentistas son casi la mitad de la ciudadanía, según los resultados de las elecciones. En el referéndum unilateral celebrado el 1 de octubre de 2017 votaron alrededor de 2.200.000 personas, un 43 %, y los votos favorables a la secesión fueron algo más de dos millones, un 90,1 %. De aquí, el independentismo deriva «un mandato democrático» para hacer la independencia, pero nadie –⁠ningún Estado del mundo⁠– ha reconocido esta consulta, y los observadores internacionales invitados han constatado que, vistas las circunstancias anómalas, no se pueden validar los resultados. El hecho es que la mayoría de catalanes contrarios o indiferentes al proceso optaron por quedarse en casa. Este mandato democrático no sirve a la hora de la verdad. Puigdemont lo sabe, mientras, fuera, hay quien hace circular la palabra «traidor». Margalit nos recuerda que la «tensión constante entre lealtad y traición en el grupo revolucionario evita que la revolución se desintegre», pero esto no es exactamente una revolución. El proceso no se ha desintegrado, simplemente es incapaz de transformar las palabras en hechos. La traición sería, en este caso, admitir abiertamente que la distancia entre las palabras (las promesas) y la acción política es insalvable. Es abismal. La disonancia cognitiva es de tal magnitud que todo lo engulle, como un agujero negro.


  Puigdemont habla con los unos y con los otros, necesita garantías que Rajoy no activará el botón del 155 si él convoca. Si finalmente debe quedar como un traidor, que sea para detener el descalabro. Unas declaraciones del senador y presidente del Partido Popular (PP) en Cataluña, Xavier García Albiol, hacen pensar que la máquina punitiva no se detendrá haga lo que haga el president. Los mediadores, entre los cuales destaca el lehendakari Urkullu, parece que ya no pueden hacer más. El líder vasco ha estado a pie de teléfono desde hace días, uno de los únicos puentes directos entre el presidente español y el president catalán. Los dirigentes del Partido Nacionalista Vasco (PNV) –⁠aquel pragmatismo que no chirría nunca⁠– asisten atónitos al desenlace de la crisis catalana.


  Letraherido desde joven, Puigdemont tiene en la cabeza la historia de Cataluña y, en estos momentos de vértigo, recuerda todo lo que ha leído sobre Francesc Macià y Lluís Companys, los líderes míticos del nacionalismo catalán. Macià proclamó la República catalana en 1931 y, pocos días después, tuvo que rectificar y conformarse con la Generalitat. Companys proclamó el Estat Català en 1934, y acabó juzgado y encarcelado, y eso que su gesto no planteaba la secesión de la nación. Los hechos y los datos del pasado se mezclan con las previsiones que tiene encima de la mesa, muy malas. La teoría del mal menor puede ayudarlo a decidir. ¿Cuál es el mal menor en este caso? Si lo supiera, estaría salvado.


  ¿La teoría puede servir en medio del mar encrespado? ¿Qué diría Max Weber si pudiera hacer de asesor en esta hora arisca? Según la ética de la responsabilidad, Puigdemont tiene que sacar el pie del gas, tiene que evitar el trompazo y tiene que salir a explicar que no hay un mandato democrático, que la independencia no es posible, y que es hora de repensar la estrategia. En cambio, según la ética de las convicciones, Puigdemont tiene que corregir la decisión que tomó la madrugada anterior, tiene que ser coherente con todo lo que ha prometido, y tiene que proclamar la independencia. Weber, sobre el papel, es clarísimo. Pero no hablamos de teorías. Puigdemont, solo, ante la historia, ante la gente y ante los poderes del Estado. Y ante su conciencia.


  El president sale a comunicar su decisión a las cinco de la tarde, en la galería gótica del Palau de la Generalitat, ante la prensa. Después se celebrará el pleno del Parlament que descongela aquella declaración suspendida hace dieciséis días. ¿Es la hora, quizá, de resolver el empate histórico de que hablaba Agustí Calvet, Gaziel, el célebre periodista? El presidente mencionó a Gaziel en su discurso de toma de posesión como 130.º president de la Generalitat, el 10 de enero de 2016. Según Gaziel, que fue director de La Vanguardia en los convulsos tiempos de la Segunda República y una de las voces más lúcidas del momento, Cataluña y España viven una relación imposible basada en un empate de impotencias, irresoluble: la primera no ha podido ser soberana como Portugal, la segunda no ha podido forjar un Estado como Francia. Empate de impotencias que los catalanes soportamos como podemos. ¿Será este el momento del desempate histórico? Puigdemont se lo pregunta y recuerda, tal vez, algunas palabras del gran periodista y escritor, en Meditaciones en el desierto (1946-1953), su dietario de posguerra, el testimonio sin anestesia de un exiliado interior. Es un fragmento escrito en 1951: «Cataluña podría sentirse plenamente española si formara parte de una España que se pareciese a Suiza: trabajadora, menestral, burguesa, ordenada, pacífica, casera y de composición política federativa. Pero una España así, que no ha existido nunca, sería para los verdaderos españoles –⁠los castellanos y castellanizados⁠– más absurda, más incompatible con ellos todavía que la España actual para los catalanes. Y dado que Cataluña no ha tenido –⁠y es probable que no llegue a tener nunca⁠– fuerza suficiente para cambiar ese estado de cosas, esa realidad granítica, de ahí viene la tragedia». ¿Tiene ahora Cataluña la fuerza suficiente para cambiar la situación y desempatar de una vez por todas? Puigdemont se lo pregunta pero, sin necesidad de pensar mucho, sabe perfectamente cuál es la respuesta esta noche de otoño de comienzos del siglo XXI.


  O caixa o faixa. ¿Píldora azul o roja? La elección no podía esperar más. Puigdemont está como el personaje de Neo en la película Matrix. El hijo de Núria y Xavier, el de la Pastisseria Puigdemont, sabe que Morfeo ofrece una píldora –⁠la azul⁠– para seguir viviendo la fantasía y una píldora –⁠la roja⁠– para despertarse y ser consciente de la realidad, caiga quien caiga. El president quiere tomarse la roja pero acaba tragándose la azul, de mala gana, pero no funciona igual de bien que en la fábula de las hermanas Wachowski: la declaración de independencia, aprobada en votación secreta al día siguiente, el viernes 27 de octubre, en el Parlament (por setenta votos a favor, diez en contra y dos votos en blanco) proclama Cataluña como República independiente. El reloj marca las 3,25 minutos de la tarde. Ya está hecho. Pero nada cambia. La bandera de España sigue presidiendo el Palau de la Generalitat y las autoridades de Madrid tienen el monopolio de la violencia legítima, como siempre. Esta píldora azul no produce efecto alguno. Es como si Puigdemont y el resto hubieran ingerido la píldora roja y no pudieran evitar contemplar el mundo tal como es y no como querrían que fuera. La resolución que se ha aprobado en la Cámara catalana no tiene valor de ley, es una simple declaración de intenciones, es una opinión. Y no se publica ni en el Diari Oficial del Parlament de Catalunya ni en el Diari Oficial de la Generalitat, lo cual significa que no entra en vigor. Estamos ante un gesto tan solemne como vacío. No hay nada más que palabras que expresan una voluntad.


  En la escalinata del Parlament, fuera del hemiciclo, se hace un acto, medio improvisado, que tiene la escenografía de la política de algunos países de Europa del Este. El rostro de los miembros del Govern, rodeados de diputados, de alcaldes y de invitados, reviste gravedad. Sólo muestran alegría los diputados cuperos, algunos con el puño en alto, que se han colocado detrás de Puigdemont, Junqueras y Forcadell. Hay personas que se abrazan, otros atentos al móvil, no faltan los que tienen la mirada puesta en el infinito. Nervios. El president dice unas palabras: «Hoy el Parlament ha dado un paso largamente esperado y largamente luchado. La inmensa mayoría de los representantes políticos legítimamente escogidos han culminado un mandato validado en las urnas. Ciudadanos de Cataluña: vienen horas en que a todos nos tocará mantener el pulso del país. Mantenerlo en el terreno de la paz, del civismo y de la dignidad».


  Desde joven, Puigdemont se había imaginado este momento, como muchos catalanes, pero la realidad de hoy no tiene nada que ver con sus imaginaciones ni suposiciones. Hay más inquietud que alegría, más desazón que euforia. La independencia ha sido proclamada, pero los que lo han hecho no transmiten la vibración de los grandes momentos. Este no es un momento estelar, como aquellos que escogió Stefan Zweig para convertirlos en una miniatura de historia y penetración psicológica. El clima, en la escalinata del Parlament, es de fatalismo más que de ambición. «Está en vuestras manos –⁠dice el president⁠– seguir fortaleciendo las bases que hacen de Cataluña no sólo una vieja nación de Europa, con una lengua y una cultura y un derecho que duran siglos, sino sobre todo una sociedad que siempre ha respondido pacífica y cívicamente a sus grandes retos democráticos. Estos retos se han convertido después en conquistas. Seamos conscientes, y seamos dignos.» Aplausos. Ni el canto de Els Segadors, el himno catalán, consigue modificar el ambiente agónico del momento. La mayoría de rostros parecen escapados de la foto de un funeral. Hoy no nace ninguna República, hoy hemos chocado con una pared más alta y más sólida de lo que pensábamos.


  Cataluña no es un Estado independiente pero el gobierno español responde como si la secesión fuera completamente efectiva. El Senado, el mismo viernes, aprueba la aplicación del artículo 155 de la Constitución, con los votos favorables del Partido Popular (PP), del Partido Socialista Obrero Español (PSOE) y de Ciudadanos (Cs). Ya no hay marcha atrás aquel viernes. Durante meses se ha anunciado, se ha previsto y se ha comentado «el choque de trenes». No era una buena metáfora. El independentismo parece que va en patinete y a oscuras.


  Respiremos hondo. El historiador Jaume Vicens Vives contó y analizó todas las revoluciones catalanas. Si aplico este criterio, la del otoño de 2017 sería la revolución de los catalanes número 12. Puigdemont lo sabe porque es un lector apasionado de historia. También su vicepresident, Oriol Junqueras, que es historiador de profesión. Vicens Vives lo explica en Noticia de Cataluña, su obra fundamental: «El hecho de que Cataluña haya vivido en los cinco últimos siglos –⁠exactamente, desde 1462⁠– once revoluciones de importancia general –⁠y con eso quiero decir citadas por los tratadistas extranjeros e incorporadas a los grandes manuales de divulgación⁠– es un récord de una cierta entidad. Castilla sólo ha conocido nueve, y Francia, siete; los Países Bajos, cuatro, e Inglaterra, tres». Pero decir revolución es, me parece, exagerado. Aunque, desde el mismo independentismo, se ha acuñado la expresión «la revolució dels somriures» (la revolución de las sonrisas), para subrayar el carácter pacífico del movimiento independentista. ¿Qué es el proceso, si no es una revolución? Según la Fiscalía, es «un delito de rebelión» y un «golpe de Estado», como aquel que tuvo lugar el 23 de febrero de 1981, protagonizado por militares, como manda la larga tradición española. Según los dirigentes independentistas, es «un anhelo democrático y pacífico de poder decidir». Según varios observadores y analistas, es «una crisis constitucional». Para muchos catalanes, el proceso es «la ilusión de tener un país mejor», mientras, para otros catalanes, es «una lata y una pesadilla» que genera inquietud y rompe la convivencia. La revolución número 12 de los catalanes ha fracasado, como tantas antes, pero el proceso todavía está abierto. Porque las causas que desembocan en esta crisis –⁠que tiene dimensión europea⁠– no han desaparecido y, en cierta manera, se han agudizado durante los últimos años.


  Lo confieso: durante mucho tiempo, pensé que Vicens Vives cargaba las tintas, influido por su experiencia como hombre de posguerra a quien pesaba demasiado el trauma de la Segunda República y la Guerra Civil. Pensé que, a partir de 2012, la realidad podía desmentir las tesis del historiador gerundense. Los catalanes tenemos voluntad de ser, sin embargo –⁠viene a decirnos Vicens Vives⁠– no sabemos convertir esta voluntad en poder y, por lo tanto, debemos conjurar la tentación de «la añoranza y el revolcón». El Minotauro «es el poder», según el historiador. No entendemos al Minotauro, no estamos preparados para el poder de veras. Este tipo de determinismo colectivo siempre me ha parecido dudoso. «Entonces ⁠–apunta en Noticia de Cataluña⁠– somos los hombres de la llamarada y de las actitudes extremistas. Nuestro sentido de ironía falla y salimos a la calle devorados por un exceso de presión sentimental.» A la vista de lo que ha pasado, debemos convenir que el diagnóstico sigue siendo válido, y me cuesta aceptarlo. Porque eso implica asumir que no sabemos aprovechar las lecciones del pasado y tendemos a repetir errores que han sido sobradamente descritos y explicados. Hemos vuelto a ver y notar lo que él denominó «impotencia coercitiva de Cataluña». Y, a la luz de determinadas actitudes, toma mucha fuerza lo que fue analizado cuando no había nacido todavía la mayoría de los dirigentes del proceso: «El arrauxament (el arrebato) –⁠apunta a Vicens Vives⁠– es la base psicológica de las acciones subversivas catalanas, la justificación histórica del todo o nada, la negación del ideal de compromiso y pacto dictado por el seny colectivo». Hay que decir que no había tampoco nadie en Madrid dispuesto al compromiso y al pacto, todo lo contrario.


  ¿Revolución? ¿Rebelión? ¿Revuelta? Estamos, a mi parecer, ante el ensayo general de una revuelta. El proceso catalán anunciaba el estreno de una obra –⁠la independencia de Cataluña⁠– que finalmente no se representa porque la función se suspende. Es, por lo tanto, una función truncada, que no consigue superar las grandes dificultades y los obstáculos incontables de todo tipo. Los planes para conseguir la independencia de Cataluña fracasan pero generan, al mismo tiempo, una nueva realidad política, que consolida el cambio de mentalidad y el movimiento de masas que son el motor de este objetivo, asumido por casi la mitad de la sociedad catalana; entre la otra mitad de catalanes, hay los que se oponen claramente y hay los que no tienen una posición definida. Xavier Vendrell, que fue dirigente de ERC y breve conseller de Governació durante el tripartito, describe el proceso como un ensayo general, lo hace en el epílogo a la versión catalana del libro Oriol Junqueras. Hasta que seamos libres, escrito por Sergi Sol, mano derecha del líder de ERC y figura importante del núcleo republicano: «Sin embargo, en este momento de la historia, todo el mundo debe tener presente que, si bien es cierto que eso [lograr la República catalana] no será posible sin hacer crecer el número de apoyos, tampoco lo será sin un nuevo octubre. Sin prisas, sin urgencias, sin fechas prefijadas. Pero sin pausa, sin excusas dilatorias. Y ya hemos visto que, para que acabe con éxito, hay que corregir los errores del anterior asalto, y eso no se hace por arte de magia, sino con la mejor gente preparándolo con tiempo, con los dirigentes coordinándose y habiendo tomado nota de las debilidades y las fortalezas de todos los actores. Consideramos octubre de 2017 como un buen ensayo general y corrijamos los errores». Vendrell formo parte del denominado «estado mayor» del proceso, un equipo reducido de personas que (sin formar parte del Govern ni de los grupos parlamentarios ni de la dirección de los partidos) asesoró a Puigdemont y Junqueras, y tuvo –⁠como explican Lola García y Oriol March en sus libros⁠– una gran influencia en las decisiones políticas que salían del Palau de la Generalitat el otoño de 2017. Además de por Vendrell, este comité estaba integrado por Oriol Soler, editor, David Madí, exjefe de gabinete, exjefe de las campañas de Mas y hombre de negocios, Jordi Sànchez, entonces presidente de la ANC y, de manera ocasional, por Xavier Vinyals, presidente de la Plataforma pro Seleccions Esportives Catalanes. A algunas de las reuniones de este «estado mayor» fueron llamadas otras figuras con responsabilidad orgánica o institucional, como la secretaria general de ERC, Marta Rovira, la coordinadora general del PDECat, Marta Pascal, el expresident Artur Mas, el delegado de la Generalitat en Madrid, Ferran Mascarell, o determinados consellers del Govern y algunos diputados de Junts pel Sí, entre otros.


  El ensayo general de esta revuelta ha tenido consecuencias graves: políticas, económicas, sociales, culturales y, sobre todo, penales. En el momento de escribir estas páginas, esperan la sentencia del Tribunal Supremo doce personas que tuvieron altas responsabilidades institucionales o de representación social en Cataluña, nueve de las cuales llevan más de un año y medio de prisión preventiva; la situación es anómala y voces muy destacadas y diversas –⁠incluso claramente opuestas a las tesis independentistas⁠– han llamado la atención sobre una situación que contradice el artículo 5.3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos de 1950, según el cual «toda persona tiene derecho a ser juzgada en un plazo razonable o a ser puesta en libertad durante el procedimiento». También hay algunos políticos catalanes con responsabilidades de gobierno que decidieron irse al extranjero, para afrontar las demandas de la fiscalía desde la justicia de otros países europeos, que han denegado la extradición al Estado español; entre estas personas, está el expresident de la Generalitat Carles Puigdemont.


  ¿Se habría podido parar a tiempo y replantear la estrategia en términos más realistas? Sí, varias veces. Primera: Cuando las elecciones catalanas del 27 de septiembre de 2015 el independentismo no gana el plebiscito a pesar de tener mayoría parlamentaria. Segunda: Cuando las exigencias de la CUP llevan a Artur Mas a dar un paso al lado y cede la presidencia a Carles Puigdemont. Tercera: Cuando es evidente que el referéndum del 1 de octubre no será reconocido es un momento en que se podían convocar elecciones para desatascar. Cuarta: Después del discurso del rey del 3 de octubre, una convocatoria electoral podía haber dado una salida a la crisis y un gran resultado a los independentistas. Quinta: Cuando Puigdemont va al Parlament el día 10 de octubre tiene todavía en las manos explicar cuáles son los límites reales del proceso pero, en cambio, opta por congelar la independencia a la espera de un gesto de Madrid. Y sexta: Cuando las presiones de su entorno y la falta de garantías de Rajoy, el president habría podido dirigirse a la ciudadanía para justificar que el mal menor era celebrar unos nuevos comicios, en vez de quemar el sueño con un gesto que no tenía ninguna posibilidad de prosperar. Nada de todo eso se hizo. Todas estas oportunidades se perdieron.


  Ahora estamos en un tiempo de espera. De repensamiento. De recomposición. Un tiempo también para reconstruir espacios de diálogo. Vuelvo a Vicens Vives: «Alguien ha escrito que Cataluña era un pueblo más bien rebelde que revolucionario, entendiendo por rebelión el estado de protesta permanente y por revolución el de protesta constructiva. Yo no lo creo, y pienso que Albert Camus tampoco lo habría creído, él que consideraba la revolución como la destrucción de toda libertad y la rebelión como la conquista de la dignidad humana». Sí, esta también es una historia de dignidad, el ensayo general de una revuelta para pedir respeto y reconocimiento.


  
  
    2


    El éxito de un relato

  


  El nuevo independentismo catalán es un relato que alcanza el éxito y, a la vez, una acción política que fracasa, he ahí una de las grandes contradicciones de este movimiento. No hay política sin un buen relato. Si no tienes una buena historia, no hace falta que hagas política. Esta es la tendencia universal desde hace algunas décadas y hay miles de expertos dedicados en proveer narrativas seductoras a directivos de cualquier organización. El independentismo catalán, que venía de un pasado marginal de lenguaje resistencial dirigido sólo a los iniciados y a los convencidos, fue creando –⁠desde primeros de los años noventa y mediante el papel normalizador de una refundada ERC– un relato positivo –⁠amable y simpático, diríamos⁠– para transmitir con gran eco su proyecto a un público amplio.


  Christian Salmon explica muy bien cuál es la técnica y el alcance de lo que los anglosajones denominan storytelling, el arte del relato para convencer y movilizar la opinión, que se aplica a los negocios, a la guerra y a la política. El escritor francés menciona el caso del presidente norteamericano Bill Clinton, defensor de una concepción inédita de la política en sus memorias: «según él, hoy ya no consiste en resolver problemas económicos, políticos o militares, tiene que dar a la gente la posibilidad de mejorar su historia. El poder presidencial deja de ser un poder de decisión o de organización: el presidente es el guionista, el realizador y el principal actor de la secuencia política que dura el tiempo de un mandato, al estilo de las series que apasionan al mundo como 24 o El ala oeste de la Casa Blanca». Los líderes independentistas entienden perfectamente las nuevas reglas de la comunicación política. Así lo hace de manera especial quien, en el año 2012, ostentaba el cargo de president de la Generalitat, Artur Mas.


  En su discurso de investidura ante el Parlament, el 20 de diciembre de 2012, Mas convirtió en oficial el concepto «derecho a decidir», que es la clave del éxito narrativo del nuevo independentismo: «La transición nacional que les apuntaba hace dos años se basaba y se basa en el derecho a decidir. Derecho a decidir significa soberanía, pero sobre todo democracia. Y en el caso de Cataluña, derecho a decidir quiere decir espíritu pacífico, ausencia total de violencia, incluso verbal. Derecho a decidir quiere decir mayorías sólidas, y al mismo tiempo con respeto a las minorías. Creo que es con estos valores y estas actitudes que debemos encarar nuestro proceso de transición nacional». En aquel momento, no se hablaba todavía ni de derecho de autodeterminación ni de independencia. El concepto derecho a decidir era una metáfora lo bastante vaga, lo bastante amplia y lo bastante ambigua para que llegara a un público muy amplio; los independentistas de siempre podían ver en ella una referencia velada a la secesión y el resto lo podía relacionar con cualquier cosa, desde más autonomía a una financiación mejor dotada.


  Mas –⁠que había incorporado el término derecho a decidir en sus discursos a partir de noviembre de 2007⁠– había convocado las elecciones al Parlament de manera anticipada después de que el presidente del gobierno español, el popular Mariano Rajoy, rechazara un pacto fiscal para Cataluña, y después de la multitudinaria manifestación del 11 de septiembre de aquel 2012, la primera Diada inequívocamente independentista. El líder y presidenciable de CiU esperaba que la ola creciente en pro de un Estado catalán le diera más votos, pero pasó todo lo contrario y perdió doce escaños de los 62 que entonces disponía su formación, a causa de los recortes en políticas públicas, una campaña desafortunada, el desgaste de un partido unido al poder y el repentino paso del autonomismo al independentismo, que no era creíble a ojos de una parte del electorado, poco proclive a las aventuras. En su alocución en la Cámara catalana para solicitar apoyos para ser investido, el dirigente nacionalista insistió en el éxito del nuevo mensaje: «Las elecciones se han producido y el pueblo catalán se ha expresado de manera inequívoca. Casi un 70 % de participación, la más alta de toda la historia en unas elecciones al Parlament de Cataluña. Del resultado de las elecciones les puedo decir que, de la misma manera que es cierto que no tuve el apoyo electoral que esperaba, no es menos cierto que el pueblo catalán se manifestó de manera inequívoca dando apoyo al derecho a decidir. Casi dos tercios, y con intensidades y tonalidades diferentes, casi cuatro quintas partes de este Parlament, somos favorables a que el pueblo catalán pueda ser consultado sobre su futuro político». El derecho a decidir se convirtió en el estribillo de la política catalana, pero no había sido un invento de Mas, algo que ya le habían recordado hacía tiempo los dirigentes de ERC, especialmente Josep-Lluís Carod-Rovira.


  En las postrimerías del año 2005, se creó la Plataforma pel Dret de Decidir (PDD), que agrupaba entidades y personalidades diversas, con el objetivo de organizar una manifestación que exigía defender el Estatut de Cataluña tal como se había aprobado en el Parlament el 30 de septiembre de aquel año. Después de la manifestación, que tuvo lugar el 18 de febrero de 2006, la PDD –⁠que tenía como primera portavoz a la activista Mònica Sabata⁠– siguió funcionando pero no pudo sustraerse a las fuertes discrepancias que el referéndum sobre el texto estatutario generó entre los partidos catalanes. El 1 de diciembre de 2007, la PDD organizó otra manifestación, bajo el lema «Som una nació i diem prou! Tenim dret a decidir sobre les nostres infraestructures» (¡Somos una nación y decimos basta! Tenemos derecho a decidir sobre nuestras infraestructuras), que tuvo un éxito notable. Poco a poco, lo que representó la PDD, así como otros colectivos similares, fue confluyendo en el embrión de la Assemblea Nacional Catalana (ANC), constituida formalmente el 30 de abril de 2011. El mérito principal de aquella iniciativa había sido difundir masivamente un concepto nuevo, que podía querer decirlo todo y que podía no querer decir nada en concreto: «derecho a decidir». De la noche a la mañana, una parte de la sociedad hacía suya una expresión y la convertía en una bandera.


  El politólogo Jaume López, profesor de la Universitat Pompeu Fabra, es quien más ha trabajado para intentar dar contenido a esta marca. En su libro, Dret a decidir: de Catalunya al món, es consciente de las dificultades de utilizar la fórmula derecho a decidir más allá de la propaganda. «No es un derecho internacionalmente reconocido. No es un derecho positivado en ninguna Constitución. A muchos juristas parece repugnarles el uso del término “derecho” para hacer referencia a una aspiración política por muy legítima que sea, si no puede ser defendida por los tribunales. Hacen suyo un término que no sólo a ellos pertenece. Yo me niego a dejar este concepto a los juristas, como si no fuera importante su utilidad política, como siempre lo ha sido a lo largo de la historia. Clarifiquemos, sí, qué posibilidades jurídicas implica. Pero no renunciemos a referirnos a él como un derecho en una democracia liberal y desarrollada.» Según el profesor López, estamos ante un concepto político que se podría definir como «un derecho individual de ejercicio colectivo de los miembros de una comunidad territorialmente localizada y democráticamente organizada que permite expresar y realizar mediante un procedimiento democrático la voluntad de redefinir el estatus político y marco institucional fundamentales de esta comunidad, incluyendo la posibilidad de constituir un Estado independiente».


  La principal virtud del concepto derecho a decidir ha sido convertirse en una puerta de entrada al independentismo de personas que no provenían de las bases del nacionalismo, antiguos votantes –⁠sobre todo⁠– de Iniciativa per Catalunya (ICV) y del Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC), y de los sectores más moderados de Convergència i Unió (CiU). El derecho a decidir ha sido un elemento importante para fabricar conversos al independentismo en muy poco tiempo. El nuevo independentismo catalán es un movimiento de conversos-exprés. ¿Quién no quiere tener derecho a decidir? La vida es decisión, todo el mundo quiere tomar sus decisiones. Hay que notar que, en comparación con palabras como «independencia» o «autodeterminación», la referencia a un «derecho a decidir» parece no formar parte de un universo político sino de una esfera personal, casi natural. Este carácter aparentemente prepolítico del derecho a decidir ha contribuido de manera poderosa a su incorporación fácil a un imaginario colectivo que debía conjurar los laberintos teóricos y las abstracciones indescifrables que el independentismo radical de los años ochenta había heredado de los partidos y grupúsculos característicos de la extrema izquierda y sus compañeros de viaje. Las clases medias que han abrazado la causa de la independencia necesitaban palabras nuevas asequibles para explicar y explicarse su demanda en unos términos que no asustaran y no les asustaran, que pudieran convivir con el día a día de una sociedad rica, cohesionada y desarrollada que –⁠a pesar del impacto innegable de la crisis económica⁠– valora mucho sus estándares de bienestar. Derecho a decidir también encajaba con la promesa implícita de una ruptura lo más indolora posible, «de la ley a la ley» se decía. Siempre se hablaba de una transición que evitaría los baches.


  Para los observadores exteriores, derecho a decidir relaciona la causa catalana con la profundización de la democracia más que con reivindicaciones de tipo identitario o territorial en términos clásicos. «Volem votar» (Queremos votar) se ha convertido en uno de los lemas más repetidos en las manifestaciones y concentraciones del independentismo catalán. Buena parte de la prensa internacional ha recogido este mensaje y ha explicado la crisis catalana como el resultado de un bloqueo político que hace imposible una consulta pactada y vinculante a los ciudadanos de Cataluña sobre las relaciones entre este territorio y el Reino de España. La comparación con la manera como el gobierno británico abordó la demanda independentista de Escocia es omnipresente.


  Por otra parte, el independentismo catalán partía de una ventaja objetiva: los académicos y estudiosos de las cuestiones nacionales saben que el nacionalismo catalán es un nacionalismo de tipo cívico no étnico ni esencialista. El profesor Michael Keating, experto de referencia, lo resumió así en el año 1996: «El catalanismo se ha apuntado un éxito considerable en lo que se refiere a fijar el programa de la política, en el que los asuntos se debaten en términos catalanes. El programa se basa en una identidad común que es difusa y que comparten muchos, una identidad que se fundamenta en la historia, la cultura y la lengua compartidas. Una minoría de nacionalistas ha abrazado una visión étnica del nacionalismo que excluye a los no catalanes que llegan a Cataluña. Mientras se estaba reconstruyendo el nacionalismo en el decenio de 1960, había aún algunos individuos que propugnaban esta versión exclusiva, pero la corriente principal del movimiento optó por abrazar una visión más cívica. Pujol y los nacionalistas conservadores decidieron que el catalanismo tendría que dar cabida a la población inmigrante, que sería asimilada por medio de la lengua y luego podría compartir la historia y la cultura comunes. En la izquierda, los socialistas necesitaban construir un puente entre la población inmigrante, que en gran medida es de clase obrera y se inclina a apoyarles, y la clase obrera y la cultura indígenas. Por lo tanto, las principales formaciones políticas estaban de acuerdo, aunque diferían en numerosos detalles sobre la política que había que seguir. Una serie de intelectuales y políticos catalanes, cuando en 1980 les pidieron que definiesen quién es catalán, recalcaron sin excepción la necesidad de vivir y trabajar en Cataluña, así como de estar comprometido con ser catalán. Ninguno de ellos opinaba que el lugar de nacimiento fuese necesario o suficiente y ninguno mencionó los antepasados». Hay que añadir a este paisaje, el papel importantísimo jugado por el Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC), los sindicatos mayoritarios –⁠Comisiones Obreras (CCOO) y Unión General de Trabajadores (UGT)⁠–⁠, la Iglesia de base, las escuelas y el mundo asociativo, vecinal y deportivo.


  El modelo catalán, como fórmula equilibrada de identidad diferenciada, autogobierno, apertura al mundo y cohesión social, ha tenido y tiene grandes admiradores, desde hace décadas. Por ejemplo, a finales de octubre de 2001, el expresidente de Estados Unidos Bill Clinton dio una conferencia en Barcelona, ante 2.700 personas y, después, cenó con doscientos miembros de las élites económicas y políticas del país. El ilustre ponente, contratado por varias empresas, cobró 215.000 dólares por compartir su diagnóstico. Los que lo escuchaban quedaron muy satisfechos. Su tesis era muy clara y los periódicos la convirtieron en el titular del día: «El futuro del mundo será catalán o talibán». Los talibanes encarnaban lo peor y los catalanes, lo mejor. El expresidente añadió que Cataluña es «un modelo de diversidad», un ejemplo de cómo saber mantener la diferencia que «ha dicho no al separatismo, la violencia y el terrorismo», mientras que «las diferencias son la única cosa que cuentan» en el modelo talibán. En aquella época, marcada por el atentado de Al Qaeda contra las Torres Gemelas de Nueva York, el 11 de septiembre de ese mismo año, el nacionalismo catalán de Jordi Pujol gobernaba la Generalitat mientras José María Aznar –⁠que había logrado la mayoría absoluta en las elecciones generales del año 2000⁠– había empezado a aplicar su agenda de máximos, con recentralización autonómica incluida.


  Este carácter cívico del catalanismo ha pasado automáticamente al independentismo catalán y eso ha servido para subrayar el marco de la demanda independentista, que es de «más democracia» no de «más identidad» ni de una identidad pretendidamente pura. En un mundo que se interroga sobre cómo regenerar la democracia y hacerla más participativa, que una comunidad nacional coloque las urnas en el centro del debate genera más simpatías que otra cosa. Nada que ver, por lo tanto, con los nacionalismos étnicos y excluyentes de otras latitudes.


  Paradójicamente, a medida que el proceso iba convirtiendo sus proclamas en acciones, el derecho a decidir se fue borrando en beneficio de conceptos de uso más frecuente en todos los movimientos secesionistas. Con la celebración del proceso participativo del 9 de noviembre de 2014, impulsado por el Govern presidido por Mas, el concepto independencia apareció sin filtros. Los catalanes fueron invitados a pronunciarse sobre una doble pregunta: «¿Quiere que Cataluña se convierta en un Estado? En caso afirmativo, ¿quiere que este Estado sea independiente?». Desde entonces, remitió la idea del derecho a decidir, aunque los dirigentes del proceso no dejaban de hablar de la necesidad de llegar a aquellos sectores todavía alejados de las tesis independentistas. Posteriormente, con la preparación y realización del referéndum unilateral de independencia que –⁠contra las advertencias de Madrid⁠– sacó adelante el gobierno bipartito Puigdemont-Junqueras todo era todavía más inequívoco. La papeleta del 1 de octubre de 2017 planteaba una cuestión binaria, como es habitual en todo referéndum: «¿Quiere que Cataluña sea un Estado independiente en forma de república?».


  En poco tiempo, y a una gran velocidad, el relato ambiguo del derecho a decidir desapareció casi del todo. A pesar de los esfuerzos de algunos teóricos y de ciertos políticos, lo cierto es que el concepto derecho a decidir fue aparcado sin tener en cuenta que, quizá, ofrecía algunas posibilidades –⁠necesariamente modestas⁠– de exploración de salidas políticas. En este sentido, es importante saber que la sentencia del Tribunal Constitucional que declaraba nula la declaración de soberanía que había aprobado el Parlament el 23 de enero de 2013 indicaba que el derecho a decidir podía ponerse encima de la mesa de acuerdo con unas reglas. Una de cal y otra de arena. Según los magistrados del Tribunal Constitucional, se podían interpretar las referencias al «derecho a decidir de los ciudadanos de Cataluña» como «una aspiración política» sometida a «la legalidad constitucional», lo cual permitía especular con los márgenes más o menos flexibles de la Carta Magna, en caso de que hubiera voluntad política. Este era el mensaje implícito de una sentencia que, como no podía ser de otra manera, recordaba que el depositario de la soberanía, según el texto de 1978, es «el pueblo español».


  El demos catalán no era reconocido y, en el mejor de los casos, se dejaba el conflicto en manos de una hipotética negociación política en el terreno de juego delimitado por la norma fundamental del Estado español, que no contempla el derecho de autodeterminación pero que, según algunos expertos, podría permitir una consulta pactada (el profesor Francesc de Carreras propuso hacerla sin carácter vinculante mediante el artículo 92 de la Constitución) o un gran pacto para reconocer a Cataluña como nación dentro de España (Miguel Herrero de Miñón defendió una mutación constitucional sin reforma, mediante una disposición adicional que blindara competencias económicas y culturales de la Generalitat).


  Según las categorías propuestas por Eric Selbin, el proceso catalán podría considerarse un «relato de la revolución como liberación y libertad», dentro del cual se inscriben las luchas anticoloniales y antiimperialistas. Si bien Cataluña no es una colonia y el movimiento independentista no se define como anticolonialista, hay algunas tesis del secesionismo catalán que son parecidas a las que, en otras latitudes, han utilizado y utilizan movimientos de emancipación nacional de territorios sometidos al dictado de una metrópolis lejana. El principal de estos argumentos tiene que ver con el trato económico que dispensan los poderes del Estado a la autonomía y ayuntamientos catalanes, que el independentismo denomina «expolio fiscal» y que ha sido muy importante para movilizar y atraer ciudadanos a una causa que, durante muchas décadas, tenía un enfoque historicista y culturalista. El énfasis en la dimensión social de la nueva propuesta independentista no se puede separar de un relato que ha puesto en primer lugar la relación injusta entre una sociedad catalana que aporta más dinero a las arcas comunes del Estado del que recibe después para poder atender las necesidades de su población.


  Los independentistas catalanes han utilizado todo tipo de referencias para explicar su relato como parte de una larga marcha en búsqueda de más democracia en el mundo. Selbin reflexiona sobre esta manera de hacer: «En este largo y vagabundo relato de liberación y libertad, la gente trabaja, a partir de un rico sedimento cultural, en el diseño de diversos elementos que luego configuran un popular relato de liberación y de libertad que las élites siempre están dispuestas a minimizar (salvo que las favorezca; en esos casos, el relato es invocado). Estas luchas representadas sirven para reforzar y fortalecer la propia batalla (sobre todo cuando, como ocurre con frecuencia, los pueblos tienden a encontrar una identidad entre sus aspiraciones y las de otros pueblos imponentemente distantes, tanto en el espacio como en el tiempo)». El problema ha aparecido cuando –⁠movidos por una falta de perspectiva histórica y un exceso de entusiasmo⁠– determinados líderes y entornos han comparado de manera simplista la causa independentista catalana con el independentismo indio liderado por Gandhi o con la lucha por los derechos civiles de los afroamericanos liderada por Martin Luther King. Estas analogías han creado malentendidos, han generado polémicas absurdas y se han vuelto contra los que las utilizaban. Elegir bien los ejemplos y los referentes forma parte del arte del relato.


  El relato del independentismo catalán ha tenido que competir con otro nuevo relato, nacido también de la crisis del sistema democrático forjado durante la transición: el relato del 15-M o relato del movimiento de los indignados, que puso las bases para la creación del partido Podemos, liderado por Pablo Iglesias. La socióloga Marina Subirats ha definido el independentismo como «una utopía de recambio» disponible ante la crisis. Desde coordenadas diferentes pero coincidiendo con una parte del diagnóstico sobre las disfunciones del sistema, el 15-M y el independentismo han aparecido al margen de las lógicas que las élites tenían previstas. Ambos han tenido que nadar contra corrientes muy fuertes de intereses y contra marcos prefabricados que tendían a menospreciarlos o a desfigurarlos.


  La gran diferencia entre el 15-M y el nuevo independentismo catalán tiene que ver con la naturaleza de los cambios que estos dos movimientos plantean. Mientras la agenda indignada de máximos acaba empaquetada en políticas de socialdemocracia más o menos avanzada una vez Podemos aterriza en la política institucional, la agenda independentista aparece como una verdadera ruptura de consecuencias históricas, que intenta resolver un conflicto nacional que existe desde hace siglos. Los pactos políticos en el Ayuntamiento de Barcelona tras las elecciones municipales del 26 de mayo de 2019 ilustran como las élites económicas perciben de modo muy diferente estos dos movimientos.


  Podemos disputa al independentismo el monopolio de la ilusión, en un paisaje de agotamiento de la política convencional. Ambos hacen bandera de la regeneración democrática desde patriotismos muy diferentes: el patriotismo de quien dispone de un Estado constituido y el patriotismo de quien no lo tiene. Una distinción importante. Pero Iglesias no discute nunca el mapa del mundo dado por sentado, mientras el independentismo catalán aspira a redibujar este mapa con la fuerza de los votos, y eso representa un desafío intolerable para los poderes del Estado, y es vivido como una agresión por muchos ciudadanos españoles. De acuerdo con eso, el proceso catalán ha movilizado a todos los guardianes –⁠formales e informales⁠– del statu quo español, que han dedicado recursos, personal y energías, públicamente y de otras formas.


  El independentismo no es sólo la ruptura del tabú de las fronteras y de la soberanía, es también percibido desde los poderes de Madrid (y por catalanes que no son independentistas) como el intento de liquidación de la españolidad y como una amputación dolorosa de la nación española, inimaginable literalmente para muchos españoles. A la vez, el independentista catalán es percibido como el generador de una ofensa insufrible para la mayoría de ciudadanos de España; la razón es interpretar el anhelo de un Estado catalán como una renuncia a formar parte de la comunidad de los españoles y, por lo tanto, como un rechazo. «¿Por qué quieren dejar de ser españoles cuando ser español es motivo de orgullo y algo magnífico?», es un tipo de pregunta implícita en este debate político. Les da igual que el nuevo independentismo haya hecho esfuerzos por decir y repetir que el sentimiento de españolidad de una parte de catalanes no es incompatible con querer un Estado independiente para Cataluña, y tampoco importa que haya independentistas castellanohablantes que reivindican sus raíces andaluzas, gallegas o murcianas. La realidad es que la voluntad de crear un Estado nuevo diferente de España es vista como la pérdida de una propiedad por parte de muchos españoles. Algunos expresan este argumento de manera indirecta cuando denuncian que el independentismo «quiere que los que ahora somos vecinos acabemos siendo extranjeros» o cuando afirman que «Cataluña es de todos los españoles de la misma manera que cualquier lugar de España también es de todos los catalanes».


  El relato del independentismo, a diferencia de lo que ha cuajado en Podemos, amenaza directamente el statu quo porque redibuja el mapa y, por lo tanto, obligaría a rehacer todos los equilibrios. ¿Quién osaría imaginar, desde el corazón del Estado, una España sin Cataluña? ¿Seguiría siendo España?


  
  
    3


    A cal y canto

  


  ¿Si el independentismo catalán es la respuesta, cuál era la pregunta? A la hora de analizar la crisis catalana, demasiados políticos, intelectuales y periodistas de Madrid han cometido el error de desvincular los acontecimientos de Cataluña de una realidad más amplia, que es la crisis del sistema forjado durante la transición democrática que, a su vez, no se puede desvincular de la crisis económica y política que afecta el escenario internacional a partir de 2008. Dicho de otro modo, el proceso catalán no se puede interpretar como si fuera un fenómeno extraño que aparece de manera aislada a causa de un supuesto golpe de calor sufrido por la gente o de un adoctrinamiento a gran escala de la mitad de la población catalana. Este proceso se produce por la suma de muchos factores.


  Cuando el president Pasqual Maragall propuso, a partir de 2003, la reforma del Estatut autonómico, el edificio institucional español ya daba señales de aluminosis. Entre 1982 y 1996, Felipe González lideró la modernización de España, lo cual coincidió con la consolidación del autogobierno catalán. Después, y precedida de una etapa de escándalos vinculados a la corrupción en los entornos de los gobiernos del PSOE, la derecha renovada llegó al poder con José María Aznar como líder, dispuesto a conducir el país –⁠se decía⁠– a una nueva transición.


  Desde septiembre de 1989, Aznar llevaba las riendas del PP, una maquinaria que debía ponerse al día y que tenía que superar el legado de Manuel Fraga, el exministro de Franco que había sido su principal fundador. Para hacerlo, Aznar confió en la Fundación para el Análisis y los Estudios Sociales (FAES), un laboratorio de ideas con gente de su confianza que, a imitación de los think tanks norteamericanos y británicos, fue elaborando papeles sobre la España que quería aquella generación de jóvenes que aspiraba a barrer a los socialistas de las instituciones. Dado que Aznar ganó las elecciones generales de 1996 pero lo hizo sin mayoría absoluta, tuvo que aguar sustancialmente sus planteamientos y representar una posición centrista, para conseguir el apoyo de los nacionalistas catalanes y vascos en las Cortes españolas. El Pacto del Majestic solemnizó la colaboración entre CiU y el PP, un acuerdo que representaba más competencias y recursos para la Generalitat a cambio de asegurar una gobernabilidad estable en Madrid. Aquel pacto también implicaba que, de manera recíproca, los diputados populares en el Parlament de Cataluña completaban la precaria mayoría pujolista que había salido de las elecciones autonómicas de 1995. Pujol hacía con Aznar lo mismo que había hecho antes con González cuando este perdió la mayoría absoluta: convertir a CiU en un socio fiable que ayudaba a la estabilidad y a sacar adelante las políticas más importantes para el país. Esta manera de hacer era definida desde el pujolismo como el peix al cove (se podría traducir aproximadamente como «pájaro en mano»), porque era una pesca o caza permanente para llenar el cesto del autogobierno, una práctica que daba una gran influencia al nacionalismo catalán de centro-derecha en el conjunto de la política española. Miquel Roca Junyent, el desaparecido Joaquim Molins y Josep Antoni Duran i Lleida sobresalieron como figuras de esta mecánica, que no era nada más que la actualización del papel intervencionista y bisagra que había tenido el catalanismo político en las instituciones españolas desde los tiempos de la Lliga Regionalista.


  En el año 2000 todo cambia: Aznar consigue la mayoría absoluta. Entonces, el líder conservador puede prescindir de aquellos que en Madrid denominan «periféricos» y puede descongelar las políticas duras que le había cocinado la FAES pero que no eran aplicables si dependían de CiU y del PNV. Uno de los objetivos principales de esta nueva etapa es cerrar a cal y canto el Estado de las Autonomías y recuperar poder para la administración central. El PP se impone la misión de recentralizar sin manías una España que considera debilitada por la dinámica generada por diecisiete Comunidades Autónomas, algunas de las cuales cuentan con nacionalismos muy activos y arraigados. En su discurso de investidura, el 25 de abril de aquel año, Aznar apunta perfectamente su vía cuando proclama que «fortalecer la España constitucional es el mejor legado que podemos ofrecer a las futuras generaciones. Los españoles nos hemos dotado de un sistema institucional capaz de integrar la pluralidad constitutiva de la nación española. El Estado de las Autonomías es una realidad plenamente asentada. España se ha convertido en uno de los países más descentralizados del mundo. Las Comunidades Autónomas están prestando ya servicios públicos, entre otros la educación y la sanidad, que contribuyen de manera determinante a la calidad de vida de los ciudadanos. Nuestra obligación ahora es hacer que el Estado de las Autonomías funcione cada vez mejor, con arreglo a sus principios inspiradores». Esta mejora no es otra cosa que un rearme de la administración central y por eso añade que «el gobierno, si obtengo la confianza de la Cámara, se propone reforzar los órganos de cooperación entre el Estado y las Comunidades Autónomas, en particular las Conferencias Sectoriales. Asimismo, promoverá un pacto entre todas las fuerzas políticas parlamentarias y las Comunidades Autónomas para dar estabilidad al modelo de financiación autonómica. No podemos olvidar que uno de los valores sobre los que se asienta el Estado de las Autonomías es el de la solidaridad. El gobierno tendrá en cuenta siempre este principio en la definición de sus políticas. Porque todos somos parte de un proyecto común, los beneficios de la prosperidad deben alcanzar a todos». Cooperación y solidaridad son eufemismos. Llega la hora del control unificado y sin excepciones.


  El Estado de las Autonomías surgió durante la transición –⁠recordémoslo⁠– de la necesidad de dar una salida a las demandas de las llamadas naciones o nacionalidades históricas (Cataluña, País Vasco y Galicia) que habían disfrutado de autonomía o iban a disfrutar de estatutos propios durante la etapa republicana. Al generalizar el modelo autonómico en todas las regiones, se pusieron bajo el mismo paraguas dos objetivos muy diferentes: el reconocimiento y la descentralización. Mientras la descentralización no deja de ser un proceso para organizar de manera más racional la vida pública a partir de criterios como la subsidiariedad, el reconocimiento político de unos pueblos que se consideran naciones es un asunto que pone en cuestión variables tan sensibles y delicadas como la soberanía, la identidad, el sentimiento de pertenencia y la memoria colectiva.


  Después del golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, se puso en marcha la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA), una ley que pretendía armonizar el despliegue de las autonomías a la baja, que fue frenada por el Tribunal Constitucional. Para comprender el espíritu de aquel momento con exactitud, hay que evocar una escena que no es anecdótica: el día siguiente del intento de subvertir el orden democrático por la fuerza de las armas, pocas horas después del episodio que golpeó la ciudadanía y fue portada en todos los periódicos del mundo, Juan Carlos I se reunió solemnemente con los líderes de los principales grupos parlamentarios, excepto los nacionalistas catalanes y vascos, CiU y PNV. ¿Por qué el monarca dejó fuera de aquel encuentro al catalanista Miquel Roca, uno de los siete padres de la Constitución y portavoz de unos diputados catalanes que demostraban diariamente su sentido de Estado? El hecho, visto con perspectiva, no puede ser más anómalo: los partidos principales en Cataluña y el País Vasco no fueron llamados a sentarse a la mesa donde se reconfiguró, en unas horas graves, la hoja de ruta de la naciente democracia española. Roca no era menos leal a la Constitución y al sistema democrático que el centrista Rodríguez Sahagún, el socialista Felipe González, el conservador Manuel Fraga o el comunista Santiago Carrillo, pero fue tratado como un sospechoso, alguien que no encajaba en aquel cuadro. En aquella época, el separatismo catalán era absolutamente marginal, pero los separadores en Madrid eran muchos y estaban en puestos clave del Estado.


  Los aires restrictivos posteriores a la intentona golpista llenaron la vida pública. Posteriormente, en 1992, el PSOE y el PP concretaron unos pactos autonómicos que tenían la igualación como meta. Este marco se volvió a flexibilizar a partir de 1993, cuando el PSOE necesitó los votos de CiU y el PNV en el Congreso de los Diputados. En el año 2000, el movimiento fue de signo contrario y concretaba un espíritu regresivo, que bebía de los postulados elaborados por los ideólogos del aznarismo. El segundo Ejecutivo presidido por Aznar considera que el diseño autonómico ha ido demasiado lejos y eso pone en marcha un plan para recuperar competencias que habían sido transferidas en todas las áreas, que incluye medidas presentes en los presupuestos generales del Estado y las correspondientes leyes de acompañamiento. El proyecto conservador apuesta por propulsar Madrid como gran capital de una España radial que se quiere proyectar internacionalmente, todo eso acompañado de privatizaciones de grandes empresas públicas y de políticas emblemáticas de infraestructuras, como la construcción de líneas ferroviarias de alta velocidad, un horizonte de crecimiento que quiere fidelizar una nueva clase media y unas élites provinciales que pretenden tener más protagonismo. El profesor Germà Bel, experto en políticas y economía de las infraestructuras y el transporte, hace un diagnóstico muy acertado del nuevo Madrid: «La capitalidad política, lograda a inicios del siglo XVIII, se ha visto completada con la capitalidad económica lograda en las dos últimas décadas. La consecuencia es la conversión –⁠por fin⁠– de Madrid en el París de España. Una transformación que satisface a la gran mayoría de las élites políticas y económicas y de la población española. Al fin y al cabo, el afán de emular a Francia ha gozado de amplísima aceptación desde el mismo momento en que fue formulado».


  Tuve la oportunidad de cubrir como periodista la campaña electoral de Aznar del año 2000 y pude comprobar sobre el terreno que la dirección del PP había sabido construir un nuevo discurso nacionalista que conectaba con las ganas de muchos españoles de sentirse orgullosos de serlo y proclamarlo; la España del AVE era una marca de supuesto prestigio que exhibía un vendedor que hablaba de crear riqueza y de promover la iniciativa de los particulares. Los ideólogos del aznarismo importaron y adaptaron el concepto «patriotismo constitucional», del pensador alemán Jürgen Habermas, para combatir los nacionalismos catalán y vasco. El PP empezó a apropiarse de la Constitución y a hacer interpretaciones excluyentes que reducían los espacios de consenso y de debate. Era una extraña ironía: Aznar, que siendo joven había promovido una abstención activa en el referéndum constitucional del año 1978, se investía del papel de vigilante de la ortodoxia de la ley fundamental del Estado, una operación que la derecha ha mantenido desde aquella etapa.


  La posibilidad de hacer de España un verdadero Estado plurinacional y pluricultural fue enterrada durante la segunda legislatura de Aznar. Todo lo que sonara a diferencia era visto como sospechoso, y eso hacía imposible cualquier cambio en este terreno, desde matrículas de coches específicas de cada autonomía hasta la presencia en competiciones internacionales de las selecciones deportivas catalanas.


  En plena involución autonómica y recentralización, se celebraron en Cataluña, el año 2003, las elecciones al Parlament, que supusieron un cambio histórico en el Govern de la Generalitat. El acuerdo entre el PSC, ERC e ICV convirtió en president al socialista Pasqual Maragall y nació el primer tripartito de izquierdas, dispuesto a gobernar la autonomía y a chocar cada día con el Ejecutivo español del PP. Josep-Lluís Carod-Rovira, que en aquellos momentos era el líder republicano y se convertiría en conseller en cap, argumentó el pacto con socialistas y ecosocialistas como una apuesta estratégica del independentismo para favorecer la alternancia y para evitar una división social a partir del eje nacional. De esta manera, por primera vez, un partido declaradamente independentista alcanzaba responsabilidades máximas de gobierno. Eso pasaba en un contexto en que los atentados de ETA y la polarización de la política vasca habían contaminado al conjunto de la política española y proyectaban su sombra sobre el paisaje catalán. En junio de 2002, las Cortes españolas habían aprobado la llamada Ley de Partidos, una legislación hecha a medida para impedir que la izquierda abertzale se pudiera presentar a las elecciones; CiU, en este asunto, no apoyó a sus amigos vascos del PNV, sino que votó lo mismo que socialistas y populares.


  La mayoría sólida del PP en Madrid parecía irrompible y el tripartito tenía mentalidad de resistencia y no lo disimulaba. En el texto del acuerdo que las tres fuerzas firmaron en el Saló del Tinell, el 14 de diciembre de 2003, se añadió un anexo donde se decía que se comprometían «a no establecer ningún acuerdo de gobernabilidad (acuerdo de investidura y acuerdo parlamentario estable) con el PP en el Govern de la Generalitat. Igualmente estas fuerzas se comprometen a impedir la presencia del PP en el gobierno del Estado, y renuncian a establecer con este partido pactos de gobierno y pactos parlamentarios estables en las cámaras estatales». Era un verdadero cordón sanitario, que irritó profundamente a los conservadores. Quizá porque estaba muy asumido que el PP lo tendría fácil para revalidar su mayoría, el entonces líder del PSOE y jefe de la oposición en Madrid, José Luís Rodríguez Zapatero, hizo una promesa pública que es muy importante en la génesis del proceso soberanista. Zapatero, en pleno mitin final de la campaña de Pasqual Maragall, el 13 de noviembre de 2003 en el Palau Sant Jordi, en Barcelona, declaró solemnemente esto: «Apoyaré la reforma del Estatuto de Cataluña que apruebe el Parlamento de Cataluña». El invitado podía prometer cualquier cosa y hacerse el simpático porque las expectativas que tenía el PSOE de volver al poder eran más que escasas. Pero la historia cambió de golpe y, pocos meses después, a raíz del terrible atentado yihadista del 11 de marzo en los trenes de cercanías de Madrid, en plena recta final de la campaña de las elecciones generales, se produjo una ola de movilización ciudadana que trastocó todos los escenarios. Y las urnas –⁠en medio de una gran conmoción colectiva⁠– dijeron que el gobierno de España era para Zapatero.


  Maragall se había comprometido a reformar el Estatut y, de un día para otro, se encontraba con que su interlocutor en Madrid era un amigo, un nuevo presidente, cuyo mérito principal era no ser Aznar. Se dedicaron muchas energías a redactar un nuevo texto estatutario que, como notaron varios observadores, era una especie de reforma constitucional introducida por la puerta de atrás. El texto que salió de la Cámara catalana fue retocado en una negociación bilateral entre Zapatero y el entonces jefe de la oposición catalana, Artur Mas, una operación que daba visibilidad a CiU pero que debilitaba la figura del president de la Generalitat, que veía cómo el PSOE jugaba su partida sin respetar el espacio del PSC ni la autoridad del máximo mandatario de Cataluña. Posteriormente, en el trámite en el Congreso de los Diputados, todavía hubo más recortes del nuevo Estatut, de lo cual alardeaba el socialista Alfonso Guerra, presidente de la comisión constitucional de la Cámara baja. El texto que se sometió a referéndum el 18 de junio de 2006 no era el mismo que había salido del Parlament, Zapatero no había sido fiel a su palabra, pero era un intento de levantar el techo del autogobierno y blindar algunos aspectos, sobre todo el capítulo económico y fiscal. Se aprobó por más del 70 %, a pesar de que la participación no llegó al 50 % y que dos partidos –⁠por motivos opuestos⁠– pedían el voto en contra, PP y ERC; los primeros consideraban que el texto desbordaba el marco constitucional y los segundos afirmaban que se había desnaturalizado y no era lo bastante ambicioso.


  El nuevo Estatut fue el objeto a abatir por la derecha española. El PP hizo una ruidosa campaña para pedir firmas con el objetivo de sacar adelante una proposición no de ley en el Congreso de los Diputados para organizar un referéndum sobre el texto estatutario en el conjunto de España, según Mariano Rajoy, en defensa «de la nación española y de la igualdad entre los españoles»; los populares consiguieron reunir cuatro millones de firmas, en un clima de creciente animadversión contra los políticos catalanes, con desinformaciones y tergiversaciones que trataban de explotar supuestos agravios comparativos. Las mesas en la calle donde el PP pedía firmas contra el Estatut se convirtieron en un escaparate de prejuicios y tópicos que, puestos al servicio de una estrategia partidista de confrontación, contribuyeron poderosamente a envenenar el ambiente. La dirección de la formación conservadora quería erosionar la presidencia de Zapatero a partir de un relato en el cual los catalanes eran presentados como unos insolidarios y unos aprovechados.


  La gran ofensiva tenía que pasar por el Tribunal Constitucional. El PP presentó recurso de inconstitucionalidad contra el Estatut porque, según su criterio, venía a ser «una Constitución paralela». Después, hizo lo mismo el Defensor del Pueblo (cargo entonces ejercido por el socialista Enrique Múgica) y, poco a poco, fueron llegando el resto de recursos, los de los gobiernos autonómicos de Murcia, La Rioja, Aragón, Valencia y Baleares. Se abrió una puerta incierta que tendría, como sabemos hoy, consecuencias graves y de proporciones históricas.


  Después de cuatro largos años de deliberaciones, y rodeado de varias polémicas y un notable desprestigio institucional, el Tribunal Constitucional emitió, en junio de 2010, la sentencia sobre el Estatut, que cayó como una jarra de agua fría encima de la sociedad catalana. El alto tribunal actuó como una tercera Cámara. Catorce artículos del texto estatutario fueron anulados y veintisiete fueron sometidos a una interpretación restrictiva. La voluntad de tener más y mejores competencias económicas, culturales y políticas se frustró, pero eso no fue lo peor. Lo que provocó más malestar, más indignación y más decepción en amplios sectores era que el Tribunal Constitucional enmendaba la plana a la ciudadanía que había votado aquel texto en referéndum. Era la primera vez que se corregía la voluntad popular de esta manera en la democracia española. Pasó lo que Jordi Amat explica, en La conjura de los irresponsables, lo que el notario Antonio Pedrol Rius señaló como advertencia en el año 1978: una verdadera grieta en el funcionamiento del Tribunal Constitucional; el recurso previo de inconstitucionalidad se añadió para evitar un eventual choque de legitimidades, como había observado el eminente jurista, pero en 1985 esta disposición se anuló, después de que la oposición utilizara reiteradamente el recurso para retrasar la entrada en vigor de las leyes. «La grieta, pues, se había vuelto a abrir –⁠escribe Amat⁠– en pleno proceso de consolidación de la nueva democracia española.»


  El Estatut catalán no era la ley que el pueblo catalán había elegido, era otra cosa. Según el constitucionalista Javier Pérez Royo, el problema es que el Tribunal Constitucional «desautorizó el pacto entre el Parlamento catalán, el Parlamento español y el pueblo de Cataluña». El choque de legitimidades acababa con una humillación de los votantes catalanes. Mucha gente en Cataluña no entendió que unos magistrados tuvieran el poder de cambiar con una sentencia lo que era fruto de largas negociaciones, de dos trámites parlamentarios, y de un referéndum oficial y vinculante. Tres años antes, el president José Montilla dio una conferencia en Madrid que fue premonitoria. En aquella intervención, Montilla explicó que existía en Cataluña un estado de ánimo de «cabreo, recelo, pesimismo, que alimentan un poso de desafección y de alejamiento de la ciudadanía con respecto a la política». Aquellas palabras dibujaron, sin saberlo, el paisaje de un futuro en que la desafección llegaría a su punto máximo.


  El 26 de noviembre de 2009, doce periódicos editados en Cataluña (entre los cuales todas las principales cabeceras) publicaron un editorial conjunto titulado «La dignidad de Cataluña», que reflexionaba sobre la suerte del Estatut en el Tribunal Constitucional: «El alto tribunal decidirá sobre la dimensión real del marco de convivencia español, es decir, sobre el más importante legado que los ciudadanos que vivieron y protagonizaron el cambio de régimen a finales de los años setenta transmitirán a las jóvenes generaciones, educadas en libertad, plenamente insertadas en la compleja supranacionalidad europea y confrontadas a los retos de una globalización que relativiza las costuras más rígidas del viejo Estado-nación. Están en juego los pactos profundos que han hecho posible los treinta años más virtuosos de la historia de España. Y llegados a este punto es imprescindible recordar uno de los principios vertebradores de nuestro sistema jurídico, de raíz romana: Pacta sunt servanda. Aquello pactado obliga».


  El editorial, que fue muy mal recibido en el Madrid de las élites pero tenía un gran consenso en Cataluña, quería llamar la atención sobre un sentimiento que inspiraba transversalmente la centralidad de la sociedad catalana: «Hay preocupación en Cataluña y es necesario que toda España lo sepa. Hay algo más que preocupación. Hay un creciente hartazgo por tener que soportar la mirada airada de los que siguen percibiendo la identidad catalana (instituciones, estructura económica, idioma y tradición cultural) como el defecto de fabricación que impide en España alcanzar una soñada e imposible uniformidad. Los catalanes pagan sus impuestos (sin privilegio foral); contribuyen con su esfuerzo a la transferencia de rentas a la España más pobre; afrontan la internacionalización económica sin los cuantiosos beneficios de la capitalidad del Estado; hablan una lengua con más margen demográfico que el de varios idiomas oficiales en la Unión Europea, una lengua que, en lugar de ser amada, resulta sometida tantas veces a un obsesivo escrutinio por parte del españolismo oficial, y acatan las leyes, por descontado, sin renunciar a su pacífica y probada capacidad de aguante cívico. Estos días, los catalanes piensan, sobre todo, en su dignidad; conviene que se sepa».


  El editorial de los doce periódicos era una síntesis perfecta, a disposición de quien quisiera escuchar. La conclusión, un toque de atención a las élites del Estado: «Que nadie se confunda, ni malinterprete las inevitables contradicciones de la Cataluña actual. Que nadie yerre el diagnóstico, por muchos que sean los problemas, las desafecciones y las contrariedades. No estamos ante una sociedad débil, postrada y dispuesta a asistir impasible al deterioro de su dignidad. No deseamos presuponer un desenlace negativo y confiamos en la probidad de los jueces, pero nadie que conozca Cataluña pondrá en duda que el reconocimiento de la identidad, la mejora del autogobierno, la obtención de una financiación justa y un salto cualitativo en la gestión de las infraestructuras son y seguirán siendo reclamaciones tenazmente planteadas con un amplísimo apoyo político y social. Si es necesario, la solidaridad catalana volverá a articular la legítima respuesta de una sociedad responsable».


  La solidaridad catalana no tardó en materializarse. El 10 de julio de 2010, al día siguiente de que se hiciera pública la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut, más de un millón de personas se manifestaron en Barcelona bajo el lema «Som una nació, nosaltres decidim» (Somos una nación, nosotros decidimos), a iniciativa de la entidad Òmnium Cultural. En la cabecera de la manifestación, el president Montilla y los expresidentes Maragall y Pujol, además de varios expresidentes del Parlament y los dirigentes de todos los partidos menos el PP y Cs. Aunque aquella no era una manifestación convocada por el independentismo sino en defensa del autogobierno, los gritos más repetidos fueron a favor de la independencia de Cataluña.


  Aquel día, todo empezó a cambiar y no pocos catalanes –⁠que nunca habían imaginado nada más allá de la autonomía⁠– se transformaron en independentistas sin darse cuenta de ello.
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    La prisa

  


  Carme Forcadell, que entonces presidía la ANC, pronunció una frase que ha quedado fijada como una de las divisas principales del proceso catalán: «President, posi les urnes» (President, ponga las urnas). Eso sucedía durante la tanda de discursos que cerró la gran manifestación del 11 de septiembre de 2014, cuando faltaban menos de dos meses para que los catalanes fueran llamados a votar –⁠como ya hemos explicado⁠– en la consulta del 9-N, organizada por la Generalitat sin carácter vinculante ni jurídico, pero con un innegable valor político. «Presidente, ponga las urnas» resume el afán dominante en el mundo independentista desde 2012: la prisa. No era suficiente con alcanzar la independencia, había que hacerlo lo antes posible, mejor mañana que pasado mañana. «Tenim pressa» (Tenemos prisa) es una consigna que se ha repetido siempre, en todo tipo de actos, como expresión de un voluntarismo que transmite –⁠se quiera o no⁠– un pensamiento mágico y que sugiere que la tarea propuesta será más fácil de lo que parece.


  Desde el primer día que oí la frase «tenim pressa», pensé que era un error de proporciones monumentales someter la política del independentismo a una aceleración extrema y a unos plazos breves que cualquier observador informado podía considerar imposibles de cumplir. La promesa de una independencia-exprés ha sido el gran error de los dirigentes del movimiento, al mismo nivel que otros tres factores, que también son analizados en este libro: el desconocimiento de la mentalidad de las élites de Madrid, el hecho de no valorar lo que representa el monopolio de la violencia en manos del Estado, y un exceso de confianza en el discurso sobre los intereses materiales de la población por encima de los sentimientos de pertenencia.


  La promesa de una independencia a corto plazo no se puede separar de la propaganda que presentaba la secesión como un objetivo complicado pero que en última instancia dependía –⁠se decía⁠– de la voluntad, la determinación y el convencimiento del pueblo de Cataluña por encima de cualquier otra consideración. Una independencia ineluctable e indolora, «de la ley a la ley», podía ser también una independencia cocinada en el microondas de la historia, según se desprendía de lo que proclamaban sus impulsores. Quizá porque he nacido y vivo en una ciudad del segundo cinturón metropolitano de Barcelona, donde el independentismo no es hegemónico y donde conviven partidarios, contrarios e indiferentes a este proyecto, la prisa me ha parecido siempre improductiva y contraproducente, además de totalmente errónea. El suplemento a la frase «tenim pressa» ha sido otra frase, entre el deseo optimista y el autoengaño motivador: «ho tenim a tocar» (lo tenemos al alcance de la mano); después de cada manifestación, no han faltado nunca los que han asegurado que tenemos al alcance de la mano una Cataluña independiente, como la fruta madura a punto de ser recogida.


  La política es la gestión inteligente del tiempo. Para hacer política hay que dominar y navegar los tiempos y el tiempo, evitando que el tiempo nos aplaste. Los políticos más experimentados acostumbran a explicar que no se trata de ir poco a poco o ir deprisa, el secreto es insertar las acciones adecuadamente en momentos de más o menos aceleración, teniendo en cuenta que la política es también espera y pausa, tiempo (aparentemente) muerto, según la metáfora deportiva. Hacer política es también esperar, observar y tener paciencia. El gran clásico de la política contemporánea, Max Weber, lo sintetizó a la perfección: «La política significa ir taladrando lentamente tablas duras con pasión e intuición». Imaginemos, pues, un trabajo pesado y prolongado que –⁠añadimos nosotros⁠– sólo tiene éxito si establece una alianza razonable y realista con el tiempo. El tiempo no se puede menospreciar frívolamente, es el medio natural de la política. Sin tiempo, no hay política. O sólo hay mala política.


  Esta prisa del independentismo otorga a todo el movimiento un sesgo estructuralmente antipolítico, hay que retener esta característica de manera especial. Como ha notado el profesor Daniel Innerarity, «la crítica de Weber a la mentalidad antipolítica tiene como destinatario ese modo de pensar que equipara lo contingente con algo despreciable, la marginalización de la contingencia hasta hacerla una quantité négligeable». Si aceptamos, con Innerarity, que corresponde pensar la política «como una peculiar gestión de la contingencia», debemos concluir que el independentismo ha querido eludir sistemáticamente la complejidad inherente a su misma misión y, al hacerlo, se ha autosaboteado, en beneficio de una propaganda que presentaba el proceso como una carrera que llegaría a la meta a toda costa. Reconocer la contingencia es valorar «la imprevisibilidad, la incertidumbre, la fragilidad o la oportunidad», porque «contingencia significa posibilidad de que las cosas sean de otra manera e invita a buscar alternativas». Me parece que la mayoría de dirigentes independentistas, encorsetados por el tenim pressa y por unos esquemas demasiado rígidos, no tuvieron en cuenta lo que explica muy bien el pensador navarro: «Lo posible es algo más que lo meramente posible, es un marco de acción. Las oportunidades en relación con las expectativas y los efectos secundarios establecen los puntos de referencia para la acción, el ámbito en el que tiene lugar la precisión de lo posible».


  Oportunidad u oportunismo, un terreno resbaladizo. El grupo dirigente independentista interpretó que la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut era una oportunidad clara y única para plantear un proyecto rupturista de gran alcance, a partir de dos fenómenos muy intensos: la indignación de una parte importante (y activa) de la sociedad catalana y la pérdida de prestigio y de autoridad de las instituciones del Estado encargadas de arbitrar este conflicto. «Ahora o nunca», se dijeron.


  De una manera implícita y explícita, a partir de la Diada de 2012, se instaló la idea entre los independentistas de que se abría «una ventana de oportunidad» excepcional, y que había que aprovecharla sin manías, porque no se sabía cuándo volveríamos a tener otra igual. La ventana de oportunidad –⁠como se iba repitiendo⁠– exigía ir deprisa porque era obvio que, más temprano que tarde, el Estado español saldría de la sorpresa y pasaría a organizar una estrategia contra el movimiento independentista. Jordi Pujol utilizaba, cuando gobernaba, una metáfora que resumía su comportamiento ante los gobiernos españoles sin mayoría que requerían el apoyo de los nacionalistas catalanes: «Hay que avanzar antes de que el Báltico se hiele», en referencia a lo que saben todos los marineros escandinavos cuando llega el invierno en el norte de Europa. Pujol aplicaba este sentido de la oportunidad en la negociación constante con el poder central para conseguir competencias y recursos para la autonomía; había que tener el peix al cove antes de que el mar Báltico no fuera navegable. La de Pujol era una ventana de oportunidad muy concreta, muy delimitada y muy conocida.


  Artur Mas quiso combinar oportunidad y oportunismo cuando, después de comprobar que los recortes afectaban gravemente a la popularidad de su Govern, en un contexto de colapso financiero de las instituciones, una crisis económica creciente y un paro desbocado, decidió anticipar las elecciones autonómicas. El «no» solemne de Rajoy a negociar un nuevo pacto fiscal le sirvió de botón rojo para poner en marcha su apuesta, que se inspiraba en señales que llegaban de la calle. La multitudinaria manifestación de la Diada de 2012 organizada por la ANC (bajo el lema «Catalunya, nou Estat d’Europa») convenció a los colaboradores de Mas –⁠sobre todo al conseller Francesc Homs⁠– de que sólo había una salida: intentar liderar aquella ola y, de paso, asegurar la gobernabilidad después de marcar distancias con la austeridad practicada con demasiado celo. La alternativa a este plan era ir administrando una caja de caudales llena de telarañas en medio de críticas de todos los sectores, y sin margen para hacer políticas sociales dignas de tal nombre. Los problemas de tesorería de la Generalitat ponían en evidencia que no habían llegado los 759 millones que el socialista Zapatero prometió cuando todavía era presidente del gobierno español, de acuerdo con la disposición adicional tercera del Estatut en concepto de inversiones en infraestructuras correspondientes al año 2008. A finales de aquel agosto, el Ejecutivo de Mas tuvo que solicitar, no había más remedio, la adhesión de Cataluña al Fondo de Liquidez Autonómica (FLA) para poder abordar la reducción del déficit público y hacer frente a los vencimientos de la deuda del segundo semestre que tenía pendientes. El conseller de Economia, el respetado profesor Andreu Mas-Colell, salía aquellos días ante la prensa a repetir que «la caja está vacía». El panorama era desesperanzado y oscuro. Cada jornada en la administración catalana era una agonía.


  A cara o cruz. La gente volvió a votar. Mas revalidó la mayoría en aquellos comicios pero perdió doce diputados, que no son pocos. Como ha escrito Josep Martí, exsecretario de Comunicació del Govern durante aquella etapa, «lo que debían ser unas elecciones para afianzar el proyecto y el liderazgo de Artur Mas se tornaron en lo contrario. CiU quedó debilitada y también quien ostentaba su liderazgo. En el Parlament aparecía por primera vez la CUP, con tres diputados, y ERC iba a convertirse en socio de gobierno condicionando la agenda a su gusto, aprovechando que los convergentes habían decidido ir a mover el balón a su terreno de juego, el independentismo verbalmente desacomplejado, y la operación no les había salido tan bien como esperaban».


  A finales de 2012, la política catalana se aceleró como nunca había sucedido antes. Los acontecimientos se han sucedido desde aquel momento como un torrente desbordado, encabalgándose abruptamente y provocando una saturación de la significación histórica del presente. La proximidad del tricentenario de los hechos de 1714 y la Guerra de Sucesión dio alas a los que querían hacer coincidir la conmemoración de aquel hito con un referéndum sobre la independencia o, directamente, con la proclamación de la independencia de Cataluña. La estética de las coincidencias deseadas, el anhelo de resonancias del pasado y la sobrecarga histórica se imponían a consideraciones menos románticas y cálculos más realistas y racionales. El presente, como palanca del futuro acelerado, se inspiraba en un pasado atrapado en una fotocopia borrosa. El spot institucional de los actos conmemorativos del tricentenario contenía una frase final que quería conectarlo todo: «Ara la història ens convoca» (Ahora la historia nos convoca).


  El énfasis en la necesidad omnipresente y obsesiva de «hacer historia» ha presidido muchos mensajes y muchas acciones del proceso soberanista, y ha conseguido que la obligación (modesta, prosaica y dubitativa) de «hacer política» dejara de tener valor o fuera considerada un asunto secundario a ojos de mucha gente, incluidos altos cargos con responsabilidad a la hora de marcar prioridades, tomar decisiones y asumir las consecuencias de sus actos. Ocupados en «hacer historia», algunos han olvidado las premisas elementales del «hacer política» y han caído en una especie de autocomplacencia estéril, como si el instante de las movilizaciones colectivas admirables pudiera transformar por sí mismo toda la realidad de un día para otro, como si la motivación de miles de personas tuviera unos efectos inmediatos en las estructuras. Un ejemplo de este enfoque lo encontramos expresado claramente en un fragmento del prólogo que Carme Forcadell escribió al libro 17.14 L’hora del poble. Com vam fer la Via Catalana: «Igual que en la Vía Catalana, donde todos y cada uno de nosotros teníamos un papel, todos éramos necesarios y entre todos la hicimos posible. Sabemos que lo tenemos que agradecer a los miles y miles de voluntarios que, desde meses atrás, trabajaron sin desfallecer, a los colaboradores, a los simpatizantes y a todos y cada uno de los participantes que demostraron su compromiso con el país, yendo, el día 11, allí donde habían dicho que irían, allí donde se habían comprometido a ir. Fueron ellos los que convirtieron la Vía Catalana en un acontecimiento histórico, en un hecho sin precedentes que nos ha proyectado al mundo y que ha acelerado el futuro de nuestro país». Historia, aceleración y futuro, nada más.


  La manía por la historia conectada con el porvenir y la acción política venía de antiguo. El año 2008, Josep-Lluís Carod-Rovira, que entonces era líder de ERC y vicepresidente en el Govern de José Montilla, publicó un libro titulado 2014. Que parli el poble català, que jugaba con este horizonte próximo, en el cual la memoria colectiva y la voluntad de impulsar una ruptura del statu quo iban de la mano. Con todo, quien remacha el clavo del «tenim pressa» es Artur Mas cuando, después del éxito de la consulta del 9-N, da una conferencia en el Auditorio del Foro de Barcelona, el 25 de noviembre de 2014. En esta intervención, Mas dibuja un plan de sólo dieciocho meses para decidir sobre la independencia de Cataluña, un itinerario que tenía que comenzar con unas elecciones plebiscitarias a las cuales, según argumentaba, el independentismo tendría que presentarse en una lista única, integrada por personas representativas de la sociedad civil, profesionales expertos de reconocido prestigio y otros miembros propuestos por los mismos partidos favorables a la independencia.


  Mas, que tituló la conferencia Després del 9N: temps de decidir, temps de sumar (Después del 9N: tiempo de decidir, tiempo de sumar), tenía claro que el tren pasaba en aquel momento y que no podía perder tiempo: «Con esta propuesta que os hago se intenta sumar más allá de los partidos, por una sola vez, por un periodo corto, para ganar la consulta, para constituir el Estado si se gana, y preservando además los partidos de cara al futuro, que también es una obligación. Cuando me refería a actuar con generosidad, me refería a poder hacer eso o algo parecido a eso». ¿Por qué Mas se ató a los dieciocho meses? ¿Para no ser acusado de tibio o de hacer el juego al bando contrario? ¿Porque entendía que una suspensión de la competición ideológica normal debía ser necesariamente breve? ¿Porque no quería parecer menos decidido que Junqueras y ERC? ¿Porque consideraba que el desconcierto de las élites del Estado duraría poco? ¿Porque creyó que sólo se podría mantener el pulso con Madrid si este no se cronificaba? Quizá había un poco de todo eso. El diseño de Mas era muy cartesiano sobre el papel e incorporaba «un proceso de participación durante aquellos dieciocho meses y medio de la ciudadanía catalana, de su tejido asociativo y del mundo local para preparar las bases de una futura Constitución catalana, para ser aprobada en el mandato legislativo siguiente, según el criterio que establecieran entonces los partidos políticos representados en aquel momento en el Parlament».


  Alex Salmond, exprimer ministro de Escocia y líder del Scottish National Party (SNP), que consiguió el referéndum pactado con el gobierno británico que se celebró el 18 de septiembre de 2014, ha concedido algunas entrevistas en las cuales se ha referido al proceso catalán. A pesar del respeto escrupuloso a las características propias de la política de Cataluña, Salmond ha insistido siempre en que «la manera correcta de declarar la independencia en el mundo moderno no es a través de una DUI, sino de un proceso de consenso», y ha recomendado tiempo y paciencia a los dirigentes catalanes: «Debéis evitar el desánimo, ser persistentes. En un momento, surge la circunstancia política que permite hacer progresos». El hombre que encarnó este anhelo en Escocia remarca que «en política, las tácticas pueden cambiar, pero lo que importa realmente es el tiempo» en que se actúa, y también considera que el independentismo catalán «debe ser consciente no sólo de las fortalezas y debilidades propias, sino de las fortalezas y debilidades de los oponentes».


  El caso escocés, invocado muchas veces desde Barcelona, no fue fruto de una improvisación, fue un reto muy trabajado y hubo varias negativas de Londres. El objetivo de un Estado independiente, «requiere intentos –⁠subraya Salmond⁠–⁠, es difícil, significa quizá décadas de frustración». En general, los líderes del proceso han agradecido las palabras de su colega escocés pero no le han hecho mucho caso, recordando que las culturas políticas de Londres y Madrid son muy diferentes. En este caso, se podría replicar con facilidad que los gobiernos británicos no han sido siempre un ejemplo de flexibilidad y diálogo cuando están en juego la soberanía y la identidad. Baste pensar en el conflicto de Irlanda del Norte, un caso lleno de violencia, represión y división social, que vuelve a ser noticia a raíz de las consecuencias del Brexit aprobado en referéndum por la ciudadanía del Reino Unido.


  El sesgo antipolítico del proceso no se acabaría de entender si no prestáramos atención a algunos lemas o consignas que han sido adoptadas, con cierto éxito, por las bases del movimiento. Después de la aplicación del 155 y de las elecciones del 21 de diciembre de 2017, a medida que se veía que el nuevo Govern presidido por Quim Torra tenía que moverse en el terreno de juego puramente autonómico sin hacer efectiva República alguna, empezaron a menudear pancartas y carteles que proclamaban «el poble mana, el govern obeeix» (el pueblo manda, el gobierno obedece), sobre todo en protestas organizadas por los Comités en Defensa de la República (CDR) y la CUP. De todas las frases que se han convertido en bandera del proceso, esta es la más inquietante para cualquier demócrata, sea independentista o partidario de mantener Cataluña dentro de España.


  En primer lugar, se habla de un pueblo que parece ser una entidad homogénea, unívoca y compacta, desvinculada de toda representación y mediación institucional, un pueblo asambleario en marcha, todopoderoso, capaz de establecer y dictar arbitrariamente –⁠no se sabe por qué mecanismos⁠– lo que tiene que hacerse en cada momento. En segundo lugar, hay un gobierno que tiene que obedecer de manera inexorable y sumisa, una instancia plenamente subordinada sin margen para deliberar, modular, matizar, aplazar o cuestionar lo que este pueblo ha determinado. El pueblo aparece aquí como una realidad casi sagrada, alejada del concepto de ciudadanía, mientras el gobierno es presentado como si fuera una mera máquina sin criterio, un instrumento burocrático entregado a dar salida, forzosamente, a la voluntad popular, indiscutible e inapelable desde el primer momento.


  El independentismo, tan cuidadoso a la hora de articular su demanda sobre la necesidad de votar, ha sido poco vigilante con los brotes claramente populistas que han surgido de su interior, como pone de manifiesto este lema tan desafortunado, una frase que, por otra parte, niega la autonomía de acción de los mismos gobernantes independentistas y les quiere convertir en simples marionetas de unas fuerzas superiores que imponen su razón y sus prioridades. Alguien, llevado quizá por una lectura ingenua, podría quitar importancia a frases de este tipo, pero estamos ante una visión que, con más o menos intensidad, se ha instalado entre las bases del independentismo. Se trata de una ilusión populista que conecta con lo que Raymond Aron identificó como oclocracia, a raíz de la revolución chií en Irán el año 1979. Las masas seguidoras del ayatolá Jomeini, según el pensador francés, encarnaban esta oclocracia o poder de la plebe, porque consideraba que, en Irán, «después del derrocamiento del régimen imperial, gobierna –⁠en la medida en que eso sucede⁠– por un lado el ayatolá Jomeini y los miles de mulás de todos los tipos y procedencias, y por otro, la masa o los movimientos de masa a veces espontáneos, a veces manipulados». Oclocracia catalana parece un oxímoron, pero lo es mucho menos si tenemos presente el arraigo fuerte que tuvo en Cataluña el anarcosindicalismo y sus ramificaciones antes de la Guerra Civil. La fascinación intermitente por una sociedad ideal en que las masas ejercieran un verdadero gobierno directo forma parte de la historia de los catalanes. Más allá de la caricatura del tendero que querría ser anarquista a ratos, está el hecho de que Cataluña siempre ha observado desde muy lejos el Estado y la administración, con todo lo que eso representa a la hora de fabricar imaginarios y levantar determinadas banderas.


  Otro de los lemas más utilizados remite también a este paradigma de unas masas con capacidad para prescindir de las élites y de las estructuras institucionales, en beneficio de una acción popular que empieza y acaba en ella misma: «Sols el poble salva el poble» (solamente el pueblo salva al pueblo). El pueblo se salva solo, sin nada exterior ni extraño al mismo pueblo. El pueblo es autosuficiente y omnipotente. Regresamos a una idealización del concepto pueblo, que se convierte así en una entidad más allá de todo escrutinio racional. Por otra parte, esta consigna introduce un verbo típicamente religioso: salvar. La salvación es una promesa del cristianismo, el fruto de la redención de Cristo que hace que el alma de los mortales esté en estado de gracia. El pueblo, en este sentido, estaría en gracia y sería, por lo tanto, un pueblo limpio de culpa y de pecado. Salvar al pueblo significa, en este contexto, no sólo liberarlo política y socialmente de unos poderes indeseados, es también devolverlo a una pureza pretendidamente original, el atributo principal de la comunidad.


  La pureza y la nobleza consustancial del pueblo contra la impureza y la perversión de los gobiernos, de los Parlamentos y de los partidos es un relato típicamente populista. Como explica muy bien Jan-Werner Müller, el populismo es «una peculiar imaginación moralista de la política, una forma de percibir el mundo político que sitúa a un pueblo moralmente puro y totalmente unido –⁠pero ficticio al fin y al cabo⁠– en contra de las élites consideradas corruptas o moralmente inferiores de alguna otra forma». Es este pueblo ideal el que los populistas consideran «moralmente puro y de una voluntad infalible». Una vez introducida en el discurso político, la categoría de la pureza puede tener efectos muy graves. El antropólogo y monje Lluís Duch lo analiza con detalle: «Tanto en las religiones como en los sistemas políticos de todos los tiempos, la apelación a la pureza pone en marcha la dinámica de la exclusión, casi siempre basada en la dicotomía ortodoxia/heterodoxia, que tiene la función de señalar y desterrar las anomalías religiosas o políticas que, desde el punto de vista de una determinada ortodoxia, no pueden tener ni un lugar ni un espacio donde establecerse y desarrollarse porque, entonces, se convertirían en elementos contaminados y contaminadores para el resto de la población y, acto seguido, provocarían que enfermara el cuerpo y el espíritu y crearían diferencias inasumibles altamente nocivas y muy peligrosas para las pretensiones de todo tipo de las ortodoxias religiosas y/o políticas». Una parte del independentismo se ha investido del papel de vigilante de las ortodoxias y eso ha tendido a empobrecer la transversalidad del movimiento y a dificultar el debate estratégico. A mediados de abril de 2019, los CDR anunciaron que convocarían un referéndum informal el 26 de mayo, en coincidencia con las elecciones municipales y europeas; en esta consulta –⁠que finalmente no se hizo⁠– querían poner a votación si empezaba un proceso constituyente y, en caso de respuesta afirmativa, si tenían que ser un grupo de expertos, los políticos o los ciudadanos los que marcaran el contenido de una Constitución de la República catalana. En su obsesión por tutelar el espacio institucional con formas asamblearias, los CDR también querían poner a debate si hay que crear mecanismos especiales para impugnar cargos electos durante su mandato y si toda decisión del Parlament o del Govern debería ser ratificada por la ciudadanía. A medida que el proceso ha quedado bloqueado por la represión judicial y por la evidencia de una estrategia equivocada, se han intensificado las pulsiones antipolíticas en la franja más radical del movimiento, partidaria de basarlo todo en la agitación de la calle.


  Los CDR aparecieron como Comitès en Defensa del Referèndum y se convirtieron después en los Comitès en Defensa de la República, con unos objetivos más a largo plazo. Xavier Milian Nebot, autor del libro El poder del poble. L’autoorganització veïnal dels CDR, plantea varios retos y debates en torno a estos colectivos y explica que «el carácter de autoorganización, autónomo y asambleario, hace que todos y cada uno de los CDR, y por lo tanto también su conjunto, se conviertan en organismos vivos que van evolucionando cada uno a su manera, a partir de las dinámicas internas que se establecen en cada uno de sus núcleos, así como a partir de la práctica y el ensayo y error». Milian Nebot añade que esta característica «de movimiento en construcción y evolución permanentes es lo que determinará si los CDR acaban homogeneizándose hacia un modelo concreto de organización e ideológico, o bien se mantendrá la pluralidad que hemos conocido hasta ahora».


  En Cataluña, en el marco del proceso, una palabra aparece a menudo como eufemismo/metáfora de pureza: coherencia. Por ejemplo, la CUP se reivindica como la opción «más coherente» del independentismo y así es también percibida incluso por votantes de otras opciones. La notable disonancia cognitiva entre los discursos de los dirigentes independentistas y sus actos, sobre todo a partir de los hechos de octubre de 2017, alimenta reactivamente el ansia de una supuesta coherencia total entre las bases del movimiento. Las sospechas de incoherencia indican, a ojos de muchos, la falta de determinación, la tentación de la traición.


  Una de las figuras que introdujo la palabra «traición» en el argot político catalán de los últimos años, pero mucho antes del proceso, fue Lluís Maria Xirinacs, el célebre sacerdote, profesor y activista, que pasó de ser el senador más votado en las elecciones generales de 1977 (disfrutaba entonces de un gran apoyo por sus protestas pacifistas y huelgas de hambre en favor de la liberación de los presos políticos) a ser un referente del independentismo catalán minoritario y extraparlamentario. Xirinacs ya había defendido la abstención en el referéndum del primer Estatut de la etapa democrática, celebrado el 25 de octubre de 1979. En el universo independentista, varios grupos compartían esa posición.


  Entre los años 1993 y 1997, Xirinacs publicó la trilogía La traïció dels líders, unas memorias donde repasa de manera muy crítica y severa la transición democrática y lo que considera fue el abandono de los ideales que movían a la oposición catalana a la dictadura. Su mirada es de profundo desencanto respecto del camino andado. Y no faltan reproches: «El resultado, el fracaso, la cosecha perdida. El exceso de prudencia convirtió a nuestros líderes en traidores. Entre insurreccionarse como en los hechos de mayo de 1934 y supeditarse como en los hechos de junio de 1977, había una tercera vía, la de la ruptura democrática, que, como hace poco Heribert Barrera [secretario general de ERC durante la transición] ha dicho y yo más arriba he citado, “no implicaba violencia, sino únicamente firmeza cívica”». El discurso de Xirinacs conecta con muchos de aquellos que se consideran «perdedores» de la transición, los que describen aquella etapa como un fraude de grandes dimensiones, marcado por el incumplimiento de unas promesas de ruptura y gran transformación social. En este sentido, el exsenador actuaba como una especie de conciencia crítica, que tenía buena acogida en el ámbito resistencial de un independentismo que se había colocado en los márgenes y que podía flirtear ocasionalmente con la acción directa. Su visión remarca la distancia entre unos políticos (que señala como desertores) y el pueblo (que presenta como una instancia pura y compacta): «el cambio se haría desde arriba. Tentación poderosa para los partidos sedientos de alturas. ¿Por qué no abandonar el pueblo, traicionar a la gente y dejarse querer por aquel que tiene el poder? Empezaba, pues, también a manifestarse el abandono del compromiso de representatividad que todo político honrado contrae con el pueblo, y el abandono de la unidad pueblo-políticos, bastante imprescindible para cambiar de verdad un régimen antidemocrático. El contraste de las dos actuaciones se volvió conmovedor».


  El 11 de agosto de 2007, encontraron sin vida a Lluís Maria Xirinacs en una zona boscosa del Ripollès, el paraje de Can Pegot, en el término de Ogassa. Se dejó morir, como él mismo explicó en un Dietari final que se editó aquel mismo otoño. Dejó este escrito, fechado el 6 de agosto:


  En pleno uso de mis facultades me marcho porque quiero acabar mis días en la soledad y el silencio.


  Si me queréis hacer feliz no me busquéis. Si alguien me encuentra le ruego que, esté yo como esté, no quiera él perturbar mi soledad y mi silencio.


  ¡Gracias!


  Acto de soberanía


  He vivido esclavo setenta y cinco años


  en unos Països Catalans


  ocupados por España, por Francia (y por Italia)


  desde hace siglos.


  He vivido luchando contra esta esclavitud


  todos los años de mi vida adulta.


  Una nación esclava, como un individuo esclavo,


  es una vergüenza de la humanidad y del universo.


  Pero una nación nunca será libre


  si sus hijos no quieren arriesgar


  su vida en su liberación y defensa.


  Amigos, aceptadme


  este final absoluto victorioso


  de mi contienda,


  para contrapuntar la cobardía


  de nuestros líderes, masificadores del pueblo.


  Hoy mi nación


  se convierte en soberana absoluta en mí.


  Ellos han perdido a un esclavo.


  ella es un poco más libre,


  ¡porque yo estoy en vosotros, amigos!


  Aunque Xirinacs llevaba años alejado de la primera fila, su muerte impactó en el mundo político, especialmente en entornos nacionalistas. En la Generalitat, entonces, gobernaba el segundo tripartito de izquierdas, participado por ERC, formación independentista que había asumido un pragmatismo y un gradualismo que no tenía nada que ver con los planteamientos de Xirinacs. Cinco años antes, durante la celebración del Onze de Setembre de 2002, en un discurso en el Fossar de les Moreres (lugar simbólico de conmemoración de los hechos de 1714), Xirinacs dijo «me declaro amigo de la ETA y de Batasuna», unas expresiones por las cuales fue condenado a dos años de prisión por la Audiencia Nacional por un delito de enaltecimiento del terrorismo, una pena que finalmente no cumplió en razón de su edad, a pesar de ser detenido por este motivo en octubre de 2005. A los setenta años, aquel hombre parecía que no recordaba que había sido candidato a premio Nobel de la Paz en tres ocasiones.


  El adiós de Xirinacs estuvo rodeado de sorpresa, misterio, pequeña política y efervescencia sentimental. Sus amigos más próximos consideraban que el activista podía ser catalogado de místico. El funeral, celebrado por diecisiete curas en la basílica de Santa Maria del Mar, reunió a más de 2.000 asistentes, con presencia de varios cargos políticos de todos los colores, excepto del PP y de Cs. El líder de ERC, Josep-Lluís Carod-Rovira, que ejercía aquellos días como president en funciones de la Generalitat, tuvo que escuchar algunos gritos en contra, y también se lanzaron consignas contra los políticos y los partidos en general, además de proclamas favorables a la independencia.


  Debemos hacer una breve parada en las palabras que dedicó al difunto Jordi Pujol, figura situada en las antípodas de todo lo que encarnó Xirinacs. El político que había gobernado Cataluña durante veintitrés años, el artífice del peix al cove, el estadista que hizo pactos con socialistas y con populares, el orador que sabía administrar las dosis épicas en función de la táctica, el pragmático que había tenido que adaptar los ideales a cada circunstancia, el incansable intérprete de las clases medias sintió quizá mala conciencia ante la desaparición de aquel adversario tan singular y soltó esto: «nos ha estado fustigando durante muchos años y con su muerte también nos fustiga». Para rematar, Pujol calificó a Xirinacs de «profeta», un homenaje inesperado de un «líder traidor» –⁠según la clasificación del fallecido⁠– al icono de la máxima «pureza» y «coherencia» de una idea del catalanismo que no tenía nada que ver con el pujolismo. Fue un homenaje desconcertante, mediante el cual Pujol parecía abjurar momentáneamente de toda su estrategia y de todo su programa para dar la razón –⁠muy tarde, eso sí⁠– al guía espiritual de una ortodoxia tan esencialista como antipolítica y minoritaria. El gesto de reconocimiento del realista por antonomasia al abanderado de un país utópico ponía en evidencia, tal vez, las debilidades de una clase política nacionalista que no se sentía lo bastante segura defendiendo unas determinadas opciones sin subterfugios. ¿Impostura? ¿Oportunismo? ¿Ensayo de rectificación retórica? Pujol no se explicó más, sugirió y se limitó a guiñar el ojo a los admiradores de quien había sido calificado hacía años como «el Gandhi de Cataluña».


  El espíritu de Xirinacs está presente, de alguna manera, en el sesgo más antipolítico y purista del proceso catalán, como si aquella parte del catalanismo que fue siempre marginal y testimonial tuviera ahora la revancha, y como si aspirara a desplazar o enterrar décadas de realpolitik y de capacidad de asumir la complejidad, en beneficio de una exaltación del activismo, de la rigidez de los principios y del imperio de la mirada hipermoral sobre la lucha política.


  Que la coherencia-pureza se haya convertido en el factor de medida de la calidad política que más valoran las bases independentistas nos dice hasta qué punto se ha generado un campo antipolítico denso en torno al proceso, regido por un fenómeno que describió muy acertadamente Bernard Crick en En defensa de la política: «El comportamiento más absurdo de este tipo de política antipolítica es uno que no considero demasiado localista llamar “política estudiantil”; una actitud de la que hay ejemplos en otras zonas geográficas y en otros tiempos. Es la actitud del aficionado (que evita el trabajo político real) combinada con la del entusiasta (que busca una doctrina y “una causa” más que criterios para juzgar las doctrinas y las causas). Es la actitud del que prefiere pensar en construir la “Nueva Jerusalén en la verde y hermosa tierra de Inglaterra” a considerar las mejoras vulgares y limitadas pero inmediatas que una victoria electoral puede suponer para el electorado. La “política estudiantil” es la política testimonial». Crick hace la disección de un talante que ha blindado ciertos entornos independentistas a la confrontación de teorías con hechos: «Los testimonios suelen estar teñidos de una cierta arrogancia; creen que por ser jóvenes tienen algún derecho especial a ser escuchados, ya sea porque son la generación del futuro o porque la fuerza positiva de la inexperiencia les confiere una perspectiva inocente, una pureza rousseauniana en una época de artificio y corrupción, o por alguna otra tontería del mismo calibre. Todo eso normalmente se suma al absoluto olvido de que ese tipo de política no es política».


  Desde estas posiciones, los partidos políticos son señalados como la quintaesencia de lo que es impuro, oscuro, corrupto y, por lo tanto, indigno. Más allá de las críticas pertinentes y justas a la endogamia de los aparatos, la financiación irregular o las puertas giratorias que benefician a los dirigentes, la enmienda a la totalidad de los partidos que formulan algunos sectores independentistas –⁠con recuperación incluida de una palabra tan rancia como «partitocracia»⁠– esconde dos cosas: una visión ingenua y adanista de los procesos políticos y una prisa incontenible por echar a un personal político en beneficio de nuevas personas que se presentan como «no políticos», eso es «puros». La ANC, sobre todo a partir de la etapa de Elisenda Paluzie como presidenta de la entidad, emite un discurso muy beligerante contra los dos partidos principales del independentismo, con reproches y acusaciones de deserción y de incoherencia. Paluzie, economista con largo recorrido académico, militó en ERC durante cuatro años.


  En esta crítica, Paluzie coincide con plataformas nuevas como la que lidera el profesor y tertuliano Jordi Graupera, organizador de unas primarias y de una candidatura independentista en la ciudad de Barcelona. Graupera, que había sido próximo al espacio convergente, presenta así la nueva época: «Hay nuevos actores en la política de base. En los CDR, sí, pero también en redes de complicidad y de trabajo que se establecen para pensar y defender los valores concretos que la gente quiere para su presente y para su futuro. De hecho, la participación es nuestra tradición. Desde las comunidades religiosas, las tradicionales y las de la inmigración, hasta los ateneos culturales o libertarios, desde asociaciones de padres, nuevos sindicatos, clubs culturales o excursionistas, hasta organizaciones políticas civiles, activistas y todos los voluntariados de la ciudad. Esta, que es mi tradición, es la densidad civil de la ciudad, y a menudo ha sido capturada y domesticada por la política». Los partidos independentistas –⁠por el hecho de ser partidos⁠– despiertan recelos y dudas entre una parte de las bases del movimiento y entre aquellos que –⁠como Paluzie y Graupera⁠– pretenden ejercer como outsiders, desvinculados presuntamente de los intereses inconfesables de los «políticos profesionales». Como ocurre en muchos lugares de Europa, los partidos acostumbran a ser el origen de todos los males, con razón o sin ella. La crítica indiscriminada a las organizaciones políticas es un ejercicio habitual que, en manos de los populistas, siempre esconde el deseo de sustituir con urgencia lo que hay.


  El proceso catalán no se explicaría sin el protagonismo combinado de los partidos independentistas y de entidades como la ANC y Òmnium Cultural, y sin el vínculo entre las acciones populares de base y el papel jugado por el Govern de la Generalitat. Horizontalidad y verticalidad. En contra de dos simplificaciones: la de un proceso puramente espontáneo en manos exclusivas de la gente y la de un proceso organizado sólo desde arriba por unos dirigentes que mueven los hilos de la ciudadanía a placer. El proceso independentista catalán ha sido institucional y civil a la vez, oficialista y popular, organizado y espontáneo, una doble cara que ha proporcionado algunas ventajas al movimiento pero que también ha generado muchas contradicciones, problemas y disfunciones, sobre todo a medida que los acontecimientos conducían a un escenario de ruptura efectiva con la legalidad española vigente. Una revuelta desde arriba y desde abajo al mismo tiempo, con intención de romper pero frenando la ruptura... La cuadratura del círculo. Una alquimia imposible.
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    Cuando le llamaban separatismo

  


  Antes de continuar con el análisis del proceso, debemos mirar por el retrovisor. ¿De dónde venimos? La historia del nacionalismo catalán es un viaje –⁠a menudo atropellado⁠– para convencer a los núcleos dirigentes del Estado español de que se puede dar con una manera mejor de vivir juntos y de repartir el poder. Un viaje que pone en evidencia el choque de dos culturas políticas muy dispares. Hay que mirar atrás para observar el presente sin distorsiones. Para comprender la crisis catalana debemos tener una perspectiva clara de lo que ha significado el nacionalismo catalán durante el siglo XX y del papel que ha jugado dentro de la historia de España.


  Es conveniente aclarar que, durante muchas décadas, los términos «catalanismo» y «nacionalismo catalán» han sido sinónimos y todavía lo son, aunque, desde el periodo pujolista, el PSC y varios entornos de izquierdas han querido remarcar una distinción clara de las dos palabras, para separar su visión del país (catalanista) de la de Pujol y CiU (nacionalista). Por otra parte, la palabra «catalanismo» tiene un sentido genérico que es político y es prepolítico al mismo tiempo, y que hace referencia a un universo cultural y sentimental, siempre mucho más amplio que los partidos y los movimientos políticos. El historiador Josep Maria Fradera nos alerta de que el concepto «catalanismo» es muy difícil de establecer «en la medida en que no se refiere a una concepción o una idea política particular sino, más bien, a una aproximación sentimental o psicológica de los catalanes, de forma individual o colectiva, a su país y a todo lo que representa».


  Varios estudiosos han situado el embrión del catalanismo o nacionalismo catalán a mediados de siglo XIX, en el mismo momento en que, en otros países europeos sin Estado, hay una toma de conciencia nacional, sobre todo a partir de la literatura, la historia, la música y el folklore. Estos movimientos darán lugar, a la larga y en algunos casos, a procesos de emancipación nacional y a la creación de nuevas entidades estatales, algunas de las cuales sólo serán reconocidas después de la Primera Guerra Mundial, a raíz de los Catorce Puntos del presidente norteamericano Wilson. Fradera resume de qué manera surge el concepto catalanismo de la mano del movimiento cultural que conocemos como Renaixença, a partir de los años cuarenta y cincuenta del siglo XIX: «Varios grupos de literatos y políticos catalanes de clara afiliación liberal elaboraron una estrategia común con relación al enaltecimiento del pasado, de la lengua y la cultura catalanas. Con escasa vocación política en sus estadios iniciales, aquel movimiento, que culminó en la formación de la plataforma poética de los Juegos Florales en el año 1859 y que tuvo en Manuel Milà i Fontanals el teórico más ambicioso, definió el cultivo de la cultura y de la lengua regionales como “catalanismo”, sin atribuir un significado preciso al término. A pesar de esta limitación y la estrechez del programa cultural que defendían, la idea de cultivar las diversas ramas de la cultura para exaltar el pasado histórico y la realidad catalana tomó forma en las décadas centrales del siglo XIX y no dejaría de crecer en las siguientes. Como tal, el movimiento de exaltación y revalorización del patrimonio literario, cultural, arqueológico o paisajístico se articuló en torno a una serie de disciplinas y prácticas, individuales y colectivas, a la vez que las unificaba al dotarlas de un sentido ideológico común. Por este motivo, el calificativo de “catalanista” figura de forma creciente en la definición del perfil cultural de entidades dedicadas al excursionismo, la arqueología y el canto coral».


  En un sentido político, la palabra «catalanista» se utilizará más tarde, sobre todo a partir del Sexenio Democrático (1868-1874), «de una manera muy particular –⁠precisa Fradera⁠– por parte de algunos sectores del republicanismo federalista. La experiencia breve, convulsa y fallida de la Primera República –⁠con dos catalanes en lugares preeminentes, Estanislau Figueras y Francesc Pi i Margall⁠– impactó sobre la mentalidad de aquellos primigenios catalanistas como lo hizo sobre todos los sectores que se iban organizando, incluida una clase obrera cada vez más activa, que se sentía desvinculada de los partidos políticos y exploraba caminos propios para cambiar las cosas. El fracaso republicano fue vivido por los sectores populares con una mezcla de fatalismo, malestar y sentimiento de impotencia.


  La Primera República puso a prueba la capacidad de España de entrar en la modernidad y repartir el poder, también desde el punto de vista territorial. El paisaje que quedó a la vista después del esfuerzo era sombrío. Josep M. Colomer retrata bien los límites de aquel experimento: «La suerte del federalismo en España dependió de la debilidad relativa del Estado. Para algunos, el Estado era lo suficientemente fuerte para ser tomado como la plataforma para la descentralización territorial de arriba abajo; para otros, era lo suficientemente débil como para prescindir de él y comenzar a construir una estructura desde abajo mediante la creación de nuevas repúblicas cantonales, locales y regionales. Ninguno de los dos proyectos encontró suficiente apoyo institucional y social».


  Con el fracaso republicano y federalista, el catalanismo empieza a volar, al constatar una parte de las élites catalanas que la reforma del Estado es una empresa de la cual quedan excluidas. El paso está cerrado. Entonces, hay un repliegue sobre las necesidades concretas de Cataluña, y eso hará coincidir sectores muy diversos. Por eso se dice que el catalanismo es un movimiento de industriales y poetas, donde no faltarán menestrales, profesionales liberales, curas y obreros, porque se trata de un fenómeno transversal que reúne sensibilidades, tradiciones y clases sociales diferentes. Retengamos una idea: sin una España que no se dejaba modernizar quizá no habría habido catalanismo, más allá de las expresiones recreativas de un culturalismo que quería conectar con las glorias de la literatura medieval.


  El desengaño, no sólo la mirada al pasado, alimenta la mentalidad y la acción catalanistas. «A la burguesía conservadora catalana –⁠analiza el historiador Josep Fontana en La formació d’una identitat⁠– le duró poco el idilio con la Restauración. Habría querido volver a la situación de antes de 1868, con un Estado fuerte, al margen de las alternativas de los partidos y de las elecciones, donde el poder local estuviera en manos de las clases dominantes y de sus instituciones; el nuevo régimen, en cambio, era limpiamente centralizador. Cánovas quería construir un régimen estable que no necesitara recurrir a los “pronunciamientos” para mantener el equilibrio, e ideó un sistema en que dos partidos –⁠el conservador, que él dirigía, y el liberal, liderado por Sagasta⁠– se sucedieran en los momentos de crisis. El mecanismo funcionaba mediante la dimisión del gobierno en crisis, dejando que el monarca llamara a formar gobierno al jefe del otro partido, al cual otorgaba el decreto de disolución de las Cortes, que le permitía convocar unas nuevas elecciones, que siempre ganaba, ya que el gobierno podía controlar de hecho, gracias al caciquismo y a la corrupción, en torno a un 80 % de los resultados.»


  El objetivo político de los protocatalanistas era disponer de un espacio de juego en un tablero que había sido pensado para excluir precisamente todo lo que no encajaba en los dos partidos dinásticos que se repartían el poder. Mientras, el carlismo y el federalismo históricos se iban desintegrando, generando al mismo tiempo –⁠como señala el historiador Josep Termes⁠– «la levadura necesaria para un nuevo y más complejo catalanismo, ahora ya no tan sólo literario». Nacía una nueva época y una nueva mentalidad. Valentí Almirall, que provenía del federalismo y acabó rompiendo con Pi i Margall, se convirtió en el primer teórico del catalanismo político e impulsó los dos primeros congresos catalanistas (1880 y 1883) y el Centre Català (1882), considerada la primera organización política de este movimiento. En el Segon Congrés Catalanista se acordó pedir a los catalanes que formaban parte –⁠como militantes o dirigentes⁠– de los partidos españoles que se separaran de ellos. Fue un gesto importante, porque según Termes «se abría paso así la idea de los partidos de estricta obediencia catalana, y la denuncia del sucursalismo», una constante que llegará hasta nuestros días, y que contribuirá a hacer que el sistema catalán de partidos tenga entidad propia y no sea una mera traducción en miniatura del sistema español de partidos.


  Bajo el impulso de Almirall se elaboró y presentó el Memorial de Greuges de 1885, la primera reclamación formal de espíritu catalanista en el corazón del Estado. Una comisión integrada por próceres catalanes de la época visitó al rey Alfonso XII el 10 de marzo de aquel año para entregarle el libro donde se formulaban una serie de demandas (desde exigencias proteccionistas para la industria hasta la defensa del Derecho Civil propio) que daban un cierto relato a los intereses de la sociedad catalana. En la práctica, se trataba de ejercer un regionalismo que –⁠en palabras de sus promotores⁠– permitiera la «vida espontánea y libre a las diversas provincias de España». El rey murió pocos meses después y el éxito del Memorial fue escaso (salvo un giro proteccionista del gobierno que también beneficiaba a los grandes propietarios de tierras andaluces y castellanos), pero fue mal acogido por los políticos de la capital española, que vieron un intento de relación directa de las élites catalanas con la Corona.


  El momento de puesta de largo del catalanismo político llegó menos de una década más tarde, cuando se compuso el primer proyecto de estatuto autonómico que tuvo impacto sobre la sociedad, las Bases per a la constitució regional catalana, conocidas como Bases de Manresa, aprobadas en esta ciudad en 1892. El propósito era hacer de España una monarquía federal dentro de la cual cada región tuviera soberanía interna, con un planteamiento que combinaba foralismo, federalismo y constitucionalismo catalán, piezas antiguas y nuevas. Se creó una plataforma, la Unió Catalanista, para sacar adelante este proyecto y para hacerlo llegar a la población de fuera de Barcelona, lo cual empezó a articular a lo largo del país una clase media que se sentía atraída por este discurso. Se abrieron muchas entidades catalanistas y se puso la primera piedra de una red territorial que todavía dura.


  Con el estallido de la crisis de 1898, el catalanismo tiene la oportunidad de organizar una verdadera política moderna, capaz de romper el corsé institucional del caciquismo de la Restauración. La pérdida de las colonias de Cuba, Puerto Rico y Filipinas fue vivida como un desastre sin parangón por las élites españolas, y generó mucha literatura en torno al espíritu de la nación herida. El espejismo imperial se disolvió y el Madrid oficial tuvo que asumir la realidad carcomida.


  En medio de la confusión, varias asociaciones y corporaciones de Cataluña hicieron llegar un mensaje a la reina regente en septiembre de 1898, para pedir «la autonomía administrativa», y una parte del empresariado catalán animó la colaboración del catalanismo con el ministro y general Camilo García de Polavieja, a cambio de que el Estado asumiera una descentralización efectiva a partir de Les Bases de Manresa. A pesar de la presencia del catalán Duran i Bas en el gobierno Silvela de marzo de 1899 y a pesar del nombramiento del catalanista doctor Bartomeu Robert como alcalde de Barcelona, las promesas hechas por el ministro Polavieja no se concretaron, todo lo contrario. El Ejecutivo español subió los impuestos y la medida fue como un mazazo en Cataluña.


  Entonces, se organizó la primera gran protesta moderna del catalanismo, el llamado Tancament de caixes (cierre de cajas), la negativa a pagar impuestos al Estado, a partir de junio de 1899. Los gremios fueron los abanderados y después se sumaron el Foment del Treball, el Institut Agrícola Català de Sant Isidre, la Cambra de Comerç, l’Ateneu Obrer, el Ateneu Barcelonès y las asociaciones de propietarios de fincas urbanas. La crisis se fue agudizando y el gobierno español suspendió las garantías constitucionales el 24 de octubre y, tres días después, declaró el estado de guerra en Barcelona. La resistencia cesó a mediados de noviembre. A pesar de la derrota del movimiento, los catalanistas consideraron que aquel pulso con el Estado había demostrado la vitalidad, el arraigo popular y la capacidad de organización de una sociedad que se sentía lejos de los discursos, de los intereses y de las maneras del Madrid oficial.


  El Tancament de caixes y el clima que se creó en torno a aquel episodio sirvió para propulsar una candidatura regionalista para las elecciones generales en Barcelona de 1901, que fue llamada «de los cuatro presidentes» porque en los primeros lugares figuraban el doctor Robert (alcalde dimisionario); Lluís Domènech i Muntaner, expresidente del Ateneu Barcelonès; Albert Rusiñol, expresidente del Foment del Treball, y Sebastià Torres, presidente de la Lliga de Defensa Industrial i Comercial. Las urnas abonaron la lista catalanista y los cuatro prohombres obtuvieron acta de diputado. El catalanismo iba creciendo. En abril de aquel mismo año, se constituyó la Lliga Regionalista, partido que sería hegemónico dentro del catalanismo hasta la aparición de ERC en 1931, pero siempre compitiendo con formaciones republicanas, que eran fuertes principalmente en la ciudad de Barcelona. La Lliga Regionalista contó con dos líderes muy diferentes y complementarios: Enric Prat de la Riba, ideólogo, periodista y primer presidente de la Mancomunitat de Catalunya, y Francesc Cambó, brillante parlamentario y dirigente con un papel relevante en la política española. Los lligaires o regionalistas fueron accidentalistas: no hacían causa de la forma de Estado, reconocían la monarquía y esperaban que en este marco se pudieran plantear con ciertas garantías las reivindicaciones catalanistas.


  Las elecciones generales de 1907 sirvieron para dos cosas: dieron al catalanismo político su primer gran éxito electoral por encima de todas las otras opciones, e hicieron posible una unidad transversal sin precedentes, que duró poco y que ha quedado en la memoria colectiva como un hito mitificado. En aquellos comicios, se presentó una coalición de todos los catalanistas denominada Solidaritat Catalana. La coalición surgió a causa de la represión posterior al ataque impune de varios oficiales del ejército contra los locales y las máquinas de La Veu de Catalunya –⁠el periódico de la Lliga Regionalista⁠– y el semanario satírico catalanista Cu-cut!, porque este había publicado un chiste del dibujante Junceda que se burlaba de las derrotas militares coloniales. Los responsables del asalto no serían detenidos ni llevados ante los tribunales, todo lo contrario: recibieron el aplauso de los políticos de Madrid y de la prensa española. El gobierno suspendió la publicación de las dos cabeceras atacadas, anuló las garantías constitucionales y aprobó la Ley de jurisdicciones, que daba competencias al estamento militar para perseguir supuestos delitos de opinión política y todo lo que se consideraran ofensas al ejército y los símbolos del Estado.


  La ola de apoyo que se produjo demostró el gran músculo que, en poco menos de quince años, había alcanzado el catalanismo en varios ámbitos y clases sociales. El triunfo de la Solidaritat Catalana el 21 de abril fue extraordinario: 41 diputados solidarios obtuvieron acta, victoria en 32 de los 36 distritos electorales. Entre los electos, había figuras como Francesc Cambó, Francesc Macià y Josep Puig i Cadafalch. El Madrid del poder no comprendía el fenómeno y tendió a despreciarlo, una actitud que se repetirá hasta nuestros días. Sin embargo, la coalición que había demostrado que el catalanismo podía ser un movimiento moderno de masas no duró mucho. Los solidarios formaban un grupo ideológicamente demasiado heterogéneo y era muy difícil que cuajaran en una organización estable. El protagonismo de Cambó en Madrid, las discrepancias ideológicas derecha-izquierda y el impacto de la Semana Trágica (que dividió el catalanismo entre los que abonaban la represión gubernamental y los que se oponían) fulminaron la ilusión de la unidad. Recordemos que la Semana Trágica fue una breve pero intensa ola de violencia que tuvo lugar en Barcelona entre finales de julio y primeros de agosto de 1909, a raíz de las protestas y la huelga general contra el envío forzoso de reservistas para combatir en Marruecos.


  La Solidaritat Catalana y su declive son un ejemplo que pone encima de la mesa las contradicciones de fondo de un movimiento que está atrapado, inexorablemente, entre las lógicas de clase y las lógicas nacionales, en función de los contextos generales. El debate sobre si hay que poner por delante los pactos nacionales o los pactos ideológicos atraviesa toda la historia del catalanismo y todavía perdura.


  Después de una adolescencia nada fácil, el catalanismo llega a la edad adulta. El líder de aquella época será Enric Prat de la Riba, autor de La nacionalitat catalana, obra teórica que establece los fundamentos modernos del nacionalismo catalán. Fruto del planteamiento posibilista de Cambó en Madrid y del peso que tenían los regionalistas en las diputaciones provinciales se creó la Mancomunitat de Catalunya, la primera experiencia de gobierno del catalanismo político y el primer ensayo de descentralización en España. La Mancomunitat empezó a andar en abril de 1914 bajo la presidencia de Prat de la Riba. En muy poco tiempo, desplegó una acción de gobierno admirable, a pesar de las pocas competencias y los limitados recursos de que disponía. La modernización del país era la obsesión del grupo dirigente que entendió el papel esencial que tenía una administración, aunque fuera pequeña. Obras públicas, comunicaciones, agricultura, sanidad, educación, cultura, formación profesional fueron ámbitos en los cuales la Mancomunitat hizo políticas ambiciosas. Prat de la Riba supo rodearse de colaboradores de prestigio al margen del partidismo, entre los cuales había republicanos y socialistas, una actitud abierta que dio un aire plural a muchos de los planteamientos de aquella administración. A la muerte de Prat de la Riba, en el año 1917, Puig i Cadafalch continuó la tarea.


  Prat de la Riba era un hombre de letras pero también un político con visión práctica y sentido ejecutivo: estaba convencido de que el catalanismo sólo avanzaría si se acreditaba como partido eficaz de gobierno. Jordi Casassas lo dibuja con claridad: «La interpretación histórica que Prat hacía del movimiento catalanista no tenía una finalidad en sí misma, sino que estaba hecha en función de la voluntad intervencionista que él quería aportar a los catalanistas modernos. En función de eso, el historicismo pratiano contenía elementos de una modernidad que nos sorprende todavía hoy».


  Vicente Cacho Viu explica en sus estudios cómo Prat de la Riba, Cambó y la Lliga se convirtieron en un factor que ahora llamaríamos disruptivo en la política de la Restauración: «El catalanismo político vino a actuar –⁠junto a las fuerzas progresivas que encarnaban en Madrid el liberalismo radical, pero con la ventaja de su mayor implantación social, propia de las corrientes nacionalistas –⁠como un factor de dinamización modernizadora». En el trasfondo, había un proceso de maduración que llevaba a los catalanistas del ideal culturalista al barro de la política, un aterrizaje en la comprensión del mundo y del poder, que bebía del estudio de tres casos muy diferentes que interesaban a los fundadores de la Lliga: la federación alemana, el imperio austrohúngaro y el imperio británico. Este catalanismo intervencionista tenía también otro elemento, tan determinante como el discurso sobre las naciones, que lo separaba de la cultura política española.


  El partido de Prat de la Riba y Cambó, según el historiador Enric Ucelay-Da Cal, «enfatizaba el protagonismo de la sociedad ante el poder. Esa era su originalidad, su medio para adelantarse a los esquemas de las múltiples derechas que rodeaban a la Lliga, fueran católicas o simplemente trasnochadas, fijas en perspectiva del siglo pasado que no entendían la inmensa novedad que se iba abriendo en el mundo». Llegaba a la política española un actor que no respondía a las viejas claves del poder de Madrid, un nuevo jugador que exhibía otro estilo y otra lógica. «Los regionalistas –⁠añade Ucelay⁠– creían encarnar el futuro precisamente porque estaban abiertos a la vitalidad que brotaba de la base de la más dinámica de las sociedades españolas y porque no esperaban nada de la cima, de las prebendas del Estado». Desde entonces y hasta nuestro presente, todos los nacionalistas catalanes –⁠de derechas y de izquierdas⁠– han hecho bandera de esta idea de ser los mejor conectados con el futuro, una actitud que irá unida al papel de Barcelona como ciudad líder en economía y cultura en España, la gran capital puerta de entrada de la modernidad y de los nuevos aires que provenían de Europa y de América.


  Contra el relato tópico de un movimiento más rural que urbano, vemos que sin la energía de Barcelona no se puede entender la fuerza que coge el nacionalismo catalán a principios del siglo XX. ¿Habría sido posible la recuperación nacional catalana sin que la capital de Cataluña se convirtiera en una potencia comercial, industrial, académica y artística? ¿Y sin que durante el último tercio del siglo XIX se hubiera consolidado una cultura urbana de masas en catalán –⁠pensemos en el teatro de Pitarra y de otros⁠–⁠, alternativa a la cultura oficial que se expresaba en castellano? Barcelona hace que el catalanismo político sea robusto y pueda hablar de tú a tú con la vieja política. La continuidad catalanista es la de una relación fructífera entre Barcelona y las comarcas, que se retroalimentan y generan así élites dirigentes que responden a una movilidad efectiva en el ascensor social.


  El impacto de la Primera Guerra Mundial sobre el catalanismo político abrió la puerta al primer independentismo organizado, que así se desmarcaba de los regionalistas, de los federalistas y de los republicanos con más o menos adscripción centralista. En aquella época y hasta después de la Guerra Civil, la palabra que designa el ideal de una Cataluña independiente es «separatismo» más que «independentismo», de tal manera que los militantes de esta causa se definen a ellos mismos como «separatistas», término que utilizarán los medios y también sus rivales. Mientras los jóvenes morían en las trincheras en medio de una destrucción nunca vista hasta entonces, las tensiones sociales de fondo se intensificaban y se incubaba un estallido de gran envergadura en Cataluña. David Martínez Fiol y Joan Esculies apuntan que «la campaña para la Mancomunidad creó una ficción de unidad política en torno a la causa autonomista. Pero los sectores populares se sintieron alejados de una movilización que tenía como grandes beneficiarios a las clases medias catalanas. Un beneficio que se tradujo en forma de empleo público en la Mancomunitat y que explica también la desactivación y la sumisión subsiguientes del catalanismo de izquierdas hacia la Lliga». Cambó quería dar un paso más en la política intervencionista ante la pasividad de los gobernantes de Madrid. En octubre de 1916, los lligaires difundieron el manifiesto que iba encabezado con el lema «Per Catalunya i l’Espanya Gran». El texto apostaba por convertir España en una especie de imperio ibérico inspirado en el imperio británico, donde pudieran convivir todas las nacionalidades peninsulares. La ambición era muy grande: refundar el Estado bajo un nuevo ideal colectivo y ampliar el autogobierno que representaba la Mancomunitat.


  En un ambiente marcado por la conmoción ante los hechos de la Rusia revolucionaria, la preparación de una huelga general de la UGT y la CNT, el malestar de los militares, la crisis social y económica del régimen, y el cierre de las Cortes, la Lliga impulsó la Assemblea de Parlamentaris a partir de la primavera-verano de 1917, para preparar, con diputados de todas las tendencias, un programa reformista y adelantarse a un escenario revolucionario. Cambó intentaba emitir dos mensajes al mismo tiempo: reformismo leal a la unidad española y vindicación del autogobierno catalán en un marco de descentralización. Finalmente, Alfonso XIII encargó, el otoño de aquel año, un gobierno de concentración a Manuel García Prieto, con la presencia de dos ministros catalanes. «Republicanos catalanistas y separatistas –⁠explican Martínez y Esculies⁠– creyeron que la participación en el gobierno de España era traicionar las esencias puras de la tradición catalanista: entendían que el catalanismo no podía gobernar con el dinastismo porque eso implicaba gobernar con la corrupción y el fraude electoral de las oligarquías gobernantes.» A pesar de esta crítica del campo adversario y a pesar del fracaso del reformismo camboniano, los resultados de la Lliga confirmaron su hegemonía en los comicios de febrero de 1918, mayo de 1919 y diciembre de 1920.


  El compromiso de la Lliga con una imposible revolución desde arriba para modernizar el régimen de la Restauración propició las críticas de muchos catalanistas y dio alas a un independentismo que era todavía muy incipiente. La jugada de Estado de los regionalistas «rompe el trato entre el líder de la Lliga y Macià», según observa Ucelay. Este historiador considera que el separatismo nace «con fuerte sentido de rechazo al imperialismo de la Lliga», no en balde uno de los primeros teóricos del separatismo fue el doctor Domènec Martí i Julià, que defendía tesis antiimperialistas y la existencia libre de pequeñas naciones. El fracaso del proyecto de Estatut de autonomía que se impulsa en 1919 desde la Mancomunitat también alimenta las tesis rupturistas, a raíz del frenazo impuesto por los dirigentes de la Lliga en la campaña autonomista, cuando temen los efectos de la conflictividad social que destapa la huelga de La Canadenca.


  El vilanovés Francesc Macià i Llussà –⁠teniente coronel de ingenieros del ejército que se había convertido en diputado de la Solidaritat Catalana después de las elecciones generales de abril de 1907 a pesar de las presiones jerárquicas y familiares para no hacerlo⁠– es el primer líder del independentismo catalán. Macià fue obligado a abandonar el ejército y eso incrementó su imagen de firmeza, integridad y coherencia ante un público que necesitaba héroes. Entre 1910 y 1923, fue elegido diputado al Congreso ininterrumpidamente.


  El derecho de autodeterminación de los pueblos es una idea que hace mella en determinados ambientes, a partir de la Revolución soviética y la doctrina Wilson que se impone después de la Gran Guerra. Macià, influido por estos ideales, por el ejemplo de los republicanos irlandeses que organizan el Alzamiento de Pascua de 1916, y por el desengaño de la política de Madrid, que encuentra ineficaz e imposible de cambiar, asume una posición limpiamente separatista o de «nacionalismo intransigente», como entonces se denominaba. El año 1912 se dio de baja de la Lliga Regionalista y se fue acercando a otras formaciones como la Unió Federal Nacionalista Republicana y la Unió Catalanista, del mencionado Martí i Julià y, finalmente, creó, en 1919, la Federació Democràtica Nacionalista. En 1922, fundó la organización Estat Català, que se definía «independentista e interclasista», después de haber intentado sumarse sin éxito al nuevo partido Acció Catalana, que era una escisión de la Lliga. Dentro de aquel inicial grupo de Estat Català convivían, según Josep Termes, dos tendencias: «La nacional patriótica, verbal, pero no realmente, partidaria de la lucha armada para conseguir la independencia de Cataluña, y la favorable a una articulación de todas las izquierdas catalanas –⁠contraria a la Lliga⁠– para conseguir las libertades». También en aquel momento surge la Unió Socialista de Catalunya (USC), como escisión de la Federación Catalana del PSOE, impulsada por Rafael Campalans, Manuel Serra i Moret y Joan Comorera, entre otros.


  Con el liderazgo del excoronel Macià, el primer independentismo crea una propaganda pseudorromántica de tonalidades insurreccionales que hace de contrapeso minoritario a la realpolitik de la Lliga y que tiene relaciones complejas y cambiantes –⁠de competencia, de coincidencia y de enfrentamiento⁠– con el universo de las izquierdas y del anarcosindicalismo. En la agitación separatista, a menudo había más gesticulación que realidad. Martínez y Esculies consideran que «a pesar de su escasa presencia social, el separatismo catalán tenía la capacidad de hacerse notar como si fuera un gran movimiento de masas. Y eso lo conseguía a través de una persistente publicística como la que dio a conocer en verano de 1918 a través de publicaciones como Som...! y L’intransigent. Estas publicaciones, ante el inminente final de la guerra, iniciaron una dura crítica contra la Lliga Regionalista, a la cual acusaban de ser “el órgano político de los industriales catalanes” y de haber traicionado a Cataluña con la entrada de Cambó en el gobierno español».


  La dictadura del general Miguel Primo de Rivera, a partir de septiembre de 1923, se dedicó de manera especial a la persecución del catalanismo, la lengua catalana y los símbolos catalanes, e identificó de manera automática todo el autonomismo con el separatismo. El Directorio Militar puso fin gradualmente a la Mancomunitat, ordenó cerrar asociaciones de todo tipo, impuso el uso del castellano en todos los ámbitos, incluidas las iglesias y las corporaciones públicas, que estuvieron ocupadas –⁠por decreto⁠– por personas de confianza del régimen. Los partidos y las organizaciones catalanistas fueron prohibidas, y tuvieron que suspender sus actividades o trabajar en la clandestinidad. Sin embargo, un partido como la Lliga, igual que el PSOE, fue tolerado por las nuevas autoridades. La represión, según Termes, «hizo cambiar la opinión pública catalana, que adoptó decididamente el republicanismo y el catalanismo». En 1924, aparece el Manifiesto de los escritores castellanos en defensa de la lengua catalana, que firman figuras como Ortega y Gasset, Azaña, Menéndez Pidal y García Lorca.


  La dictadura de Primo de Rivera cortó de raíz el despliegue de una política catalanista que siempre había encontrado resistencias muy fuertes y una gran incomprensión entre los políticos y la prensa de Madrid. Aquella etapa de excepción contribuyó a erosionar la imagen de la Lliga, que se veía como un partido sumiso y desgastado. Mientras, Macià tuvo que exiliarse a París, desde donde quería enfrentarse a la dictadura y promover la causa independentista. En octubre de 1925, viajó a Moscú para pedir apoyo a la Internacional Comunista pero no consiguió nada concreto de los máximos dirigentes soviéticos.


  Inspirado por la lucha armada de los nacionalistas irlandeses –⁠que habían conseguido el Estado Libre de Irlanda en 1922⁠– el excoronel planea una invasión militar de Cataluña desde el territorio francés de Prats de Molló y Sant Llorenç de Cerdans para proclamar la República catalana desde Olot. Según sus planes, la operación tenía que provocar un alzamiento popular en toda Cataluña y una huelga general en Barcelona, dirigida por la CNT. Dado que los separatistas no tenían efectivos suficientes, reclutaron un grupo de antifascistas italianos, que tenían como jefe a un nieto de Giuseppe Garibaldi, el caudillo de la unificación de Italia. El personaje era, en realidad, un agente secreto de Mussolini y reveló todo el plan a las autoridades francesas. En noviembre de 1926, los 129 expedicionarios catalanes fueron detenidos en Prats de Molló y, posteriormente, fueron expulsados a Bélgica.


  Macià y el resto de jefes de la conspiración fueron juzgados en París, lo cual dio una gran publicidad y popularidad al líder separatista, y contribuyó a fabricar el carisma de un personaje especial y querido por las masas. Todos eran conscientes de que había que jugar la carta de la prensa, era una gran oportunidad. Gracias a la brillante defensa de Henry Torrès, Macià es condenado sólo a dos meses de arresto, a pagar una multa de doscientos francos, y a la expulsión del territorio francés. Hábilmente, los separatistas saben convertir un fracaso militar en un éxito propagandístico. Josep Carner i Ribalta, uno de los colaboradores de confianza de Macià, preparó La Catalogne Rebelle, un libro que documentaba lo que se conoció como «el proceso de los catalanes» y que editó Estat Català desde París en el año 1927. En sus memorias, escritas en 1969 en Estados Unidos, este periodista y activista narra detalles de aquel episodio: «Por tren somos trasladados a París, y nuestra llegada a la gare d’Orsay es apoteósica. Habíamos ya leído la prensa parisina y el tono en que hablaba de nuestra gesta frustrada, pero no habíamos esperado el recibimiento que centenares de periodistas y fotógrafos nos tenían que rendir en París. Todos somos entrevistados, fotografiados, requeridos de firmar autógrafos y hasta de cantar Els Segadors. Todos los diarios, tanto los de derecha como los de izquierda, después, en días sucesivos, llevarán páginas enteras de información y artículos, datos sobre Cataluña y el pleito catalán, historiales políticos con la biografía de Macià, detalles sobre la situación de Cataluña, su riqueza industrial, el régimen de explotación bajo el centralismo castellano, etc. Y esta gran campaña de propaganda a favor de Cataluña, que repercutió en toda la prensa mundial, todavía se tenía que intensificar y ampliar durante el curso de la cause célèbre que sería conocida como el proceso de los catalanes».


  Durante 1928, Macià viaja por América, donde visita las comunidades catalanas y recauda fondos. El 2 de octubre de aquel año, se aprobó en el Casal Català de la Habana un Projecte de Constitució Provisional de la República Catalana, por la asamblea del Partit Separatista Revolucionari de Catalunya. Pero los independentistas juegan en varios campos: en 1930, Estat Català firma el Pacto de San Sebastián al lado de varios partidos republicanos de dentro y fuera de Cataluña para conseguir el final del régimen monárquico y la autonomía de las naciones históricas. Esta es una operación que promueve la dirección de Estat Català del interior, liderada por Jaume Aiguader, que decide sin tener muy en cuenta los deseos de Macià.


  El partido de Macià fue una de las formaciones fundadoras de ERC en la llamada Conferencia de Izquierdas Catalanas, que se celebró del 17 al 19 de marzo de 1931, una vez el gobierno español había convocado elecciones municipales. Además de Estat Català, confluyeron el Partit Republicà Català (PRC), de Lluís Companys, el grupo que se reunía en torno al semanario L’Opinió, de Joan Lluhí i Vallescà, y asociaciones políticas locales y comarcales que compartían el ideario catalanista y republicano. Macià –⁠que había vuelto a Cataluña aquel febrero⁠– fue elegido líder de la flamante ERC, tenía a favor su prestigio personal y el hecho de que Estat Català era casi la única organización que había combatido a la dictadura desde el primer hasta el último día. El nuevo partido, a pesar de tener independentistas entre sus fundadores y militantes, no se definía como tal; propugnaba el reconocimiento de la personalidad nacional catalana y apostaba por una España a caballo del federalismo y el confederalismo. En el apartado social, propugnaba políticas reformistas y recogía la mayoría de las reivindicaciones obreras de la época. Se presentó a los inminentes comicios locales en alianza con la USC y el manifiesto electoral de la coalición dejaba claro que quería un régimen republicano, la autonomía de Cataluña y reformas de inspiración social en favor de las clases populares.


  El triunfo de ERC en las municipales del 12 de abril de 1931 consolida la figura de Macià como líder nacional pero, al mismo tiempo, representa guardar el separatismo en el baúl, la causa de su vida. El rebelde de Prats de Molló se vio forzado a hacer marcha atrás después de proclamar desde el balcón del Palau de la Generalitat, el 14 de abril, la República Catalana como Estado integrante de la Federación Ibérica; un poco antes, Companys, concejal electo, había proclamado la República desde el balcón del Ayuntamiento de Barcelona, en el otro lado de la plaza de Sant Jaume; según el testimonio escrito de un separatista preeminente, el doctor Joan Solé i Pla, recogido por Joan Esculies, después de la proclamación, Companys se dirigió a varias personas que estaban en el Saló de Sant Jordi y les dijo «ahora no diréis que no soy catalanista», en un tono eufórico y orgulloso al mismo tiempo. Solé i Pla admite su sorpresa y admiración por el hecho de que alguien como Companys llevara a cabo un gesto propio de aquellos con los cuales siempre había discrepado.


  El gobierno provisional de la nueva República española quedó descolocado por el gesto de Macià y envió rápidamente a Barcelona una delegación formada por Fernando de los Ríos y los catalanes Marcel·lí Domingo y Lluís Nicolau d’Olwer, para convencer al político veterano de que debía renunciar a la República catalana a cambio de un gobierno autónomo que se llamaría Generalitat de Catalunya, un nombre inspirado en la institución suprimida por Felipe V después de la Guerra de Sucesión.


  Macià, que ya había formado su Ejecutivo, tuvo que aceptar a la fuerza que su sueño de un Estado catalán fuera una autonomía dentro de la Segunda República española. Cuenta la leyenda que, en medio de aquella solemne rectificación, confesó que era el momento «más triste» de su vida. Ramon Arrufat, militante de Estat Català y co-autor de un libro crítico con Macià de 1933 titulado Catalunya, poble dissortat, da esta versión de aquellas horas convulsas, en otro libro publicado en 2007: en conversación con Joan Casanovas i Maristany, uno de sus consellers de confianza, Macià consideró que «para el bien de todos, hay que transigir. Y piensa, Joan, que hoy hago el sacrificio mayor de mi vida». Ante esta interpretación que presenta el giro de Macià como un dilema repentino y trágico, Ucelay sostiene que el líder separatista –⁠influido por Aiguader⁠– había ido dejando de lado el modelo insurreccional y el discurso irlandés en favor del acuerdo con las fuerzas revolucionarias españolas y eso hizo que supiera ser transaccional y actuara, finalmente, «como el Garibaldi original y decimonónico, un republicano que se entendió con el chabacano e inculto Víctor Manuel II de la dinastía de los Saboya para crear el nuevo reino de Italia. Macià no imitó a los republicanos irlandeses y no forzó una guerra civil. Tenía una separación simbólica. Había una República española y no una monarquía».


  Con el paso de los días, Macià difundió un discurso para argumentar públicamente su autonomismo pero hacía equilibrios evidentes para expresar también su desacuerdo frontal con la manera como las nuevas autoridades de Madrid construían el Estado republicano, que no es el que se esperaría de un modelo federal. Tenemos un buen ejemplo de ello en la transcripción que el prestigioso periodista andaluz Manuel Chaves Nogales hace de una conversación con el president, que publica en el diario Ahora, el 20 de diciembre de 1931, cuatro meses después de que se haya votado en referéndum el Estatut, que después pasará a ser debatido por las Cortes españolas, en medio de una fuerte campaña anticatalanista impulsada por la derecha mediática y política: «Bajo el régimen monárquico, que nos prohibía nuestra lengua, nos quitaba nuestra bandera y procuraba ahogar la expresión de nuestros más íntimos sentimientos, yo era separatista. Ahora bien; siempre dije que yo era separatista de aquel Estado español monárquico, que nos vejaba y escarnecía. Cuando preparaba el golpe de Prats de Molló redacté un manifiesto dirigido a la opinión pública de toda Europa, que pensaba lanzar en el momento en que hubiese pasado la frontera, y en ese manifiesto explicaba, con estas mismas razones, mi separatismo. Decía entonces que el día que obtuviésemos nuestra libertad, la libertad que yo quería para Cataluña, dentro de un régimen federal, no admitía que fuesen unas Cortes elegidas como se han elegido ahora, las que dijeran si concedían o no la libertad al pueblo catalán. Yo entendía que, desde el momento en que un pueblo siente y quiere su voluntad y lo expresa de una manera terminante, ya aquel pueblo no tiene por qué esperar que unas Cortes se la den, sino que tiene derecho a proceder seguidamente a ir formando su estructura administrativa. Creía también que, en definitiva, la Constitución debía haber sido hecha por delegados de los distintos pueblos que, al liberarse, formasen la República Federal Española». En la misma entrevista, Macià se ve con la necesidad de dejar claro que no quiere el Estatut «para apartarnos de los demás pueblos de España» sino para «estrechar los lazos de cordialidad y amor entre todos los pueblos ibéricos».


  El cambio de régimen consolidó a ERC como fuerza hegemónica del catalanismo y de Cataluña a la vez que Macià –⁠conocido popularmente como l’Avi (el Abuelo)⁠– se convertía en un padre de la patria que disfrutaba de un apoyo popular sin precedentes. Los tiempos de la Lliga habían pasado y ERC (reformista, interclasista y sin el desgaste de los viejos partidos) sintonizaba mejor con la nueva centralidad del país, vinculada a la emergencia de unos sectores dinámicos que aspiraban a ser algo parecido a una clase media. Como president de la Generalitat, Macià proyecta su imagen por encima de la lucha partidista, ejerciendo un presidencialismo que deja el día a día en manos de sus consellers. Macià, que no era buen orador, sabía administrar sus apariciones y sus gestos para construir un liderazgo efectivo aunque poco sofisticado. ERC era un conglomerado de familias políticas diversas que estaba unido por el éxito electoral y por su alta presencia institucional, una organización en construcción donde el control orgánico de Macià era débil.


  En este contexto, fueron surgiendo algunos grupos separatistas, alejados de las estrategias de ERC. Daniel Cardona, que había sido uno de los fundadores de Estat Català y había colaborado estrechamente con el excoronel, constituyó Nosaltres Sols! (adaptación del nombre del partido irlandés Sinn Féin) el año 1930, organización partidaria de la vía armada a imitación de los nacionalistas de Irlanda, un país cuya complejidad no acabaron nunca de comprender aunque intentaban inspirarse en todo lo que llegaba de allí. Cardona se había enfrentado a Macià por discrepancias estratégicas, fue expulsado de Estat Català y era contrario a participar de la competición parlamentaria, una posición que se etiquetó como «santa intransigència»: no creía que las urnas pudieran servir para alcanzar la secesión, por eso propugnaba una estrategia unitaria insurreccional. Fermí Rubiralta, autor de una biografía de este dirigente separatista, explica que la marcha atrás de Macià «reforzó el antimacianismo de Cardona y su posición intransigente, en un momento en que se abrían expectativas a un juego político de participación electoral ante el que él siempre había desconfiado». Como vanguardia de un separatismo purista y minoritario, «en los meses siguientes, mientras todo el abanico político catalanista se movía en torno a la campaña por el Estatut sometido a plebiscito el 2 de agosto de 1931, Cardona y Nosaltres Sols! se dedicaron a preparar actividades propagandísticas. Propugnaba la abstención en el referéndum del Estatut, que consideraba un ardid «para aflojarnos un poco las cadenas de nuestra servidumbre». También existían grupos que –⁠inicialmente⁠– no querían competir con los partidos, como la organización juvenil Palestra, fundada y dirigida por Josep Maria Batista i Roca, que promovía la educación de las nuevas generaciones con una visión catalanista y próxima al escultismo.


  El virus de la división afectaba al independentismo desde el primer momento y el papel protagonista de Macià como president intensificó estas discrepancias. El éxito de ERC fue vivido muy mal por aquellos círculos y grupúsculos que mantenían el sueño de un secesionismo romántico basado en el alzamiento del pueblo contra el poder español. Según Ucelay, «la polarización entre Macià y Cardona, entre la opción mayoritaria republicana y la minoritaria nacionalista, fragmentó el espacio separatista». Con el advenimiento de la República, se oyó por las calles el grito «Visca Macià, mori Cambó!» (¡Viva Macià, muera Cambó!) que reflejaba el cambio de época y también una tendencia preocupante a restar más que a sumar, a pesar de saber que la unidad de todo el catalanismo era imprescindible para alcanzar unos determinados hitos. Los separatistas más radicales estaban más allá de este marco y tenían probablemente otro grito en la cabeza: «Visca Cardona, mori Macià!». Algunos viejos compañeros de viaje del excoronel no entendieron nunca su aterrizaje en el realismo institucional.


  La muerte de Macià el día de Navidad de 1933 supuso la llegada al liderazgo de ERC y a la presidencia de la Generalitat de Lluís Companys, en un contexto de bipolarización ideológica creciente en el conjunto de España, a raíz del triunfo de los partidos de derecha en las elecciones españolas del 19 de noviembre de aquel año. Antes, las elecciones autonómicas del 20 de noviembre de 1932 habían confirmado la hegemonía de ERC y la irrelevancia de todos los partidos y grupúsculos separatistas que, críticos con Macià, surgían o se reconfiguraban bajo la nueva legalidad republicana. El separatismo no tenía representación ni en el Parlament ni en las Cortes, si dejamos de lado a algunos diputados que lo eran, pero que formaban parte de ERC u otras opciones que aceptaban la descentralización autonómica.


  En torno a Macià y fieles a su liderazgo se mantuvieron dos separatistas con un gran protagonismo: Miquel Badia y Josep Dencàs, a los cuales hay que añadir Josep Badia, el hermano del primero. Ellos crean, en 1931, inicialmente como rama juvenil de ERC, las Joventuts d’Esquerra Republicana d’Estat Català (JEREC), que será una formación independiente a partir de 1934. De aquí surgieron los llamados escamots, grupos de jóvenes militantes uniformados que hacían algunas actividades de tipo paramilitar (como desfiles públicos), iniciativas que provocaron malestar y críticas dentro del partido, e hicieron que la USC amenazara con romper el pacto con ERC si eso se mantenía. A raíz de este gesto, los escamots se disolvieron oficialmente, pero siguieron funcionando. Más allá de ciertas estéticas militaristas, no existió ningún fascismo catalán aunque existieron fascistas nacionalistas (admiradores sobre todo del fascismo italiano) sin organizar, como ha estudiado a fondo el profesor Ucelay, que sólo menciona la existencia, el año 1935, del grupúsculo llamado Movimiento Nacionalista Totalitario. Según el historiador, «el nacionalismo catalán como conjunto fue tan potente que les absorbió y anuló». El asunto es insólito en el contexto europeo de aquella época y, por otra parte, «cualquier tentativa de fascismo catalán, además de fracasar, no tuvo ninguna otra opción que situarse a la izquierda, que estaría más dispuesta a reconocer una situación excepcional catalana, que a la derecha moderna, más dispuesta, si dudaba, a lanzarse a la piscina del nacionalismo unitario español». No pocos separatistas acabaron integrándose en partidos de obediencia marxista, sobre todo durante la guerra.


  Fermí Rubiralta explica que Miquel Badia –⁠que había tomado parte en el denominado Complot del Garraf para atentar contra Alfonso XIII⁠– se convirtió en «decidido partidario de una vía original hasta entonces dentro del campo del separatismo, resultado del proceso de desarrollo de la nueva etapa autonomista: el reforzamiento del sector independentista dentro de la estructura de ERC utilizando los mecanismos que ofrecía el papel político puntero de la formación republicana y las posibilidades reales de profundizar en la nacionalización de la sociedad que, hasta cierto punto, permitía su hegemonía social y electoral y el control de las instituciones de autogobierno». A primeros de 1933, Josep Dencàs fue nombrado conseller de Sanitat i Assistència Social y contó con Miquel Badia como secretario. Posteriormente, con Companys en la presidencia, Badia ocupó el cargo de secretario general de la Comisaria d’Ordre Públic, dentro de la conselleria de Governació. Cuando el doctor Dencàs asumió –⁠por enfermedad y defunción del conseller Joan Selves⁠– la cartera de Gobernación, en mayo de 1934, Badia ascendió a jefe superior de Servicios de Orden Público, lo cual ponía bajo el control de los dirigentes del sector separatista de ERC la principal estructura policial de la capital catalana y de Cataluña. Badia se caracterizó por una intensa persecución del crimen organizado, de los pistoleros anarquistas y de la oposición derechista antirrepublicana, con métodos expeditivos que a menudo fueron criticados, por sus excesos, desde otros partidos y desde la prensa. El dirigente separatista fue asesinado, al salir de su casa, al lado de su hermano Josep, el 28 de abril de 1936, por dos pistoleros supuestamente del entorno de la Federación Anarquista Ibérica (FAI), aunque continúan abiertas a día de hoy varias hipótesis sobre la autoría de este atentado.


  Los hechos de octubre de 1934 fueron un punto de inflexión en el protagonismo del núcleo separatista de ERC pero eso ha alimentado durante décadas un enorme malentendido sobre el significado del 6 de octubre y las decisiones que tomó el president Companys en aquellas horas graves. La revuelta, que fue sofocada con facilidad por el general Batet, no fue un alzamiento independentista, como se interpreta, demasiado a menudo de manera superficial, a veces con voluntad de hacer paralelismos forzados con lo que ocurre hoy en Cataluña. Como han dejado establecido todos los estudios históricos más documentados, el gesto de Companys durante aquellas jornadas fatídicas intenta liderar una respuesta española –⁠coincidiendo con la huelga general revolucionaria en Asturias promovida por el PSOE⁠– contra lo que se interpretaba que era una deriva reaccionaria del sistema republicano en manos de la Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA), que dirigía José María Gil-Robles. «Erróneamente –⁠escribe Josep Termes⁠–⁠, se dibuja el mito de Cataluña “baluarte de la República”, que acabaríamos pagando de manera tan dura y amarga.»


  Un conflicto de competencias entre el Govern de la Generalitat y el gobierno de la República, a raíz de la llamada Llei de contractes de conreu (Ley de contratos de cultivo) que quería dar respuesta a las demandas de los payeses catalanes, caldeó el ambiente unos meses antes del 6 de octubre. Los propietarios de tierras, mediante el Institut Agrícola Català de Sant Isidre y la Lliga, presionaron al gobierno central para que llevara la nueva ley al Tribunal de Garantías Constitucionales (equivalente al actual Tribunal Constitucional), que la declaró nula. En respuesta a este movimiento, la Cámara catalana aprobó una ley idéntica que, a su vez, fue nuevamente anulada. Con pequeñas rectificaciones, la Llei de contractes de conreu fue aprobada por tercera vez por los parlamentarios catalanes. El día 1 de octubre, Ricardo Samper, que entonces era el jefe del gobierno español, comunicaba que había un acuerdo con la Generalitat para encajar la norma en el marco constitucional. La noticia desató las críticas frontales de la CEDA y, en un ambiente cada vez más crispado, Samper, desautorizado por los suyos, el Partido Republicano Radical, dimitió. La crisis política iba a más y se abrió la puerta a un nuevo Gabinete con ministros de la CEDA y, entonces, las izquierdas –⁠sobre todo los socialistas⁠– se pusieron en guardia: veían en Gil-Robles la versión local del canciller alemán Dollfus, colaborador imprescindible del ascenso de Hitler. La CEDA impugnaba abiertamente los fundamentos del sistema republicano.


  Poco después de las ocho de la noche del día 6 de octubre, el president Lluís Companys salió al balcón del Palau de la Generalitat y proclamó «l’Estat Català de la República Federal Espanyola». En su discurso, invitaba a los políticos republicanos españoles a establecer en Barcelona un gobierno provisional de la República. El conseller Dencàs, que se dedicó a leer proclamas inflamadas por radio, había prometido al president que tenía efectivos preparados al servicio de la Generalitat, pero estos nunca aparecieron. Barcelona no siguió el llamamiento de Companys y los incidentes fueron pequeños y contados. Los separatistas se quedaron en casa, excepto un pequeño grupo que se hizo fuerte en los locales del Centre Autonomista de Dependents del Comerç i de la Indústria (CADCI), al final de las Ramblas, donde murieron Jaume Compte y Manuel González Alba, dirigentes del Partit Català Proletari (PCP), escisión comunista de Estat Català. Fermí Rubiralta, autor de una biografía sobre Miquel Badia, apunta que, lejos de los planteamientos de Companys, el tándem Dencàs-Badia enfocó aquella revuelta «como la oportunidad para un levantamiento separatista en toda regla, una especie de último capítulo de la proclamación de independencia que el posibilismo de Macià había hecho imposible el 17 de abril de 1931».


  Amadeu Hurtado, abogado, periodista y político, que fue el encargado de defender las tesis de la Generalitat sobre la Llei de contractes de conreu ante el Tribunal de Garantías Constitucionales, nos dejó un apasionante testimonio de aquel periodo en el dietario titulado Abans del sis d’octubre. El jueves 13 de septiembre de 1934, anota esto sobre los separatistas: «Que los extremistas sean los que se lleven la voluntad del pueblo depende, como hemos dicho siempre, de la manera como reaccione el espíritu público en cada caso y no de la acción de los políticos; pero no me extrañaría que en definitiva estos grupos, que son sin duda los más ollas de todos, fueran los que llegaran a imponerse, sobre todo si los del Estat Català pueden mantener la fama que se han ganado de una preponderancia indiscutible en la provisión de los cargos de la burocracia naciente, que crece cada día en proporciones impresionantes. Y no se puede en absoluto negar que toda la gracia de la ley de cultivos ha dado a esta gente una fuerza indiscutible con relación a los otros partidos políticos que durante tres meses han estado agachados tan sin motivo a su hegemonía».


  A las seis de la mañana, Companys llamó al general Batet para rendirse y una hora después las tropas entraban en el Palau de la Generalitat y apresaban a todos los miembros del Govern, excepto a Dencàs, que huyó al extranjero, como también hizo Badia después de pasar unos días escondido en un piso. El president y los consellers fueron recluidos en el barco Uruguay, igual que más de 3.000 personas en toda Cataluña. El Parlament fue clausurado y la autonomía fue suspendida. El estado de guerra se mantuvo hasta abril de 1935. El periodista Agustí Calvet, Gaziel, que entonces era director de La Vanguardia, publicó el 11 de octubre una crónica magistral, de una gran intensidad, de los cuatro días más críticos, que tituló Apuntes de una noche inolvidable. Para los catalanes de mañana. La pieza es una lección de periodismo de un observador lúcido que ve que el mundo se hunde a su alrededor y trata de comprender las causas en medio de la angustia. El sábado 6 escribe esto: «Me levanto casi tambaleando, como el hombre a quien acaban de dar varios mazazos en la frente. ¿Era, pues, verdad? Esto ya no tiene remedio. Y como creo conocer un poco a Companys, y no lo tengo por loco, ni menos por imbécil, me digo que, cuando él ha hablado así, de tan espantosa manera, con sus razones contará y con sus medios a mano, seguros, infalibles. Y entonces me asusto más todavía, porque me digo que sin duda nos aguardan terribles acontecimientos, una verdadera guerra civil, larga, feroz e incalculable...». El verano de aquel 1934, Gaziel y Companys se habían escrito algunas cartas sobre el conflicto constitucional que había producido la Llei de contractes de conreu, y en ellas se observa un respeto mutuo entre el prestigioso periodista y el president.


  Para comprender mejor el clima que desembocó en la huida hacia delante de Companys, vale la pena reproducir lo que escribió el líder del partido Izquierda Republicana y exjefe del gobierno central Manuel Azaña –⁠que se encontraba circunstancialmente en la capital catalana cuando se produjo la revuelta⁠– en el libro Mi rebelión en Barcelona, editado en Madrid en 1935. De su declaración a la Comisión de Suplicatorios del Congreso, Azaña reproduce un fragmento donde explica una conversación con Joan Lluhí i Vallescà, que entonces era conseller de Justícia i Dret, el mismo 6 de octubre: «El sábado, sin que yo hubiera vuelto a salir del hotel, se me presentó el señor Lluhí, a la una de la tarde, y me dijo que no podían resistir más la presión de los elementos populares; que temían que les asaltaran la Generalidad y los matasen a tiros; que se apoderasen del gobierno violentamente; que ya los llamaban traidores, malos catalanes y malos republicanos, y que, por otra parte, tenían una trayectoria republicana exaltada, pues habían dicho muchas veces que estaban dispuestos a jugarse todo en defensa de la República; que cuando el conflicto de los ayuntamientos vascos se produjo, ellos ofrecieron a los vascos tales y cuales cosas, y que no podían faltar a esos compromisos en un momento en que, según las apariencias, el gobierno que nacía iba resueltamente en contra de la autonomía de Cataluña; que se había anunciado la modificación del Estatuto, lo cual ellos no podían soportar. En líneas generales me dio cuenta del proyecto, y me dijo que si lo aprobaba el gobierno, proclamarían el Estat Català dentro de la República federal española; que no querían dar al movimiento un carácter separatista, sino proclamar una República federal, como mucha gente la deseaba, y que mantendrían dentro de esa República federal española, con más personalidad, fuerza y vigor, el Estat Català. Yo saqué la impresión de que el señor Lluhí y otros se imaginaban que las cosas iban a pasar como el 14 de abril, que iban a salir con aquella proclamación y el pueblo barcelonés –⁠por lo menos los obreros, los republicanos y todas las masas catalanistas⁠– haría una demostración, como ocurrió el 14 de abril, cuando lo de Macià y la República catalana, y que todo iba a pasar en paz; que el gobierno de Madrid transigiría y se llegaría a negociaciones [...] Sin embargo, no creo en la posibilidad remota de un triunfo. Y añadí: Si ustedes o el gobierno catalán se lanzan al movimiento de violencia, en dos horas les hacen ceniza. El señor Lluhí no participaba de mi punto de vista [...] Yo dije que estaba en un error, porque tengo suficiente experiencia y conozco los resortes del gobierno; para saber que en cuanto se produjese aquí el hecho más insignificante, que pudiera parecer violento, todos los resortes del Estado funcionarían de manera automática, les hundirían sin compasión de ningún género y no duraría ni dos horas».


  El Tribunal de Garantías Constitucionales juzgó a los miembros del Govern de la Generalitat y los condenó en junio de 1935 a treinta años de reclusión mayor por un delito de rebelión militar. El president fue trasladado al penal del Puerto de Santa María, en Cádiz. El fracaso del gesto sacrificial de Companys fue absoluto. Termes explica muy bien las tres fuerzas «diferentes pero complementarias, todas radicales» por las que Companys se dejó arrastrar hacia el precipicio: «La primera, Estat Català, un grupo no muy numeroso que desde su independentismo reprocha al president no proceder del catalanismo y su debilidad nacional, y lo empuja a un acto de fuerza; la segunda, unos grupos obreristas, minoritarios de filiación comunista –⁠ortodoxa o heterodoxa⁠–⁠, agrupados en su mayor parte en la Aliança Obrera, que quiere llevar la república parlamentaria más allá y convertirla en una república obrera; y finalmente, una tercera formada por gente de ERC, bajo la dirección de Lluhí i Vallescà, absolutamente infeudada al PSOE y a la izquierda española, que siguiendo estas formaciones quiere hacer un acto de fuerza que derroque al gobierno conservador y devuelva la República a los que cree sus únicos señores, las izquierdas, portadoras indiscutibles de las esencias republicanas. Companys, faltado de autoridad, será víctima ahora de sus aliados y de las circunstancias, como lo será en julio de 1936 ante el alud devastador de una revolución ciega y sectaria».


  El triunfo del Front d’Esquerres en las elecciones legislativas de 1936 trajo la amnistía de los presos políticos, la recuperación de la autonomía y el retorno de Companys a la primera fila política e institucional. Ha tenido un cierto éxito el tópico según el cual, durante aquellos meses, Cataluña fue «el oasis de la República» pero la realidad es que había tensiones muy fuertes aunque, en comparación con otros puntos del Estado, el ambiente era más tranquilo. El estallido de la guerra lo cambiará todo. El 19 de julio, los golpistas son derrotados en Barcelona, pero se desencadena una revolución protagonizada por elementos extremistas, sobre todo anarquistas de FAI, con la persecución y ejecución de militantes de partidos de la derecha, propietarios, eclesiásticos, católicos y cualquier persona considerada sospechosa, aunque no tenga nada que ver con el Alzamiento Nacional. La ola de violencia obliga a huir de Cataluña a varios dirigentes políticos, sociales y eclesiásticos que son amenazados por las patrullas incontroladas que se dedican a «pasear» a aquellos que consideran el enemigo.


  Ucelay escribe que «los separatismos se situaron en medio de unas revoluciones muy confusas (en 1934, 1936 y 1937), que no se entendieron bien en una lógica de liberación nacional y que se barnizaron con un discurso social que nunca acabó de encajar, si no era gracias a cantidades generosas de ideología». Los separatistas tuvieron un papel irrelevante en el nuevo contexto creado por la guerra (no formaban parte del Comité de Milicias Antifascistas), aunque Estat Català (refundado en mayo de 1936 a partir de las JEREC) se vio implicado en una historia turbia contra Companys, el llamado asunto Rebertés, con rumores sobre un complot para asesinar al president, apartar a los anarquistas que tenían alguna responsabilidad y explorar una paz separada y/o crear una Cataluña independiente bajo protección extranjera. Estat Català también quiso tener un cierto protagonismo con la expedición militar, entre agosto y septiembre de 1936, para arrancar Mallorca a los rebeldes facciosos, pero el fracaso de la operación truncó sus planes; los militantes de este partido formaron después la Columna Volant Catalana, que combatió en el frente aragonés.


  El sueño de los separatistas se fue río abajo con el fin de la contienda, como tantos sueños que parecían al alcance de la mano durante la breve primavera republicana.


  
  
    6


    Pujolistas, marginales y cridaires

  


  Ellos también perdieron.


  Acabada la Guerra Civil, buena parte de los independentistas más activos en el exilio impulsaron una nueva organización, el Front Nacional de Cataluña (FNC), nacido en París en abril de 1940, en el clima incierto de la Segunda Guerra Mundial, que ya había estallado. El FNC también tenía militantes que operaban en el interior, en la clandestinidad. Los frentistas colaboraron con los servicios secretos de los ejércitos aliados y esperaban el apoyo de estos países para conseguir, una vez acabado el conflicto, la independencia de Cataluña. A pesar de las persecuciones policiales, el FNC desplegó una gran actividad, montó delegaciones en Londres y en Perpiñán e impulsó comités de apoyo en varios países americanos. La estrategia pasaba por combinar la acción política y la acción armada para provocar la caída del régimen de Franco. En los años de la primera posguerra, las acciones en Cataluña consistieron en hacer estallar artefactos de poca potencia y colocar banderas catalanas en lugares especiales y en festividades significativas. El fundador principal de la organización, Joan Cornudella, había cogido las riendas de Estat Català durante la guerra, y fue el líder del FNC hasta bien entrada la transición, cuando se incorporó al Partit dels Socialistes de Cataluña (PSC). Al lado de Cornudella, en el núcleo impulsor del FNC, encontramos a Antoni Andreu i Abelló, Jaume Martínez Vendrell y el periodista Manuel Cruells i Pifarré, autor –⁠entre otras obras⁠– de una crónica vibrante sobre la sociedad catalana durante la Guerra Civil. El año 1946, el FNC dejó de actuar como frente y se transformó en partido, abandonó la vía armada y se integró en el organismo unitario Consell Nacional de la Democràcia Catalana. A partir de 1960, abraza el socialismo autogestionario y el concepto de Països Catalans, que había empezado a teorizarse. En los textos del primer congreso del FNC, celebrado en 1974, se propugna una síntesis entre las reivindicaciones de clase y las reivindicaciones secesionistas, a la vez que se rechaza el nacionalismo como ideología «porque eso sería fascismo». El objetivo que marca la dirección es la República Socialista de los Països Catalans Independientes y se define la organización como «partido de masas con voluntad de gobierno. Voluntad de gobierno que formula la proscripción de cualquier política del todo o nada». El FNC participó en las primeras elecciones generales del 15 de junio de 1977 dentro de la coalición Pacte Democràtic de Cataluña, que formaban Convergència Democràtica de Cataluña (CDC), Esquerra Democràtica de Cataluña (EDC), el PSC-Reagrupament (los socialistas de Josep Pallach que no querían confluir con el PSOE) y algunos independientes. En las primeras municipales, del 3 de abril de 1979, a las cuales el FNC concurrió de la mano de ERC y del Partido Social Demócrata de Cataluña (PSDC), obtuvo resultados muy pobres. Después de una larga decadencia, el FNC se integró, en mayo de 1990, en ERC, que se había refundado a finales de 1989 como partido independentista.


  El FNC es una referencia importante en esta historia porque de esta organización de carácter resistencial sale todo el independentismo moderno bajo la dictadura y durante la transición que, a su vez, es el antecedente inmediato del nuevo independentismo que impulsa el proceso soberanista de nuestros días. Los frentistas son –⁠digamos⁠– los abuelos de los independentistas catalanes del siglo XXI. El año 1968, muchos elementos jóvenes del FNC –⁠universitarios, la mayoría⁠– se escindieron y, bajo la influencia del Mayo francés, constituyeron el Partit Socialista d’Alliberament Nacional (PSAN), en marzo de 1969. Como en otros momentos de la historia del catalanismo, el principal motor de aquella separación fue el factor generacional, por encima de otras consideraciones. El PSAN tuvo una influencia muy importante en la modernización y reconfiguración del independentismo que, gracias a aquel núcleo de jóvenes, rompía definitivamente con la tradición y la cultura política del separatismo clásico. Dentro del PSAN, se hizo una síntesis nueva a partir del independentismo y el marxismo con influencias que aportaban aire fresco: las nuevas izquierdas, el ecologismo, el feminismo, las luchas anticolonialistas del tercer mundo, la contracultura, y las nuevas formas de militancia política, todo cabía. Los ambientes independentistas –⁠reducidos en aquella etapa⁠– cogieron una tonalidad que no tenía nada que ver con los discursos y los estilos de los separatistas de antaño, los que habían idolatrado a Macià o habían seguido las órdenes de Cardona, Badia o Dencàs, marcados todos ellos por violencias devastadoras, descalabros políticos y una polarización ideológica sin amortiguadores.


  Dejemos un rato la minoría que exhibía entonces la bandera estelada (con la estrella blanca o la estrella roja), un símbolo que muchos ni conocían a la muerte de Franco. Volvamos a la calle mayor del catalanismo, donde pasaban cosas que tuvieron una gran trascendencia para el conjunto de Cataluña. El nacionalismo mayoritario se reconstruyó poco a poco, bajo el franquismo, a partir de los años cincuenta, desde varios ambientes que se iban conectando: la resistencia cultural, el mundo católico catalanista, entornos profesionales, jóvenes universitarios, activismo obrero en los barrios... En este universo clandestino, rodeado de la falsa normalidad que había conseguido acuñar la dictadura, Jordi Pujol es la figura que consigue hacer lo que parecía imposible: una síntesis renovada del catalanismo político, de acuerdo con los nuevos tiempos. La principal preocupación del joven Pujol es evitar los errores de los catalanistas conservadores y los de izquierdas que habían tenido responsabilidades en los años anteriores a la Guerra Civil. Del pasado, Pujol sólo admira y reivindica una figura, la de Enric Prat de la Riba, como ideólogo y como hombre de gobierno al frente de la Mancomunitat de Catalunya. Respeta a los otros nombres míticos del catalanismo pero mantiene siempre una distancia de seguridad respecto de lo que hicieron y dijeron.


  Buen conocedor de la historia –⁠de él mismo ha dicho, varias veces, que es un historiador frustrado⁠–⁠, Pujol se sabe políticamente por encima de todos sus antecesores: Prat de la Riba, Macià y Companys, sin contar Josep Irla y Josep Tarradellas, presidentes en el exilio que no podían hacer nada más que mantener el nombre y las brasas de una institución borrada por los vencedores de la guerra. A partir de 1980, después de ganar las primeras elecciones autonómicas, Pujol emprendió una política institucional que quería fundamentar un autogobierno completo, que tuviera el máximo de competencias y fuera responsable de la mayoría de políticas que estaban previstas según el marco constitucional y estatutario. Ningún líder del nacionalismo catalán había disfrutado, antes de Pujol, de un periodo tan largo y estable de democracia y autonomía para impulsar un proyecto de esta ambición y dificultad.


  A partir de la confesión de su secreto, el 25 de julio de 2014, según la cual Pujol se hacía responsable de un dinero de su padre nunca declarado y depositado en el extranjero durante muchos años, el expresident querría que su obra de gobierno no se viera contaminada por su dudosa actuación personal en este asunto. Su manía –⁠explicada a varios interlocutores⁠– es que su legado pueda quedar a salvo a pesar de su impostura, públicamente reconocida. Pujol espera que los historiadores del futuro sepan separar claramente una cosa de la otra. La situación de escándalo y vergüenza es extremadamente difícil de digerir para un hombre público de primer nivel que siempre había predicado «la autoestima colectiva» y había acompañado sus acciones de un comportamiento moral explícito.


  Rebobinemos. Antes que el político, estaba el Pujol activista y el Pujol ideólogo, el que interpretaba afinadamente los cambios sociales, económicos y culturales que se producen después de la Guerra Civil y la Segunda Guerra Mundial. A partir de los años cincuenta, Pujol observa, lee, analiza, reflexiona. Se hace preguntas y repreguntas. Lee prensa extranjera y conecta datos y personas. Sigue la política francesa, italiana, alemana, inglesa, busca modelos y conceptos, es como una esponja. Es una rara avis, no se apunta al marxismo, no tiene nostalgia de la Cataluña republicana, no quiere medrar dentro del régimen franquista, dedica tiempo a pensar en la fe, estudia las teorías pero tiene una mirada práctica, quiere saber cómo funciona el país real, huye de las especulaciones puramente intelectuales y de las abstracciones recreativas. Se sabe, por encima de todo, un hombre de acción.


  Como pensador político, no es el creador de una doctrina original, pero es quien revisa con más inteligencia y lucidez la tradición anterior, que actualiza y mezcla con nuevos planteamientos, prestados del catolicismo renovador francés, del personalismo, del cristianismo social, del liberalismo progresista y de la socialdemocracia escandinava. Aprovecha todo lo que puede de aquellos que considera maestros. Reconoce abiertamente la influencia de cinco nombres: Jaume Vicens Vives, Josep Benet, Josep Maria Ainaud de Lasarte, Joan Triadú y Raimon Galí. Su concepción de la historia también bebe mucho de Pierre Vilar, autor de un libro fundamental, Cataluña en la España moderna.


  Pujol quiere superar lo que representaron la Lliga y ERC, a la vez que está convencido de que el futuro pasa por conjurar una nueva guerra civil. Insiste en la importancia de evitar los errores del pasado para reconstruir Cataluña, «fer país» (hacer país), el reto que asume muy joven, a partir de la contemplación del paisaje destruido por la guerra, durante una excursión con su tío en la cima del Tagamanent un día de octubre de 1941. En su último discurso presidencial, en un debate de política general en el Parlament, el 1 de octubre de 2002, lo recordaba: «De la misma manera que después de 1714 en Europa se habló de Finis Cataloniae, también durante los años cuarenta, cincuenta y sesenta muchos daban Cataluña por liquidada. No todo el mundo, pero sí muchos». Para reconstruir Cataluña, Pujol siempre tuvo claro que tenía que llegar a gobernarla y, de manera congruente con esta manía, fue el único político de su generación que se preparó a conciencia para hacerlo; eso sucedía bajo la dictadura y cuando la mayoría de sus coetáneos no sabía ni qué quería decir la palabra Generalitat.


  Durante mucho tiempo, Pujol fue un activista sin partido. En 1974, cuando da el paso del «fer país» al «fer política» (hacer política), funda, junto con otros destacados catalanistas, CDC, que se coaligó con las históricas siglas de Unió Democràtica de Cataluña (UDC) a partir de 1978. En cierta manera, la CDC inicial tuvo algunas características de movimiento político, pero sin la capacidad de entrismo de otros grupos. Pujol no ha sido nunca un hombre de partido, en sentido estricto. Lo fue mucho más Miquel Roca Junyent, contrapeso liberal a un pujolismo comunitarista y con tendencia a las esencias. Pujol prefería la esfera institucional y delegaba en otros la gestión de la maquinaria orgánica, que controlaba a distancia. CDC y Convergència i Unió (CiU) crecieron supeditados a la sombra de Pujol y beneficiados (y debilitados) por su larga continuidad en el poder.


  El nacionalismo de Pujol se racionaliza a partir de la obra de Vicens Vives y Vilar, lejos de los arquetipos románticos, contra lo que han escrito algunos de manera superficial. El collage doctrinal con el que Pujol llega a la presidencia le permite dirigirse a sectores muy diversos, más allá del interclasismo que su partido quería encarnar. El ejercicio tan dilatado del poder irá desplazando hacia el centro-derecha sus planteamientos iniciales de centro-izquierda. El pujolismo no ha sido una doctrina compacta, sino una práctica política unida a la tarea intransferible de su forjador. No obstante, Pujol deja una obra voluminosa de reflexión formulada en paralelo a su dedicación política. Son unas palabras que ahora, en buena parte, se ven afectadas severamente por el impacto de su confesión, porque cuestionan la autoridad y la verdad del discurso pujoliano, sobre todo con respecto a la dimensión ética con la que el expresident barnizaba todos sus mensajes. Además, no hay que olvidar que Pujol acostumbraba a intervenir con voz original y valiente en los grandes debates de fondo, más allá de las políticas del día a día. Por ejemplo, fue el primer político de España en hablar seriamente de la necesidad de invertir en el desarrollo de los países del Magreb y los retos que implican las nuevas migraciones. Pujol tenía la virtud de centrar los grandes asuntos y separarlos de la anécdota mediática, sin buscar el aplauso fácil del público y enfocando sobre derivadas que se escapaban a la mayoría de sus colegas.


  ¿Y cuál era su posición sobre el asunto que nos ocupa? ¿Era o es independentista, Jordi Pujol? ¿Tenía nada que ver su nacionalismo –⁠de los años cincuenta o de los ochenta– con el objetivo de una Cataluña independiente? ¿Estamos ante un independentista emboscado que disimuló durante toda su vida hasta que se jubiló? ¿Estamos ante un autonomista que se convirtió al independentismo impelido por las nuevas generaciones? Atrapados en una interpretación presentista y poco rigurosa de la trayectoria del expresident, algunos rivales políticos, algunos analistas y algunos periodistas han dicho y repetido que Pujol siempre había tenido en la cabeza la independencia, que este era su plan secreto, que todo lo que hizo –⁠durante veintitrés años de mandato⁠– estaba pensado para preparar el terreno del proceso... Este relato no tiene ningún fundamento, pero es demasiado redondo, demasiado atractivo y demasiado fácil. Es una tentación irresistible presentar a Pujol como el autor o el inspirador intelectual del proceso soberanista y, de esta manera, confirmar la vieja idea –⁠el prejuicio antiguo ya observado en el siglo XIX⁠– según la cual todos los catalanistas –⁠lo admitan o no⁠– son siempre inevitablemente «separatistas» y, por lo tanto, son cuerpos extraños que tienen que ser combatidos y extirpados de «la vida nacional española». Poner a Pujol como origen del proceso permite que algunos eviten analizar las causas reales y profundas de la crisis catalana y establezcan una relación de causa-efecto entre las dos décadas largas de pujolismo y la conversión de la mitad de los catalanes a un ideal que, precisamente, no formaba parte del mainstream político construido por el expresident. Resulta tranquilizador, supongo, explicar el crecimiento independentista a partir de una supuesta larga mano de Pujol, pero eso no tiene nada que ver con los hechos.


  Otra cosa es el sentimiento independentista de algunas personas muy próximas al dirigente nacionalista, desde su esposa, Marta Ferrusola, a su hijo con responsabilidades políticas, Oriol Pujol Ferrusola, pasando por el primogénito, Jordi Pujol Ferrusola, conocido como «el Júnior»; este entorno familiar ha tendido a expresar opiniones –⁠a veces insólitamente primarias⁠– alejadas del realismo, del pragmatismo, de la visión y de la inteligencia del expresident. Siempre se supo, durante su presidencia y después, que el entorno familiar de Pujol tenía opiniones más radicales y más encendidas que las del padre. En el fondo, era asumido como una rareza que, en las dosis adecuadas, podía gustar y reconfortar a aquellos militantes de CDC que consideraban que la línea oficial era demasiado moderada.


  Pujol no fue nunca independentista porque, entre otras razones y como hemos apuntado antes, había estudiado a fondo la historia y, especialmente, la etapa de la Segunda República y la Guerra Civil. También había analizado muy a fondo, y antes que la mayoría de políticos catalanes y españoles, la realidad de la inmigración que había llegado a Cataluña en diferentes oleadas desde los años veinte; uno de los textos que más influyeron en Pujol sobre el sur de España y la situación de su gente fue Campos de Níjar, libro de viaje de Juan Goytisolo, publicado en 1959. Hasta el final de su etapa presidencial y todavía hoy, Pujol siente una especial preocupación por el mantenimiento de la unidad civil de la sociedad catalana y el ascensor social. La interpretación pujoliana de la historia es hija, sobre todo, de Vicens Vives, que –⁠como hemos explicado⁠– ofrece un diagnóstico a años luz de cualquier fantasía secesionista.


  Con todo, el elemento esencial que ha vacunado a Pujol contra la hipótesis independentista es su pragmatismo, muy ligado a su conocimiento experto de dos leyes esenciales de la política: el control de la correlación de fuerzas y el sentido de la oportunidad. Pocos, como el líder convergente, han sabido dominar los tiempos y han entendido la materia prima del arte de lo posible.


  La historia aparece siempre como una señal de alerta que guía los pasos de quien fue máximo dirigente de CiU: no hacer promesas irrealizables que provocaran frustraciones innecesarias. Los fantasmas de Macià y Companys actuaban de vigilantes de eventuales frivolidades retóricas. Pujol no se marca objetivos que no pueda alcanzar o que dependan de variables que no puede controlar, le horroriza el salto en el vacío que, en algunos episodios críticos, marcó a la actuación de la gente de la Lliga y de la gente de ERC. El hombre del «fer país» y del «fer política» cree que el nacionalismo catalán no puede ser, otra vez, como en los años treinta, una fábrica de decepciones colectivas, el sueño catalán debe tener los pies en el suelo, tiene que ser un sueño abarcable: un autogobierno con el techo muy alto, sin romper nunca con España.


  Baltasar Porcel, que trató largamente al político nacionalista desde los tiempos de su consejo de guerra y encarcelamiento, lo define así en un retrato que escribió el año 2003 como prólogo a El llibre roig de Jordi Pujol, compendio de algunos conceptos básicos de su pensamiento: «Es un soberanista catalán absoluto, que si pudiera pulsar el botón de la independencia lo haría. Pero cree que las posturas radicales no tienen viabilidad a causa tanto de los acontecimientos históricos y de los lazos que han establecido con España como del enorme componente inmigratorio español que forma la demografía de Cataluña, a la vez que la empresa catalana extiende a España el grueso de su red comercial». El escritor mallorquín se deja llevar por el tópico colorista al hablar del botón de la independencia pero, inmediatamente, describe fielmente el fondo del personaje en la línea que hemos apuntado: alergia a todo radicalismo y conciencia plena de los límites de lo posible.


  Otro retrato –⁠más contundente⁠– es del cura Malaquies Zayas, viejo amigo de Pujol, que le casó y bautizó a todos sus hijos. Es una respuesta a una pregunta de Manuel Cuyàs: «Pujol es un hombre de acción, con sentido común. No es un exaltado, en absoluto. Es igual que antes de ser presidente. No es independentista. Tampoco lo era en Virtèlia [la Confraria de la Mare de Déu de Montserrat de Virtèlia donde Pujol ingresó en 1947]. Él lo que quiere es dar personalidad a Cataluña, que Cataluña sea reconocida como pueblo y nación. Y por este objetivo lucha desde joven, cuando estas cosas eran las que más rabia hacían a Franco. Me han dicho que Marta es más radical que él. Pero Marta no tiene sus responsabilidades de gobierno, y así cualquiera puede ser radical». El empresario Xavier Muñoz fundó con Pujol y otras personas, en el año 1953, el movimiento CC (inspirado inicialmente por la visión patriótica y espiritualista de Raimon Galí) y los dos compartieron amistad y proyectos, como la revista Promos, hasta que sus caminos se separaron por discrepancias ideológicas: «mi origen cristiano derivaba hacia la preocupación social. Pujol es un nacionalista de derechas». Y Muñoz, que sabe de lo que habla, desempata sobre los límites del nacionalismo pujoliano, también en conversación con el periodista Cuyàs: «Para que el líder sea un líder del todo es necesario que apele a la utopía, al imposible. La máxima utopía de Cataluña sería la independencia. Yo no soy independentista aunque hay momentos que digo “ya basta, de estos compañeros de viaje”. Esta misma contradicción la tiene mucha otra gente. Pujol, que no es independentista y que sabe que por encima de los ideales está la sociología, ha encarnado la utopía de los catalanes, este deseo impreciso de ser libres». Deseo impreciso de ser libres que se vuelve concreto a partir de los años 2010-2012.


  Vayamos a los discursos de Pujol: ¿Qué dicen? Evolucionan dentro de un hilo coherente. Pujol es fiel a un lema que resume su estrategia y que fundamenta sus argumentos: «sumar, no restar», como corresponde a quien es capaz de forjar un espacio político central que consigue recoger votos y complicidades sociales diversas a lo largo de muchos años. El pujolismo quería seducir a ciudadanos en la derecha y en la izquierda, catalanistas convencidos, regionalistas tibios, autonomistas por defecto y también, obviamente, independentistas que huían del testimonialismo. Es lo que Pujol bautizó como pal de paller (palo de pajar, eje articulador) del catalanismo. Esta suma se produce a caballo de una calculada ambigüedad sistemática, con la que Pujol enlata todas sus palabras y sus acciones, emitiendo siempre señales que cada receptor interpreta como mejor le conviene. Los que lo escuchan le definen como el hombre del «sí, pero...» capaz de dar unos golpes de volante espectaculares sin salir del carril.


  En su conferencia en el Col·legi d’Advocats de Barcelona, el 27 de mayo de 1975, titulada La resposta democràtica, dentro del ciclo Les terceres vies a Europa, Pujol esbozó su programa político. Franco todavía vivía y era el momento en que todo el mundo tenía la sensación de que se estaban repartiendo las cartas de la partida que se jugaría al cabo de unos pocos meses: «Es por eso que, en último término, nacionalismo equivale –⁠ha equivalido para nosotros⁠– a una desesperada voluntad de ser. Y, como dice –⁠con una simpatía que le agradezco⁠– Solé Barberà [Josep Solé i Barberà, abogado y dirigente del PSUC], lo que hemos intentado, a través de una acción que animaba este espíritu nacional, ha sido trasladar al terreno de las más concretas realidades de todo orden el lema de Espriu: “salvar el sentido de las palabras”, es decir, salvar aquello que, más allá de tantas y tan legítimas y a veces, con visión histórica, tan accesorias divergencias, nos sigue haciendo capaces de definirnos, de afirmarnos, de proyectarnos, de dar un mensaje, en una palabra, de “ser”, en el sentido más pleno de la palabra, más entrañable y más proyectado en el tiempo. Para todos los que el nacionalismo es eso –⁠salvar la posibilidad de tener una personalidad colectiva que como pueblo y como personas nos potencie⁠–⁠, el nacionalismo es una respuesta democrática y una respuesta europea. La construcción de Europa y de la democracia deberán cumplir ciertas condiciones –⁠sin las cuales no será posible⁠–⁠, y una de ellas es la recuperación, cuando haga falta, de las identidades colectivas y, siempre, su utilización creadora». Ni una brizna de separatismo.


  Un año y medio después, Pujol volvió al Col·legi d’Advocats, para explicar la opción política de CDC. Era el mes de noviembre de 1976 y faltaban pocos días para el referéndum de la reforma política que impulsaba el presidente Adolfo Suárez para poder salir del marco franquista y convocar las primeras elecciones democráticas. En aquella segunda conferencia, Pujol expresó la defensa «de una amplia autonomía catalana» para conseguir «un auténtico órgano de gobierno catalán» así como la voluntad de «colaborar todo lo que haga falta a la consolidación de la democracia en España» porque consideraba erróneo «desde nuestra perspectiva nacionalista» la idea «de algunos sectores catalanistas» según la cual «conviene que en España haya una gran olla». Aquel acto se realizó presidido por las fotografías de Prat de la Riba, Macià y Companys, en un gesto calculado para sugerir la continuidad histórica catalanista, pero Pujol se permitió acotar el sentido de aquellas imágenes, no fuera que alguien sacara conclusiones precipitadas: «El president Companys no está aquí en recuerdo de su inmolación. Está porque es un hombre que siempre, normalmente, supo aceptar sus responsabilidades, tanto cuando acertaba como cuando se equivocaba. Y eso, esta aceptación de las propias responsabilidades es una calidad esencial de todo hombre de mando. Y el president Macià está aquí, porque es el hombre que consiguió para nuestro país la cota más alta de poder y de estructura de poder de aquello que podríamos llamar sin darle si queréis, relieve separatista, aquello que debemos llamar Estat Català. El hombre que ha conseguido para nuestro país la cota más alta de poder desde hace trescientos años. Y el president Prat está aquí, porque él fue, indudablemente, el hombre que nos devolvió la confianza en nuestra capacidad de gobierno». Con las pinzas, Pujol va colocando todas las piezas en su sitio, para que nadie quede descontento.


  El Programa econòmic i social de Convergència Democràtica de Catalunya, hecho público en enero de 1977, definía el nuevo partido en unos términos que hoy pueden sorprender por su prosa colorista, pero perfectamente eficaz a la hora de conectar con un determinado segmento de la sociedad: «Y CDC tampoco es, ni puede ser, el partido del todo o nada, el de los maximalismos a ultranza, ni el de los puristas satisfechos de su esterilidad política. CDC, aunque cree que a veces la política es el arte de hacer posible lo que parece imposible, no quiere caer en tristes tentaciones de inflamaciones inútiles, frustrantes e inoperantes de las cuales, en definitiva, siempre ha salido un gran perdedor: el pueblo de Cataluña». Al mismo tiempo, los convergentes proclamaban que estaban a favor de una «participación activa de los catalanes en las instituciones y en la política del Estado español reforzando cualquier esfuerzo solidario dirigido al desarrollo político, económico y social de todos los pueblos que constituyen actualmente el Estado español». Este intervencionismo en la política de Madrid tenía un contrapunto de una cierta rotundidad: «En ningún caso, pero, CDC no quiere hipotecar el futuro de Cataluña bajo ninguna fórmula preestablecida sino que CDC cree que en último término sólo corresponde al pueblo de Cataluña decidir mediante el derecho de autodeterminación su destino como nación libre». Hoy nos puede parecer muy atrevido incluir la palabra «autodeterminación», pero hay que recordar que, en aquella época, muchas formaciones políticas la contemplaban, aunque sin ninguna consecuencia práctica.


  De manera recurrente, Pujol ha tenido que decir y repetir que no es independentista. Antes de los primeros comicios de la democracia, entrevistado por Baltasar Porcel, habla de esta manera sobre su partido y lo que quiere representar: «Nosotros somos nacionalistas, creemos que Cataluña es una nación. No somos, sin embargo, separatistas. De ningún modo. Cataluña, por lo tanto, englobada dentro del Estado español, pero sin perder ni uno de sus derechos, de los que toda nación debe tener. Evidentemente, este encaje se puede hacer por medio del sistema federal, que nosotros no rechazamos. Pero nos parece mejor y más factible hacerlo a través de la autonomía, una amplia autonomía que englobe desde la planificación de la infraestructura a los impuestos, pasando por la cultura y la enseñanza, la política social, la información...». Después, en octubre de 1979, la revista Interviú, una de las grandes cabeceras de la transición, publicó una entrevista con el líder nacionalista en la cual le preguntaban directamente si era «separatista». Él lo despachaba así: «El planteamiento del separatismo no es inherente a mi planteamiento nacionalista, porque, por otra parte, yo sé que hay quinientos años de historia en común con el resto de los otros pueblos de España y, además, soy un hombre con tendencias europeístas».


  Cuando Pujol gana, contra pronóstico, las primeras elecciones autonómicas, el 20 de marzo de 1980, el independentismo (pequeño, fragmentado, irrelevante y marginal) no preocupa nada al establishment. Estamos todavía en plena Guerra Fría y el único temor de los poderes fácticos es que la Generalitat sea gobernada por una alianza de socialistas y comunistas. Desde 1977, el PSC y el PSUC son los partidos más votados en Cataluña, lo cual convierte la locomotora económica de España en una «isla roja», según la terminología de los que se inquietan por un eventual desbordamiento de la transición por la izquierda. Este clima favorece la candidatura de Pujol, que es percibida como la opción tranquila y de orden, sobre todo teniendo en cuenta que los centristas de Adolfo Suárez tenían un papel muy secundario en Cataluña. Los poderes económicos y Foment del Treball son muy activos durante la campaña electoral y ven a Pujol como el mal menor, aunque la gran burguesía recela de él y no lo ha considerado nunca uno de los suyos. El socialista Joan Reventós, que partía como favorito, acaba en la oposición, no acepta formar parte del Ejecutivo que presidirá su rival. Pujol –⁠que no tenía mayoría absoluta⁠– es investido president gracias a los votos de los diputados centristas de Suárez y a los de ERC, partido que en aquella época lidera Heribert Barrera.


  Aquellas elecciones sirvieron, entre otras cosas, para medir el escaso apoyo que tenía el independentismo, que concurrió bajo dos marcas diferentes, dado que fracasaron las negociaciones para componer una única lista. La opción que tuvo más proyección pública fue Nacionalistes d’Esquerra (NE), movimiento constituido a finales de 1979 donde confluyeron varios grupos, entre los cuales un sector del PSAN proclive a implicarse más políticamente. Su programa incluía el ejercicio del derecho de autodeterminación de los Països Catalans, que eran considerados una nación política, no únicamente una nación cultural. El cabeza de lista de NE era el filólogo y activista Jordi Carbonell y, entre sus dirigentes y candidatos, había un buen número de figuras del mundo cultural, artístico y profesional de Cataluña, algunos muy populares, como el cantautor Lluís Llach, el actor Josep Maria Flotats, el periodista Josep Maria Espinàs, la abogada Magda Oranich o el poeta Joan Oliver. A pesar de reunir a buena parte de la inteligencia catalanista y disfrutar de una imagen de partido nuevo y fresco, sus resultados fueron pobres: no llegó a los 45.000 votos (un 1,66 %) y no consiguió ningún diputado en la Cámara catalana. La otra candidatura independentista fue la del Bloc d’Esquerra d’Alliberament Nacional (BEAN), creada en torno a Lluís Maria Xirinacs, que sólo recogió 14.000 papeletas. El independentismo, según las mismas urnas que habían hecho ganador a Pujol, no tenía ni 60.000 votantes declarados.


  La década de los ochenta fue un escenario de constantes batallitas, escisiones y decepciones para aquellos que se movían en el universo cerrado del independentismo. Además, la presión policial y judicial sobre estos círculos era intensa. El politólogo Roger Buch recuerda que «en el año 1982 se entraba en la cárcel por ir a una manifestación legal llevando una pancarta que ponía la palabra “independència”. Una bandera estelada podía ser considerada por la policía española como una prueba a presentar en un juicio». La existencia extraparlamentaria de aquellos grupos que propugnaban la secesión (a menudo por la vía insurreccional) llevó a muchos de sus militantes y simpatizantes a integrarse, finalmente, en otros partidos, desde el PSC a CDC, pasando por el PSUC, más tarde Iniciativa per Catalunya-Verds (ICV). Un núcleo de antiguos dirigentes y militantes de NE (formación que se disolvió en el año 1984) impulsaron, con personas provenientes de otras siglas, la refundación de ERC.


  Sólo había una excepción en este panorama tan poco favorable a los que predicaban superar la autonomía: la Crida a la Solidaritat en Defensa de la Llengua, la Cultura i la Nació Catalanes, más conocida como Crida a la Solidaritat o la Crida, un movimiento que surgió como reacción al llamado Manifiesto de los 2.3000, que se había hecho público en marzo de 1981, dentro del clima generado por el golpe de Estado frustrado del 23-F. Los firmantes de aquel manifiesto, «intelectuales y profesionales que viven y trabajan en Cataluña», se posicionaban contra las políticas de normalización de la lengua catalana que impulsaba la Generalitat, porque consideraban lesionados sus derechos como castellanohablantes. Aquel manifiesto fue polémico y provocó controversia en círculos políticos y culturales, con una réplica de varios autores catalanes en castellano, que negaban la mayor. Los catalanistas pasaron a la ofensiva y, a raíz de un acto convocado en el Paraninfo de la Universitat de Barcelona aquel mismo marzo, empezó a andar la Crida, una organización cívico-política que modernizó las estrategias y las formas del activismo catalanista, y supo captar a muchos jóvenes que no se sentían ni motivados ni atraídos por los partidos.


  Esta plataforma existió hasta 1993 y organizó varias campañas reivindicativas, que sorprendían por su creatividad, inspiradas en las acciones innovadoras que hacían movimientos sociales alternativos y grupos ecologistas europeos. Los cridaires rechazaban la violencia y hacían bandera de sus métodos pacíficos de contestación y agitación reivindicativa. Uno de los grandes méritos de la Crida era su habilidad para captar la atención de los medios de comunicación y llegar a un público amplio, más allá de los entornos cómplices más informados. También organizó muchos actos multitudinarios –⁠conciertos, manifestaciones⁠– que conseguían reunir gente y grupos de sensibilidad diferente, unidos todos por un catalanismo desacomplejado y de formas modernas.


  Con todo, los planteamientos de la Crida, que eran favorables a la autodeterminación, chocaron pronto con CiU, partido que gobernaba en la Generalitat. Enric Monné y Lluïsa Selga, autores de un ensayo sobre este movimiento, reproducen unas palabras de su primer líder, Àngel Colom, sobre la dificultad de mantener un consenso entre el activismo cridaire y el nacionalismo oficial: «CiU no quería que hubiera un movimiento no controlado por las organizaciones políticas y que fuera la conciencia crítica del país y un amplio movimiento de masas. Ningún partido lo quería. El PSC no tenía diseño propio y CiU, que sí lo tenía, en aquellos momentos, ya era contraria a un movimiento de liberación nacional; su cúpula ya había decidido regionalizar Cataluña y tenía que dejar de aceptar unos mínimos que, a la larga, le haría cambiar de estrategia». Colom fue, después de su etapa en la Crida, uno de los promotores de la nueva ERC independentista, formación de la que fue secretario general y de la que se marchó para crear el Partit per la Independència (PI), de corta vida; finalmente, ingresó en CDC. Los otros dos principales dirigentes de la Crida, Jordi Sànchez y Carles Riera, también tuvieron una posterior carrera política. En el momento de escribir estas líneas, Sànchez, expresidente de la ANC y diputado electo al Congreso por Junts per Catalunya, está en prisión provisional y está siendo juzgado en el Tribunal Supremo, mientras Carles Riera es diputado por la CUP en el Parlament.


  Uno de los grandes éxitos de la Crida fue la catalanización de los servicios de Telefónica, Correos, Iberia, Renfe, grandes empresas que entonces dependían todas ellas de la administración central. Los militantes de la Crida eran a menudo detenidos y juzgados por sus acciones, siempre pacíficas y sorprendentes, que tenían la simpatía y el apoyo de un sector importante de la ciudadanía. Más allá de la lengua y la cultura catalanas, la Crida se ocupó también de hacer campañas antimilitaristas, ecologistas, a favor de la Europa de los pueblos y contra la celebración oficial del quinto centenario del descubrimiento de América. Pero después de diez años de funcionamiento, en 1991, justamente cuando ERC ya se había convertido en el partido del independentismo parlamentario con voluntad de gobernar, la dirección de la Crida se planteó la transformación del movimiento en una fuerza política y también la colaboración con ERC, pero aquella apuesta no prosperó. La última acción importante de los cridaires fue dentro de la campaña «Freedom for Catalonia», impulsada junto con Òmnium Cultural y otras entidades, con motivo de la celebración de los Juegos Olímpicos de Barcelona de 1992, un acontecimiento que tuvo en contra –⁠desde el primer momento⁠– al independentismo radical. En cambio, CiU intentaba la cuadratura del círculo aprovechando el momento olímpico: dar realce al papel de la Generalitat, proyectar la marca Cataluña aparte de la de Barcelona, y hacer guiños a los sectores que, como los que se sentían representados por la Crida, pretendían manifestar que la nación catalana quería más libertad; la Joventut Nacionalista de Catalunya (JNC), rama juvenil de CDC, se implicó también en la campaña del «Freedom for Catalonia», una circunstancia que provocó algunas tensiones y problemas entre el Govern de la Generalitat y el resto de administraciones y organismos que estaban comprometidos en la organización de los Juegos Olímpicos.


  La Crida, además de renovar el fondo y la forma del nacionalismo catalán, fue una verdadera escuela de dirigentes y cuadros del independentismo, y supo romper los ambientes minoritarios para llegar a una audiencia más amplia, que se identificó con muchas de sus campañas.


  Antes de que ERC se convirtiera en la gran casa del independentismo, los independentistas consumían sus energías en competir entre ellos por la pureza y la supuesta coherencia, sin que todo eso interesara a la mayoría de la gente. El PSAN-Provisional –⁠escisión del PSAN⁠–⁠, el Moviment d’Unificació Marxista (MUM) –⁠una segunda escisión del PSAN⁠–⁠, Independentistes dels Països Catalans (IPC) y el Moviment de Defensa de la Terra (MDT) eran grupos que se disputaban un espacio muy reducido y su influencia era insignificante. Un sector, el MDT-PSAN, propugnaba un frente patriótico, a imitación de muchos movimientos anticolonialistas, y desembocó en la creación de Catalunya Lliure (CLL). Mientras, otro sector, el MDT-IPC, quería construir la unidad popular, remarcando más la vocación socialista de la lucha. El historiador Ucelay sintetiza así el callejón sin salida del independentismo en aquella etapa: «El punto de partida que fue el PSAN nunca cuajó porque ni era insurreccional, ni tampoco electoral, sino algo entremedio, que sólo se complicó más con el desafío del MDT y las otras escisiones que iban apareciendo, una tras otra».


  En este magma políticamente estéril afloró la tentación terrorista, representada por Terra Lliure, una organización que duró dieciséis años, aunque dejó de actuar el año 1992, con la operación policial contra el independentismo dirigida por el juez Baltasar Garzón, tres años antes de su disolución oficial. Según Ricard Vilaregut, autor de un estudio muy completo sobre este fenómeno, Terra Lliure llevó a cabo cerca de 150 atentados, con el resultado de una persona muerta y decenas de heridos. Su víctima más conocida es el periodista Federico Jiménez Losantos, que fue secuestrado y herido de un tiro en una rodilla, como represalia por ser uno de los impulsores y firmantes del mencionado Manifiesto de los 2.300. Cuatro militantes de Terra Lliure murieron preparando atentados y las fuerzas policiales practicaron trescientas detenciones relacionadas con esta organización armada y su entorno. Según uno de los textos del grupo, «la finalidad de Terra Lliure no es la de obtener ninguna resonante victoria militar sino la de servir de motor y estímulo en todo el proceso político y revolucionario, aumentando las fuerzas propias y debilitando y poniendo en contradicción las fuerzas del contrario». Según Pere Bascompte, exdirigente de Terra Lliure, entrevistado por David Bassa, los integrantes «venían, sobre todo, de dos organizaciones, el PSAN y el IPC. Es aquí cuando confluimos gente que veníamos del PSAN y gente que venía de la experiencia del IPC [...] Básicamente han sido estas dos ramas de organizaciones, aunque ha habido casos aislados de gente que no estaba en nada, gente independiente que no había militado en ningún sitio, algún caso de algún militante de otros partidos: Martí Marcó, aunque fuera anterior, era de la JERC. También ha habido algún caso de algún joven que estaba en Convergència».


  Vilaregut considera que «un antecedente directo» de Terra Lliure es el Exèrcit Popular Català (EPOCA), «que nace bajo el cobijo del Front Nacional de Catalunya» y que actuó entre 1970 y 1980, dirigido por Jaume Martínez Vendrell, que entrenó a los jóvenes que se incorporaron. Militantes de EPOCA atentaron mortalmente contra el industrial Josep Maria Bultó y el exalcalde de Barcelona Joaquim Viola y su esposa, dos casos con gran trascendencia, pero Martínez Vendrell negó toda responsabilidad en estos asesinatos. Muchos de los miembros de esta organización terrorista se incorporaron a Terra Lliure. Vilaregut señala que las detenciones de personas producidas a raíz de los atentados contra Bultó y Viola motivaron la constitución de una plataforma de solidaridad que, al cabo de un tiempo, se denominó Comitès de Solidaritat amb els Patriotes Catalans (CSPC). Antes de la entrada en escena de EPOCA, existió el llamado Front d’Alliberament de Catalunya (FAC), fundado en 1969, que se responsabilizó de cien acciones, entre las cuales atentados contra Radio Nacional de España, los repetidores de TVE, La Vanguardia y algunos juzgados.


  Terra Lliure no tuvo ningún apoyo social significativo y sus acciones fueron rechazadas y condenadas por el conjunto de la sociedad catalana, incluidos los ambientes nacionalistas. A pesar de eso, había miedo, en algunas instancias oficiales, al surgimiento de una versión catalana de la coalición vasca Herri Batasuna (HB). Precisamente, la coalición abertzale que actuaba como brazo político de ETA obtuvo casi 40.000 votos en Cataluña en las elecciones europeas del 10 de junio de 1987, un resultado magnífico; fue la comunidad fuera de Euskadi y Navarra que, con diferencia, aportó más papeletas a la coalición. HB contaba con el apoyo del MDT, el Moviment Comunista de Catalunya (MCC) y la Lliga Comunista Revolucionària (LCR). Sólo nueve días después de los comicios europeos tuvo lugar el atentado más mortífero de ETA en toda su historia, y fue en Cataluña. Cuando pasaban diez minutos de las cuatro de la tarde, explotó, en el parking del centro comercial Hipercor, en la avenida Meridiana de Barcelona, un coche-bomba cargado con treinta kilos de explosivo, cien litros de gasolina y una cantidad sin determinar de goma adhesiva. El atentado provocó la muerte de veintiuna personas e hirió a 45 más. Todos los testigos describen aquel momento como un verdadero infierno.


  La enorme conmoción de la sociedad catalana sólo fue igualada por la reacción de repulsa de todas las fuerzas democráticas. HB no condenó el atentado. Aquel crimen hizo cambiar la percepción sobre HB y el terrorismo etarra a muchos catalanes. El atentado de Hipercor, el atentado posterior contra el cuartel de la Guardia Civil en Vic y la implicación de Joan Carles Monteagudo, exmilitante de Terra Lliure, en el mortífero Comando Barcelona de ETA, representan –⁠según el periodista Daniel Gómez, autor del libro ETA i Catalunya⁠– «un punto de inflexión en las relaciones entre el mundo abertzale y el independentismo catalán». El MDT y los CSPC hicieron pública su condena contra el atentado de Hipercor y también lo hizo la misma dirección de Terra Lliure, en un comunicado donde remarcaban que «la única autocrítica que podemos aceptar de su parte será que no vuelvan a poner los pies en Cataluña». Era obvio que los etarras no reconocían ningún tipo de autoridad ni ningún papel a sus homólogos catalanes, ni tampoco a las organizaciones independentistas catalanas.


  El mundo no se detenía y la Guerra Fría llegó a su final. La caída del Muro de Berlín y el posterior derrumbe del imperio soviético, entre 1989 y 1991, propiciaron que viejos pueblos sometidos al dictado de Moscú recuperaran la libertad y fueran reconocidos por la comunidad internacional. El hundimiento del llamado socialismo real abrió la puerta a una primavera de las naciones que, en la mayoría de los casos, accedieron a la independencia de manera pacífica y democrática; la excepción que confirma la regla fue todo lo que pasó a raíz de la desintegración de Yugoslavia, un escenario de guerras, revanchas y limpieza étnica que nos mostró, nuevamente, la impotencia europea a la hora de conjurar los fantasmas más nocivos que han asolado el Viejo Continente. Los aires de libertad del este y del centro de Europa llegaron también a Cataluña, y contribuyeron a impulsar la normalización del independentismo y su protagonismo como opción parlamentaria homologada, al lado del resto de ofertas políticas. Asimismo, aquella ola de independencias hizo pensar que los mapas y las fronteras no eran inmutables –⁠como se había dicho durante tantas décadas⁠– y que todo podía ser revisado y repensado a partir de la voluntad democrática de los ciudadanos. Aparecían mensajes optimistas y el pensador norteamericano Francis Fukuyama publicaba un libro que haría época, The End of History and the Last Man. Democracia y nacionalismo iban de la mano, como había pasado en otros momentos de la historia, y volvía a ser evidente la idea del filósofo Isaiah Berlin –⁠judío letón convertido en británico⁠– según la cual el nacionalismo es «ante todo, una respuesta a una herida infligida a una sociedad» porque, en última instancia, es también «un efecto de la injusticia». El poder liberador del nacionalismo quedaba a la vista de todo el mundo, enfrentado en solitario a los restos de un poder tiránico como era el que intentaban gestionar los herederos del comunismo. Las tres pequeñas naciones bálticas –⁠por ejemplo⁠– apostaron por su independencia cuando todavía las democracias occidentales no se atrevían a hacer nada para ayudarlas, para no contravenir una de las reglas de oro de la geopolítica. A pesar de eso, los lituanos, los letones y los estonios acabaron constituyendo sus respectivos Estados y, a día de hoy, tienen silla y bandera en las Naciones Unidas.


  El caso de Lituania, Letonia y Estonia interesó mucho en Cataluña, en los entornos nacionalistas políticos, asociativos y académicos. Los dirigentes de la nueva ERC independentista viajaron a las tres naciones bálticas y quisieron conocer de primera mano lo que allí estaba pasando. Repentinamente, parecía que la partida de Cataluña también se jugaba a miles de kilómetros, en los confines más fríos de Europa.


  Dentro de este ambiente, durante el debate de política general de 1991 en el Parlament, los tres únicos diputados que entonces tenía ERC en la Cámara catalana presentaron una resolución a favor del «derecho democrático a la independencia política» de todos los pueblos europeos, incluido el catalán. La propuesta no prosperó, CiU votó en contra junto a los socialistas y los populares; en aquel mismo pleno se aprobó, en cambio, otro texto más genérico a favor del derecho a la autodeterminación, que sólo recibió los votos negativos de los diputados del PP. Con anterioridad, el año 1989, el Parlament había aprobado en comisión un texto donde se decía que «no se renunciaba» a ejercer el derecho de autodeterminación a la vez que se dejaba claro que se acataba el ordenamiento constitucional. Votaron a favor CiU, ERC, ICV y los diputados del Centro Democrático y Social (CDS), partido centrista que había creado Suárez después de dejar el poder; los socialistas votaron en contra y los populares no estuvieron presentes en la sesión. Pujol, que tenía un talento especial para encontrar siempre la posición intermedia más favorable a sus intereses, resumió su pensamiento sobre las independencias que llegaban del otro lado del antiguo Telón de Acero con una frase memorable: «Cataluña es como Lituania, pero España no es como la URSS». La afirmación tenía muchas interpretaciones posibles y podía satisfacer a la vez a partidarios y contrarios de la independencia.


  La gran intuición de algunos se materializó la noche del 19 de noviembre de 1989, en el Palau de Vidre de Lleida, donde se celebraba el 16.º Congreso de ERC. Dos hombres fogueados en las inclemencias del independentismo extraparlamentario, Àngel Colom y Josep-Lluís Carod-Rovira, sumaron esfuerzos para descabalgar a Joan Hortalà, el secretario general de la formación, un catedrático de Economía que había sucedido en el liderazgo a Heribert Barrera. Las tensiones presidieron la preparación y la celebración de aquel congreso y el nivel de enfrentamiento fue muy alto. Los nuevos militantes –⁠movilizados y motivados⁠– alcanzaron su primer objetivo: ahora tenían en las manos una máquina histórica para intentar lo más difícil. Hortalà y algunos de sus partidarios (entre los cuales había varios cargos locales) promovieron una escisión –⁠una de tantas⁠– que dio lugar al partido Esquerra Catalana (EC).


  Todo había empezado tres años antes, con un artículo de Carod-Rovira publicado el 1 de noviembre de 1986 en el diario Avui, titulado «Una necessitat vital: refundar ERC?», en el cual exponía la tesis de hacer de las siglas de Macià y Companys una opción alternativa nacionalista y de izquierdas, una tercera fuerza que compitiera de tú a tú con CiU y el PSC, partidos que identificaba respectivamente con «el nacionalismo derechista» y «el izquierdismo españolista». El filólogo había tenido, antes, algunas conversaciones largas sobre este asunto con Barrera, el secretario general de los republicanos, que compartía el diagnóstico. El 18 de diciembre, se publicó un manifiesto en la misma línea que el texto de Carod-Rovira, «Crida Nacional a ERC», que firmaron varias personalidades y que se repitió el 16 de enero de 1987 con nuevas adhesiones. Y el 16 de febrero, finalmente, se formalizó el ingreso en el partido de muchos de los firmantes del manifiesto, con Carod-Rovira y Colom al frente. A lo largo de aquel año, se registraron cerca de ochocientas altas de militancia.


  Joan B. Culla, en su detallado estudio sobre la historia de ERC hasta el año 2012, explica que, tras el Congreso de Lleida, el nuevo núcleo dirigente que lideraba Colom «tenía enfrente un doble y ambicioso objetivo, sólo la consecución del cual justificaría la convulsión de noviembre de 1989. De cara afuera, se trataba de sacar el independentismo de la marginalidad, de hacerlo presente y creíble en el debate político catalán, de infundirle prestigio. De cara adentro, la meta era el crecimiento numérico, pero sobre todo el rejuvenecimiento del partido, atrayendo cuadros, militantes y simpatizantes del independentismo extraparlamentario y consiguiendo que estos lo vieran como su “casa común”».


  Uno de los grandes éxitos de la nueva dirección republicana fue conseguir que varios dirigentes y activistas de Terra Lliure-IV Assemblea (el sector que capitaneaba Pere Bascompte) se integraran en ERC y anunciaran oficialmente la autodisolución de la organización armada. También se sumaron al histórico partido militantes de CLL y de la organización juvenil Maulets. Xavier Vendrell, que había militado en el MDT y después en CLL, es uno de los que hizo el paso y apostó por la vía parlamentaria. Aquel joven de Sant Joan Despí –⁠como hemos explicado en el primer capítulo⁠– se convirtió en un dirigente importante de ERC y ha sido uno de los asesores principales del llamado «estado mayor», el núcleo del proceso donde se tomaban las últimas decisiones. En el libro Disculpin les molèsties, Vendrell narra sus comienzos en política, parecidos a los de muchos de sus coetáneos: «De hecho, la primera vez que recuerdo haber tomado parte en alguna actividad política fue en la campaña de la Crida “Ep, en català a tot arreu” (Ey, en catalán en todas partes). Conseguí colgar el cartel incluso en clase. Y, para sorpresa mía, tuve el apoyo, ante la reacción violenta de alumnos fascistas, del director. Era el padre Agustín Gorena, de los Salesianos de Sarrià, que les paró los pies y me autorizó a colgar el cartel. No tuve, sin embargo, la misma comprensión por parte de la policía estatal, los grises, que entonces ya iban de marrón. Estábamos poniendo carteles en Cornellà y entraron desde la Rambla a la calle de la Virgen del Pilar, en dirección contraria, dos vehículos policiales. Saltaron espiritados seis o siete uniformados con los subfusiles en las manos y nos encañonaron hasta tenernos a todos con las manos en la pared. Todavía no tenía dieciocho años y ya me habían puesto un cañón en el pecho. Aquel día perdí la virginidad política».


  Coger un partido histórico en horas bajas y transformarlo en el punto de encuentro –⁠la casa común o la casa grande⁠– del independentismo o de la izquierda independentista (para ser más exactos) era una operación audaz. Y no podía ser cosmética, tenía que ser quirúrgica. Así fue, con todos los riesgos que comportaba, con muchas incomprensiones y con muchas incógnitas. Al cabo de poco tiempo, las urnas avalaron el proyecto: la nueva ERC consiguió un buen resultado en las elecciones catalanas de 1992, con un eslogan inequívoco: «Cap a la independència» (Hacia la independencia). Los republicanos obtuvieron once escaños y empezaban su recuperación; en los comicios anteriores habían logrado seis, que después quedaron en tres, a causa de la escisión promovida por Hortalà. La candidatura de Barrera, en las elecciones de 1980, había conseguido catorce diputados, pero después empezó una imparable bajada. En cambio, desde la transformación en partido del independentismo, los republicanos no dejaron de crecer y se estabilizaron por encima de los veinte escaños, si dejamos de lado los comicios de 2010, donde recibieron un voto de castigo por su participación en el segundo tripartito de izquierdas. A día de hoy, ERC tiene treinta y dos diputados en la Cámara catalana, su mejor resultado de la transición para acá.
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    La gran mutación

  


  Siempre hay un día u otro en que las máquinas se estropean. También la máquina del pujolismo empezó a dar señales de avería o de algo probablemente más grave. Su inventor no había pensado en la obsolescencia de su artefacto.


  CiU mantuvo su clara hegemonía en el espacio nacionalista durante los años noventa pero, a partir de 1995, se hizo patente su desgaste y eso se reflejó en las urnas. El pacto del Majestic, suscrito entre populares y convergentes en 1996 para asegurar la estabilidad del primer gobierno de José Maria Aznar, pasó factura a CiU (muchos de sus votantes no lo entendieron) y complicó la interlocución entre Pujol y los republicanos. Después de las elecciones autonómicas de 1999, el president ya no tenía la mayoría absoluta y necesitaba apoyos. Carod-Rovira le ofreció los votos de ERC pero el patriarca convergente los rechazó desde el atril del hemiciclo, y lo hizo de una manera intemperante, arrogante y agria, en una de las escenas más desagradables que recuerdo de mi etapa como cronista parlamentario. Aquel día, el líder de CiU abrió un gran foso entre su formación y ERC, y prefirió la estabilidad que le daban sin muchas exigencias los diputados populares, en un do ut des de manual; de este modo, Pujol pensaba tener tiempo y tranquilidad para ir preparando su sucesión en la figura de Artur Mas. Después del «no» rotundo de Pujol al líder de ERC, se aceleró el acuerdo entre los republicanos, los socialistas y los ecosocialistas que, cuatro años después, cuajó en la formación del Govern tripartito presidido por Pasqual Maragall, que puso fin a veintitrés años de poder convergente en la Generalitat.


  Junto a los cambios en el universo de los partidos, en entornos culturales y asociativos también sucedían cosas que indicaban una progresiva normalización de la idea de la independencia. Así, en 1987 se celebró la Primera Convenció per la Independència Nacional, que culminó con una declaración titulada «Catalunya, nou Estat europeu», (Cataluña, nuevo Estado europeo), un texto que propone el siguiente diagnóstico: «Cataluña se encuentra, pues, entregada a un dilema histórico: o bien emprende decididamente la marcha hacia su constitución estatal o bien está irremediablemente destinada a desaparecer, subsumida por el nacionalismo español, que dispone de todo el aparato de los Estados modernos». La Convenció, con la participación de intelectuales como el filósofo Lluís Sala-Molins, el historiador Fèlix Cucurull y el escritor Joan Francesc Mira, tuvo continuidad en otros encuentros similares y editó varios materiales. También tuvieron una función destacada como espacio de reflexión las actividades de la Fundació Acta y las reuniones anuales, siempre en una ciudad diferente, denominadas Jornades sobre el Nacionalisme Català a la Fi del Segle XX, impulsadas por Max Cahner, editor, historiador activista y político, que había sido conseller de Cultura en el primer Govern de Jordi Pujol y que tenía interlocución directa con gente de sensibilidad muy diferente dentro del catalanismo.


  Con el fin del pujolismo, todo entró en una nueva dimensión. El año 2003 escribí lo que sigue, en el libro Ara sí que toca!, sin voluntad alguna de hacer futurología: «La jubilación de Jordi Pujol y el fin de su liderazgo comportará, se quiera o no, una “despujolización” de todo el catalanismo, que así liberará sus planteamientos y su estilo de connotaciones personales y de partido muy arraigadas y reductivas. ¿Cuánto tiempo tendrá que pasar hasta que se proponga una nueva y original interpretación política del país que sintetice el legado histórico, entienda los retos del presente y esté abierta a los signos que apuntan los perfiles del futuro?». La nueva y original interpretación política no tardó mucho en aparecer, emergió impulsada, sobre todo, por un hecho que era radicalmente nuevo desde el restablecimiento democrático: el año 2003, un partido independentista asumió gobernar en la Generalitat al lado de dos formaciones con las que compartía la agenda de izquierdas pero no el proyecto nacional a largo plazo.


  Los dos tripartitos de izquierdas –⁠con Pasqual Maragall primero y con José Montilla después⁠– constituyeron la gran apuesta estratégica del independentismo contemporáneo, sin la cual no se podría explicar el desencadenamiento posterior del proceso soberanista. Con este movimiento, ERC hacía varias cosas a la vez. Primera: alcanzaba la mayoría de edad política y desmentía su carácter de partido satélite de CiU, una acusación recurrente de socialistas y ecosocialistas. Segunda: demostraba que su ubicación en la izquierda del eje ideológico no era puro nominalismo sino que respondía a unas prioridades sociales. Tercera: aprendía la mecánica compleja del poder institucional más allá de los ayuntamientos y entrenaba una generación nueva de dirigentes y cuadros en el conocimiento detallado de la administración autonómica. Cuarta: pretendía acreditarse ante la sociedad civil catalana como partido interlocutor eficaz y fiable para la defensa de los intereses de la mayoría, con una legítima vocación de sustituir a CiU y al PSC en varios ámbitos donde los dos grandes partidos del sistema habían creado y amarrado lealtades que generaban votos y apoyos de todo tipo. Quinta: normalizaba definitivamente el independentismo y, lejos de las imágenes radicales de otras épocas, lo homologaba al resto de ofertas electorales. Sexta: aspiraba a penetrar en nuevos públicos, que habían estado tradicionalmente alejados del discurso y los referentes nacionalistas pujolianos. Y séptima: evitaba una eventual división social a partir de la identidad y el sentimiento nacional y subrayaba el eje izquierda-derecha, congelando o suspendiendo temporalmente la prioridad del conflicto territorial que se le suponía como formación favorable a la independencia. Los convergentes, que querían un acuerdo a partir del eje nacional y estaban dispuestos a acceder a todas las demandas del potencial socio, recibieron muy mal la decisión de los republicanos, aunque sabían perfectamente que era complicado que ERC –⁠que ya había apostado por tripartitos de izquierdas en el mundo local⁠– quisiera unir su suerte a los herederos de Pujol.


  Vale la pena reproducir buena parte del discurso que Carod-Rovira pronunció después de que la Ejecutiva del partido aprobara por unanimidad, el 9 de diciembre del 2003, pactar el nuevo Govern de Cataluña con el PSC e ICV: «Queremos cambiar el rumbo de nuestra historia como pueblo haciendo una apuesta estratégica para integrar definitivamente en el país a los catalanes y catalanas originarios de tierras de lengua castellana. Nosotros seremos la garantía catalanista y de renovación democrática en el gobierno de Cataluña [...] Cataluña no es Irlanda, ni Quebec, ni Euskadi. Tal vez en estos países no han podido elegir; nosotros sí. Nosotros no queremos un país dividido entre nacionalistas y no nacionalistas, entre catalanes de origen y catalanes de adopción [...] Este es un gobierno con el que veremos que, si finalmente somos capaces de ponernos de acuerdo, habrá catalanismo en el gobierno y catalanismo en la oposición. Cataluña es de todos [...] Con estas elecciones, el catalanismo se ha hecho más plural [...] Estamos en una fase de construcción nacional, estamos construyendo un nuevo país, una nueva nación, una nueva Cataluña. Vamos a buscar, pues, no el apoyo de la mitad de la sociedad, sino el apoyo mayoritario de nuestra nación [...] Tenemos una oportunidad de cohesionar socialmente, civilmente y nacionalmente a nuestro pueblo. Para nosotros, conscientes de que podría haber habido otras mayorías, es cierto, pero esta es la más nacional de todas, porque es aquella que pretende incorporar al gobierno de Cataluña a todos los sectores sociales sin excepción y en particular los que hasta ahora no se habían visto representados [...] Vamos a hacer la Cataluña de todos, vamos a hacer un país nuevo, y en este país nuevo, ERC no pone ningún límite nacional, ni social, ni democrático a nuestras aspiraciones como pueblo».


  Pero, a pesar de estas intenciones, el tripartito de izquierdas no tuvo otra opción que entrar a fondo en el pantano de la agenda territorial-nacional porque, como ya hemos visto en anteriores capítulos, el proyecto estrella de Pasqual Maragall era la reforma del Estatut de autonomía, una operación incierta cuyos resultados ya hemos explicado. De esta manera, el Govern de las izquierdas plurales acabó batallando en un terreno que era el propio de CiU, una circunstancia doblemente paradójica, dado que Pujol no había visto nunca con buenos ojos la reforma del texto estatutario, porque intuía que sería una aventura que podría comportar pérdidas inesperadas más que avances importantes para el autogobierno.


  El tripartito vivió, desde el primer día, en una agitación permanente, a causa de las discrepancias entre los socios, la presión de la oposición, el peso de la política de Madrid y varias circunstancias que complicaban el día a día hasta límites inexplicables. El republicano Joan Carretero, que era conseller de Governació y había sido alcalde de Puigcerdà, acuñó una frase que sirvió para bautizar el Gabinete que presidía Maragall: «El gobierno está instalado en un Dragon Khan, y va subiendo y bajando a golpe de follón mediático». La metáfora hizo fortuna y aquel fue para siempre «el Govern Dragon Khan». El viaje secreto de Carod-Rovira a la Cataluña francesa –⁠los primeros días de 2004⁠– para encontrarse y hablar con miembros de la dirección de ETA, con el objetivo de explorar el final de la violencia, provocó un terremoto político que hizo mucho daño a un Ejecutivo que todavía era muy tierno. Las reacciones a la iniciativa de Carod-Rovira –⁠que no había informado a Maragall⁠– hicieron que el entonces conseller en cap tuviera que cesar de su cargo institucional en medio de una polvareda enorme.


  El desgaste del ejercicio del poder se mezcló con las batallas de las diferentes familias que convivían dentro de la organización. ERC parecía condenada a la discordia perpetua, ahora entre Carod-Rovira y Joan Puigcercós, como si a las remotas tendencias cainitas del partido de los años treinta se le sumara el gen de la escisión compulsiva típico de los grupúsculos independentistas de los ochenta. Mientras, Joan Carretero (que salió del Govern a raíz de unas declaraciones sobre el presidente Rodríguez Zapatero) y Uriel Bertran, que abanderaban dos sectores críticos, se unieron para crear la corriente interna Reagrupament Independentista. En abril de 2009, Carretero causó baja en ERC, después de publicar un artículo donde denunciaba frontalmente la estrategia de la dirección y propugnaba –⁠para las futuras elecciones autonómicas⁠– «una candidatura de amplio espectro que tenga como eje programático central la proclamación unilateral de la independencia de Cataluña por una decisión mayoritaria del Parlament, que posteriormente sería sometida al correspondiente referéndum de ratificación». La prisa asomaba la cabeza.


  El médico Joan Carretero, hombre de verbo contundente y formas enérgicas, jugaba a imitar a los políticos de los años treinta, como si fuera una versión vintage de un Francesc Macià más joven que el auténtico, igualmente dispuesto a organizar una insurrección separatista desde Prats de Molló, o desde donde fuera. En octubre de 2009, se constituyó Reagrupament Independentista (RI) como partido que pretendía reunir a todo el independentismo «de verdad», y que se presentaba como insobornable, firme y contrario al estilo de ERC, formación a la cual acusaban de haberse acomodado al poder y haberse puesto al servicio del PSC y del PSOE. Regresaba el discurso directo, primario y simplificador que ya había sido el rasgo distintivo de una escisión anterior de ERC, el PI, que habían impulsado –⁠sin éxito en las urnas⁠– Àngel Colom y la periodista Pilar Rahola.


  Durante algunos meses, Carretero recorrió teatros, auditorios y plazas de Cataluña y consiguió reunir a mucha gente, que se sentía atraída y un poco fascinada por un personaje nuevo que «habla claro» y que aliñaba la prédica de la secesión inmediata con críticas severas a la clase política, a la que acusaba de haber dado la espalda al pueblo. Su discurso era vibrante y agudo, plantaba cara al poder español de una manera que no era habitual. Si salía de su boca, la apelación combativa y testosterónica de «pit i collons!» (pecho y cojones) parecía nueva y llena de posibilidades, como si fuera una refinada estrategia para cambiar el statu quo de Cataluña. Independencia-exprés y regeneración política era un binomio irresistible para muchos ciudadanos desanimados con ERC y con CiU, un producto brillante y parecido al que –⁠desde otras coordenadas ideológicas⁠– ofrece la Candidatura d’Unitat Popular (CUP). Carretero –⁠con sus guirnaldas populistas y su ademán de coronel de un inexistente ejército catalán⁠– fue una estrella fugaz de la galaxia independentista y se apagó después de acabar aterrizando en los terrenos de CDC, aunque había sido implacable y descarnado contra los convergentes. Joan Laporta, que fue presidente del F. C. Barcelona entre el 2003 y el 2010 –⁠y que generó una ola de cambio dentro del barcelonismo⁠– saltó a la política el año 2010 con unos efectos equivalentes a los de Carretero: el expresidente culé despertaba en buena parte del público independentista muchas esperanzas, también a partir de un notable atrevimiento escénico y verbal, que gustaba a muchos convergentes y a muchos republicanos, y que pretendía desmentir la caricatura del catalán resignado y manso que los mismos nacionalistas a menudo utilizan para desacreditarse los unos a los otros. Laporta –⁠que había militado de joven en el efímero PI de Àngel Colom⁠– fue el cabeza de lista y uno de los cuatro diputados que entraron en el Parlament por la coalición Solidaritat Catalana per la Independència (SCI), que reunía varios partidos y entidades, entre los cuales el PSAN, el Partit Republicà Català (PRC), Catalunya Acció, Els Verds-Alternativa Verda, Democràcia Catalana (formación creada por el mismo Laporta) y Solidaritat per la Independència, el grupo de nombre parecido que había impulsado antes Uriel Bertran. Laporta también fue elegido concejal del Ayuntamiento de Barcelona en las municipales de 2011, dedicación que compaginó con sus responsabilidades en la Cámara catalana.


  Jordi Graupera ha recogido y actualizado, de alguna manera, el estilo independentista-populista de Carretero y Laporta, con un discurso más sofisticado pero con unas tesis muy parecidas, que conecta también con la visión de la política de Xirinacs: todo depende de la voluntad del pueblo de enfrentarse directamente con el Estado español en un pulso heroico que está al margen de cualquier cálculo que no sea la determinación, porque toda consideración que rompa este esquema será denunciada como prueba irrefutable de retroceso, deserción o traición de los falsos partidarios de la independencia, calificados de «procesistas» (lo cual se aplica también, si hace falta, a los dirigentes encarcelados o refugiados en el extranjero). En estos entornos populistas, algunos utilizan como descalificación del contrario el término «colaboracionista», en un ejercicio de adulteración del lenguaje tan perverso y sectario como políticamente ineficaz. El independentismo-exprés de Graupera se ofrece como el proyecto genuino que mantiene las esencias del proceso, en contra de la supuesta deriva de los posconvergentes y de los republicanos, que se habrían «rendido». La suerte electoral de Carretero y Laporta fue escasa, a pesar de su buena entrada entre las bases del soberanismo. Graupera no consiguió entrar en el Ayuntamiento de Barcelona en les elecciones municipales de 2019.


  En un interregno durante el cual ya había entrado en vigor el nuevo Estatut pero no había sido todavía recortado por el Tribunal Constitucional (la sentencia se hacía esperar), mientras José Montilla presidía el Govern de la Generalitat y, en Madrid, gobernaba el socialista Rodríguez Zapatero, Artur Mas dio una conferencia en el Palau de Congressos de Barcelona, el 20 de noviembre de 2007, donde asumió oficialmente el «derecho a decidir», que es –⁠como hemos explicado en otro capítulo⁠– el concepto-interruptor de esta historia. Aquella noche, ante un numeroso auditorio donde no faltaron personalidades relevantes del país, el heredero de Pujol, constató «la perplejidad del catalanismo» y afirmó que debía refundarse el ideario. Eso significaba, entre otras cosas, que «donde se hablaba de autonomía o de autogobierno, tenemos que hablar del derecho a decidir por nosotros mismos sobre lo que nos es propio». El líder de CiU rompe con un viejo dogma pujolista y asegura que «no nos creamos ingenuamente que arreglaremos las cosas con el Estado a base de pedagogía, haciéndonos los simpáticos». Su conclusión mantiene –⁠si se quiere⁠– la ambigüedad convergente pero sugiere un salto adelante que conecta con las inquietudes de los nuevos tiempos: «De la misma manera que el catalanismo del siglo XX se planteó y consiguió la recuperación de las instituciones y el avance del autogobierno, el catalanismo del siglo XXI tiene que plantearse el derecho de la nación catalana a decidir de manera democrática, libre y pacífica». Para conjurar las resistencias y reticencias que este discurso puede provocar, también entre los convergentes que no quieren ningún tipo de aventura, Mas se apresura a puntualizar el sentido de su propuesta: «el derecho a decidir aconseja y, de hecho, requiere, que los temas sobre los cuales se ejerza descansen sobre mayorías amplias cualificadas o reforzadas, con la finalidad de dar a la decisión toda la legitimidad y la fuerza necesarias, y también de evitar dividir la sociedad en dos mitades, con el riesgo de fractura social que eso comporta». Es constatable la velocidad inusitada con que estas reflexiones del líder de CiU fueron olvidadas fácilmente por los dirigentes del proceso e, incluso, por él mismo y su entorno, a partir de 2012. La conferencia de Mas –⁠que no habla en ningún momento de independencia⁠– formaba parte de la voluntad de abrir CDC a nuevos sectores para construir lo que se llamó «la Casa Gran del Catalanisme», para pescar también entre votantes, militantes y cuadros de ERC y del PSC que se sentían defraudados por la experiencia del tripartito. Algunas personas relevantes de estos entornos políticos respondieron al llamamiento del líder convergente, que se articuló mediante la fundación CatDem, de CDC, dirigida en aquel periodo por el historiador Agustí Colomines. No faltaron tampoco los que, ávidos de un lenguaje más explícito, criticaron las palabras de Mas porque no se atrevía a mencionar claramente la independencia.


  El retorno de CiU al Govern de la Generalitat, después de una travesía del desierto de siete años, hizo emerger un Mas con más musculatura política y marcando más distancias respecto de Jordi Pujol, pero no preparó al nuevo presidente para afrontar lo que se estaba incubando por debajo de aquel éxito electoral de la federación, que recogió muchos votos prestados de ciudadanos que estaban cansados de la gestión del tripartito. Los 62 diputados conseguidos en los comicios celebrados el 28 de noviembre de 2010 hicieron que se desbordara la euforia entre el equipo de confianza de Mas, los fieles que lo habían acompañado en la oposición, pero era un espejismo y, como tal, duró poco. Aquel Govern de CiU –⁠que fue definido de manera imprudente por Mas como «el gobierno de los mejores»⁠– nació apelando al derecho a decidir e hizo bandera de un pacto fiscal «que nos permita decidir sobre los recursos que nosotros mismos generemos como país y como sociedad», según el discurso de investidura. La caja de la Generalitat acusaba, en opinión de los convergentes, el descontrol en el gasto de los tripartitos, que había dejado un endeudamiento de más de 42.000 millones de euros, una crítica que el exconseller socialista Antoni Castells replicó a partir de la caída de los ingresos y de la recesión.


  La protesta y el bloqueo de los accesos al edificio del Parlament protagonizados por el movimiento de los indignados el 15 de junio de 2011 –⁠Mas tuvo que llegar a la Cámara en helicóptero⁠– y la llegada del popular Rajoy a la Moncloa, después de las elecciones generales del 20 de noviembre del mismo año, fulminaron cualquier fantasía sobre una legislatura más o menos normal. Gobernar sería más complicado de lo que parecía al principio, sin contar que Mas –⁠que había argumentado en favor de los recortes con más convicción que ningún otro político en toda España a imitación de la canciller Merkel⁠– asistía impotente a los impagos del gobierno central cuando la crisis exigía más inversión en los servicios básicos que dependían de las conselleries. El poder autonómico no era nada sin recursos. Los nubarrones eran cada día más negros: el Ejecutivo catalán pidió, no tenía más remedio, la adhesión al Fondo de Liquidez Autonómica (FLA) y el conseller Andreu Mas-Colell, responsable de Economia, anunció que «la caja está vacía». Aquel verano fue muy largo. Mas esperaba con ansia el encuentro de septiembre con Rajoy para conseguir un nuevo pacto fiscal. Y, como ya hemos explicado, a partir del Onze de Setembre de 2012, se cambiaron todas las previsiones y la política catalana se desenganchó de la lógica que había seguido desde 1977.


  ¿Y Pujol? ¿Qué decía? ¿Había cambiado de opinión sobre la independencia desde que se había jubilado o «retirado», según su terminología? Como detallo en la segunda edición ampliada del libro Ara sí que toca!, «el año 2010, en un acto público, antes de saberse la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut, Pujol deja claro que no quiere saber nada del independentismo. Transcribo mis notas de aquel día, de lo que dijo el patriarca: “Yo tengo setenta y nueve años y seguiré haciendo lo que siempre he hecho, aunque Espriu [se refiere a la idea plural y convivencial de España contenida en algunas obras del poeta] haya fracasado en parte; no haré lo que dicen Carod-Rovira y Puigcercós”». A partir de 2011, Pujol introduce una cierta modulación sobre su pensamiento de siempre en este asunto, sin abrazar el independentismo; hay que recordar que, en aquel momento, ya tenemos encima de la mesa la sentencia del Tribunal Constitucional que ha recortado y vaciado el Estatut de 2006. Lo hace, primeramente, en un artículo del 25 de enero, titulado «Del Tribunal Constitucional a la independència passant pel Quebec» (Del Tribunal Constitucional a la independencia pasando por Quebec). Su balance es pesimista, considera que aquello que él denomina «el proyecto Vicens Vives/Espriu» ha fracasado: «Desde hace unos años se ha ido consolidando un modelo homogeneizador, de techo competencial muy bajo, es decir, de autogobierno muy limitado y sometido a un creciente ahogo financiero». El presidente de Cataluña durante más de veinte años no maquilla su radiografía: «Es el final de Cataluña como nación, lengua, cultura y conciencia colectiva. No mañana mismo, pero a pocas décadas vista. A través de un proceso gradual de marginación y de residualización de la catalanidad». En su artículo, admite que la alternativa a esta situación «ahora ya sólo podría ser la independencia». Lo escribe en condicional. Y añade que el nacionalismo catalán mayoritario durante muchos años «rehusaba los requerimientos que algunos sectores le hacían que se adhiriera al independentismo. Tenía argumentos para hacerlo. Ahora ya no los tiene». Son palabras que, viniendo de quien vienen, adquieren un significado dramático, de una tonalidad grave, lejos de toda posible frivolidad.


  Para fijar su posición de una manera más solemne, el 29 de marzo de 2011, Pujol da una conferencia –⁠«que durante muchos años había pensado que no tendría que hacer»⁠– sobre la cuestión de la secesión de Cataluña. La titula «Residuals o independents? O alguna altra solució?» (¿Residuales o independientes? ¿O alguna otra solución?) y en ella dedica muchas páginas a reivindicar la participación de CiU en la gobernabilidad española y en la solidaridad entre territorios del Estado, una actitud que él considera que no ha sido correspondida por los gobiernos de Madrid ni por los poderes centrales. Pujol tilda de «demoledora» la sentencia del TC sobre el Estatut, «en tres aspectos fundamentales y decisivos: en el competencial, en el de la financiación y en el de la identidad». En un tono de confesión casi íntima, el renovador principal del nacionalismo catalán mayoritario describe su circunstancia ante la nueva etapa: «Durante cuarenta o cincuenta años he procurado convencer a los catalanes que no creían en la posibilidad de una Cataluña con el reconocimiento, la garantía y la capacidad del proyecto que nos hacen falta en el marco español. Ahora estos argumentos no los tengo. Ahora sólo tengo el de la muy gran dificultad de alcanzar la independencia. Muy grande. Es verdad que han pasado y pasan cosas en el mundo que eran tan difíciles como lo pueda ser la independencia de Cataluña. También es verdad que, si la idea de España que ahora prevalece se consolida, la alternativa está entre la independencia y el gradual borrado de la catalanidad y de Cataluña». Pujol no se ha convertido en independentista pero dice que «tiene todo el sentido que haya un incremento notable del independentismo», y concluye que «se comprende, por lo tanto, que para muchos valga el rechazo aunque sea de éxito incierto. Tienen su derecho. Y puede llegar a ser una respuesta más digna y más efectiva que la de esconder la cabeza bajo el ala. Más digna y más efectiva». De alguna manera, sin abrazar la causa de la secesión –⁠que quizá le generaría una crisis de identidad profunda en tanto que es uno de los padres de la transición española⁠– el patriarca nacionalista hace pública su comprensión por aquellos que han salido de la plantilla autonomista. Comparte el diagnóstico que justifica el nuevo independentismo pero no expresa que este sea su proyecto. Debemos notar que no hay épica alguna en la descripción que Pujol hace del nuevo escenario.


  La velocidad. La aceleración política. En las elecciones catalanas avanzadas de 2012, Artur Mas va con un programa que incluye el compromiso de convocar una consulta «a fin de que el pueblo de Cataluña pueda determinar libre y democráticamente su futuro colectivo» de acuerdo «con la legalidad que se dé y con toda legitimidad democrática». Los redactores del programa de CiU huyen de la ambigüedad clásica convergente y añaden que «tenemos claro que el camino a seguir es conseguir un Estado propio en el marco europeo». Mas utilizará durante bastante tiempo el eufemismo «Estado propio» en vez de la palabra «independencia», su conversión es progresiva y se podría clasificar por etapas a partir del léxico que utiliza a medida que el proceso levanta el vuelo. Para entender el giro que había registrado un segmento central de la sociedad catalana, hay que tener en cuenta que el programa electoral del PSC –⁠con Pere Navarro como cabeza de lista⁠– incluyó por primera y última vez la posibilidad de celebrar un referéndum «para que los catalanes y las catalanas decidan», propuesta expresada en los términos siguientes: «manifestamos nuestro convencimiento de que los ciudadanos y las ciudadanas de Cataluña deberán decidir libremente sobre cualquier propuesta de cambio sustancial de las relaciones entre Cataluña y España, acordada entre las instituciones catalanas y españolas, a través de un referéndum en el cual se plantee una pregunta clara en la que se tenga que responder de forma inequívoca, aceptando o rechazando el proyecto sometido a consulta». Y los socialistas catalanes añadían que «nos comprometemos a promover las reformas necesarias a fin de que los ciudadanos y las ciudadanas de Cataluña puedan ejercer su derecho a decidir a través de un referéndum o consulta acordado en el marco de la legalidad».


  Hay que recordar que en estos comicios CDC y UDC –⁠a pesar de las tiranteces y las discrepancias⁠– todavía forman la federación CiU. Josep Antoni Duran Lleida mantenía, desde el primer momento, una clara oposición a emprender la vía soberanista; el dirigente democristiano siempre dijo que era un error competir en el terreno en que ERC sería percibido como el partido original. Como explica Duran en su libro de memorias, El riesgo de la verdad, esa última campaña conjunta con los convergentes fue «sorprendente porque la estelada pasó ya a ser la bandera prioritaria de la imagen de CiU: en los mítines y en el póster electoral en el cual Mas aparecía como un “mesías”, guía y salvador del pueblo catalán. De todo, nos enteramos cuando ya estaba diseñado. Nuestra única opción era decir “amén”. Haber dicho lo contrario nos habría situado todavía más como responsables directos de la derrota electoral».


  Efectivamente, aquel adelanto electoral decidido por Mas fue un desastre para CiU. La federación nacionalista perdió doce diputados, era el peor resultado de los convergentes en unas elecciones catalanas, después de las primeras que Pujol ganó en 1980. Las encuestas no detectaron el retroceso de la opción que sólo dos años antes había desalojado holgadamente al tripartito del Govern. La campaña electoral estuvo llena de errores y no faltó la guerra sucia vehiculada por algunos medios de Madrid, que difundieron noticias falsas sobre el líder convergente y su familia. Es seguro que los recortes –⁠que hicieron caer a muchos gobernantes europeos⁠– influyeron mucho en los electores y es probable que la rápida transformación de CiU al independentismo descolocara a una parte de su parroquia, además de ser poco interesante para muchos de los que en 2010 votaron a Mas sólo porque querían poner punto final a un tripartito que había embarrancado. En cambio, ERC subió en votos y en porcentaje y, con veintiún escaños, se convirtió por primera vez en el segundo partido de la Cámara catalana, desbancando a los socialistas, que hicieron su peor resultado. Que los convergentes perdieran doce diputados justamente cuando los republicanos ganaban once hacía pensar que los vasos comunicantes dentro del nacionalismo –⁠con todos los matices que hagan falta⁠– certificaban la decadencia de la opción moderada que había sido central, en beneficio de la opción genuinamente independentista, que se recuperaba así muy rápidamente del voto de castigo que había recibido por su actuación en los tripartitos.


  Oriol Junqueras, un profesor de historia y colaborador en algunos medios, se convirtió en el nuevo jefe de la oposición. Había llegado a la presidencia de ERC en el 26.º Congreso del partido, celebrado en Girona el 1 de octubre de 2011, como figura de consenso que la militancia veía capaz de pacificar y ordenar la formación después del trompazo de los comicios de 2010 y de las pugnas extenuantes entre miembros de la antigua dirección, que dimitió en bloque. Junqueras, antes de asumir este papel protagonista, había sido eurodiputado y alcalde de su localidad, Sant Vicenç dels Horts, una ciudad metropolitana donde el independentismo no era mayoritario. El nuevo líder republicano no tenía experiencia orgánica –⁠ni carnet del partido hasta pocos meses antes⁠– pero recibió el apoyo de casi un 90 % de la militancia para recuperar la moral y el peso político de la organización. La química entre Junqueras y Mas no fue nunca buena aunque los dos firmaron un acuerdo de gobernabilidad que tenía como piedra de toque el compromiso de sacar adelante una consulta sobre la independencia de Cataluña, como muy tarde en 2014, previa aprobación de una declaración de soberanía, una ley de consultas y una petición formal a las Cortes para poder realizar un referéndum. ERC, primer grupo de la oposición, se convirtió en socio del Govern de CiU sin entrar en él. Los republicanos querían mantener el perfil propio, y más cuando vieron que su ciclo era ascendente y el del competidor era declinante. A pesar de colaborar con CiU había que marcar distancias sin manías.


  Los grupos partidarios de la independencia tenían mayoría parlamentaria. Convergentes y republicanos observaban con curiosidad a los tres diputados de la CUP-Alternativa d’Esquerres –⁠más de 126.000 votos⁠– que habían entrado en la Cámara, capitaneados por el periodista David Fernández. El independentismo «revolucionario» o «combativo» –⁠según la terminología de los concernidos⁠– tenía que hacer política por primera vez en el Parlament del Parque de la Ciutadella, un entorno que no conocía. Esta irrupción no era casual, respondía a muchos años de trabajo desde el mundo local, a menudo en manos de una nueva generación que tiene una cultura política muy diferente de la de sus predecesores. Hasta entonces, los cuperos no habían querido tomar parte en las elecciones autonómicas y se dedicaban exclusivamente a la política municipal y al activismo asociativo. La CUP viene a ser la continuación y puesta al día de aquella parte del independentismo de izquierdas proveniente del PSAN ⁠–«radical» según algunos autores⁠– que no acabó aterrizando en ERC en su momento. No estamos ante un partido ni una coalición clásica, se trata de una confluencia de organizaciones que generan una propuesta que tiene varios componentes ideológicos: independentismo, marxismo, anarquismo, feminismo, ecologismo, anticapitalismo antiglobalización, antirracismo, antifascismo y otros que pueden provenir también del movimiento del 15-M y sus entornos, lo cual crea una frontera electoral entre los cuperos y los comunes, realidad que en algunas ciudades metropolitanas se traduce en coaliciones electorales. También hace frontera electoral con ERC y, últimamente, a raíz del papel de Carles Puigdemont en Europa, se ha detectado una frontera de voto cupero –⁠puntualmente⁠– con las listas que ha encabezado el expresident.


  En el discurso de la CUP es central la impugnación a la transición democrática y a lo que se denomina «régimen del 78», así como la crítica a muchas prácticas de los partidos convencionales y la denuncia de la corrupción política. En la descripción del escenario que hace la CUP, hay un severo análisis de las élites políticas, lo cual incluye a los dirigentes del independentismo parlamentario. Julià de Jòdar y David Fernández hablan de ello en el libro Cop de CUP: «Ante aquella coyuntura de final de la lucha armada, la cúpula de ERC alejó cualquier vía de lucha que no aceptara el marco constitucional del Estado para la consecución de sus objetivos y contribuyó, por lo tanto, a la estigmatización de todos aquellos independentistas que no siguieron su camino».


  Roger Buch explica que, en su origen, las candidaturas reunidas en este espacio «estaban impulsadas o coordinadas por la Assemblea Municipal de l’Esquerra Independentista (AMEI), fundada en 1987». Sus referentes eran las experiencias de la CUPA de Arbúcies y de la UM-9 de Sant Pere de Ribes. Las elecciones municipales del 27 de mayo de 2007 representaron el primer pequeño éxito de la CUP, por número de candidaturas presentadas –⁠32 listas⁠– y por los concejales obtenidos –⁠una veintena⁠–⁠, la séptima fuerza política en Cataluña. Según Joan B. Culla, «cualitativamente, el hecho de que entre estos concejales hubiera siete capitales de comarca (Valls, Vilafranca del Penedès, Manresa, Berga, Vilanova i la Geltrú, Mataró y Vic), que algunos fueran decisivos para formar mayorías de gobierno y que su elección hubiera castigado claramente al partido republicano, todo eso mostraba que el municipalismo de izquierda independentista estaba abandonando la marginalidad». Las municipales de 2011 significaron un crecimiento importante de la CUP y su definitiva normalización como un actor más de la política local. En el libro Unitat popular. La construcció de la CUP i l’independentisme d’esquerres, Albert Botran hace un retrato, desde dentro, del estilo de la organización: «A través de la experiencia de la CUP podemos captar algunos elementos de la cultura política de la Izquierda Independentista, basada en la participación popular, con un sentido colectivo de los proyectos políticos y muy poco personalista. Son ejemplos los carteles de campaña con todas las caras de la lista o los concejales que se partían el mandato, así como el rechazo del sistema político en su variante municipal: crítica de ciertos pactos y de los sueldos de los políticos, denuncia de la responsabilidad de los ayuntamientos en determinadas operaciones urbanísticas, etc. Esta política propia es un elemento diferenciador respecto de la izquierda parlamentaria». El asamblearismo es el método de funcionamiento habitual de la CUP, una mecánica que no evita que exista una cúpula dirigente y un aparato con capacidad de control, al igual que en los partidos con estructura tradicional. La formación anticapitalista comprende varios sectores y varias sensibilidades. Las dos organizaciones más importantes son Endavant-OSAN (Organització Socialista d’Alliberament Nacional) y Poble Lliure.


  Endavant-OSAN, creada en el año 2000, es la que tiene más peso dentro de la CUP y se distingue por su discurso más radicalmente anticapitalista. Según sus propias palabras, su objetivo es «la construcción de una alternativa socialista y voluntad de participar en las luchas de la clase trabajadora, vinculándolas al proyecto de liberación nacional» y quiere priorizar «las luchas populares frente a la tendencia a apostar todo el futuro del movimiento en el frente institucional». Su estrategia pasa por apoyar todas las formas de lucha y voluntad de imprimir combatividad a los movimientos populares». Es el sector cupero más contrario a la colaboración con lo que representa el mundo posconvergente; sus palabras sobre el president Mas después de las elecciones de 2015 ejemplarizan esta posición: «Mas no pretende conseguir el apoyo de la CUP para avanzar hacia una ruptura con el Estado, pretende asegurar la sumisión, posibilitar a través de su investidura la desactivación de todo su potencial rupturista y de su credibilidad ante las clases populares, para garantizarse una legislatura sin estorbos parlamentarios». Anna Gabriel, que fue diputada y se exilió en Ginebra en febrero de 2018, es la cara más conocida de este grupo.


  Por otra parte, la organización Poble Lliure surgió en noviembre de 2014 y se considera la continuadora del MDT. Tiene un enfoque más transversal, más de «frente patriótico», de las estrategias independentistas y, por eso, mantiene una actitud menos cerrada a colaborar con el espacio heredero de CDC. Cuando la CUP debía decir si daba o no sus votos para investir a Mas como president, Poble Lliure difundió un manifiesto en los siguientes términos: «no favorecer la ruptura independentista en el momento actual representa ponerse al lado del Estado español y la oligarquía, perpetuar las formas de poder despóticas de este Estado y las políticas de desposeimiento, con lo que se ayuda a prolongar la situación de opresión y asfixia social para el pueblo trabajador catalán». Uno de los dirigentes de este sector es el mencionado Albert Botran, que también ejerció como diputado en el Parlament entre 2015 y 2017.


  Los votos de los tres nuevos diputados anticapitalistas no eran imprescindibles para asegurar la mayoría independentista en la Cámara catalana y eso permitía que los cuperos hicieran un discurso que se movía confortablemente en el terreno de los grandes principios y no sufría el desgaste del choque con la realidad y la transacción inevitable. Aquella legislatura acercó la CUP a una mayoría de personas que ignoraban esta política otra, y propulsó la figura de Fernández, que era el político más valorado según las encuestas de aquel periodo. Su papel a la hora de desbloquear la organización de la consulta del 9-N fue muy importante e instaló la idea de que los convergentes podían confiar en los anticapitalistas. El abrazo ante las cámaras de Mas y Fernández la noche de la jornada de la consulta acabó de fijar la CUP como una pieza clave, simpática y atractiva, en el imaginario del mainstream independentista. Pasado el tiempo, este mismo mainstream se dio cuenta de que aquella impresión no respondía exactamente a la realidad de una organización que, llegado el momento, cuando pasó de tres a diez diputados, podía vetar al líder del partido mayor del bloque independentista para mantener intacta su pureza ideológica.


  Mientras, sobre todo a escala local, se iba observando un fenómeno digno de reflexión. La militancia de ERC era muy sensible al escrutinio y a la presión de las bases y de los dirigentes de la CUP, a los cuales querían imitar de alguna manera y, a su vez, una parte de las bases convergentes parecían querer ser como los republicanos. Había una imitación en cadena que producía un desplazamiento y el resultado era sorprendente: sólo el partido más pequeño del bloque soberanista estaba totalmente satisfecho con su identidad mientras los dos grandes anhelaban cambiar y ser otra cosa, que percibían como más auténtica, más genuina o más valorada. ERC estaba muy pendiente de la CUP y CiU vivía con los dos ojos puestos en ERC. Para entender algunas dinámicas profundas de las bases del proceso independentista hay que retener esta sorprendente dislocación, que llevaba a muchos convergentes a sentirse poco convencidos de lo que defendían y de la marca a la que estaban vinculados. Cuando se produjo la confesión de Jordi Pujol sobre la herencia oculta de su padre, este fenómeno se incrementó, porque el descrédito del líder fundador impactó como una bomba incendiaria sobre la reputación de la organización que había creado.


  Se tiende a presentar la mutación convergente del autonomismo al independentismo casi como un capricho táctico que surge después de la Diada de 2012. Pero no es exacto. Hay una lenta decantación de la militancia, de los cuadros y de los simpatizantes hacia posiciones secesionistas, que habían estado siempre presentes en CDC pero que eran minoritarias y quedaban circunscritas a unos entornos territoriales determinados y a la JNC, la rama juvenil del partido, que –⁠en los años ochenta y primeros de los noventa⁠– tenía órdenes imperativas de Miquel Roca de esconder la estelada cuando había mítines. El gesto más claro de soberanismo de la etapa pujolista fue la Declaración de Barcelona, en julio de 1998. CDC, PNV y los nacionalistas gallegos del Bloque Nacionalista Galego (BNG) firmaron un documento que expresaba la demanda coordinada de un reconocimiento más efectivo y explícito de la plurinacionalidad del Estado español, con la voluntad de avanzar hacia un modelo «confederal». La Declaración de Barcelona –⁠que se inspiró en Galeusca, la alianza de nacionalistas catalanes, vascos y gallegos de 1923, 1934 y 1941⁠– no tenía ningún objetivo rupturista, era un nuevo reformismo «periférico» que tuvo corta vida; cuando Aznar consiguió la mayoría absoluta, en el año 2000, no quedó espacio para ninguna elucubración de este tipo.


  Esta decantación soberanista –⁠con un sesgo generacional importante⁠– se hace oficialmente visible en el 16.º Congreso de CDC, celebrado en Reus a finales de marzo de 2012. En aquella reunión, los herederos de Pujol solemnizan la ruptura conceptual con el nacionalismo autonomista del patriarca y aprueban un ideario donde, a pesar de evitar escrupulosamente la palabra «independencia», se incorpora el concepto de Estado propio. Si en el Congreso anterior, el de 2008, se proclamaba que «Cataluña tiene que aspirar al reconocimiento pleno de sus derechos nacionales, sin renunciar a la aspiración de un derecho a decidir dentro de la Unión Europea», en el cónclave de Reus la presión de la militancia –⁠que presentó más de mil enmiendas a la ponencia política⁠– obligó a la dirección a asumir el objetivo de «una Cataluña libre, justa e independiente, que ocupe un espacio propio, con voz propia en el mundo del siglo XXI». La ponencia también deja claro que «Convergència tiene que promover el debate en el seno de la sociedad para construir el Estado propio que nos garantice la pervivencia como nación y la viabilidad como sociedad, hoy amenazadas». Mas no tenía previsto que el partido adoptara aquellas posiciones tan próximas a ERC, él tenía puesto el foco en el déficit fiscal y la necesidad de conseguir un nuevo pacto para mejorar sustancialmente la financiación autonómica, pero las bases convergentes tenían vida propia y, por otra parte, el equipo que rodeaba al sucesor de Pujol era de una nueva generación que se había sentido independentista desde siempre y reclamaba más voltaje épico: la reclamación sobre los recursos de la Generalitat era de un realismo innegable pero los que cogían las riendas del partido querían algo más. En aquel congreso, Oriol Pujol Ferrusola, hijo del fundador, fue elegido secretario general, en un ejercicio de continuidad pseudodinástica que daba a CDC un aire de negocio familiar que confirmaba todos los tópicos negativos sobre la peor cara del pujolismo. Recuerdo que los que escribimos contra aquella decisión tan desacertada y tan alejada de la necesidad de regenerar la política recibimos réplicas airadas, que provenían de un oficialismo incapaz de comprender que los tiempos –⁠como decía al poeta⁠– estaban cambiando.


  Para poder captar toda la carga dudosa que tenía el acceso a la secretaría general de Oriol Pujol, hay que saber cómo había gestionado el patriarca la carrera de los que aspiraban a sucederlo. Me permito reproducir lo que escribí sobre esta cuestión cuando el líder de CiU se retiraba: «A lo largo de su carrera política, tiene a raya a los hombres de su generación, que van quedando fuera del circuito. Su sucesor natural y número dos, Roca, vio cerrado su camino a partir de 1992, cuando el hombre de CiU en Madrid se planteó aspirar a recoger al testigo del fundador. Pujol se salta a los que empiezan con él (Roca, Macià Alavedra, Josep M. Cullell y Ramon Trias Fargas), relega la segunda generación a tareas de apoyo (Joaquim Molins, Xavier Trias y Pere Esteve) y apuesta por la tercera generación, la que ha crecido a la sombra de sus gobiernos. De entre todos los de la última hornada, elige finalmente a Artur Mas, por delante del democristiano Josep Antoni Duran i Lleida, que jugó por libre durante muchos años. La cuarta generación (radicalmente diferente en las formas al estilo Pujol) constituye el grueso de la maquinaria que dirige Mas».


  La nueva ejecutiva de CDC tenía Mas en la presidencia y Oriol Pujol –⁠que años atrás había sido clave para que el sucesor de su padre fuera precisamente aquel que ahora le ponía al frente del artefacto⁠– se rodeaba de nombres de su generación para el resto de cargos: Josep Rull, secretario de organización: Francesc (Quico) Homs, vicesecretario de estrategia, y Lluís Corominas, vicesecretario de coordinación. Homs era y se consolidó como la mano derecha de Mas, el colaborador de más confianza del president, el hombre fuerte del Govern y el principal estratega del proceso, hasta la llegada a la presidencia de Carles Puigdemont.


  Preguntado por el periodista Josep Gisbert, de La Vanguardia, sobre la nueva orientación de CDC, Oriol Pujol admitía que él era independentista pero que la formación que dirigía no lo era, que «se podría definir como catalanista-soberanista», y añadía que «la cuestión es que la gente pueda decidir». ¿Soberanismo? ¿Independentismo? Todo el mundo entendía perfectamente que Convergència estaba cambiando de objetivo y que ya no se conformaba con una autonomía, ni que fuera de techo alto, para decirlo con la clásica fraseología pujoliana. Que sus dirigentes se abstuvieran calculadamente de utilizar el término «independencia» no podía esconder la gran mutación, imparable. Curiosamente, al día siguiente de la celebración de aquel congreso, se publicaron las primeras informaciones sobre el caso de tráfico de influencias que acabó poniendo punto y final a la carrera política del hijo de Jordi Pujol.


  Como ha sido explicado, las elecciones autonómicas anticipadas del 25 de noviembre de aquel año certificaron que CiU y Mas tenían un problema. Perdían votos y diputados en el Parlament. Y se abrió un debate embrollado sobre si, aparte del castigo por los recortes y el desgaste que comporta gobernar, los convergentes reculaban porque se habían convertido en independentistas (y una parte de su electorado no lo quería) o porque no eran percibidos como independentistas convincentes y claros (y por eso no gustaban a otra parte de su electorado); la cúpula convergente pensó que el principal responsable de aquel trompazo era el socio pequeño de la federación y, más concretamente, Duran i Lleida, un diagnóstico que también hacía el sector crítico de los democristianos. El asunto podía recordar una discusión teológica y la realidad indicaba que, a medida que perdía ambigüedad, el viejo pal de paller convergente perdía también su magia electoral; además, era una obviedad que la militancia de CDC era mucho más nacionalista o independentista que el electorado de CiU, diverso y transversal, con sectores poco motivados por la agenda más explícitamente catalanista. El país estaba cambiando pero conectar con el cambio no era simplemente asumir un nuevo proyecto, la complejidad del nuevo paisaje dejaba sin utilidad los mapas que los convergentes habían utilizado durante décadas.


  Las elecciones europeas de mayo de 2014 empezaron a mostrar una tendencia que se ha repetido en todos los comicios desde entonces hasta el momento de escribir estas líneas, junio de 2019: mientras los republicanos suben en votantes y representación, los convergentes reculan, con sólo dos excepciones: las elecciones catalanas del 21 de diciembre de 2017 –⁠en las cuales la lista encabezada por Puigdemont desde el exilio quedó por delante, por pocos votos, de la lista encabezada por Junqueras⁠– y las elecciones europeas del 28 de mayo de 2019, en que también, otra vez, la candidatura con el expresident como número uno se impuso rotundamente. En cambio, las elecciones municipales, celebradas el mismo día, confirmaron el sorpasso de ERC dentro del espacio independentista, incluida la conquista histórica del primer lugar en la ciudad de Barcelona, algo no visto desde los años treinta. A pesar de este triunfo, Ada Colau conservó la alcaldía gracias a un pacto con el PSC y a los votos de tres concejales de la lista de Manuel Valls, que se había presentado con Cs.


  Las últimas elecciones en las que CiU obtuvo un gran resultado fueron las generales de 2011, cuando quedó por delante del PSC con más de un millón de sufragios que le permitieron conseguir dieciséis diputados. Fue el canto del cisne de una marca que ya estaba muy resquebrajada. Después, la competición en las urnas entre convergentes y republicanos fue confirmando –⁠con más o menos distancia en votos según cada caso⁠– que el desinflamiento de lo que había sido el nacionalismo mayoritario tenía vasos comunicantes con el fortalecimiento de ERC: europeas de 2014, municipales de 2015, generales de 2015, generales de 2016, generales de 2019 y municipales de 2019. Las elecciones en el Parlamento del 27 de septiembre de 2015 son materia aparte, no permitieron medir esta lucha por la hegemonía dentro del independentismo porque CDC (que había roto definitivamente con UDC el 18 de junio de 2015) y ERC se presentaron de la mano, acompañados de Òmnium Cultural y de la ANC, bajo la marca Junts pel Sí, que Junqueras aceptó de mala gana y presionado por las dos entidades soberanistas.


  Aunque aquellos comicios fueron calificados de plebiscitarios por los independentistas y la movilización fue importante, el voto a fuerzas partidarias del divorcio con España no superó el umbral simbólico del 51 % y se quedó en un 47,8 %, lo cual significaba que el plebiscito no se había ganado. Asimismo, Junts pel Sí no obtuvo la mayoría absoluta y necesitó los votos de los diez diputados conseguidos por la CUP, que había rechazado integrarse en esta coalición excepcional. El experimento de Junts pel Sí tuvo un doble efecto: permitió que la dirección convergente congelara y escondiera sus problemas y, a la vez, contribuyó enormemente a desdibujar la identidad ideológica de este espacio y a desorientar a una parte del electorado que había sido fiel a CiU durante años.


  Guardar la vieja marca e inventar una nueva no solucionó el problema. En mayo de 2016, la militancia de CDC había aprobado crear un nuevo partido y este nació a primeros de julio en un congreso bastante más agitado de lo que preveían Mas y su equipo: en medio de algunos errores y una revuelta de las bases, que no aceptaban que todo fuera precocinado desde arriba, empezaba a andar el Partit Demòcrata Català, que se acabaría denominando Partit Demòcrata Europeu Català (PDECat). La nueva organización ha enterrado completamente cualquier ambigüedad convergente y se define como «demócrata, catalanista, independentista, europeísta y humanista». Desde el punto de vista estratégico, las nuevas siglas también dejan atrás la metodología pactista pujolista porque –⁠a pesar de apostar por una vía independentista basada en el acuerdo y la consecución de una mayoría social⁠– se plantea su objetivo «sin renunciar a la vía unilateral». Por otra parte, el modelo de Estado que propugnan los posconvergentes es la República, una vuelta de tuerca más en la aproximación al ideario de ERC, y un gesto que rompe un tabú todavía existente entre un segmento de votantes nacionalistas moderados –⁠sobre todo los de más edad⁠– que asocian el sistema republicano a un pasado trágico y convulso.


  ¿Qué diferencia, pues, al PDECat de ERC? La tradición de cada formación, el personal dirigente, la experiencia gubernamental, el desgaste de tocar poder, y las respectivas culturas políticas. En cambio, son clónicos con respecto al proyecto independentista y el tipo de elector al cual se dirigen, y muy próximos también en el eje ideológico, en la medida en que el PDECat se sitúa –⁠sobre el papel⁠– más a la izquierda que CDC y propone un mix de corte socialdemócrata, justamente el mismo marco doctrinal de los republicanos, que le ponen más fraseología izquierdista. El hecho es que el proceso soberanista ha transformado el pal de paller nacionalista en un producto parecido a ERC, una mutación que coincide con la nada disimulada voluntad de los republicanos de ocupar el lugar central que habían tenido los de Pujol para convertirse en el partido primero, grande, dominante y hegemónico del catalanismo-soberanismo, conquistando al mismo tiempo terrenos labrados por el PSC y por los posconvergentes, sin renunciar a captar apoyos también entre votantes de los comunes y de la CUP, opciones con las cuales también tiene frontera electoral. Varios fichajes que ERC ha hecho en los últimos tiempos responden a esta voluntad de devenir un verdadero catch all party y se concretan con la incorporación de figuras que habían militado en los espacios socialista, convergente y ecosocialista, como Ernest Maragall, Miquel Puig y Elisenda Alamany, entre muchos otros.


  El choque se hace inevitable: ERC quiere el espacio, el protagonismo y el peso de la antigua CDC y los posconvergentes (convertidos al republicanismo) no renuncian a seguir siendo tan fuertes como lo era el partido del pujolismo, pero ahora con la estelada. Esta competición se complica todavía más a partir del momento en que Mas sale de escena y Carles Puigdemont, desde la presidencia de la Generalitat, asume automáticamente el liderazgo de este espacio político en reconstrucción, aunque primero parece que se desentiende bastante de la creación del PDECat. A medida que los hechos del proceso dan proyección a Puigdemont, su ascendente sobre el partido y la militancia irá creciendo, teniendo en cuenta que hablamos de un universo acostumbrado a aceptar siempre lo que disponga el Molt Honorable President, sea este Pujol, Mas o el que había sido alcalde de Girona. El presidencialismo ha sido un factor constitutivo del pujolismo y lo es, por ahora, de sus herederos políticos, excepción hecha del president Quim Torra que, desde el primer día, actúa por delegación de Puigdemont y hace bandera de ello. Después de una primera etapa de relación cordial entre Puigdemont y su vicepresident, Oriol Junqueras, se irá deteriorando la comunicación y la confianza entre ambos, un problema que se agravará a medida que se complique la gestión del tramo final del proceso, durante el otoño de 2017. La pésima química entre Mas y Junqueras se vio superada por la todavía peor química Junqueras-Puigdemont.


  A pesar de que el líder de ERC y los suyos han abjurado públicamente de lo que fue la coalición Junts pel Sí –⁠consideran que el independentismo habría sacado más votos si los dos partidos grandes hubieran ido por separado⁠– los posconvergentes insisten en querer repetir plataformas electorales de este tipo, aduciendo que las bases del soberanismo reclaman unidad a los políticos. Los republicanos contestan que la unidad estratégica no pasa necesariamente por estas alianzas que, según su opinión, impiden que cada formación pueda intentar pescar en segmentos de votantes muy diferentes, para ampliar la base social del independentismo en todas las direcciones y sensibilidades.


  Ante la negativa de ERC a repetir nada parecido a Junts pel Sí para los comicios del 21 de diciembre de 2017, Puigdemont impulsó la plataforma Junts per Catalunya, una candidatura construida a partir de su figura y repleta de independientes de su máxima fidelidad, donde la presencia y la influencia del PDECat y de sus dirigentes quedaba en un segundo o tercer término. Esta era, de hecho, una versión de aquella Llista del President que, en algún momento, se llegó a plantear Artur Mas ante la negativa inicial de Junqueras a impulsar la coalición para las plebiscitarias de 2015. Desde Bruselas, con un trabajo muy intenso de comunicación para burlar las prohibiciones vinculadas a su situación de exiliado, Puigdemont sacó adelante esta marca electoral que pretendía conjurar el ciclo declinante convergente, con un aire muy alejado de las formas y del lenguaje de su partido, pero aprovechando –⁠eso sí⁠– los derechos electorales del PDECat. La plataforma también puso en marcha un sistema de donativos de particulares para financiar la campaña y, para remarcar su carácter original, instaló su oficina en un local alquilado, al margen de la sede del partido continuador de CDC. El magnífico resultado de Puigdemont el 21-D favoreció que la marca Junts per Catalunya se repitiera en todas las posteriores elecciones: generales, municipales y europeas. El puigdemontismo había generado su maquinaria y sus lealtades, una realidad que el expresident subrayó cuando, en julio de 2018, forzó la dimisión de Marta Pascal como coordinadora general del PDECat, a raíz de las discrepancias expresadas por la joven dirigente respecto de la estrategia dictada por Puigdemont. Posteriormente, también fueron apartados de las listas para el Congreso de los Diputados dos hombres de larga trayectoria, Carles Campuzano y Jordi Xuclà, que habían sido críticos con las órdenes que provenían de Waterloo. Ante las limitaciones de un entorno partidista que Puigdemont no ha sentido nunca como propio, en octubre de 2018 en Manresa, el ex-president y personas de su confianza fundaron oficialmente un movimiento político que bautizaron como Crida Nacional per la República (CNPR), con la finalidad de convertirlo en un espacio de confluencia de todo el independentismo, y que superara la lógica de los partidos políticos a la vez que se inspiraba en lo que había hecho la ANC, pero ERC y la CUP se desmarcaron desde el primer momento, así como también varios dirigentes y cuadros del PDECat. A medida que Junts per Catalunya ha tenido un recorrido electoral continuado, el proyecto de la CNPR –⁠que eligió al preso Jordi Sànchez como presidente⁠– ha sido guardado en el congelador.


  Detrás de la CNPR y de la adopción de la marca Junts per Catalunya está la voluntad de Puigdemont de intentar edificar un partido grande del independentismo, a imitación del Scottish National Party (SNP), que en Escocia ha conseguido hegemonizar todo el espacio soberanista desde el centro-izquierda y ser también la principal fuerza del país, que gobierna y tiene mayoría en el Parlamento de Holyrood. Este es exactamente el mismo proyecto que tiene en la cabeza, desde hace unos años, Oriol Junqueras para ERC, lo cual hace inevitable que la competición entre los dos partidos sea algo más que una carrera para alcanzar la hegemonía. Sólo hay un SNP en Escocia, sólo puede haber uno en Cataluña.


  Algunos miembros del PDECat y algunos analistas consideran que la pugna sería de otra naturaleza si el espacio posconvergente, en vez de ser una especie de copia de ERC, se redefiniera claramente como la opción del soberanismo o el independentismo de centro o de centro-derecha, intentando representar los intereses y los valores de una parte de la sociedad catalana que ahora se siente huérfana políticamente; según esta tesis, podría existir un partido bisagra, de quizá cinco o diez diputados en la Cámara catalana. Soy escéptico sobre esta hipótesis: el crecimiento del independentismo desde 2012 no sólo ha movido de lugar el eje nacional, también ha desplazado el eje ideológico de la política catalana, que ahora está más a la izquierda; el fuerte componente social del independentismo, asumido por todos los partidos de este bloque, hace muy difícil pensar en una formación independentista robusta electoralmente que se desmarque del consenso socialdemócrata que ahora existe dentro de este movimiento.


  En resumen, hoy, además de la mutación de la mayoría del nacionalismo catalán en independentismo, empieza a verse otro fenómeno, complementario del primero: la sustitución progresiva en la hegemonía del bloque de lo que había sido CDC (ahora Junts per Catalunya u otras marcas) por una ERC que, sin renunciar al independentismo, parece querer actuar con un pragmatismo, un gradualismo y una moderación que eran marca de la casa de los convergentes, y que habrá que ver si responde a una visión estratégica irreversible o a un planteamiento meramente táctico. El que los de Junqueras tengan en las manos consejerías del Govern de inequívoco contenido social –⁠Salut, Educació y Benestar⁠– además de la conselleria de Economia responde a una voluntad de llegar a una mayoría del país mediante la gestión. Esta preocupación conecta con otra realidad: los republicanos han empezado a ser eficientes en un objetivo que Jordi Pujol no pudo alcanzar nunca: la penetración en municipios grandes del área metropolitana de Barcelona, allí donde durante décadas todo pasaba sólo por las manos del PSC y de ICV; las últimas elecciones locales muestran una ERC que consigue ser segunda fuerza en varias ciudades de la gran conurbación barcelonesa, donde todavía los socialistas son, a mucha distancia, hegemónicos.


  Se ha producido, por lo tanto, un movimiento de rotación y un movimiento de traslación que redibujan una nueva disposición de los planetas políticos del nacionalismo-soberanismo catalán y, de rebote, de todo el mapa de partidos de Cataluña. Este es uno de los efectos más relevantes del impacto que ha tenido el proceso, el 155, la cárcel y el exilio sobre el universo soberanista. Según algunos teóricos de ERC, se culminaría así el viaje histórico del independentismo, desde la marginalidad a la centralidad, con dos momentos que los republicanos consideran claves: poner a prueba el federalismo del PSC con el nuevo Estatut de 2006 durante el tripartito y, posteriormente, decantando a CiU hacia el independentismo durante el pospujolismo gestionado por Mas. Si aceptamos esta descripción, ERC habría actuado como el factor indispensable para provocar reacciones en cadena de gran alcance dentro del mundo convergente y del mundo socialista catalán. Eso nos permite afirmar que, en el río del nuevo independentismo, han acabado confluyendo el pujolismo y el maragallismo (los adversarios de antaño), aunque no de una manera total y completa. Paradójicamente, el espacio posconvergente (que ha perdido el grupo propio en el Congreso de los Diputados y en el Senado) ha olvidado su gen más pragmático y, desde el otoño de 2017, emite un discurso de agitación que recuerda al de Joan Carretero y aquel independentismo de solemnes proclamas y consignas sacrificiales que no había tenido ningún éxito en las urnas; la táctica judicial de Puigdemont desde Bruselas explica esta línea, así como el talante del president Quim Torra, designado por el anterior como mandatario vicarial, con un perfil más de activista que de político, antiguo militante del partido de Carretero y muy sensible a la presión de la CUP, la ANC y los CDR. En este contexto, Òmnium Cultural mantiene una posición más próxima a la de ERC y los disidentes del ámbito posconvergente: revisión estratégica a largo plazo, establecer contactos fuera del bloque independentista y ampliar el apoyo social a la idea de la secesión. Que el domingo 26 de mayo de 2019 la lista de Puigdemont fuera la más votada en las elecciones al Parlamento Europeo a la vez que ERC era el partido que recogía más sufragios en las elecciones municipales del mismo día indica que las bases del independentismo han querido combinar un voto de protesta contra el Estado español con una selección más realista de cara a la gestión de las políticas concretas. Habrá que ver si este dualismo tiene recorrido o ha sido expresión de un momento muy determinado. Por otra parte, el triunfo, también en mayo de 2019, en las elecciones de la Cambra de Comerç de Barcelona, de la candidatura Eines de País –⁠apadrinada por la ANC⁠– representa un giro histórico y la llegada a una institución emblemática de unos sectores que se han sentido alejados sistemáticamente de los intereses y sensibilidad de las élites catalanas, que han dominado siempre estas maquinarias de influencia. Es bueno recordar que el catalanismo primitivo tenía como objetivo primordial ir ocupando varias instituciones relevantes de la sociedad civil, un propósito que se ha mantenido a lo largo de los años.


  Como hemos comprobado, hasta hace cinco minutos en la historia, el nacionalismo catalán no había sido partidario de la independencia de Cataluña. El independentismo fue marginal y minoritario entre los catalanes hasta la década de los años noventa del siglo XX. La historia del nacionalismo catalán es la de un movimiento político que ha tenido dos objetivos complementarios inseparables: la defensa del autogobierno de Cataluña dentro del Estado español y la voluntad de contribuir a modernizar y regenerar el conjunto de España, mediante la participación en la política de Madrid, bajo la premisa que el segundo objetivo favorecía siempre mecánicamente el primero.


  El proceso de soberanización del nacionalismo catalán implica que desaparece uno de estos dos objetivos históricos: convertir España en un país más moderno, eso es –⁠en realidad⁠– hacer España de otra manera. De las dos patas que aguantaban el proyecto del nacionalismo catalán, ahora sólo queda una: la lucha democrática por el autogobierno se transforma en la lucha democrática por la soberanía plena (tan plena, en teoría, como pueda serlo en cualquier Estado miembro de la Unión Europea). El espacio que, a día de hoy, tiene un nacionalismo catalán no independentista es prácticamente inexistente, a la luz de los resultados electorales. Los intentos que Duran i Lleida y sus seguidores han puesto en marcha para reflotar un nacionalismo no independentista han fracasado completamente. Otra cosa es el catalanismo –⁠federalista o autonomista⁠– de los comunes y del PSC, que hace funciones de airbag para mantener algunos consensos básicos, muy importantes.


  Hay que consignar que, a partir de los años sesenta del siglo XX, el nacionalismo catalán añade a sus dos objetivos de siempre un elemento complementario: el europeísmo militante, la voluntad de insertar el Estado español en el marco institucional europeo, entonces conocido como Mercado Común Europeo, la actual Unión Europea. Los nacionalistas catalanes que vivían bajo la dictadura tenían la creencia –⁠más o menos explicitada⁠– de que este ingreso en el club de las democracias vecinas conjuraría las tradicionales tendencias autoritarias de España y que, de paso, favorecería una lectura más abierta de la cuestión territorial y nacional en el Estado. Remarco que se trataba de una creencia porque basaban esta visión en simples suposiciones voluntaristas más que en datos objetivos o indicios sólidos. Este europeísmo catalanista ha pasado a formar parte del nuevo independentismo, que es mayoritariamente partidario de un Estado catalán miembro de la Unión Europea. Sólo los anticapitalistas de la CUP son contrarios a esta posición. Ahora, además, Europa es el terreno principal del pulso jurídico-político que Carles Puigdemont mantiene con el Estado español.


  CiU encarnó el nacionalismo instrumental y gradualista típico del catalanismo político y ERC asumió, a partir de 1989, el nacionalismo finalista propio de quien propugna alcanzar un Estado independiente para la nación. Había una división de tareas y también dos horizontes diferentes, uno mayoritario y otro minoritario. Hoy estamos en otras coordenadas, no volveremos al mundo de ayer. El politólogo Miquel Caminal resumió muy bien el viaje desde la mitad del siglo XIX hasta las puertas del siglo XXI: «En cada etapa histórica ha existido un partido que ha tenido la hegemonía del movimiento nacional en Cataluña. La Lliga Regionalista, Esquerra Republicana de Catalunya, el Partido Socialista Unificado de Catalunya, Convergència Democràtica de Catalunya, han ejercido esta función de pal de paller del catalanismo en diferentes periodos de este siglo. Sin embargo, no han representado ni representan toda la pluralidad del movimiento catalanista». Es un mensaje que, tal vez, sea de interés para los dirigentes independentistas catalanes, los de hoy y los de mañana.
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    Ignorancias cruzadas

  


  ¿Tuvieron presente, en algún momento, los principales dirigentes del proceso soberanista el ejemplo y las palabras de Robert McNamara? Les habría ido muy bien hacerlo, me parece. También al presidente Mariano Rajoy y a todo el mundo que lo asesoró sobre la crisis catalana. McNamara fue secretario de Defensa de Estados Unidos entre 1961 y 1968, con los presidentes Kennedy y Johnson. Era un político de gran inteligencia que tuvo responsabilidad directa en la dirección de la guerra de Vietnam, un conflicto que él mismo advirtió que era imposible de ganar, una posición que le costó el cargo. McNamara se dio cuenta de que el gobierno norteamericano era víctima de su desconocimiento de la realidad vietnamita y de las versiones oficiales que los medios occidentales publicaban de acuerdo con las consignas automáticas del Pentágono, después de análisis minuciosos de datos. El autoengaño fue letal para los intereses de la primera potencia mundial, enfrentada a un enemigo que pensaba conocer pero que, en realidad, era un enigma escurridizo que desmontaba los planes militares de Estados Unidos. Hannah Arendt lo presentó de una manera tan brillante como sintética en su ensayo La mentira en política. Reflexiones sobre los Documentos del Pentágono: «La divergencia es total entre los hechos –⁠formulados por los servicios de inteligencia, y a veces por quienes tomaban las decisiones (como en el notable caso de McNamara), y generalmente accesibles al público informado⁠– y las premisas, teorías e hipótesis según las cuales se tomaban finalmente las decisiones. Y sólo si tenemos muy presente esta divergencia podremos comprender la dimensión del desastre y de nuestro fracaso a lo largo de estos años».


  Veinte años después de la finalización de la guerra de Vietnam, en 1995, McNamara publicó In retrospect: the tragedy and lessons of Vietnam, un libro valiente donde hace una severa autocrítica de su papel como secretario de Defensa, ejercicio poco frecuente entre aquellos que han ocupado lugares de poder tan destacados. En estas memorias, repasa los errores de su etapa, con una claridad y un rigor admirables. Posteriormente, el año 2003, se estrenó un magnífico documental titulado The fog of war, que recoge el espíritu autocrítico de su libro y que lo amplía. En este filme, dirigido por Errol Morris y galardonado con el premio Oscar, McNamara aparece ante cámara explicando con una sinceridad descarada varios aspectos de su carrera gubernamental y, de manera especial, sus decisiones sobre la guerra de Vietnam.


  El subtítulo de este documental es Eleven Lessons from the Life of Robert S. McNamara porque, a la manera de un Maquiavelo del siglo XX, el antiguo secretario de Defensa va desgranando una serie de enseñanzas muy útiles, basadas en su experiencia. La primera de sus once reglas es la siguiente: «debes empatizar con tu enemigo». Según el Diccionario de la Real Academia Española, la empatía es «el sentimiento de identificación con algo o alguien» y también la «capacidad de identificarse con alguien y compartir sus sentimientos». Dicho de otro modo, la empatía es un conocimiento profundo del otro, que te permite establecer previsiones razonables sobre sus actuaciones y reacciones, lo cual tiene una utilidad estratégica obvia. Empatía con el adversario para adelantarnos a sus intenciones. En El arte de la guerra, Sun Tzu recomienda lo mismo con otras palabras: «si conoces a los demás y te conoces a ti mismo, ni en cien batallas correrás peligro; si no conoces a los demás, pero te conoces a ti mismo, perderás una batalla y ganarás otra; si no conoces a los demás ni te conoces a ti mismo, correrás peligro en cada batalla».


  Los clásicos han hablado. Los clásicos fueron olvidados por los protagonistas de la crisis catalana.


  El gobierno español se conocía a sí mismo pero conocía poco y mal al nuevo independentismo mientras los dirigentes del proceso no conocían nada al Estado por dentro y tenían ideas equivocadas sobre las fuerzas y debilidades del movimiento que lideraban. Estamos ante dos ignorancias cruzadas y superpuestas, un factor que fue determinante en el desarrollo de los acontecimientos entre 2012 y 2017.


  «No sabían a qué ni a quién se enfrentaban.» Esta frase, de un político catalán de la generación de los que hicieron la transición democrática, explica una de las debilidades más graves del bando soberanista: el núcleo dirigente del proceso –⁠dentro y fuera del Govern⁠– desconocía profundamente las maneras y las interioridades de los poderes del Estado y de la política de Madrid en general. Esta ignorancia llegaba a límites sorprendentes en responsables institucionales de primera fila, obligados a tener información de calidad sobre los ámbitos que son primordiales para su tarea. No estoy hablando de información secreta, de la que sólo se puede obtener mediante operaciones encubiertas realizadas por profesionales del ramo. Me refiero a un conocimiento preciso y actualizado de la manera de pensar y actuar en el corazón del Estado y en aquellos organismos especialmente sensibles a la cuestión catalana. Al constatar esta debilidad, nos preguntamos ¿cómo es que el independentismo se lanzó a una ofensiva aparentemente final sin haber estudiado bien quién era su adversario? El asunto deja entrever un exceso de confianza impropio de quien se planteaba un objetivo de una envergadura sin precedentes. Exceso de confianza y una frivolidad no menor.


  Los tres máximos responsables políticos del proceso desde las instituciones eran legos absolutamente sobre las interioridades del poder de Madrid. Ni el president Carles Puigdemont, ni el vicepresident Oriol Junqueras, ni la presidenta del Parlament Carme Forcadell tenían experiencia en la capital de España. Ninguno de los tres había sido diputado o senador, ninguno de los tres había tenido cargos que los obligaran a frecuentar a menudo la administración central, más allá de lo que puede necesitar un alcalde; recordemos que Puigdemont y Junqueras ejercieron desde las alcaldías de Girona y Sant Vicenç dels Horts, respectivamente. El líder republicano también fue diputado en el Parlamento Europeo, durante dos años y medio, una institución que tiene poco que ver con las rutinas y costumbres de lo que se cuece en el edificio de la Carrera de San Jerónimo, donde hacen guardia los leones Daoiz y Velarde.


  Para los políticos de las generaciones anteriores, Madrid era una realidad dura, difícil de descifrar, que había que conocer con el máximo detalle, porque allí «siempre íbamos con desventaja», según los veteranos del oficio. En el mundo convergente, era obvio que Jordi Pujol –⁠que había tenido escaño en el Congreso de los Diputados en tiempos remotos⁠– disponía de una radiografía muy exacta de los laberintos del poder español, con una capacidad de interlocución inmensa con personalidades de todo tipo, y con un microscopio incorporado que le permitía ver también lo que otros no podían ni sospechar. El heredero político de Pujol, Artur Mas, estaba a otro nivel, pero su larga carrera en la administración y en el Govern le había permitido tener acceso a la cultura política madrileña, donde siempre se ha sentido bastante incómodo y extraño; con todo, Mas conocía mucho mejor que Puigdemont los escenarios, los ardides y los condicionantes del juego que practican en Madrid los políticos, las élites económicas y los altos funcionarios. Entre los republicanos, este conocimiento, desde 1977, ha sido inferior que el de los convergentes, a causa de la presencia muy reducida de ERC en las Cortes españolas y la breve experiencia gubernamental de esta formación. El dirigente de ERC que más captó el estilo de la capital española fue Joan Puigcercós, diputado durante seis años en la Cámara baja, donde fue jefe de filas y desarrolló una intensa actividad.


  Si se compara con los nacionalistas vascos, los diputados y senadores del nacionalismo catalán –⁠ahora del independentismo⁠– en la capital española parece que se muevan sin el mapa ni la brújula de los primeros. Recojo esta impresión entre varios actores que llevan años pisando las alfombras de los despachos donde se hacen y deshacen los pactos más importantes. Como es sabido, el concierto económico ha dado un nivel de autogobierno superior al País Vasco y también algunas ventajas claras cuando los enviados del PNV abordan una negociación con ministros del PSOE o del PP. Además de poder hablar con la tranquilidad que da controlar la caja, los vascos tienen a su favor una información real y detallada de las cosas de comer que los negociadores catalanistas a menudo tienen que ir obteniendo, como pueden, de los organismos de la administración central. «Los catalanes nunca pueden ver toda la baraja antes de la partida», confesó un alto funcionario en un momento de sinceridad.


  Esta ignorancia sobre Madrid que tenían los líderes independentistas catalanes construyó la idea errónea de que el Estado español estaba tan resquebrajado y debilitado que el proceso podría culminar su objetivo sin encontrar las resistencias de siempre. Otra vez aparecía, en teoría, «la ventana de oportunidad» que permitiría convertir el sueño en realidad. Pero aquel Estado español «a punto de hundirse» que algunos ya glosaban en artículos y discursos era sólo un espejismo, un producto del wishful thinking que quedaba reforzado por las actuaciones torpes de unas autoridades centrales superadas por varias crisis –⁠económica, política, institucional⁠– superpuestas.


  La abdicación del rey Juan Carlos, en junio de 2014 después de varios episodios que habían acelerado el desprestigio de su figura y de la Corona, proyectó una imagen muy negativa, averiada y débil del Estado y de sus gestores, que parecían atrapados en un incendio crónico que devoraba la credibilidad de las instituciones y de los que las representaban. El monarca que había encarnado la España de la transición tenía que jubilarse a toda prisa y a la fuerza, en medio de varios escándalos que los medios ya no podían ni querían esconder, como habían hecho siempre durante las décadas pasadas para proteger a la familia real. Afloraban casos de corrupción económica, enredos de cama y peleas familiares que provocaban indignación, estupor y desafección en la ciudadanía española. El Estado debía detener la hemorragia reputacional que chorreaba del centro del sistema y un nuevo rey era el único camino posible. Felipe VI accedió al trono pero el aire de ópera bufa impregnó el ambiente mucho tiempo. A raíz de este vendaval (que se sumaba a las tormentas que afectaban a los grandes partidos, al poder judicial y al sector bancario) muchos pensaron que el Estado había entrado en caída libre.


  Los diagnósticos eran alarmantes. El historiador Julián Casanova interpretaba así el acontecimiento desde las páginas de El País, el 18 de junio de 2014: «Podría pensarse que el abandono de Juan Carlos I es un asunto, por fin, natural, muy en la línea de las cercanas abdicaciones de monarcas de países tan civilizados como Bélgica u Holanda. Pero sabemos que se produce en medio de una crisis de la política institucional, de escándalos en torno a la Casa Real, graves para la salud del sistema democrático, y de falta de transparencia y de respuestas ante ellos, que han socavado la figura de Juan Carlos ante amplios sectores de la población». El temor a un reavivamiento del republicanismo recorrió aquellos meses las altas esferas de Madrid, los fantasmas de las elecciones municipales de 1931, las que provocaron la caída de Alfonso XIII, volvían a visitar los palacios de la metrópoli. Casanova hacía un buen apunte al natural de una sociedad amenazada por nubarrones más oscuros: «Juan Carlos ha elegido la abdicación antes que el suicidio y el pueblo español no ha tirado aún cohetes de alegría. Pero el camino que le queda al nuevo rey, en este país envuelto en excesos de poder y políticos corruptos que saquean los recursos comunes, no será fácil. Hace apenas cinco años, nadie habría pronosticado tanta dificultad y necesidad de regeneración».


  Es comprensible que un cuadro de estas características alimentara las ansias del independentismo catalán. La idea de un Estado español en la UVI insuflaba optimismo a un movimiento que quería creer que el adversario no podría responder con la fuerza que históricamente había demostrado. Un ejemplo lo tenemos en el pronóstico que hacía, en un artículo en el periódico Ara sobre la monarquía, el profesor y exconseller de Cultura, de ERC, Joan Manuel Tresserras: «El sistema político e institucional español y su modelo económico y social han naufragado. Y mejorar el marketing de la marca España no será suficiente. En las políticas del Estado se hace siempre presente el peso de una trayectoria histórica llena de resonancias autoritarias, uniformizadoras y antimodernas. A pesar de algunos espejismos, estamos ante la decadencia de un Estado permanentemente dispuesto a recurrir a la imposición. Es la decadencia del modelo de complicidades de la transición y de una generación política crepuscular impregnada de un oficialismo mediocre, burocratizado, prisionero del dictado de los grandes grupos económicos. La decadencia de una casta chapucera, afectada por la corrupción, sensible a todas las presiones excepto las populares, opacas, completamente alejadas de la ciudadanía. La decadencia de una oligarquía agarrada a un Estado que le ha servido para proteger privilegios y enriquecerse, a través de los contratos públicos, de las regulaciones a medida, de las pantallas de defraudación fiscal». Uno de los intelectuales más influyentes de la órbita republicana sentenciaba que «la abdicación es la exhalación fatigada de una decadencia». Sin que el autor del texto lo mencionara, el lector adivinaba que España afrontaba un tipo de nuevo 1898 posmoderno, un desastre crepuscular que se convertía en la gran oportunidad de los catalanes cansados de formar parte de un Estado que consideraban que les iba a la contra: «El proceso y el calendario hacia la democracia y la soberanía –⁠pronosticaba Tresserras⁠– se mantendrán inalterables. Nadie podrá participar en ninguna operación de ingeniería institucional o constitucional en nombre de Cataluña hasta que el pueblo no se haya pronunciado sobre su futuro. Y el consenso implícito en el horizonte de la independencia es que sólo hay un modelo de Estado catalán concebible: la República».


  Pasados unos meses, cerca de las elecciones autonómicas del 27 de septiembre de 2015 (que el independentismo, como sabemos, consideró plebiscitarias), Tresserras confirmaba su optimismo sobre el desenlace del combate político que estaba planteado. Lo hacía en respuesta a las preguntas de Antoni Trobat, en el digital Crític: «Sólo con que el proceso continúe con un mandato democrático, el Estado queda fuera de combate. La reafirmación que a través de los procesos democráticos de los otros –⁠unos comicios de autonomía española, formalmente⁠– puedes ganar. Si Junts pel Sí consigue un resultado ampliamente mayoritario –⁠y aquí tenemos que ver si son cincuenta, sesenta o setenta escaños⁠–⁠, habrá una espiral de entusiasmo». Pero el Estado no quedó fuera de combate ni se produjo la espiral de entusiasmo: la suma de las fuerzas independentistas permitía establecer una mayoría parlamentaria de 72 escaños pero el porcentaje de voto de estas –⁠un 47,8 %⁠– indicaba que no habían ganado el plebiscito. Además, la fuerza que los electores habían dado a la formación pequeña del independentismo, la CUP, complicó hasta límites insospechados el consenso sobre lo que se tenía que hacer a partir de entonces.


  Aunque las urnas no habían dado al independentismo lo que este había ido a buscar a esos comicios, los máximos responsables de los partidos y de las entidades independentistas continuaron adelante como si tuvieran el 51 % o más de porcentaje de voto. La mayoría de expertos que los acompañaban en este viaje tuvieron la misma actitud y no advirtieron que las cosas no habían salido lo bastante bien. En julio de 2016, cuando Carles Puigdemont ya llevaba medio año en la presidencia de la Generalitat, debido al paso al lado de Mas, el politólogo Carles Boix –⁠muy escuchado por el núcleo duro del proceso⁠– exhibía todavía un optimismo sin fisuras en una conversación mantenida con Marta Rovira, secretaria general de ERC, que fue publicada por la Fundación Irla: «Para mí los procesos inspiradores son aquellos en que las dos partes se han atrevido a negociar, como Noruega y Suecia o Islandia y Dinamarca. Mis “no modelos”, en cambio, son los procesos de autodeterminación con violencia que se han producido en momentos en que hay un derrumbe del imperio, del Estado central, que ha sido incapaz de gestionar sus relaciones exteriores e interiores y se ha hundido del todo. Como decía Jordi Pujol, Lituania es como Cataluña pero el Estado español no es como la URSS o Austria-Hungría y, por lo tanto, habrá posibilidades de buena voluntad, especialmente porque formamos parte de la Unión Europea. Creo que las resistencias se pueden ir deshaciendo». Boix, profesor en Princeton y miembro del Consell Assessor per a la Transició Nacional, publicó un ensayo, el año 2002, que acababa con una advertencia que –⁠paradójicamente⁠– no tuvieron muy presente los principales responsables del movimiento: «En todo caso, si por alguna razón se llega a establecer, a corto plazo o más adelante, un pacto general para hacer realidad un estatuto de soberanía avanzado, habrá que sostenerlo desde el máximo consenso político y también social posible».


  No son muchos los que han rectificado y han admitido que trabajaban con diagnósticos equivocados. En el libro Obertura republicana, publicado en enero de 2019, Joan Manuel Tresserras y Enric Marín revisan sus posiciones y reconocen que «el independentismo también cometió dos graves errores de apreciación en el tramo del proceso que va de 2012 a 2017. El primero y más evidente, menospreciar la fortaleza del Estado». Los comunicólogos argumentan, en un ejercicio de autocrítica intelectual que desgraciadamente es poco usual, que «si bien es cierto que, coincidiendo con la crisis económica, el régimen del 78 ha vivido y vive una especie de crisis sistémica, eso no significa que esta crisis haya provocado una fragilidad tan extrema para no poder dar respuesta a un desafío democrático como el planteado por el soberanismo catalán. En las circunstancias del otoño de 2017, no». Marín, en una entrevista con el periódico Ara, en marzo de 2019, remacha el clavo de esta autocrítica: «Por una parte, ahora sabemos muchas más cosas que hace un año. Explicar que hemos cometido errores lo único que significa es que hemos aprendido. El pensamiento naif que teníamos hace un año y medio ya no lo tenemos». A beneficio de inventario, es importante remarcar que no faltaron voces, también dentro del independentismo, sobre todo a partir de 2015, que avisaron de algunos de los errores de planteamiento y de ejecución que se produjeron. Quien hubiera calificado públicamente de «naif» los planes de la cúpula independentista, no habría sido escuchado y, además, habría sido considerado un derrotista o un contrario a la causa.


  No sólo un bando se olvidó de saber quién era el adversario. Desde los poderes del Estado, desde el gobierno de Rajoy y desde los dos grandes partidos españoles, la ignorancia sobre el nuevo independentismo fue también muy grande, alimentada por varios medios de Madrid que –⁠en un ejercicio verdaderamente digno de estudio⁠– ofrecían materiales de supuesta información que tenían poco que ver con la realidad. Estamos ante un caso de autoengaño de enormes proporciones, en las que la propaganda propia acaba siendo consumida como si fuera análisis solvente.


  Una metáfora presidió la percepción que se tenía del proceso a seiscientos kilómetros de distancia de Cataluña: el suflé. Lo que el independentismo denominó «la revolució dels somriures» (la revolución de las sonrisas) se calificaba de «suflé» por parte de los políticos y periodistas de la capital española. Hablar de suflé sugería que el malestar de los catalanes que querían la independencia era algo hinchado, efímero y poco consistente que, más pronto que tarde, acabaría bajando. Unida a esta visión poco objetiva del proceso y de sus características, muchos analistas han anunciado varias veces la muerte del nuevo independentismo. La pérdida de los doce diputados de Mas, en 2012, alimentó la idea de que todo era un suflé. El profesor y dirigente socialista Gabriel Colomé explica una anécdota que revela que la idea del suflé venía de muy antiguo. Siendo director del Centre d’Estudis d’Opinión (CEO) de la Generalitat, en una reunión celebrada el año 2009 con varios académicos españoles en Salamanca, cuando Colomé mostraba los números de crecimiento del voto independentista y decía que existía un problema, sus colegas respondían «que no me preocupara, que sólo era un suflé».


  El 31 de agosto de 2014, Francesc de Carreras publicaba un artículo donde especulaba con lo que podría pasar y decía que «ciertos síntomas hacen sospechar que estamos en un punto de inflexión en este suflé soberanista que quizá ha empezado a cristalizar en la psique colectiva catalana con la declaración inculpatoria de Jordi Pujol el pasado 25 de julio». El otoño de aquel mismo año, el entonces ministro de Exteriores, el popular García Margallo, declaraba en la Cadena Ser que «probablemente se hayan hecho muchas cosas mal por las dos partes» y añadía que había que «bajar el suflé, curar heridas y volver al diálogo». Un año después, el periodista Casimiro García-Abadillo insistía en esta imagen: «en resumen, el suflé puede bajar, sin embargo, a fin de que pase, hace falta tiempo y, sobre todo, que el partido que ocupe el poder –⁠en la Generalitat o en la Lehendakaritza⁠– esté dispuesto a hacerlo». El comentarista consideraba que «a fin de que baje el suflé, además de tiempo, hace falta que la Generalitat cambie de manos. O bien, de personas, como pasó en el PNV».


  A pesar de la persistente realidad de dos millones de catalanes partidarios de la independencia, la teoría del suflé no ha desaparecido completamente de ciertos ambientes. Todavía en abril de 2018, cuando el gobierno central mantenía intervenida la Generalitat, el secretario de Estado de Administraciones Territoriales, Roberto Bermúdez de Castro, que ejercía como coordinador en la aplicación del artículo 155, bajo las órdenes directas de la vicepresidenta Sáenz de Santamaría, afirmaba que «sería interesante que de una vez hubiera un gobierno en Cataluña, que gobernara» dentro del marco constitucional porque «cuando baje el suflé», el nuevo Ejecutivo autonómico podría –⁠según este alto cargo del PP⁠– abordar objetivos como el nuevo sistema de financiación. El suflé, siempre el suflé.


  Me pregunto las causas de este diagnóstico tan erróneo por parte de los operadores políticos y periodísticos más interesados en saber qué pasa exactamente en Cataluña. Según algunas fuentes, a mediados de 2015, José María Aznar, retirado de la primera línea y después de encontrarse con miembros destacados de las élites empresariales catalanas que estaban muy preocupados, advirtió a Mariano Rajoy –⁠entonces jefe del gobierno español⁠– que lo que estaba pasando en Cataluña no era exactamente un suflé. «Mariano, estos se van», es la frase que se atribuye al refundador de la derecha española. Por todo lo que vino después, no parece que el presidente hiciera mucho caso a su antecesor. En la Moncloa, confiaban en que el malestar se acabaría desbravando. No hicieron un buen pronóstico. Querían creer que el acceso de fiebre pasaría y que, entonces, podrían volver al esquema de relaciones de siempre. Por lo que hemos visto, sólo Aznar y muy pocos comprendieron de verdad la naturaleza y el alcance de esta revuelta catalana, no como la continuación de una táctica previsible de tensión crónica para alcanzar ventajas en el autogobierno, sino como la superación de un punto de no retorno, expresión de un cambio de mentalidad en una parte dinámica y central de las clases medias que, a su vez, se traducía en un cambio de actitud respecto del poder de Madrid y su autoridad.


  Los dirigentes del PP y del PSOE estaban acostumbrados a oír –⁠en boca de Jordi Pujol, Miquel Roca o Josep Antoni Duran i Lleida⁠– referencias más o menos veladas a la independencia, como simple hipótesis retórica en el caso de que el Estado no escuchara con atención las demandas de un catalanismo político que no quería romper España. Desde la transición, la independencia sólo había sido una referencia absolutamente irreal que se mencionaba de paso como un espantajo en los momentos en que la pulsión centralista era más aguda y más asfixiante. Los que aludían a una secesión de Cataluña y los que lo escuchaban sabían perfectamente que los independentistas eran pocos y sin ninguna relevancia, por eso este teatro tenía otra finalidad: recordar a las élites políticas y económicas de Madrid que gracias al nacionalismo catalán moderado –⁠entonces articulado en torno a CiU⁠– no se producía ningún descalabro y que eso tenía que ser correspondido con más competencias y recursos para la Generalitat, como era de esperar en una relación basada en el do ut des. En definitiva, Pujol y CiU subrayaban periódicamente ante el gobierno central su papel como barrera y freno a cualquier tentación de nacionalismo radical, para recordar que necesitaban obtener avances en el autogobierno, sin los cuales su papel, su prestigio y su hegemonía electoral no tenían sentido. CiU había fijado la idea de que el nacionalismo moderado era quien mejor defendía «los intereses de Cataluña en Madrid» y eso, obviamente, tenía que traducirse en realidades concretas que debían notarse en las políticas del día a día, desde el comercio hasta la escuela, pasando por las industrias, la cultura o la seguridad. El 17 de septiembre de 2003, al final de su mandato, Pujol dio una conferencia en el Colegio de Abogados de Madrid en la que explicitaba el drama de los nacionalistas moderados y lanzaba un mensaje de alerta, para quien quisiera entenderle: «Ante la evidencia de que no podremos negociar progresos autonómicos dentro del marco del Estatuto actual –⁠es decir, que para el gobierno central el Estatuto actual es un marco blindado a la baja y que no nos defiende del riesgo de involución⁠–⁠, el gobierno de la Generalitat ha debido renunciar a su estrategia de siempre y plantear la reforma del Estatuto. Por supuesto, no puede sumarse al entusiasmo de los que festejan la Constitución a base de interpretarla a la baja: somos contrarios a convertirla en una jaula cuyos barrotes van estrechándose».


  Acostumbrados a considerar la independencia de Cataluña como una mera bandera para el regateo táctico, cuando el proyecto de la secesión pasó a ser adoptado por más gente, los radares de Madrid no detectaron el cambio y eso duró bastante tiempo, casi hasta la celebración de la consulta del 9 de noviembre de 2014, que fue un éxito organizativo del independentismo y modificó la visión que el gobierno Rajoy –⁠y los poderes del Estado en general⁠– tenían del proceso soberanista. La noche de aquella jornada –⁠en la cual votaron más de dos millones de personas⁠–⁠, la comparecencia –⁠sin aceptar preguntas de la prensa⁠– del ministro de Justicia, Rafael Catalá, puso de manifiesto que algo había cambiado en la Moncloa en relación a los acontecimientos de la sociedad catalana.
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    Variaciones sobre la violencia

  


  1. Leviatán es el palo. El Minotauro tiene el palo. El Estado tiene el monopolio de la violencia legítima. Ignorar, olvidar, descuidar o menospreciar este axioma del poder ha resultado fatal para el movimiento independentista catalán, para sus líderes y para el conjunto de la sociedad catalana. Ha sido uno de los grandes errores estratégicos de la cúpula del proceso. La manera de razonar del independentismo era esta: «nosotros sólo contemplamos métodos democráticos y pacíficos, nosotros rechazamos cualquier acción armada, nosotros creemos en el diálogo, ergo este proceso será siempre pulcramente pacífico y democrático»; los dirigentes independentistas pensaron y quisieron pensar que el otro bando haría exactamente lo mismo. Pensaron que el Estado español seguiría a rajatabla una consigna que importantes políticos –⁠populares y socialistas⁠– dejaban caer cuando se referían a la situación vasca y al terrorismo de ETA: «en ausencia de violencia, se podrá hablar de todo». No ha sido así. En ausencia de violencia, no se ha podido hablar de nada, porque el gobierno de Mariano Rajoy decidió externalizar la gestión de este conflicto político a los fiscales y a los jueces. Y que la fuerza policial y de los tribunales hiciera el resto, pero ha sido un fracaso rotundo. ¿Qué puede hacer la justicia española ante dos millones de personas que renuncian a formar parte del Estado español y quieren construir un Estado catalán independiente?


  2. La paradoja sobre la que gira toda la cuestión de la violencia y el proceso: la Fiscalía acusa de rebelión a los líderes independentistas, lo cual obliga a buscar y encontrar violencia en la actuación de estas personas y en el desarrollo del proceso. Si no hay violencia probada, no hay posibilidad de que prospere el delito de rebelión. En el momento de escribir estas líneas, estamos a la espera de la sentencia del juicio en el Tribunal Supremo, la «causa especial 3/20907/2017». Las tesis de la Fiscalía beben directamente del relato del juez instructor, Pablo Llarena que, en su auto, escribió que «es evidente que la minuciosa ideación de la estrategia con la que pretendía imponerse la independencia en el territorio permite considerar que los principales responsables de estos hechos siempre hubieron de representarse que el proceso terminaría recurriendo a la utilización instrumental de la fuerza». A su vez, Llarena basó su relato en los atestados firmados por Daniel Baena, el teniente coronel jefe de la policía judicial de la Guardia Civil en Cataluña y máximo responsable de las investigaciones sobre el proceso; el diario digital Público descubrió y publicó que Baena tenía dos cuentas de Twitter con nombres falsos desde las cuales atacaba al independentismo, algo que hacía también durante el otoño de 2017, cuando ya tenía la misión de investigar todos los hechos en torno al referéndum unilateral. Dado que los independentistas han actuado siempre pacíficamente, el juez instructor Llarena toma precauciones y habla en condicional: «Aunque no fuera el reflejo de una violencia que estuviera ideada desde el principio como un instrumento para la consecución de la independencia (lo que esta resolución no excluye), desde luego permitió que todos los involucrados en el proceso se representaran el riesgo de que futuras movilizaciones pudieran estallar con episodios de fuerte lesividad y daño en el grupo social». Hay que retener la expresión «pudieran estallar». Una posibilidad entre mil. Detenidos por crímenes que todavía no han ocurrido, como la distopía cinematográfica Minority Report. La demanda de pena de rebelión se basa, por lo tanto, en una posibilidad, no en hecho alguno. A pesar de eso, el martes 4 de junio de 2019, el fiscal Javier Moreno concluyó, en la lectura de su informe definitivo en el Supremo, que «se enjuicia a unos dirigentes del gobierno catalán y de asociaciones que usaron la violencia para culminar un proceso de independencia».


  3. Sobre la mencionada paradoja de la violencia y el proceso hay, todavía, una contradicción importante. A diferencia de lo que afirma la Fiscalía, la Abogacía del Estado manifiesta, en su informe definitivo, que «no se puede considerar probado que el elemento de la violencia formara parte del plan de los acusados como medio para alcanzar sus fines» y añade que «no podemos entender que la referencia a la violencia sea al mero ejercicio de la fuerza». Rosa María Seoane, la abogada del Estado, piensa que los líderes independentistas cometieron un delito de sedición, no de rebelión. ¿Cuál es la diferencia? El delito de sedición está tipificado en el título de los delitos contra el orden público, en el artículo 544 y siguientes del Código Penal y castiga a los que, sin estar comprendidos en el delito de rebelión, «se alcen pública y tumultuariamente para impedir, por la fuerza o fuera de las vías legales, la aplicación de las leyes». La sedición está penada con entre cuatro y ocho años de prisión, que puede llegar a ser entre diez y quince para las autoridades que incurran en este tipo de alzamiento. El delito de rebelión está incluido en el título de los delitos contra la Constitución del Código Penal (472 y siguientes) y castiga a los que «se alcen violenta y públicamente» para, entre otros objetivos, declarar la independencia de una parte del territorio del Estado. También se aplica a los que actúen con violencia para derogar la Constitución, desposeer de sus prerrogativas al rey, disolver las Cortes o sustituir un gobierno por otro; la clave para acusar y condenar por este delito está en el uso de la violencia. En España, hasta el momento, sólo se ha condenado por rebelión a los máximos mandos del golpe de Estado del 23 de febrero de 1981; los militares Antonio Tejero y Jaime Milans del Bosch fueron condenados a treinta años de cárcel. Esta es la pena máxima prevista para el delito de rebelión, siempre y cuando se hayan esgrimido armas, causado estragos o ejercido violencia grave contra las personas. También está la posibilidad de rebajar la acusación a conspiración para la rebelión, lo cual implica reducir las penas previstas en uno o dos grados. Esta contradicción entre Fiscalía y Abogacía del Estado ilumina el colapso institucional que ha provocado el haber traspasado a los tribunales un problema político para reducirlo a un asunto penal y de orden público.


  4. ¿Golpistas o terroristas? La narrativa de ciertos medios ha querido presentar a los líderes del proceso como si fueran golpistas o terroristas. Convertirlos en terroristas ha sido imposible, porque la comparación del independentismo catalán con ETA tiene en contra el sentido común y la memoria colectiva, que discrimina perfectamente –⁠por encima de simpatías y antipatías ideológicas⁠– lo que es terrorismo de lo que no lo es, afortunadamente; en este caso, el intento de manipulación informativa ha chocado con la realidad de una Cataluña donde, a pesar de la crisis institucional, no ha pasado nada que tenga que ver ni remotamente con los años de plomo en Euskadi. También por eso ha sido imposible aplicar a las formaciones independentistas catalanas la Ley de Partidos, aprobada el año 2002, pensada para ilegalizar a Herri Batasuna y otras marcas de la izquierda abertzale, basándose en sus vínculos y relaciones con ETA. En cambio, el relato que asimila el proceso a un golpe de Estado –⁠y los líderes independentistas a los golpistas⁠– ha sido adoptado por un sector de la prensa española y también por la Fiscalía así como por la acusación particular, ejercida por el partido de ultraderecha Vox.


  Los que guardamos recuerdo de aquella noche del 23 de febrero de 1981, cuando parecía que la democracia estaba en peligro, sabemos que un golpe de Estado consiste en gente uniformada y armada secuestrando al gobierno y a los diputados elegidos por el pueblo y sacando tanques a la calle. Nada de eso tuvo lugar en Cataluña el otoño de 2017. Este criterio está avalado por muchos juristas de prestigio, que critican la vía unilateral y, al mismo tiempo, se pronuncian contra las tesis de la Fiscalía. Es el caso, por ejemplo, de José Antonio Martín Pallín, magistrado emérito del Tribunal Supremo, que lo explica con claridad en un artículo publicado en La Vanguardia el 6 de junio de 2019: «Una lectura rigurosa y estrictamente ajustada a los parámetros que marca el derecho penal sólo permite encajar la rebelión en los supuestos en que la violencia va acompañada de un asalto a la legalidad que cuesta materializar sin usar o llevar armas. Así lo ha considerado reiteradamente nuestra jurisprudencia en las pocas ocasiones en qué, afortunadamente, ha debido pronunciarse». El fiscal gallego remata con una metáfora eficaz: «En definitiva, para algunos la rebelión sin armas es como la cerveza sin alcohol. Es prácticamente agua, pero no deja de contener algunos insignificantes gramos de alcohol. Es posible que el paralelismo pueda resultar superficial, pero, en cualquier caso, vale más no jugar con las cosas de beber. Sin duda, resultará perjudicial a la salud democrática de nuestro país».


  5. Insistimos: ¿por qué ignoraron una realidad tan obvia los dirigentes independentistas? ¿Pensaban quizá que el Estado español se había convertido en Noruega de la noche a la mañana? ¿Por qué olvidaron a Max Weber? En el libro El político y el científico, el pensador alemán escribe que «el Estado, como todas las asociaciones políticas que históricamente lo han precedido, es una relación de “dominación” de hombres sobre hombres, que se sostiene por medio de la violencia legítima (es decir, de la que es vista como tal). Para subsistir necesita, por tanto, que los dominados acaten la autoridad que pretenden tener quienes en ese momento dominan». El editor Oriol Soler, miembro del núcleo conocido como «estado mayor» del proceso, vierte un poco de luz sobre este ángulo muerto del otoño de 2017. Lo explicó en una entrevista con Jordi Basté, en la emisora RAC1, el 25 de octubre de 2018. Era la primera vez que Soler hablaba públicamente de su experiencia en un lugar privilegiado de esta historia: «Hay un hecho el 1 de octubre que es fundamental para entender qué pasó entre el 1 y el 27. El 1 de octubre al mediodía hay una reunión en Palau [palacio de la Generalitat] donde una persona muy importante propone detener el referéndum porque literalmente dice “estos nos matarán”. En aquel momento, hay otra gente que responde que “si hay muertos, no es responsabilidad nuestra, qué culpa tenemos, no podemos detener esto”. Y también hay otra persona, todavía más importante, que da la razón a la primera y dice que los muertos “sí son responsabilidad nuestra, nosotros no le dijimos a la gente que habría muertos, no le dijimos que habría sangre, nosotros explicamos que esto era la revolución de las sonrisas”. Y, entonces, se produce un debate muy honesto y muy sincero. Eran momentos de mucha tensión. Se decide que no tiene ningún sentido detener el referéndum, todo el mundo está de acuerdo en ello. Pero hay un momento en que se dice aquí sucederán cosas que no nos esperábamos, podemos llegar a una situación de la que no hemos hablado y ante la cual no estamos preparados, y eso explica muchas cosas entre el 1 y el 27. El hecho de que el Estado esté dispuesto a utilizar la sangre para detener lo que venga realmente condiciona de forma definitiva lo que pasará entre el 1 y el 27 de octubre». A pesar de su papel relevante, las acusaciones del juicio del proceso no hicieron comparecer a Oriol Soler como testigo, ni tampoco a Xavier Vendrell ni a David Madí, integrantes los tres del sanedrín que asesoraba a Puigdemont y Junqueras.


  6. Uno de los políticos que ha sido juzgado en el Supremo me explicó, en el año 2014 o 2015, no lo recuerdo con exactitud, la anécdota siguiente: el dirigente independentista visita al embajador de Israel en España y hablan de la situación. En un momento de la conversación, el diplomático reflexiona sobre las muchas dificultades de crear un Estado nuevo y hace dos preguntas a su interlocutor catalán: «¿Está usted dispuesto a morir por la independencia de Cataluña? ¿Está usted dispuesto a matar por la misma causa?». Rostro de sorpresa en el visitante, que contesta sin tener que pensarlo: «Estoy dispuesto a morir por Cataluña, pero no estoy dispuesto a matar por mi nación». El embajador israelí toma nota mental de la respuesta y sonríe. Hoy, este político catalán está en prisión, una posibilidad que en aquel encuentro no se mencionó.


  7. La primera víctima del proceso catalán no fue ni un político ni un dirigente social. La mayoría no lo recuerda, pero yo lo tengo siempre muy presente, porque esta víctima encarna, con honestidad, la salida razonable y pactada que exigía este conflicto y que, desgraciadamente, no fue posible. Me refiero a Martín Rodríguez Sol, que, a principios del año 2013, fue forzado a dimitir como fiscal superior de Cataluña después de haber declarado públicamente que «al pueblo hay que darle la posibilidad de expresar lo que quiere; en general a cualquier pueblo». Rodríguez Sol no era ni es independentista, es un ciudadano partidario de la unidad de España, conservador ideológicamente, pero dijo lo que pensaba, desde una profunda convicción democrática. Le cortaron la cabeza. La decisión tenía también aires de venganza, concretamente del fiscal general del Estado, que entonces era Eduardo Torres-Dulce, porque Rodríguez Sol había abierto diligencias en relación a un borrador policial fantasma que había publicado El Mundo durante la campaña electoral de 2012, que acusaba a Artur Mas de tener cuentas en Suiza, una falsedad desmentida inmediatamente por el interesado y por los bancos helvéticos. Torres-Dulce desautorizó públicamente al fiscal superior de Cataluña por intentar perseguir judicialmente la calumnia, que formaba parte de la guerra sucia contra el independentismo realizada desde las cloacas del Estado, como se supo después. La caída de Rodríguez Sol fue aplaudida por el PP y por el PSOE, un consenso elocuente. Fue un sacrificio ritual, la quema del hereje, el castigo ejemplarizante que pretendía mantener el tabú sobre una eventual consulta democrática a la ciudadanía catalana y advertir, de paso, a los servidores del Estado que no podían desmarcarse ni un milímetro del guion oficial. Desde la recuperación de la democracia, fiscales y jueces habían hecho declaraciones sobre asuntos generales y no había pasado nunca nada, hasta que habló Rodríguez Sol. El fiscal caído en desgracia también tuvo la osadía de manifestar que el proceso respondía a «una realidad social de una parte importante de la población de Cataluña que cree que es mejor para Cataluña otro modelo». Este fiscal es un hombre honesto y decente, que actuó como el niño del cuento del vestido nuevo del emperador, y no se lo perdonaron.


  8. Tres violencias tres, como los tres Reyes Magos, los tres cerditos o un trío de ases. La violencia que la Fiscalía afirma que se produjo en la concentración pacífica ante la conselleria de Economia de la Generalitat el día 20 de septiembre de 2017 (y que es el motivo de que Jordi Sànchez y Jordi Cuixart fueran detenidos, acusados y juzgados); la violencia que la Fiscalía asegura que se produjo el día 1 de octubre de 2017 por parte de las personas que querían votar en el referéndum, y, en tercer lugar, la violencia que la Fiscalía considera que existió durante todo aquel periodo, un clima que define como de «tensión y enfrentamiento», entre el 20 de septiembre y el 1 de octubre. Es una violencia fantasma. Porque nadie la vio, ni los periodistas, unos profesionales dedicados a detectar estas cosas. Es significativo que los medios de comunicación –⁠incluidos los más hostiles a la causa independentista⁠– no relataran aquellos días incidentes de naturaleza violenta en Cataluña, a excepción de las brutales cargas policiales que tuvieron lugar la jornada del referéndum. Durante el juicio en el Tribunal Supremo, los fiscales han intentando fijar el relato según el cual las tres violencias existieron, promovidas por los acusados, y formando parte de un plan preconcebido para hacer triunfar la secesión.


  9. Las imágenes de agentes de la Policía Nacional y de la Guardia Civil golpeando a personas de todas las edades en pueblos y ciudades de un país de la Unión Europea el 1 de octubre de 2017 fueron emitidas por televisiones de todo el planeta y las fotografías de aquellos hechos se publicaron en la mayoría de medios escritos, digitales y de papel, de todas partes. El independentismo vio desmentida rotundamente una de sus previsiones más arraigadas: «El Estado español no se puede permitir imágenes de guardias civiles requisando urnas de los colegios electorales, no pueden hacerlo». Error total de cálculo. El Estado español se ha permitido eso y mucho más, como hemos comprobado. El profesor Enric Marín, de la órbita de ERC, lo admite en una entrevista publicada por el periódico Ara: «Se resume en la expresión “No se atreverán”. El Estado, efectivamente, tiene más fuerza de lo que pensabas. Más fuerza represiva, más alianzas internacionales, etc. Y en paralelo nosotros no tenemos la fuerza necesaria para tumbarlo. Y encima nos equivocamos con el tempo». Oriol Soler explica la misma idea de esta manera: «no dimensionamos bien la agresividad del Estado español ni nuestras fuerzas. Nosotros no esperábamos que el Estado español fuera un muro de hormigón, pensábamos que habría una posibilidad de diálogo» y añade que «el Estado intenta mostrar que, si continuamos, nos matará».


  El gobierno de Rajoy decidió que asumía los costes de imagen que se derivaran de aquel uso indiscriminado de la fuerza porque no podía dejar que el referéndum unilateral se convirtiera en un éxito de los independentistas, como así fue presentada la consulta del 9 de noviembre de 2014. Ante la violencia policial contra personas que querían votar, Pedro Sánchez, secretario general del PSOE entonces en la oposición, escribió este tuit: «Quiero dejar claro nuestro desacuerdo con las cargas policiales producidas en el día de hoy. El deseo de la pronta recuperación de los heridos. Y nuestra voluntad de exigir responsabilidades a los dirigentes que ordenaron esas cargas policiales». Después, los socialistas, contra lo que habían anunciado, retiraron la reprobación contra la vicepresidenta Sáenz de Santamaría por la actuación de las fuerzas de seguridad del Estado en Cataluña. Ni Rajoy, ni Sáenz de Santamaría, ni el ex-ministro Zoido tomaron la decisión de ordenar les cargas policiales el día del referéndum, según declararon solemnemente cuando testificaron en el Supremo; conclusión: poner en marcha la violencia es siempre un asunto menor, un trámite de los servidores del Estado que ocupan un nivel más bajo en el escalafón. El despliegue de estas fuerzas policiales, bautizado como Operación Copérnico, se mantuvo hasta pasadas las elecciones del 21 de diciembre, llegó a los 6.000 agentes en el momento más álgido, y costó 87 millones de euros a los contribuyentes, según el ministerio del Interior.


  10. Wolfgang Sofsky, uno de los principales estudiosos de este asunto, escribe esto en Tratado sobre la violencia: «Para utilizar eficazmente el propio cuerpo son necesarias ciertas condiciones. La sola fuerza bruta no siempre es suficiente. Hay que saber cómo lastimar al otro. Golpearle ciegamente con los puños en el tórax sin duda es menos efectivo que golpearle en la carótida. En la lucha cuerpo a cuerpo, los hombres conocen intuitivamente la vulnerabilidad ajena. Sabiendo cuáles son las partes vulnerables de uno mismo, se sabe cómo lastimar al otro. El resto es práctica. El buen luchador necesita un largo entrenamiento. Pero sobre todo necesita vencerse a sí mismo, si los nervios se lo permiten, en el momento de la acción. Hace falta una voluntad absoluta para lanzarse sobre el otro y golpearle. En el momento del ataque, una especie de descarga interior recorre el cuerpo. Es como si expulsara algo de su interior: un grito, un alarido salvaje, el primer golpe. Para convertirse uno mismo en un arma, no sólo hace falta dominarse; es preciso ser capaz de salir de sí mismo, de vencer la inercia del estado anímico».


  Según el departamento de Salut de la Generalitat, 1.066 personas fueron atendidas entre los días 1 y 4 de octubre de 2017 a consecuencia de las cargas efectuadas por los efectivos de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado. Además de ciudadanos, los servicios sanitarios atendieron a nueve agentes de la Policía Nacional, dos de la Guardia Civil y uno del cuerpo de Mossos d’Esquadra. Posteriormente, las cifras sobre policías nacionales y guardias civiles heridos fueron cambiando, incluso durante el juicio en el Supremo: el exdelegado del gobierno central en Cataluña, Enric Millo, y la exvicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría declararon –⁠bajo juramento⁠– que habían resultado heridos un total de noventa y tres agentes, una cifra muy lejos de la que dio el ministerio del Interior al día siguiente del referéndum, 431 funcionarios policiales heridos, y también más pequeña que la que facilitó el gobierno español a una pregunta del senador vasco Jon Iñarritu, 111. José Antonio Nieto, exsecretario de Estado de Seguridad y número dos del ministro Juan Ignacio Zoido, declaró en el Supremo que hubo agentes con «erosiones» y «contusiones», pero ninguno necesitó hospitalización.


  11. La Fiscalía hace responsables a los acusados de todos los heridos registrados el día 1 de octubre, votantes y agentes policiales. Las víctimas son presentadas como victimarios. La tesis de los fiscales del Supremo es que «no sólo no desconvocaron el referéndum sabiendo que iba a haber enfrentamientos sino que alentaron a la ciudadanía a acudir. Por eso quien crea el riesgo es el imputable del delito». El presidente Rajoy insistió en esta idea en su comparecencia durante el juicio contra los líderes del proceso, a preguntas del abogado Andreu Van den Eynde: «Si no se hubiera llamado a la gente a un referéndum ilegal, ni usted ni yo, ni nadie de los aquí presentes hubiéramos tenido que ver las lesiones de algunas personas y de algunos miembros de los cuerpos y fuerzas de la seguridad del Estado». No hay que ser muy perspicaz para darse cuenta de que, bajo esta lógica, cualquier ciudadano podría ser acusado de cualquier delito arbitrariamente, en función de lo que las autoridades consideren en cada circunstancia.


  12. El miedo y la violencia son inseparables. Hay una amplia generación de ciudadanos españoles educada en el miedo, es la generación de mis padres, todas esas personas que ahora tienen entre ochenta y noventa años, los que recuerdan el trauma de la guerra y, sobre todo, de la posguerra. El franquismo les inoculó el miedo y han ido llevando esta carga como han podido; la democracia no acabó de disolver el miedo de esta generación, aunque la puso al baño maría. No se puede explicar el proceso independentista catalán sin la falta de miedo de las nuevas generaciones, todos los que nacimos a partir de los años sesenta, los baby-boomers, los que ahora conformamos la parte más madura del segmento todavía activo de la sociedad catalana. El miedo de nuestros padres va unido a la memoria de la violencia estructural de la dictadura, la represión que conformaba el mundo dado por sentado, aquel universo normalizado de prohibiciones, censura y castigos dentro del cual crecieron, fueron educados y llegaron a la edad adulta. «El miedo a la represión franquista –⁠escribe Antonio Cazorla en su completo estudio sobre les condiciones de vida bajo la dictadura⁠– acabó siendo interiorizado por la población, pues casi nadie, niño o adulto, estaba en principio libre de padecerla. La sospecha de las autoridades abarcaba, además de lo que se hubiera hecho, hasta lo que pudiera haberse hecho o pensado [...] La pertenencia al bando erróneo o la mera posibilidad de que las autoridades lo creyesen inspiraban terror entre gentes de todas las edades y podía manifestarse en cualquier situación, incluso durante el tiempo de ocio. Por ejemplo, antes de cada película, en los cines se proyectaba el noticiario NO-DO, que con regularidad insertaba imágenes del Caudillo. No aplaudir cuando Franco aparecía en la pantalla era considerado un acto de sedición». Sedición, un delito que llega desde las profundidades de los años más oscuros hasta la actualidad.


  La ausencia de miedo ha sido esencial para que mucha gente asumiera la hipótesis de la independencia con normalidad: pensaban que, a diferencia de lo que sucedía en otras épocas, el Estado español no querría ni podría –⁠no se atrevería⁠– a reprimir de manera violenta una demanda democrática expresada pacíficamente por una parte importante de la sociedad. Durante meses, en varios artículos, yo mismo escribí que un elemento básico de la participación política de las nuevas generaciones es esta liberación del miedo. Eso explica la fuerte conmoción social que generó en Cataluña la respuesta violenta del Estado contra el proceso y, de manera especial, la intervención de efectivos de la Guardia Civil y la Policía Nacional contra las personas que, indefensas y desarmadas, pretendían votar y presentaron, en muchos casos, una resistencia pasiva.


  13. El miedo va por barrios. Muchos catalanes que no son partidarios de la independencia también tuvieron miedo durante el otoño de 2017, por todo lo que vivieron y sintieron, y también porque se fabricó un clima de pánico desde muchos medios de comunicación, sobre todo a raíz de las previsiones económicas y la decisión que tomaron en torno a 3.700 empresas de trasladar su sede social fuera de Cataluña después del referéndum unilateral. El cambio de domicilio social y fiscal de estas compañías no fue acompañado de la deslocalización de los centros operativos, pero el impacto en términos de imagen no se puede menospreciar. Con respecto a la percepción de los riesgos de la secesión fue muy determinante, a nivel popular, el cambio de sede de las dos grandes entidades financieras catalanas –⁠Caixabank y Banc Sabadell⁠– y la reacción que eso generó en muchos de sus clientes, que pidieron que sus depósitos fueran trasladados fuera del territorio catalán. La anécdota reveladora es que no pocos ciudadanos favorables a la independencia quisieron llevar sus ahorros a oficinas de otras Comunidades Autónomas, exactamente igual que los que estaban en contra del proceso, algo que debería invitar a una reflexión entre las bases del movimiento independentista. Los dirigentes del proceso se vieron desbordados por la fuerte presión de los poderes económicos y políticos en un terreno tan sensible, lo cual es sorprendente dada la cantidad de estudios e informes que, desde la Generalitat y desde el ámbito académico, se habían realizado para prever varios escenarios. La influencia de los grandes actores económicos –⁠ayudados por los poderes del Estado español⁠– se vio como nunca durante los días posteriores al 1 de octubre, y Puigdemont, Junqueras y varios de sus consellers recibieron visitas frecuentes de los principales dirigentes empresariales y financieros, para pedir que se evitara lo que se describía como un choque de trenes.


  En paralelo, el núcleo dirigente independentista no tuvo suficientemente en cuenta que el clima de inestabilidad crearía inquietud y miedo en muchos de los catalanes contrarios o indiferentes a la idea de un Estado independiente, y que eso exigía inteligencia por parte del Govern y los partidos independentistas. Oriol Soler, que como hemos explicado formaba parte del estado mayor del proceso pero no tenía responsabilidad institucional alguna, es quien ha hecho una autocrítica más severa sobre este asunto. Se lo confesaba al periodista Jordi Basté: «Lo más doloroso que hemos hecho mal es no ver esta parte tan importante de la población que estaba en contra de la independencia, que tuvo miedo y que reaccionó de una manera que nosotros no esperábamos. Nosotros no estábamos siendo lo bastante empáticos con toda esta gente y eso es una miopía y un error muy importante que debemos reconocer. Yo no quiero la independencia con un 40 % de la población catalana asustada [...] Nosotros tenemos la obligación de convencer a más gente y tenemos la obligación de ser mucho más empáticos con toda la gente que pasó miedo». Soler añade una anécdota personal para ilustrar su tesis, la llamada telefónica de una amiga no independentista de Ripollet, su ciudad, que «llorando me dice “Oriol he deseado que acabéis en la cárcel”. Imaginemos el grado de locura que llegamos a vivir entre todos. Hay una parte de la historia que no hemos visto, y hay gente que está sufriendo por eso, hay cosas que debemos mirar de otro modo».


  14. El 3 de octubre de 2017, a las nueve de la noche, Felipe VI salió por televisión para leer un discurso que genera indignación en los independentistas, desánimo entre los que quieren una salida dialogada, y notable desconcierto entre conspicuos monárquicos de Cataluña, que no acaban de entender ni el tono ni el contenido de las palabras del monarca. En cambio, lo aplauden enfervorizados los partidarios de la mano dura contra el movimiento independentista. El jefe del Estado no tiene ninguna palabra conciliadora, su intervención quiere dejar claro que hay unos vencedores y unos vencidos, y que el Minotauro es algo exclusivo de Madrid, que es quien tiene el palo. La Corona, aquella noche, se coloca junto a uno de los bandos del conflicto y renuncia a desempeñar un papel más o menos arbitral: «Sé muy bien que en Cataluña también hay mucha preocupación y gran inquietud con la conducta de las autoridades autonómicas. A quienes así lo sienten, les digo que no están solos, ni lo estarán; que tienen todo el apoyo y la solidaridad del resto de los españoles, y la garantía absoluta de nuestro Estado de Derecho en la defensa de su libertad y de sus derechos. Y al conjunto de los españoles, que viven con desasosiego y tristeza estos acontecimientos, les transmito un mensaje de tranquilidad, de confianza y, también, de esperanza».


  Es inevitable que muchos catalanes –⁠independentistas y no⁠– relacionen estas frases con los gritos de «a por ellos» que –⁠lanzados por ciudadanos anónimos⁠– acompañaron la salida de sus lugares de origen de varios efectivos de la Policía Nacional y la Guardia Civil que actuaron temporalmente en Cataluña durante el otoño del referéndum. Este «a por ellos» dio a la Operación Copérnico un aire bélico y de reconquista, una actitud agresiva que pone encima de la mesa el problema de fondo de la crisis catalana: el fracaso de una posible España plural que acepte la diferencia y no quiera someter por la fuerza las naciones que existen en el Estado. Los gritos de «a por ellos» manifiestan que, a los ojos de una parte de la sociedad española, la violencia es la única solución al conflicto. Muy pocos se acuerdan, a día de hoy, de que los discursos sobre Cataluña del padre de Felipe VI, el rey Juan Carlos I, salieron durante unos cuantos años de la pluma del escritor Baltasar Porcel; eran otros tiempos, sin duda.


  Lo que está claro es que ninguno de los asesores que circulaban esa noche por el palacio de La Zarzuela tuvo presente una reflexión muy pertinente de Hannah Arendt: «sustituir el poder con la violencia puede conducir a la victoria, pero el precio que debe pagarse es muy alto: no sólo lo paga el vencido, sino también el vencedor en relación con el poder propio. Esta situación es sobre todo cierta cuando el vencedor disfruta internamente de los beneficios de un gobierno constitucional». Por eso la relación del monarca con Cataluña se ha complicado enormemente a raíz de aquel discurso, que algunos querían que se convirtiera en una especie de versión posmoderna del mensaje televisivo de su padre la noche del 23 de febrero de 1981. Lo que nos enseña la autora de Los orígenes del totalitarismo conecta con lo que relata Sean MacBride, fundador de Amnistía Internacional, en sus memorias: «Mi experiencia irlandesa, y este era un tema de controversia con algunos de mis compañeros, me había enseñado, ¡ay!, que un sistema democrático aplicado satisfactoriamente en el interior del país podía perfectamente compaginarse con métodos arbitrarios aplicados al exterior para asegurarse la perpetuación de objetivos colonialistas o imperialistas». Aunque Cataluña no es una colonia, la advertencia del irlandés MacBride nos hace pensar en un hecho que interpela a cualquier observador internacional de la crisis catalana: el juicio del proceso y su corolario de decisiones inexplicables o claramente arbitrarias ha demostrado que es muy difícil que una democracia homologada funcione de manera discontinua, discrecional o a tiempo parcial.


  15. La Fiscalía ha intentado demostrar, durante el juicio en el Tribunal Supremo, que los Mossos d’Esquadra fueron utilizados de manera impropia por el Govern «golpista» de Cataluña para desplegar una supuesta violencia. Para hacerlo, han puesto el foco sobre Joaquim Forn, que era el conseller de Interior desde julio de 2017, en sustitución de Jordi Jané, que salió del Ejecutivo catalán en la última remodelación impulsada por Puigdemont antes de los hechos de octubre. Si el relato de los fiscales es el de un golpe de Estado, es imprescindible que haya un cuerpo armado relacionado con esos políticos a los cuales se acusa de promoverlo y llevarlo a cabo. Pero ahí también la Fiscalía choca con una realidad tozuda que desmiente rotundamente su narrativa. Cuando el mayor Josep Lluís Trapero es llamado como testigo de la defensa de Forn, se hace la luz en el Tribunal Supremo y la fábula de los fiscales se deshace. Según el hombre que entonces dirigía el cuerpo de Mossos d’Esquadra, él y todos los mandos dejaron claro al president Puigdemont, al vicepresident Junqueras y al conseller de Interior que «cumpliríamos las órdenes judiciales, que no se equivocaran; que el cuerpo no rompería nunca con la Constitución; que no acompañábamos el proyecto independentista y que estábamos molestos». La cúpula de los Mossos d’Esquadra no dudó ni un momento sobre quién era Leviatán en esta historia ni sobre dónde estaba el centro de gravedad de la violencia legítima. Cero fantasías, por lo tanto. Cero irresponsabilidad por parte de Trapero y los suyos. Pero el momento en que el mayor pincha el globo de la Fiscalía es cuando declara solemnemente, siempre bajo juramento, que tenía prevista «la detención del president de la Generalitat y de los consellers, si se nos ordenaba». No hay margen para las bromas. En aquel momento, también se pincha otro globo: el de una República imaginaria que no tenía ni la más mínima posibilidad de convertirse en realidad porque no era capaz de asumir el monopolio de la violencia legítima ni el control del territorio.


  Trapero niega cualquier complicidad del cuerpo de los Mossos d’Esquadra con la DUI y el independentismo en general y, al mismo tiempo, inevitablemente, subraya descarnadamente la frivolidad enorme de las decisiones políticas que se tomaron aquellos días en el Palau de la Generalitat. Con eso, contribuye decisivamente a desmontar la tesis del golpe de Estado y el delito de rebelión, pero describe perfectamente los límites reales del proceso en su versión unilateral, condenada al fracaso desde el principio. Lo que explica el máximo responsable policial de los Mossos es muy claro: «el 27 de octubre llamé al fiscal superior de Cataluña y al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña [...]. Habíamos tenido conocimiento de lo que había pasado en el Parlament [la declaración unilateral de independencia]. Desconocíamos la trascendencia jurídica de aquello y qué delitos podía haber, pero lo veíamos de una cierta gravedad. Nos poníamos a disposición del órgano judicial, especialmente por si ordenaban algún tipo de acción en este sentido. Acciones, por cierto, que teníamos previstas desde dos días antes». Dado que las acusaciones hacen agua cuando intentan probar que los Mossos d’Esquadra actuaron como una especie de milicia separatista, los fiscales optan por otro camino: presentar la policía autonómica catalana como un actor pasivo y dimisionario, que dejó hacer al independentismo mientras la Policía Nacional y la Guardia Civil tuvieron que emplearse a fondo para salvar el Estado. Esta tesis se basa en el hecho de que los Mossos, a pesar de cerrar muchos colegios electorales, no utilizaron la fuerza para impedir las votaciones de dos millones de personas el día 1 de octubre. A preguntas de los fiscales sobre este asunto, Trapero argumenta que hizo exactamente lo que era más coherente con el mandato expresado por las instancias judiciales ante la celebración de un referéndum que el Estado había prohibido: «La juez dice: actúen con paciencia, contención y garantizando la paz social. Esto no tiene prioridad en el mandamiento. No es primero una cosa y después la otra, es sólo una manera de hacer las cosas». La paz social, el bien superior a preservar, del que Trapero hace bandera como servidor público responsable. El mayor reivindica una policía con sentido común, que sabe que las porras no sirven de nada contra dos millones de personas que se manifiestan pacíficamente.


  16. La naturaleza trágica del papel de los Mossos durante el proceso es uno de los aspectos que atraviesa todo el conflicto como un subtexto que aparece y desaparece, y se proyecta sobre todas las demás dimensiones del conflicto. ¿Por qué es trágica? Lo es en el sentido que Isaiah Berlin establece cuando dice que toda decisión moral y política no puede dejar de ser trágica, porque implica una selección de un carácter especial entre dos alternativas normalmente malas. Los Mossos no podían abrazar una hipotética legalidad (rupturista) republicana que hubiera implicado desobedecer la legalidad constitucional española y, al mismo tiempo, no podían sumarse tampoco a la represión desproporcionada de las fuerzas policiales que coordinaba el coronel de la Guardia Civil Diego Pérez de los Cobos. ¿Qué debían hacer, por lo tanto, los Mossos? Quedaron en tierra de nadie, intentando desempeñar su tarea contra muchos impedimentos: concretaron los criterios que habían establecido las instancias judiciales según su metodología y su estilo, que no tenían nada que ver con el planteamiento de los mandos que dependían del gobierno español. Pérez de los Cobos, el antagonista de Trapero, dedicó su comparecencia ante el Tribunal Supremo a negar cualquier error por su parte y a presentar los Mossos como un cuerpo desleal que no hizo su labor durante los días agitados del otoño de 2017: «El dispositivo de los Mossos era manifiestamente insuficiente. No había duda de que los Mossos no impedían el referéndum y por lo tanto debíamos actuar».


  Los atentados yihadistas que tuvieron lugar en Barcelona y Cambrils el 17 de agosto de 2017 –⁠dieciséis muertos y 130 heridos⁠– proyectaron la imagen de los Mossos d’Esquadra como una policía eficaz de primer nivel, pero generaron también fuertes polémicas entre la administración central y la autonómica. Un alto cargo del Govern vaticinó que el éxito demostrado por los Mossos en aquella investigación «no nos lo perdonarán nunca, hemos demostrado que podemos hacerlo muy bien sin ellos». Diez días después de aquella masacre que golpeó a todo el país, se organizó una manifestación en la capital catalana, a la que asistieron las principales figuras políticas y también Felipe VI, que recibió una bronca ruidosa, propiciada, en parte, por entornos independentistas, sobre todo la ANC. Los gritos y los pitos contra el monarca convirtieron el homenaje a las víctimas de los atentados en un episodio de difícil gestión y digestión políticas. La tensión entre gobiernos fue a más, y el ambiente se calentó, a poco más de un mes del referéndum unilateral. Otro alto cargo de la Generalitat hizo entonces un ejercicio de futurología: «esto nos costará caro, esta se la han apuntado».


  17. Desobedecer o no desobedecer, esta es la cuestión. El proceso independentista descansa en algunos conceptos axiomáticos que todo el mundo utiliza y nadie sabe exactamente qué significan. Desobedecer es el verbo preferido de la CUP, la pata más pequeña y más radical de las tres del independentismo político, pero también ha acabado formando parte de la fraseología de ERC y de Junts per Catalunya. La ANC también gusta de emplearlo. No hablo de la desobediencia como delito que contempla el Código Penal español y del cual se acusa a los líderes juzgados en el Supremo. Me refiero al concepto filosófico-político que tiene en Henry David Thoreau uno de sus padres. El autor estadounidense nos dice esto, desde las profundidades del siglo XIX, cuando la industrialización capitalista consigue que Leviatán triplique su fuerza coercitiva: «El Estado nunca se enfrenta voluntariamente con la conciencia intelectual o moral de un hombre sino con su cuerpo, con sus sentidos. No se arma de honradez o de inteligencia sino que recurre a la simple fuerza física. Yo no he nacido para ser violentado. Seguiré mi propio camino. Veremos quién es el más fuerte. ¿Qué fuerza tiene la multitud?». A pesar de la retórica independentista, que repite el verbo desobedecer como un mantra, lo cierto es que –⁠más allá de los líderes en la cárcel y en el exilio⁠– todo el mundo tiende a obedecer, lo cual refuerza el poder condigno del Estado de manera automática. ¿Cuál es el marco de la desobediencia posible? Un malentendido estratégico –⁠compartido por republicanos y posconvergentes⁠– es haber pensado que se podría desobedecer desde las instituciones. ¿Desobediencia institucional? El diputado cupero Carles Riera ha utilizado esta expresión alguna vez pero es un oxímoron. O es institucional o es desobediencia, las dos cosas al mismo tiempo no puede ser. Llegamos, pues, a un callejón sin salida estratégico del proceso: convertir la Generalitat –⁠que es una parte del Estado en tanto que autonomía⁠– en un ámbito desobediente no ha funcionado ni podía funcionar, porque la lógica de una administración no puede convivir con la lógica rupturista de la desobediencia. La tecnoestructura de la administración catalana –⁠de cualquier administración⁠– es una jerarquía integrada por funcionarios que se mueven en el terreno de la seguridad jurídica y que, como es comprensible, ni pueden ni quieren aventurarse a explorar la dimensión desconocida. Por eso el referéndum del 1 de octubre fue posible, finalmente, porque el Govern desplazó a una esfera particular de voluntarios lo que, en el caso de una consulta pactada y oficial, correspondería a la maquinaria administrativa. Dicho de otro modo: la tecnoestructura hace muy difícil la desobediencia: la mayoría de funcionarios y muchos altos cargos simplemente no quieren firmar o validar acciones, medidas, trámites y documentos que se escapan del circuito normal previsto y que pueden ser, como mínimo, alegales, cuando no declaradamente ilegales. La treintena de altos cargos de la Generalitat que tienen causa abierta en el juzgado número 13 de Barcelona por el referéndum unilateral (acusados de desobediencia, malversación, falsedad documental, revelación de secreto y prevaricación) son la excepción que confirma la regla. El nexo crítico entre las decisiones políticas y la aplicación administrativa de estas convirtió la administración Puigdemont en una esfera que no servía para hacer la independencia, como sugerían las hojas de ruta aprobadas por los partidos soberanistas, que obviaban las dificultades objetivas de esta empresa. Las lealtades básicas de la cadena de mando entre gobierno y tecnoestructura autonómica se vieron influidas por las inseguridades, los vacíos y las órdenes contradictorias que surgían de las «conselleries». El caso de los Mossos es singular, como hemos visto, pero el razonamiento de sus mandos es extrapolable a muchos servidores públicos de varios departamentos: en caso de duda y de controversia, obedecer por sistema lo que llegue de Madrid, porque es quien tiene la titularidad del monopolio de la fuerza, en todas sus tres versiones: policía, tribunales y ministerio de Hacienda.


  18. El producto político del referéndum del 1 de octubre no es, como proclaman algunos dirigentes del proceso, sobre todo el president Quim Torra, «un mandato democrático», sino la sobrecarga de legitimidad que el movimiento independentista obtiene a partir de la violencia policial que exhibe el Estado sin disimulo; «nos cargamos de razón ante el mundo», resumen muchos independentistas de manera apremiada, pensando erróneamente que la condición de víctima te otorga automáticamente y siempre la razón política. Un segundo producto es la simpatía que la causa pueda generar en el ámbito internacional –⁠la opinión pública, no los gobiernos⁠– a partir de la difusión de las imágenes de lo que ocurrió ante los colegios electorales. La derrota se transforma en otra cosa, eventualmente en una victoria diferida. Esto es una adaptación posmoderna (y con todas las evidentes y enormes distancias que corresponden) del esquema irlandés clásico, el que encuentra en la represión un nuevo impulso para ampliar el movimiento, conseguir más apoyos y asumir un punto crítico de no retorno. ¿Por qué hablamos de esquema irlandés?


  El mes de abril de 1916, tuvo lugar en Dublín lo que se conoce como el Alzamiento de Pascua, una revuelta armada de los republicanos irlandeses con el objetivo de proclamar la independencia de la nación y librarse del poder británico. En esos momentos, los insurrectos no tenían un gran apoyo social y el Easter Rising era visto, por la mayoría de la población, como una locura de cuatro fanáticos que no habían calculado que el Imperio les aplastaría fácilmente. La vida política estaba dominada por el Partido Irlandés desde hacía décadas, formación que abogaba por un amplio autogobierno –⁠Home Rule⁠– y la plena colaboración en la gobernabilidad del Reino Unido. Aprovechando la Primera Guerra Mundial, los republicanos que querían romper con siglos de dominación británica se lanzaron al enfrentamiento armado, con más voluntarismo que inteligencia. La superioridad numérica, técnica y estratégica de las tropas británicas no dejaba opción alguna a los rebeldes. En torno a quinientas personas resultaron muertas y 2.600 heridas, en los combates de aquellos días.


  La represión del gobierno británico –⁠un Gabinete de guerra con miembros de varios partidos presidido por el liberal Herbert Asquith⁠– fue inmediata y durísima: los siete signatarios de la proclamación de independencia y máximos instigadores fueron juzgados y condenados a muerte por tribunales militares. Con ellos fueron juzgados también nueve dirigentes nacionalistas más, entre los cuales estaba sir Roger Casement, irlandés exdiplomático al servicio de Su Majestad que se unió a la causa republicana. En total, se ordenaron dieciséis ejecuciones entre el 3 de mayo y el 3 de agosto de aquel año. Asimismo, más de 1.860 personas vinculadas al movimiento nacionalista fueron encarceladas y deportadas sin juicio a prisiones y campos de internamiento de Escocia, Inglaterra y Gales. La revuelta armada fue fuertemente criticada por la sociedad irlandesa, que la vio como un acto irracional llevado a cabo por un grupúsculo alentado por, entre otros, los intereses de Alemania, potencia enemiga durante la Gran Guerra. El gobierno de Londres y la prensa presentaron los jefes de la revuelta como traidores. Pero todo cambió.


  La dureza de la represalia británica provocó un giro en la opinión pública, a pesar de la capacidad de los poderes de Londres a la hora de marcar la agenda. Tuvo un papel muy importante la prensa norteamericana, una parte de la cual mostraba simpatía por los rebeldes. Los mismos irlandeses que durante las horas posteriores a la revuelta habían insultado y escupido a los vencidos –⁠paseados por las calles de manera vergonzante por las tropas británicas⁠– empezaron a modificar su visión. Los que eran tildados de estúpidos movidos por una manía adolescente se convirtieron en patriotas admirables y mártires de la tierra. La Iglesia católica, tan influyente en aquel país, cambió completamente su inicial condena moral de los sublevados, y fue clave en la fabricación de un relato popular positivo y enaltecedor de los combatientes de Pascua. Varios historiadores afirman que los promotores del Easter Rising no eran unos románticos o unos meros iluminados, sino que previeron perfectamente que su sacrificio tendría un efecto irreversible sobre la conciencia nacional del pueblo, que de este modo se daría cuenta de la verdadera naturaleza injusta y colonial del poder británico. La lógica acción-reacción, tan presente en muchos procesos revolucionarios, funcionó en Irlanda. Poco a poco, los que eran calificados de elementos nocivos ocuparon el pedestal de los héroes. Eso coincidió con el desengaño y frustración que comportó el bloqueo del autogobierno que prometía el Partido Irlandés y que después de la etapa de Asquith debía tratarse con David Lloyd George, el nuevo primer ministro.


  El Sinn Féin –⁠partido que en su origen era monárquico, pactista y autonomista⁠– se transformó en 1917 en republicano y adoptó como objetivo la creación de un Estado irlandés independiente. El fracaso rotundo de la línea intervencionista en Westminster del desgastado Partido Irlandés dejaba mucho campo libre a una organización que –⁠contra lo que decía la propaganda británica⁠– no había tenido nada que ver en la preparación de la revuelta de Pascua. En las elecciones generales de 1918, las primeras después de la Gran Guerra, el Sinn Féin consiguió 73 de los 105 diputados que Irlanda enviaba al Parlamento británico. Los sinnfeiners se negaron a ocupar los escaños y establecieron una asamblea constituyente en Dublín a partir de enero de 1919. Lo primero que hicieron fue redactar una Declaración de Independencia y reafirmarse en la República que los rebeldes de 1916 soñaron. Entre aquel momento y el verano de 1921, tuvo lugar una guerra de guerrillas entre las tropas británicas y el nuevo Irish Republican Army (IRA), que finalizó con el tratado Anglo-Irlandés que permitía crear el Estado Libre de Irlanda (sin los condados del Norte y sin ser República), integrante del Imperio, como Canadá o Australia. No todo el mundo estuvo de acuerdo y la independencia empezó con una guerra civil entre irlandeses partidarios y contrarios del tratado, un conflicto de once meses que se prolongó hasta mayo de 1923, con la victoria de los primeros, que recibieron ayuda militar de Londres. Pero Irlanda, a pesar de ser independiente, no rompió del todo con la Corona británica y la Commonwealth hasta 1949, cuando adoptó oficialmente la forma de República. Fue un largo, violento y muy doloroso proceso.


  19. La hipótesis Maidán. Entre la primavera y el otoño de 2017, algunas personas del núcleo dirigente del independentismo, incluido alguien con influencia notable sobre Puigdemont y el Govern, exponían en conversaciones privadas lo que se conoció como «Maidán catalán», en alusión a la revuelta democrática y europeísta del invierno 2013-2014 en la capital de Ucrania contra el gobierno prorruso de aquel país, presidido por Víktor Yanukóvich. El plan era el siguiente: llenar las calles y las plazas de Cataluña de manifestantes independentistas pacíficos en caso de que el gobierno español reaccionara con la suspensión de la autonomía y otras medidas excepcionales. Y esperar. Aunque el Estado utilizara a la policía o al ejército para obligar a la gente a volver a sus hogares, la consigna sería resistir y dejar pasar el tiempo, hasta que la situación fuera insostenible y las autoridades de Madrid se vieran desbordadas. Los padres de esta idea pensaban que, llegados a este punto, la mediación internacional sería un hecho. Pero la hipótesis Maidán tenía un grave problema: nadie podía asegurar que no habría muertos, a causa de los disturbios, de enfrentamientos entre partidarios y contrarios de la independencia, o por la acción organizada de grupos unionistas que, con o sin el apoyo de entornos oficiales, quisieran crear incidentes graves para generar pánico entre las bases soberanistas. Maidán sobrevoló algunas conversaciones durante meses, como una salida que algunos consideraban plausible y otros tildaban de inviable y muy arriesgada. Finalmente, a finales de octubre de 2017, la hipótesis Maidán quedó en un cajón y nadie se atrevió a convertirla en realidad, aunque había entornos dispuestos a salir a la calle. El verdadero Maidán ucraniano fue una batalla campal y la represión policial provocó más de un centenar de muertos y medio millar de heridos. Ni Puigdemont ni ningún miembro de su Govern quería ser responsable de la muerte de nadie, lo cual explica que se cortaran por lo sano todas las iniciativas que apuntaban en esta línea, los días 27 de octubre y los inmediatos posteriores. Por otra parte, los líderes del proceso eran conscientes de que la revolución de las sonrisas –⁠integrada por las clases medias de un país con un buen nivel de vida⁠– no podía terminar como la matanza de Kiev de febrero de 2014. Y –⁠como dejó caerse un miembro del estado mayor independentista con una sonrisa maliciosa⁠– no estaba nada claro que, pasados los tres o cuatro primeros días de concentraciones, la mayoría de los manifestantes no decidieran que ya tenían suficiente y que no podían permitirse desatender su trabajo y sus obligaciones familiares.


  20. La violencia es clave en la lucha de relatos del proceso. ¿Quién la provoca? ¿Quién la sufre? ¿Qué finalidad tiene? La Fiscalía hace referencia siempre a una violencia que tiende a ser abstracta («normativa», «ambiental») mientras los acusados y el independentismo hablan, en cambio, de una violencia mucho más concreta, la de los agentes que golpearon brutalmente a los votantes del referéndum. Frente a una violencia fantasma que la Fiscalía necesita para condenar a los líderes del proceso aparece una violencia masiva y pública que el independentismo muestra como prueba concluyente y detallada de un Estado de tics autoritarios que niega un problema político y no quiere sentarse a dialogar. La manera como el juez Marchena ha tratado las muchas imágenes grabadas de violencia que se han aportado durante el juicio en el Supremo –⁠se han tenido que ver todas seguidas y sin que los abogados pudieran hacer comentarios para explicarlas o contextualizarlas⁠– nos dice exactamente dónde estamos en este combate de relatos. Los poderes del Estado no pueden permitir que la violencia abstracta se vea interpelada por la violencia concreta que documentan tantas imágenes grabadas. La solución es diluir esas imágenes mediante una reproducción amorfa que le quita sentido y, mediante la acumulación, deshace su valor a la vez que elimina el hilo temporal que nos permite establecer causas y consecuencias. En el fondo, es una operación de desnaturalización del documento que acredita la violencia, ni más ni menos.


  21. ¿Qué es y no es violencia? ¿Es violencia que el gobierno español decidiera que no se le renovaba la cátedra Príncipe de Asturias de la Fundación Endesa en la Universidad de Georgetown a la economista Clara Ponsatí (posteriormente consellera de Educació), porque había manifestado sus opiniones favorables a la independencia? ¿Es violencia que la diplomacia española impidiera la presentación anunciada de la novela Victus, de Albert Sánchez Piñol, en la sede de Utrecht del Instituto Cervantes? ¿Es violencia que el ministro del Interior, Jorge Fernández Díaz, y el director de la Oficina Antifraude de Cataluña, Daniel de Alfonso, se reúnan en el despacho del primero para acordar la fabricación de escándalos para desprestigiar y acusar a los dirigentes independentistas catalanes? ¿Es violencia que el Consejo General del Poder Judicial apartara al juez Santi Vidal de la carrera judicial por haber tomado parte, en su tiempo libre, en la redacción de un borrador de Constitución para Cataluña? ¿Es violencia que se publicara –⁠al dictado de las cloacas policiales del Estado⁠– que Xavier Trias tenía cuentas no declaradas en bancos de Andorra y Suiza, extremo que el exalcalde de Barcelona pudo negar documentalmente? ¿Es violencia que la ANC y Òmnium Cultural hayan sido víctimas de ataques informáticos y de varias campañas de desinformación desde determinados medios? ¿Es violencia que se haya inhabilitado al expresident Artur Mas, la exvicepresidenta del Govern Joana Ortega y la exconsellera Irene Rigau por la consulta del 9-N? ¿Es violencia que una persona sea insultada y amenazada porque lleva un lazo amarillo en la solapa en apoyo de los presos independentistas?


  22. ¿Por qué el Estado español ha elegido la violencia ante las demandas de dos millones de ciudadanos que no se sienten parte de este Estado, en vez de explorar una resolución dialogada, pacífica y pactada del conflicto? ¿Pretende la violencia utilizada algo más que reprimir y advertir? El pensador coreano Byung-Chul Han nos ofrece una posible respuesta: «La violencia siempre está dirigida al portador de una interioridad. La destrucción de una piedra no puede considerarse violencia. No sólo las personas, sino también las comunidades o los sistemas poseen una interioridad. Les es propia una tendencia-hacia-sí ipsocéntrica, una auto-posición. La violencia, como ataque destructivo desde fuera, funciona des-interiorizando. Esta des-coloca al yo que se posiciona. Por eso resulta tan descolocadora. El posicionamiento siempre trae pareja la posibilidad de su des-colocación. El poder, a diferencia de la violencia, no puede desubicarse, puesto que es posicionador. El acto de poder se define por la continuidad, interioridad y posicionamiento. La discontinuidad, des-interiorización y des-colocación son, en cambio, marcas estructurales de la violencia».
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  ¿Qué sucedió?


  ¿Se declaró o no la independencia de Cataluña? ¿Llegó a existir la República catalana, ni que sólo fuera por unas horas? ¿Se produjo realmente la ruptura o desconexión del Govern de la Generalitat del orden constitucional español? ¿Carles Puigdemont, Oriol Junqueras y los consellers tenían o no tenían preparadas las estructuras para alumbrar un nuevo Estado? ¿El acto representado en el Parlament el 27 de octubre de 2017 fue una declaración de independencia efectiva o una mera expresión «simbólica», como han dicho algunos de los protagonistas?


  Hay muchas preguntas.


  Y más que habrá.


  El juicio en el Tribunal Supremo no las ha contestado todas, ni mucho menos. Un juicio no busca la verdad, es un teatro y una lucha donde una parte quiere condenas y otra parte necesita absoluciones. Por eso los expertos hablan a menudo de «verdad procesal» en oposición a la «verdad material».


  Pero nos interesan los hechos, digan lo que digan los jueces finalmente. ¿Cuál es la verdad factual de la crisis catalana? ¿Qué sucedió de veras? Cuál es la realidad bajo capas y más capas de palabras, gestos, símbolos, imágenes y emociones que han convertido el proceso catalán en un enigma. En un holograma. En un espejismo. En una postal que se borra antes de haber podido imprimirse. Hay muchos ángulos muertos. Nadie sabe la verdad del proceso, todo el mundo se la fabrica a medida de sus necesidades. Todo el mundo tiene su proceso.


  El exceso de información también oculta la verdad. Nos distrae. Abundan los dedos que señalan la luna y miradas sobre los dedos. La luna no se ve, la luna no está, la luna es la luna de Valencia en forma de República zombi, que algunos invocan como un conjuro, como un fetiche, como una reliquia de un pasado que no fue nunca presente. Toneladas de declaraciones, toneladas de datos, toneladas de ruido. El sentido del acontecimiento se pierde en un bosque de silencios, de nombres, de circunstancias, de declaraciones. El sentido histórico del proceso, el sentido de cada gesto. La disección del acontecimiento como espectáculo de información sin ningún sentido. El juicio en el Supremo es la necropsia aproximada del hecho. ¿Encontraremos sentido en el acontecimiento que ya está muerto? Estamos advertidos sobre el reto: «La sociedad de la transparencia –⁠escribe Byung-Chul Han⁠–⁠, no sólo carece de verdad, sino también de apariencia. Ni la verdad ni la apariencia son tan aparentes. Solamente es por completo transparente el vacío. Para desterrar este vacío se pone en circulación una masa de información. La masa de información y de imágenes es una plenitud en la que todavía se deja notar el vacío. Un aumento de información y comunicación no esclarece por sí solo el mundo. La transparencia tampoco hace clarividente. La masa de información no engendra ninguna verdad». El proceso aparece a menudo como un vacío, una imagen engañosamente transparente. Creemos saber lo que pasó pero no lo sabemos.


  Los principales líderes del proceso, en la cárcel o el exilio, no pueden explicarse en libertad, como haría falta. Quizá algún día podrán hacerlo y lo querrán hacer. Ahora calculan mucho sus palabras. Políticamente, la verdad fáctica del proceso es indispensable aunque sea muy incómoda y aunque provoque irritación, desconcierto, desencanto u otros sentimientos entre mucha gente. ¿Cómo podemos saber qué ocurrió, pues?


  La mejor respuesta a la pregunta del millón la proporciona Xavier Melero, el abogado defensor de Joaquim Forn, el conseller de Interior durante aquellos días. En su informe de conclusiones en el Tribunal Supremo, el 12 de junio de 2019, el letrado Melero trata de mostrarnos los ángulos muertos del fatídico 27 de septiembre de 2017: «Poco después de las leyes de desconexión lo que hace el gobierno de la Generalitat es incumplir sistemáticamente el contenido de las mismas para que nada de lo que hiciera tuviera validez normativa ni desde el punto de vista de su propia legalidad republicana. El gobierno de la Generalitat incumple la proclamación de resultados, incumple la proclamación de la independencia, y vota una resolución de unos particulares (que unos diputados representantes del pueblo de Cataluña en un local ignoto elaboraron), vota como parte declarativa de una propuesta de resolución ese texto elaborado por terceros; nadie dice nada, nadie vota nada, y todo el mundo se va a su casa. No se arría la bandera, no se comunica nada al cuerpo diplomático, no se dictan decretos, ni leyes de desarrollo, y todo el mundo se adapta a la aplicación del artículo 155. Insisto, soy consciente de que a alguien puede molestar esta versión de los hechos, pero esto es lo que ocurrió y esto es lo que está documentado». Lo que explica es una suma de no acciones, una suma de incumplimientos. Los acusados –⁠también el público⁠– escuchan y observan a Melero con atención extrema. El abogado continúa: «Si algún núcleo de poder se ostentaba, de lo único que podemos ser testigos en este juicio, en esta sala, es a la renuncia voluntaria a la ejecución de cualesquiera de esos mecanismos. Concluyo diciendo pues que el gobierno no efectuó ninguna declaración de independencia, digan lo que quieran ellos, esto se deduce de documental obrante. La interpretación política no es de nuestra competencia».


  «No se arría la bandera.»


  «El gobierno no efectuó ninguna declaración de independencia.»


  Las frases todavía resuenan dentro de la sala del Tribunal Supremo. Efectivamente, la bandera española que ondeaba sobre el Palau de la Generalitat continuó en su lugar después de que Puigdemont dijera que habíamos pasado el Rubicón.


  Los políticos acusados tienen otra luz después de este discurso del defensor de Forn. Se ha roto algo. ¿Quizá se ha roto el hechizo?


  Melero es descarnado, Melero no tiene nada que ver con la narrativa del proceso. Es un abogado que no sale del registro técnico, no es independentista ni pretende parecerlo (estuvo entre los primeros impulsores del partido Ciudadanos, pero después lo dejó), no habla de política, maneja la ironía como el florete. Su objetivo es desmontar la acusación de rebelión, no sólo la que pesa sobre su cliente, también la del resto de acusados. Lo hace con habilidad, con solidez, con seguridad. El fiscal Javier Zaragoza había sido rotundo en sus conclusiones, el día antes: «Ahora ese plan era una ficción, un mal sueño. Nadie se responsabiliza. Ahora nadie quiso derogar la Constitución. Para los acusados el referéndum era una mera consulta sin consecuencias jurídicas. La declaración unilateral de independencia fue simbólica, como si se necesitara su publicación en el boletín oficial para declarar la independencia. Según ellos, lo ocurrido estuvo dentro del derecho a la manifestación, como dar patadas y golpes a los agentes que acudieron a cumplir con un mandato judicial». Melero, con el bisturí, replica estas palabras. No se deja nada. Se nota que disfruta cuando encuentra los puntos débiles de la Fiscalía.


  Sin embargo, el defensor de Forn no tiene más remedio –⁠para sustentar sus conclusiones⁠– que presentar a los líderes del proceso como una gente que no ha hecho lo que dijo que haría. Políticamente, los desnuda. Completamente. ¿Qué son? Que cada uno utilice la palabra que quiera. No son golpistas, viene a decir Melero, sencillamente no hicieron nada de lo que anunciaron que estaban haciendo. No son golpistas, todo era una comedia, todo era una broma. No amenazaron nunca al Estado, no son peligrosos, no deben ser condenados. Es la versión más próxima a los hechos que hoy tenemos. Es una versión con más pena que gloria.


  La historia que Melero explica no ha sido repetida, ni asumida, ni negada, ni rebatida por ninguno de los acusados. Como si el relato expuesto por el letrado estuviera en otra dimensión. No se habla de ello. Entre las bases del independentismo, este discurso provoca reacciones de todo tipo, generalmente alérgicas. El proceso, resumido a la manera de Melero, es un simulacro, una impostura, un decorado de cartón-piedra. También es el ensayo general (improvisado y torpe) de una revuelta. La versión de los hechos de Melero tiene un efecto traumático en determinados ambientes: los hechos así narrados no son heroicos ni épicos. Ni tienen nada que ver con la fraseología oficial independentista. De hecho, esta versión lleva directamente a la decepción, a la frustración.


  La bandera española no fue arriada. Es el signo más claro que, llegada la hora de la verdad, el proceso genera una disonancia cognitiva insoportable: los hechos y las palabras no casaban de modo alguno. «¿Si ya somos República independiente, qué hace la bandera de España allí arriba?», se preguntaban muchas personas que habían creído en este sueño. El teatro de las ilusiones había chocado con la más descarada realidad. La evidencia: aquel día no había cambiado el statu quo de Cataluña, ni en el más mínimo detalle.


  ¿Fue un engaño? ¿Fue un autoengaño? ¿Fue una cadena absurda de malentendidos y errores? ¿Fue, quizá, un poco de todo?


  Los fiscales del juicio aseguran que el proceso acaba con un intento de golpe de Estado. Llegan a sugerir que estamos ante un «golpe de Estado posmoderno», para justificar que personas sin armas y sin ejercer la violencia sean presentadas como golpistas. Melero afirma que no pasó nada, que todo fue un brindis al sol. La exconsellera Clara Ponsatí, desde su exilio escocés, manifiesta que el Govern «estábamos jugando al póquer e íbamos de farol», unas declaraciones que abonan –⁠sin querer⁠– la versión del abogado de Forn. Lo que describe Melero también coincide con el relato de Artur Mas, testigo privilegiado de la toma de decisiones de Puigdemont. Según Mas, la declaración del 27 de octubre fue «una resolución parlamentaria cargada de simbolismo pero sin efectos reales», un gesto que no relaciona con la mentira pero que considera que se exageró, como sucede a veces «en el mundo de la política». El expresident afirma, por lo tanto, que todo aquello fue una exageración. En conversación con el periodista Jordi Basté, el 21 de febrero de 2018, Mas –que era partidario de convocar elecciones– explica que «todos los actores que fueron al Parlament aquel 27 de octubre y que votaron a favor, todos sabían que aquello no tenía recorrido real. Otra cosa es que dieran más o menos importancia al simbolismo de aquella declaración, pero recorrido real, como después se demostró, no lo tenía», y añade que la prueba de eso es que «después de algo tan importante como una declaración de independencia, el gobierno del país no se reúne para tomar ninguna decisión». El editor Oriol Soler, miembro del estado mayor del proceso, define lo que sucede el día 27 de octubre como «un puñetazo sobre la mesa». Sumado y restado: parecía una declaración de independencia pero no lo era. Fue una DUI fake, una DUI retórica, una DUI como quien representa Els Pastorets, esa obra navideña del teatro popular-tradicional catalán. «Como si declaráramos la independencia», se podría decir. Una DUI «como si». El «como si» marca la historia del nacionalismo catalán desde hace décadas.


  Para explicarlo, debemos volver atrás, a la era pujolista. A partir de 1980, con su aterrizaje en la presidencia de la Generalitat, Jordi Pujol despliega una serie de estrategias para alcanzar un objetivo muy claro: proyectar la imagen de Cataluña como algo más que una mera comunidad autónoma de España. Inspirado de alguna manera en la experiencia de Prat de la Riba en la Mancomunitat –⁠mostrar más potencia institucional y política de la que verdaderamente se tiene⁠– Pujol hace lo imposible para que la acción de la Generalitat parezca la de un pequeño Estado de Europa más que la de una autonomía puntera del Reino de España. El pujolismo construye unos decorados y coloca unos espejos que consiguen dar una imagen de más poder del que verdaderamente hay. Todos los departamentos del Govern planifican y actúan bajo esta consigna: parecer un Estado, imitar las maneras de un Estado, como si Cataluña fuera un Estado. El «como si» forma parte del estilo de gobierno de Pujol durante veintitrés años de mandato. Cabe decir que algunos éxitos del autogobierno, como los Mossos d’Esquadra (policia autonómica), la escuela y TV3, también tienen algo que ver con la ambición que alienta la determinación de la estrategia del «como sí». Esta actitud se ve de manera muy especial en los viajes oficiales que Pujol realiza por todo el mundo, que consiguen hacer olvidar que él es –⁠en sentido estricto⁠– un gobernante regional del sur de Europa con unas muy limitadas competencias. Sus encuentros y fotografías con grandes líderes internacionales, como el presidente norteamericano George H. W. Bush, el canciller alemán Helmut Kohl, el presidente de Israel Jaim Herzog o el presidente checo Václav Havel, construyen una imagen que va mucho más allá de los límites autonómicos, y lo convierten en una especie de jefe de Estado sin serlo. Pujol, como si fuera un jefe de Estado. El «como si» funciona dentro y fuera de Cataluña: ante los catalanes, Pujol se representa como alguien con una agenda propia y como alguien que no necesita pasar por Madrid para salir al exterior; ante los gobiernos y los medios internacionales, Pujol hace el papel de político europeo de primera fila que, además, habla de un país que se llama Cataluña, un lugar donde las empresas pueden invertir, donde hay un buen nivel de vida, y donde se puede disfrutar de un patrimonio cultural atractivo.


  Fui testigo presencial de esta estrategia porque cubrí como periodista algunos viajes del president Pujol. En todos y cada uno de los detalles de las visitas que la Generalitat organizaba por todo el mundo era visible la intención que hemos referido. Pujol salía a vender Cataluña y, de paso, colocaba con naturalidad su mensaje sobre el hecho nacional catalán, nunca en términos independentistas, hay que dejarlo claro, aunque algunos ministros españoles de Asuntos Exteriores no llevaban muy bien esta gran actividad diplomática del president de la Generalitat.


  Recuerdo un viaje en que la estrategia del «como si» llegó a la máxima expresión. Fue tan lograda que provocó tensiones y reproches a tres bandas: entre el gobierno español, la Generalitat y el gobierno del país en cuestión. Situémonos en el aeropuerto de Bratislava, a primeros de junio de 1991. Después de unas jornadas en Praga, donde ha sido recibido por Havel, Pujol aterriza en territorio eslovaco; aunque las dos naciones todavía forman parte en aquellos momentos del mismo Estado, los anfitriones –⁠nacionalistas⁠– quieren aprovechar el momento para buscar complicidades con el líder catalán. Sólo hay banderas eslovacas y catalanas cuando Pujol baja del avión, y la ceremonia de bienvenida es digna de un jefe de Estado. Como si Eslovaquia y Cataluña fueran independientes. Recuerdo perfectamente que todos los periodistas presentes quedamos sorprendidos, y vaticinamos que aquellos honores no pasarían por alto al gobierno español. Efectivamente, el embajador de España en Checoslovaquia, el mallorquín José Luis Dicenta, saltó inmediatamente, y hubo protestas formales, declaraciones y contradeclaraciones. Dicenta habló en caliente con nosotros, los informadores, para denunciar lo que consideraba un tratamiento impropio a Pujol. El diplomático español podía haber callado pero se hizo el ofendido, lo cual todavía agrandó más el papel especial del president de la Generalitat. El teatro del poder que representaron las autoridades eslovacas en honor del president de Cataluña era una inesperada colaboración a la estrategia del «como si», que dio frutos durante muchos años.


  El pujolismo se acabó, pero el «como si» ha perdurado. El nuevo independentismo hace suya esta manera de hacer. Todo el proceso, desde el primer día, está inspirado –⁠de manera consciente e inconsciente⁠– por esta actitud de simular más poder, más fuerzas, más recursos, y más aliados de los que realmente se dispone. Lo hacen CiU y Artur Mas –⁠actores que es normal y lógico que recojan el modus operandi pujolista⁠– pero también lo hacen ERC, la CUP, la ANC, Òmnium Cultural y el conjunto del movimiento por la independencia. «La independència és a tocar» (la independencia está al alcance de la mano), decían los más entusiastas. Como si lo estuviera.


  El «como si» va bien para todo. Es un bálsamo milagroso. Para disimular la improvisación y hacer como si todo estuviera planificado y previsto (algo que sólo se han creído los fiscales del juicio); para tapar las agudas discrepancias entre los partidos y los líderes y hacer como si existiera una gran unidad independentista (algo que las bases han pedido siempre incansablemente); para magnificar cualquier gesto de apoyo llegado desde el extranjero y hacer como si todo el mundo viviera pendiente de la causa catalana, etc.


  Desde 2012, convergentes y republicanos han actuado y han hablado «como si» el objetivo de la independencia estuviera pactado con el gobierno español. Han dado a entender, han sugerido, han creado la ilusión de que el marco del proceso catalán era como el de Escocia, marcado por el acuerdo institucional entre los gobiernos escocés y británico. En algunos momentos, ha parecido también que el voluntarismo del independentismo buscaba la profecía autocumplida y que, a fuerza de repetirlo, llegaría una solución como la que habilitó Londres para las demandas del nacionalismo escocés. Durante meses y meses, las señales que enviaban los dirigentes independentistas se afanaban por fijar la idea de que el pacto con el Estado español caería como fruta madura y allanaría el camino de una manera ineluctable, irreversible e inexorable. Muchas cosas se han dicho y se han hecho como si el gobierno español estuviera dispuesto a sentarse a hablar, como si Rajoy contemplara la posibilidad del acuerdo, como si el Estado hubiera modificado de la noche a la mañana su visión de lo que siempre ha denominado «el problema catalán». Hasta la celebración de la consulta del 9 de noviembre de 2014, los líderes independentistas transmitieron la idea de que el proceso desembocaría, de una u otra forma, en un escenario pactado con Madrid. Se podría hablar, por lo tanto, de un autoengaño.


  Pero el «como si» tenía y tiene unos límites. Son exactamente los límites entre la voluntad y la posibilidad, entre las palabras y los hechos, entre las promesas y las realidades. El «como si» se acaba deshaciendo ante las condiciones objetivas, la correlación de fuerzas, el tacticismo, la gesticulación excesiva, los imprevistos, el descontrol y las órdenes contradictorias. Es lo que sucedió el viernes 27 de octubre de 2017. El telón cayó y la representación se acabó. El «como si» provoca que algunos todavía hablen de República a día de hoy. Como si viviéramos en una República. Como si.


  Recuerdo una conferencia pública de Elisenda Paluzie, actual presidenta de la ANC, a primeros de 2017. La profesora de Economía defendía lo que entonces todo el mundo denominaba RUI (Referéndum Unilateral de Independencia). Después se denominó simplemente «referéndum», pero siguió siendo unilateral. El president Puigdemont se había comprometido, en sede parlamentaria, que habría «referéndum o referéndum». Si no lo hubiera dicho de esta manera, Junts pel Sí habría perdido el apoyo de los diez diputados de la CUP, indispensables para mantener la mayoría independentista en la Cámara catalana. Paluzie afirmaba que había que hacer el referéndum aunque no fuera pactado con el gobierno español, aunque no se dieran las condiciones normales, aunque no hubiera garantías de un posterior reconocimiento de los resultados por parte de la comunidad internacional... Todo eso era secundario, según Paluzie, que respondía las preguntas sobre todas estas dudas con una seguridad envidiable. Su mensaje era que todo iría bien «si tenemos la determinación para hacerlo posible». No era la única que se expresaba en estos términos: el president Puigdemont, el vicepresident Junqueras y varios dirigentes políticos exhibían el mismo pensamiento. Una parte de los que escuchaban estos mensajes tan optimistas –⁠entre los cuales me cuento⁠– no acababan de entender cómo se podía sustentar la viabilidad de un objetivo político de esta envergadura a partir, sobre todo, de la fe. Algunos cargos institucionales no tuvieron problema alguno en echar mano de la tautología cuando eran entrevistados sobre el referéndum:


  –¿Puede asegurar usted que se celebrará el referéndum, a pesar de tener en contra al gobierno español?


  –Haremos el referéndum porque lo haremos. Votaremos porque votaremos. Lo haremos porque lo queremos hacer.


  Los diálogos podían tomar esta tonalidad y, entonces, los hechos dejaban de tener importancia. Eso duró muchos meses, hasta que este tipo de discursos tautológicos se normalizaron. Era como dar vueltas en la noria. A pesar de su debilidad, muchos políticos independentistas y muchos activistas –⁠y no pocos analistas y periodistas⁠– adoptaron este marco. Era una visión antipolítica que se basaba en el simple voluntarismo y en la convicción repetida y liberada de dudas.


  Todas las cuestiones que planteaban la gran complejidad de la empresa eran evitadas sistemáticamente. Pensé en Hannah Arendt: «Las posibilidades de que la verdad factual sobreviva al ataque del poder son de hecho muy reducidas; dicha verdad corre continuamente el riesgo de que la arrojen del mundo no ya por un tiempo, sino potencialmente para siempre. Los hechos y los acontecimientos son cosas mucho más frágiles que los axiomas, descubrimientos o teorías –⁠incluidas las más especulativas⁠– que produce la mente humana; tienen lugar en el campo de los asuntos siempre cambiantes de los hombres, en cuyo flujo no hay nada más permanente que la presunta relativa permanencia de la estructura de la mente humana. Una vez perdidos, ningún esfuerzo racional puede traerlos de vuelta». En este caso, el ataque a la verdad factual no provenía del poder, sino de aquellos que se oponían a él, lo cual era desconcertante.


  Y así, finalmente, el proceso se convirtió en un trampantojo de dimensiones gigantescas, una de aquellas pinturas que crean la ilusión óptica de una realidad tridimensional muy atractiva; dos de las claves de esta técnica son la perspectiva y el claroscuro. Del «como si» pujolista al trampantojo del proceso hay un camino de aceleración. Un camino que no se puede explicar haciendo únicamente referencia a la propaganda. No es tan sencillo. Si el «como si» ha durado tanto tiempo y el trampantojo ha sido tan convincente, debe ser por muchas causas. Atribuirlo todo, como hacen algunos, a una supuesta alienación colectiva es salirse por la tangente y negarse a comprender lo que ha ocurrido. Apunto esta hipótesis: si el Estado español hubiera puesto encima de la mesa un proyecto que se basara en el reconocimiento de la nación catalana que el Estatut recortado pretendía, es posible que el «como si» hubiera tenido menos capacidad de sumar y movilizar partidarios; al mismo tiempo, la desconexión habría sido innecesaria para muchos catalanes. A menos proyecto sobre una España diferente, más interés por un «como si» que apuntala una alternativa.


  Las preguntas vuelven siempre al mismo punto. Averiguar la verdad y, sobre todo, recorrer el hilo roto entre la realidad y la representación. Una verdad que también ha sido un elemento de poca importancia en el bando partidario de mantener Cataluña dentro de España. Una ilustración de esto nos lo ofrece, en su libro, Josep Martí, exsecretario de Comunicació del Govern con el president Mas: «En la sede de ABC viví en primera persona la experiencia de observar cómo la incredulidad ante un discurso no es óbice para que obtenga una respuesta diáfana por parte del interlocutor [...] Expliqué el proyecto del Govern para esa legislatura, referéndum incluido. Rubido [Bieito Rubido, director del periódico] escuchó cortésmente pero dejó muy claro que este era un proyecto político simplemente irrealizable y que contaría con los obstáculos habituales en política y también con aquellos de carácter excepcional. Para ejemplificar la vehemencia con la que se combatiría la posibilidad de un referéndum en Cataluña, añadió con naturalidad: “Por encima de la verdad está la unidad de España”. Una manera, como cualquier otra, de dar nombre a la razón de Estado».


  ¿Cuál es la relación entre lo que se anunció que se haría para alcanzar la independencia, lo que se hizo, y lo que se ha explicado luego que se hizo? ¿Cuál es la relación entre lo que pasó y lo que parece que pasó? Estas son las cuestiones políticas más difíciles. Hemos dicho, en otro capítulo, que el proceso es un relato que triunfa y una acción política que fracasa. Y no fracasa sólo porque el gobierno español se niega a una solución a la escocesa, también fracasa porque los dirigentes independentistas alimentan un malentendido que, en las horas críticas, hace imposible cualquier corrección del rumbo y cualquier rectificación. ¿Cuál es ese malentendido?


  Los dos partidos principales del independentismo, los convergentes y los republicanos, hermanados temporalmente dentro de Junts pel Sí, plantearon una hoja de ruta que modificaron después de las elecciones plebiscitarias del 27 de septiembre de 2015. Recordemos que, en esos comicios, el independentismo alcanzó la mayoría pero no ganó el plebiscito, no superó el umbral del 50 %. La hoja de ruta inicial de Junts pel Sí planteaba el siguiente itinerario:


  Si la ciudadanía de Cataluña elige, a través de las elecciones del 27-S, una mayoría de diputados a favor de la independencia, se iniciará un proceso hacia la creación de un Estado independiente. Votar la candidatura de Junts pel Sí significa otorgar el mandato democrático para hacer efectiva la hoja de ruta siguiente:


  El proceso hacia la creación de este Estado independiente se ha definido y consensuado a partir de los principios de soberanía, legitimidad democrática y participación, siguiendo las recomendaciones de expertos en el ámbito del derecho constitucional, del derecho internacional, de la ciencia política y de la realpolitik internacional.


  La pulcritud democrática está presente desde la obtención del mandato democrático a favor de la independencia –⁠en las elecciones de este 27-S⁠–⁠, hasta la ratificación de la Constitución del nuevo Estado mediante un referéndum final, pasando por el proceso de elaboración de la nueva Constitución, elaborada de forma democrática.


  Por otra parte, el rigor y la voluntad de aportar seguridad jurídica es un elemento fuerte del proceso para evitar que en ningún momento se produzca ningún vacío legal o de poder, sino que haya una continuidad institucional, jurídica, política y legal que permita gestionar con absoluta normalidad la proclamación de la independencia.


  El proceso hacia la creación de un Estado independiente consta de un proceso constituyente en dos fases:


  –Una primera fase: que empieza después del 27S con una declaración de inicio del proceso de independencia, con la creación de las estructuras de Estado necesarias desde un gobierno de concentración y el inicio del proceso constituyente de base social y popular; y posteriormente se procederá a la proclamación de la independencia, que supondrá la desconexión con respecto al ordenamiento jurídico español vigente, y a la aprobación de la ley de transitoriedad jurídica y de la ley del proceso constituyente.


  –Una segunda fase de carácter institucionalmente constituyente, que comprende la celebración de unas elecciones constituyentes, la culminación del proceso de creación del Estado independiente con la aprobación de la Constitución y su ratificación mediante referéndum.


  El proceso será reforzado políticamente por un gobierno de concentración lo más amplio posible, el cual deberá gestionar la agenda de negociación española, así como la agenda internacional para el reconocimiento del mandato a favor de la independencia.


  El mensaje de aquella hoja de ruta relativiza las dificultades para llevar a cabo la secesión así como el conflicto que representa con el poder central español. Se refiere a ello de un modo que, releído ahora el papel, hace pensar en una mezcla de ingenuidad y autoengaño. O en la fórmula «como si fuera fácil». El «como si» otra vez.


  En un primer fragmento, la hoja de ruta indica que «en caso de que el Estado español, mediante decisiones políticas y/o jurídicas, bloqueara el autogobierno de Cataluña, el Govern y el Parlament procederán a la proclamación de la independencia y a la aprobación de la Ley de transitoriedad jurídica». En un segundo fragmento, la hoja de ruta da por hecho que el Estado aceptará negociar aunque se reconoce que su actitud es de cierre: «Las herramientas de la agenda española son el diálogo y la negociación con el Estado. Habiendo constatado, de forma reiterada, la negativa en el ejercicio del derecho a decidir de los ciudadanos de Cataluña por parte del Estado, en el caso de obtener el mandato democrático el próximo 27-S en favor de la creación de un Estado independiente, se impone una fase negociadora con el Estado para hacer efectiva la independencia. Esta fase se quiere abrir manteniendo siempre una actitud expectante respecto de la alternativa de un referéndum vinculante por parte del Estado español sobre la independencia de Cataluña, oferta que debe ser compatible con el horizonte temporal contenido en este acuerdo para la proclamación de la independencia y la celebración de las elecciones constituyentes». El mantener abiertas al mismo tiempo las vías unilateral y negociada fue aceptado como lo más normal cuando era, de facto, admitir que el independentismo acabaría en un callejón sin salida si no conseguía una mayoría social que superara claramente el 51 %, y si no frenaba la pulsión unilateral y la aceleración.


  Bajo estas dos vías, se ha producido una lucha constante entre dos visiones del independentismo que el profesor de filosofía del derecho Pau Luque describe acertadamente del siguiente modo, a partir del pensador Jürgen Habermas: «Por un lado, estaban los que, quizá sin ser conscientes de ello, eran y siguen siendo habermasianos: piensan que la demanda independentista debe ser abordada mediante la deliberación política, métodos democráticos, etcétera. Por otro lado, estaban los que, seguramente sin saberlo, eran y son antihabermasianos: puro nacionalismo para el cual la cuestión de la independencia no es, en el fondo, política, sino de justicia; y, en virtud de ser tal cosa, la secesión puede y debe ser conseguida unilateralmente, sin deliberación política. Hay que decir que, durante bastante tiempo, fue difícil distinguir a los habermasianos de los antihabermasianos porque ambos usaban el mismo lenguaje habermasiano de deliberación y democracia». Luque añade, y lo comparto, que «en algún momento de 2015 o 2016, los habermasianos perdieron esa batalla en el seno del independentismo»; a mi modo de ver, hay dos grandes momentos de derrota de los independentistas habermasianos: el primero tiene lugar después de las elecciones del 27 de septiembre de 2015, cuando convergentes y republicanos no hacen caso de las cifras reales y deciden actuar como si hubieran ganado el plebiscito que iba ligado a esos comicios; el segundo tiene lugar los días 6, 7 y 8 de septiembre de 2017, cuando la mayoría independentista del Parlament aprueba la ley del referéndum de autodeterminación y la ley de transitoriedad jurídica y fundacional de la República, una decisión que rompe el reglamento de la Cámara catalana y deja sin derechos a los grupos de la oposición.


  Las dos vías en paralelo son el origen del malentendido del proceso, que también tiene que ver con lo que Clara Ponsatí denomina «ir de farol». Los dirigentes independentistas explican a las bases que los siguen que el objetivo de todo lo que se hace es la independencia pero, en realidad, el objetivo a corto plazo es conseguir un marco de negociación con el gobierno español, preferentemente sobre un referéndum, pero no únicamente, aunque eso no se revela para no perder fuerza ante la parte contraria ni para generar desconcierto entre los ciudadanos movilizados. Dicho de otro modo, el proceso catalán es al mismo tiempo un simulacro de desconexión (revestido de una retórica más o menos épica) y un intento de negociación con el Estado para evitar el salto al vacío. Las manifestaciones y las movilizaciones independentistas parecen momentos de una insurrección pacífica pero operan, en realidad, como un mecanismo de presión del gobierno catalán ante el gobierno español. ¿A quién quiere engañar el farol que señala Ponsatí? ¿A los poderes del Estado? Seguramente esta es la respuesta, pero es incompleta. El drama es que, de manera automática, el farol acaba engañando también a las bases del movimiento, porque la partida se les escapó de las manos.


  Finalmente, el president Puigdemont declaró la independencia porque no tenía garantías de que no se aplicaría el 155 ni margen de rectificación sin ser acusado de traición. Fue, por lo tanto, una declaración hecha de mala gana, puramente defensiva y reactiva, una declaración-escudo, hecha sólo para que no se dijera que no se había querido hacer. No era una declaración de independencia, era un gesto que agotaba la lógica del «como si» de manera fatalista, para contener la frustración y no tener que confesar que esa República que «tenemos al alcance de la mano» era sólo un trampantojo muy bien acabado.


  La legalidad republicana no se podía aplicar, era un ideal que se había desbravado en un esfuerzo inútil. El salto al vacío se produce desde lo alto de una silla. El Govern desobedeció a los poderes de Madrid pero no tenía fuerza para construir un poder alternativo que diera sentido a todo lo que se había hecho. La cúpula dirigente independentista no se plantea una batalla, trata de dar con el botón para parar máquinas, pero ya es tarde. Abandona después de la declaración fake. El abogado Melero lo narra así: «El gobierno de la Generalitat no tenía capacidad para imponer por la fuerza ningún marco normativo» y añade que el Ejecutivo presidido per Puigdemont «no sólo no cortó las amarras y retuvo el poder sino que hizo todo lo posible para ceder ese poder, para abandonarlo, para ponerlo a disposición del Estado el día 27 de octubre, sin la menor resistencia. Es decir, los únicos actos concluyentes, acreditados, documentados, en actas y diarios oficiales del Parlament de Cataluña, son actos de abandono del poder».


  El mundo nos mira y le cuesta descodificar lo que está pasando. Durante unas horas, los corresponsales extranjeros no saben si Cataluña es independiente, si el Estado español ha intervenido la autonomía, si el choque de trenes ha tenido lugar sin trenes, o si la República no se ve porque la ha dibujado Dalí con tinta invisible. La retórica oculta los hechos y no se sabe si los hechos son la realidad o la ficción. El país flota en el espacio de lo imposible pero no sabe ni que flota. Y las preguntas se acumulan: ¿Cuántos miembros del Govern eran conscientes del farol? ¿Cuántos integrantes del estado mayor del proceso dudaron en voz alta y lo dijeron antes de que Puigdemont enterrara la idea de convocar elecciones? ¿Qué pensaban los dirigentes de la ANC y de Òmnium Cultural cuando vieron que la independencia era sólo una palabra sin efecto alguno? ¿Creían las personas que votaron en el referéndum que se aplicaría el resultado de manera automática o eran conscientes de que aquel acontecimiento era otra cosa? ¿Por qué los líderes independentistas (consideraciones personales al margen) no fueron capaces de consensuar que se marchaban todos al exilio o que entraban todos en prisión? ¿Cómo es que los máximos responsables de la revolución de las sonrisas olvidaron que toda lógica revolucionaria pasa por un elemental cálculo de fuerzas y oportunidades? De nuevo, Arendt acude en nuestra ayuda: «Sin duda, la actitud política ante los hechos debe recorrer la estrecha senda que hay entre el peligro de considerarlos como resultado de algún desarrollo necesario –⁠es decir, como algo que los hombres no podrían haber evitado, como algo sobre lo que no pueden hacer nada⁠– y el peligro de negarlos, de tratar de manipularlos y borrarlos del mundo».


  El último día del juicio en el Tribunal Supremo, el presidente de Òmnium Cultural, Jordi Cuixart, acabó así su alegato final: «Les digo sin ningún tipo de acritud y tampoco de prepotencia, y con toda la serenidad del mundo: que estoy convencido de que ho tornarem a fer, que lo volveremos a hacer, y lo seguiremos haciendo como lo hemos hecho hasta ahora, pacíficamente, serenamente, pero con toda la determinación del mundo. Muchas gracias».


  Muchos se preguntaron, al oír estas palabras, qué es exactamente lo que se quería volver a hacer. No debe ser fácil responder a ello. Porque antes deberíamos saber a ciencia cierta qué es lo que pasó –⁠detrás del enorme trampantojo⁠– el otoño de 2017.


  
  
    11


    Identidades procesadas

  


  No hace falta ser nacionalista catalán para sumarse a la causa de la independencia de Cataluña, al contrario: muchos independentistas se definen hoy como no nacionalistas. No hay que sentirse únicamente catalán para ser partidario de la independencia, sentirse español es perfectamente compatible con querer vivir en una República catalana independiente. Se puede ser independentista y hacer campaña en castellano a favor de la secesión, porque no se pregunta ni el origen ni el idioma materno de la gente que quiere hacer este viaje. España es una realidad próxima y entrañable, aunque se quiera la separación del Estado español... Estos mensajes se repiten desde el año 2012 y forman parte del ideario del nuevo independentismo catalán.


  El discurso del nuevo independentismo no tiene como eje la defensa de la lengua y la cultura catalanas sino el bienestar y el progreso de todas las personas que viven en Cataluña. Los nuevos independentistas catalanes (a diferencia de los antiguos separatistas de los años veinte y treinta) no hablan de identidad ni de cultura, ponen el foco en la financiación, las infraestructuras, la creación y reparto de riqueza, el dinamismo empresarial, la globalización, el ascensor social, la formación, la calidad de vida, la equidad, los derechos sociales, la cohesión y la igualdad; hay, por lo tanto, una conexión evidente con una parte sustancial de la agenda típica del catalanismo político, impulsor de políticas de cariz reformista y modernizador. El puerto final del proceso es –sobre el papel– una República posnacional basada en la democracia avanzada y la justicia social, en la que cada uno podrá sentir la identidad que quiera y aspirar a una vida mejor. A pesar de este mensaje, en las elecciones catalanas del 21 de diciembre de 2017, celebradas bajo la intervención del artículo 155 de la Constitución, el partido más votado fue Ciudadanos (Cs), formación declaradamente contraria no sólo al independentismo sino a cualquier forma de catalanismo. Esta fuerza política –la más identitaria de todo el mapa catalán de partidos– consiguió 1.109.732 votos, un 25,35 %. Sus 36 diputados se convirtieron en el primer grupo de la oposición, en una Cámara donde el independentismo obtuvo la mayoría gracias a la suma de los escaños de Junts per Catalunya, ERC y la CUP.


  Este éxito espectacular del partido nacido contra la inmersión lingüística el año 2006, mucho antes del proceso, sorprendió a todo el mundo, y más cuando también venció en las diez ciudades más pobladas y fue la opción principal en el cinturón metropolitano de Barcelona, un dato más relevante todavía si se tiene en cuenta que no poseía ni posee alcaldía alguna en Cataluña, además de un número pequeño de concejales en todo el país. Este crecimiento de Cs provocó muchas preguntas y puso sobre la mesa los límites del discurso posidentitario del independentismo actual. Resumo la cuestión de esta manera: ¿cómo ha modificado el proceso independentista el concepto de catalanidad, si es que lo ha hecho? Y añado la doble pregunta del millón que sobrevuela todo el proceso desde el primer día: ¿se puede seguir afirmando que Cataluña es «un sol poble» (un solo pueblo) o quizá ahora se descubrirá que es otra cosa?


  Antes de abordar estas cuestiones (de una densidad y de una complejidad que superan con creces las dimensiones de un capítulo de este libro y reclaman, por lo tanto, uno obra específica y monográfica) quiero detenerme en un acontecimiento que pasó desapercibido para el gran público pero que tiene una notable importancia con respecto al asunto que estamos tratando.


  En enero de 2017, cuando más encendido era el debate político en torno al proceso, que enfilaba la recta final, Edicions 62 publicó el último libro del profesor Joan-Lluís Marfany, titulado Nacionalisme espanyol i catalanitat (1789-1859). Cap a una revisió de la Renaixença. El estudio, una obra de más de novecientas páginas, con una aportación de fuentes primarias espectacular, no tuvo el impacto que un trabajo de esta ambición y envergadura debería tener en una cultura normal, aunque fue recogido ampliamente por las páginas culturales y fue motivo de reseñas y comentarios. Huelga decir que la investigación de Marfany no tenía voluntad oportunista, pero iluminaba –inevitablemente– un rincón muy sensible del contexto político.


  La tesis del que fuera profesor de la Universidad de Liverpool durante muchos años es que los mismos hombres de la burguesía que impulsan la Renaixença –considerada tópicamente el punto de partida de la nueva conciencia nacional catalana– contribuyen a forjar el moderno nacionalismo español. Visión paradójica y alejada del relato historiográfico canónico. Una parte del nacionalismo español ochocentista y el regionalismo catalanista provienen de los mismos entornos. Su extenso estudio demuestra que «la ideología regionalista catalana» de aquel periodo tenía «un carácter complementario y subordinado respecto del nacionalismo español, del cual no se puede separar». La idea es disruptiva y sugerente: la prehistoria del catalanismo sale del mismo lugar que el moderno nacionalismo español. Hay que retener este dato para comprender bien que, a menudo, las identidades no tienen líneas tan claras como piensan aquellos que con más intensidad las quieren definir.


  Sin embargo, para los catalanes de hoy, y al margen del debate que corresponda entre historiadores, esta constatación no altera el sentido de la evolución posterior de lo que hemos denominado catalanismo y que, como hemos podido comprobar en otros capítulos, representa una maduración (ideológica, social y cultural) respecto de cómo se plantea políticamente la identidad de Cataluña como comunidad diferente y con el anhelo de ejercer alguna forma u otra de autogobierno. Que el españolismo moderno y el pre-catalanismo tengan una base compartida nos advierte sobre visiones demasiado estancas, pero no modifica el valor ni la trascendencia del nacionalismo catalán como movimiento capaz de articular mayorías sociales, generar toda una cultura política y elaborar un relato sobre la identidad de los catalanes.


  Lo que Marfany establece en su libro debe mucho –y así lo reconoce él mismo– a las investigaciones previas de Josep Maria Fradera, de manera especial a los trabajos que reunió en el volumen Cultura nacional en una sociedad dividida. Cataluña, 1838-1868. Todo gira sobre una «contradicción básica de la sociedad catalana» que, según este historiador experto en imperialismo, «consistía en la existencia de una clase dirigente capaz de acumular un enorme poder económico en sus manos, pero con unas grandes dificultades para conseguir que ello pesara como poder social. En otras palabras, una clase que, a pesar de aquella gran acumulación de poder, dominaba con dificultades la sociedad sobre la que se asentaba». Aquellas élites pujantes (como diríamos hoy) y, más concretamente, aquella burguesía industrial que formaba parte de ellas, se repliega paradójicamente sobre «una desconfianza crónica hacia el proceso de industrialización a causa de sus efectos no deseados» y es víctima de «una angustia evidente respecto del mundo que emergía y del que eran los principales artífices y beneficiarios». Élites impotentes y asustadas por un mundo que les costaba entender. Salvando todas las distancias, las clases medias protagonistas del proceso también experimentan impotencia, temor y desconcierto ante una globalización que el Estado español filtra de una determinada manera, en contra, a menudo de esta identidad sin Estado que es la catalanidad, vivida como algo más fuerte y consciente que un mero vínculo regional de segunda categoría. Hay que añadir que «la posición subordinada» que la clase dirigente catalana de mediados del XIX ocupaba «en los mecanismos de la política liberal a escala española» era un factor que «reforzaba las prevenciones y las angustias que sentían por el mundo que se expandía a su alrededor». Se sabían lejos de la sala de máquinas, lo cual acentuaba su malestar ideológico, a pesar de la acumulación de capital que protagonizaban. Teniendo presente las debilidades descritas, «el particularismo cultural del siglo XIX, aquel conjunto de percepciones y delimitaciones ideológicas y culturales que condujo al regionalismo político y a la denominada “Renaixença cultural”, era ante todo la expresión de la frustración que representaba el carlismo y de los temores asociados a la consolidación de la sociedad industrial».


  La conclusión de Fradera nos interpela sobre el fundamento de la catalanidad, una identidad que el catalanismo acaba formulando como conciencia nacional moderna. Encontramos ahí –parece– más una actitud defensiva que de reafirmación estricta, con respecto a unas élites que tenían que delimitar su perímetro: «Fue la crisis social abierta por la revolución liberal y el proceso de rápida expansión de la industria, con toda la carga de tensiones y de violencia que les era consustancial, lo que los condujo al esfuerzo por definir una “cultura nacional” y un sentido de identidad colectiva que no existía en el siglo XVIII». De ahí se derivará un «lenguaje de doble patriotismo», resultado de «la suma de cultura nacional y de particularismo político, que en estos años levantó el vuelo». El doble patriotismo o –dicho con las palabras de hoy– la vivencia de una identidad dual es un elemento que, como veremos, continúa presente en la sociedad catalana, incluso al lado del crecimiento del independentismo. Los burgueses ochocentistas de los que habla Fradera asumían una forma de catalanidad (barnizada por el regionalismo y diglósica) que era compatible con una españolidad emergente, la identidad que aseguraba la conexión con los poderes.


  En otro libro, La cultura del catalanisme, Marfany ve el desastre de 1898 como un catalizador del crecimiento y del cambio de planteamientos del nacionalismo catalán en el final de siglo, lo cual apunta vasos comunicantes obvios entre la derrota del españolismo oficial y el prestigio del nacionalismo catalán como discurso alternativo que se opone a aquel. Según Marfany, «lo que la crisis había hecho –diría yo– es quitar las últimas barreras psicológicas que habían impedido a mucha gente formular lo que hasta entonces sólo unos poquitos habían osado pensar y decir: que España sólo era un Estado y que la nación de los catalanes era Cataluña. Era lo único que faltaba para que naciera el movimiento». De alguna manera, la catalanidad pasaba a primer término y la identidad española adquiría un carácter secundario y administrativo. El peso y el ascendente del catalanismo explica la resistencia de lo que denominamos catalanidad, incluso cuando, bajo el franquismo, se perpetraron operaciones de apropiación y desnaturalización simbólicas que pretendían adulterar y adaptar al marco del régimen algunos elementos referenciales de la cultura catalana, tanto la popular como la alta cultura. La sardana, los castells, Jacint Verdaguer o Joan Maragall fueron víctimas de estas operaciones oficiales de vaciado e intento de fosilización.


  El profesor Núñez Seixas, experto en nacionalismos dentro y fuera de España, escribe que uno de los efectos inmediatos de la pérdida de Cuba y Puerto Rico, fue «una creciente obsesión en el nuevo enemigo interior que empezaba a vislumbrarse con fuerza, los nacionalismos periféricos –sobre todo, desde 1901, el catalanismo político, más tarde el nacionalismo vasco y, en menor medida, el galleguismo político–, lo que acrecentó el pesimismo cultural inaugurado por la derrota y agravó el “problema de España”». Las actitudes españolistas combativas que habían surgido en las dos islas por parte de los elementos más activos contra los independentistas llegaron después a España e «introdujeron una variante de nacionalismo integral, con querencias por el poder militar y una autoridad militar fuerte, cuya concepción de España se asemejaba a la de un cuartel: mando y jerarquía. Y que recelaba de cualquier concesión a los nuevos mambises de la península. El clima de exaltación patriótica finisecular dio cuerpo a un nacionalismo español hasta entonces socialmente difuso, pero existente».


  En definitiva, nacionalistas catalanes y vascos fueron considerados, a partir de entonces, las nuevas piezas perturbadoras de la anti-España, desplazando así en esta categoría a los insurrectos antillanos, los afrancesados, los moriscos y los judíos, todos ellos «enemigos» de una idea de comunidad nacional pura y homogénea. El nacionalismo español observa con irritación lo que ocurre en Cataluña y Euskadi y da con el elemento clave para su razón de ser una vez el imperio ha dejado de existir. «Al parecer –escribe Umberto Eco– no podemos pasarnos sin el enemigo. La figura del enemigo no puede ser abolida por los procesos de civilización. La necesidad es connatural también al hombre manso y amigo de la paz».


  En su libro Nationalism, el sociólogo Craig Calhoun nos advierte de que «la identidad colectiva no es exactamente equivalente a la cultura común, ni esta es una garantía de aquella, aunque ayuda». El caso catalán es especialmente embrollado en este sentido, porque, más allá de las identidades vividas de una u otra forma por los catalanes, hay un amplio consenso (en los ámbitos político, cultural, social y académico) que la cultura catalana tiene expresiones muy diversas y en dos lenguas, una de las cuales es, además, un idioma global, hablado por más de quinientos millones de personas, hecho que introduce una serie de consideraciones sobre la pervivencia y el uso social de la lengua más pequeña, con un correlato político que no se puede separar del impacto que generan las nuevas formas de comunicación y consumo, que superan marcos clásicos de incidencia de las políticas públicas como la escuela o los medios de información públicos. El triángulo lengua-identidad-comunidad es de una complejidad tal que el nuevo independentismo sólo ha podido despachar la cuestión mediante la desactivación de cualquier visión que pusiera en duda el concepto explícitamente híbrido, mestizo y abierto de la cultura catalana contemporánea, congruente con el enfoque cívico (no étnico) de su proyecto. Con todo, este consenso no ha podido frenar ciertos debates dentro del independentismo sobre, por ejemplo, qué consideración oficial debería tener el castellano en una hipotética República catalana. Creo que estas discusiones han carecido, algunas veces, del sentido de realidad y de oportunidad que hay que esperar cuando se abordan materias tan sensibles.


  Un buen resumen de cuál es nuestro paisaje a efectos de identidad y cultura lo encuentro en el libro El malestar en la cultura catalana, que Josep-Anton Fernàndez publicó en 2008: «La construcción de un espacio cultural catalán ha sido un elemento central de la política cultural en Cataluña en los últimos veinticinco años, un proceso que denominamos normalización cultural» y que Fernàndez ve como «la expresión de una amplia crisis de modelos culturales que es característicamente posmoderna, y que es triple. En primer lugar, es una crisis de los discursos de legitimación producida por la mercantilización resultante de los esfuerzos por construir un mercado y una industria culturales en catalán, y como efecto del establecimiento de la comunidad autónoma catalana, un tipo de estructura política que Manuel Castells denomina “casi-Estado nacional”, y que por su propia naturaleza sólo puede generar una legitimación débil de políticas, discursos e instituciones. En segundo lugar, es una crisis de producción de valor, en la que los mecanismos de selección de la cultura catalana no consiguen producir los efectos canonizadores deseados a causa de cambios estructurales experimentados desde 1976; [...] En último lugar, se trata de lo que denomino una crisis de identificación que afecta tanto a los discursos identitarios como a los procesos de representación simbólica. Las categorías identitarias activas en Cataluña hasta la restauración de la monarquía constitucional han experimentado un proceso de fragmentación y redefinición que ha disuelto el consenso sobre lo que significa ser catalán hoy». Si estiramos este hilo, comprobaremos que el proceso independentista, a pesar de haber decantado casi la mitad de la sociedad catalana hacia una solución rupturista que implica crear un nuevo marco político, no ha dado lugar a un nuevo consenso sobre la identidad, lo que permite pensar que el éxito de un partido como Cs (sobre una poco disimulada representación étnica de los catalanes que tienen el castellano como lengua materna y principal, y que viven al margen de la mayoría de referentes de catalanidad surgidos del discurso catalanista) responde a resortes profundos, que van más allá del miedo puntual a un eventual Estado catalán que pueda amenazar o disolver sus vínculos de todo tipo con el resto de España.


  Este punto nos lleva a uno de los grandes errores de la estrategia independentista a la hora de generar complicidades más allá del perímetro de los sectores sociales que participaban previamente del marco de referencias del nacionalismo catalán: subestimar el peso de las lealtades de tipo emocional y sentimental de una parte de la población catalana con raíces fuera de Cataluña, y pensar que la insistencia en los supuestos beneficios materiales de un nuevo Estado llevarían automáticamente a muchas personas a aceptar –con más o menos convencimiento– el divorcio con España. Los dirigentes independentistas pecaron de optimismo, aislados en su entusiasmo, sin darse cuenta de la densidad que tienen los vínculos inmateriales con un Estado constituido, que tiene herramientas enormes para fidelizar y generar marcos mentales de adhesión. Dicho de otra manera, la aceptación pasiva del marco autonómico bajo un relato catalanista muy compartido no equivalía, para estos catalanes, a dar el visto bueno a la independencia. Aunque los propagandistas de la causa independentista aseguraban que habría más inversiones sociales y un reparto más equitativo de la riqueza, estos catalanes con fuerte españolidad no dudaban de su posición, una actitud reforzada por el efecto de los mensajes apocalípticos sobre las consecuencias negativas del proceso. El politólogo y político canadiense Michael Ignatieff remarca que «la fe nacionalista nunca ha sido erosionada por argumentos económicos, porque el atractivo de la independencia nacionalista no es fundamentalmente económico. Es la atracción de la libertad, de la autodeterminación, de ser el dueño de tu propia casa. Este sueño es constante, especialmente para las élites locales que confían en alcanzar el poder». Como hemos visto, este argumento es reversible y vale exactamente igual para aquellos que no quieren ni pensar en una Cataluña fuera de España. Los dirigentes sociales y políticos actuaron sin tener en cuenta este ángulo muerto de su discurso.


  Hay que relacionar este fenómeno de lealtades que se desmarcan de la discusión racional con una idea que domina entre las élites de Madrid desde hace años: el Estado ha desaparecido de Cataluña, la autonomía (en manos de los nacionalistas) ha borrado progresivamente la presencia material y simbólica de España del territorio catalán y eso –consideran– ha debilitado (o roto definitivamente) el nexo de los catalanes con el poder central. El proceso se convierte –a ojos del Madrid del poder– en la confirmación de esta teoría y, entonces, se elaboran explicaciones improvisadas que buscan la causa de esta supuesta ausencia en la escuela catalana y los medios públicos que dependen de la Generalitat. El éxito electoral de Cs desmiente o matiza esta teoría, y recoloca la cuestión en el tablero de las identidades múltiples que cohabitan y se expresan en una misma sociedad. También pone el foco sobre la enorme fuerza performativa del llamado nacionalismo banal.


  Según Michael Billig, el nacionalismo banal se puede describir así: «En las naciones establecidas la gente olvida el rutinario ondear de la nacionalidad. Las banderas se funden con el fondo, ya que “nuestro” mundo particular es percibido como “el” mundo. La rutinaria distracción que implica el hecho de no darse cuenta de las banderas no ondeadas o de otros símbolos de la nacionalidad tiene su reflejo en la teoría académica. Sin embargo no son simplemente las banderas no ondeadas las que escapan a la atención. Incluso las saludadas pueden parecer tan habitualmente familiares –tan próximas en el hogar– que son ignoradas». El nacionalismo que no se considera tal cosa es nacionalismo banal, omnipresente pero transparente, por ejemplo, la bandera gigantesca de la madrileña plaza de Colón. Billig explica el mecanismo que mueve este tipo de actitudes: en la calle, las instituciones y los medios, podemos observar cómo el lenguaje sirve para esconder que quien tiene más poder (el Estado) es nacionalista; para hacerlo, se utilizan palabras como «patriotismo», «lealtad» o «identificación social», unos términos que –según señala Billig– «destierran la palabra nación, y con ella el espectro del nacionalismo, al menos con respecto a “nuestros” vínculos e identidades. El problema es que estos términos pasan por alto el objeto hacia el que se muestra la “lealtad” o la “identificación”: el Estado-nación». Como escribe el profesor Jorge Cagiao, «el patriotismo es ese comodín que se ha encontrado para que la gente viva serenamente su nacionalismo. El patriotismo –suele decirse– es el amor por la patria, por la nación propia, sentimiento muy natural, por lo demás. El nacionalismo, en cambio –suele explicarse–, es un amor irracional por la nación acompañado siempre de malas intenciones. El nacionalismo es la guerra, es el odio a los extranjeros, es someter a otros pueblos, conquistarlos, así todo un compendio de horrores. En realidad, el patriotismo y el nacionalismo son lo mismo, son amor y sentimiento de pertenencia a un colectivo nacional. Sólo que la palabra “nacionalismo” ha acabado siendo utilizada por el propio nacionalismo dominante (los Estados-nación) para hacer que su dominio sea todavía más eficaz e indiscutido, dándole un sentido peyorativo».


  El proceso independentista, como decíamos, va acompañado de la promoción de una catalanidad abierta, que es continuadora claramente de la idea de «un sol poble», formulada inicialmente por Josep Benet, como nos explica Jordi Amat en la excelente biografía de quien fue abogado, activista, historiador y político. El catalanismo de la posguerra y la transición democrática quería evitar la fractura civil y trabajó para cohesionar una sociedad donde el impacto de la inmigración peninsular reconfiguró la misma identidad colectiva, tal como se había representado antes de la Guerra Civil. Intervinieron muchos actores y muchas instancias, desde el PSUC a Jordi Pujol, pasando por los socialistas, la Iglesia, el Barça, el mundo educativo, los sindicatos y los entornos culturales... Todo el mundo tenía claro que hacer un solo pueblo requería esfuerzo, generosidad, mente abierta, prudencia y verter muchos recursos. Había que integrar, hacía falta sumar, había que hacer síntesis nuevas. Este pueblo tenía que estar cohesionado y no se basaba en los apellidos sino en la voluntad de formar parte de la comunidad.


  En diciembre de 1976, Pujol publicó en la Editorial Nova Terra (de católicos con un fuerte compromiso social) el libro La immigració, problema i esperança de Catalunya, donde ampliaba una conferencia que había dado en l’Hospitalet de Llobregat el 26 de marzo de aquel mismo año. El objetivo pujoliano es la integración de los que llegan al país: «Integrar significa que alguien pase a formar parte de una comunidad o de un ambiente, del que, inicialmente, estaba ausente. Por lo tanto, la acción de integrar está reñida con cualquier actitud de cierre. Tiene que haber puertas abiertas –todas las que se puedan abrir sin correr el peligro de que todo se desbrave– para que los otros puedan entrar». Según Pujol, que llevaba años pensando sobre la cuestión, «la lengua es un factor decisivo de la integración de los inmigrados a Cataluña. Es el más definitivo. Un hombre que habla catalán y que habla catalán a sus hijos es ya un catalán de pura cepa». A pesar de su rotundidad, este argumento aparece matizado a partir de una mirada realista sobre la sociedad: «Si la lengua se salva, se salvará todo. Ahora bien, hay valores que pueden ser defendidos sin que deban ser vinculados precisamente por la lengua. Además, hay que pensar que en ciertos casos es del todo imposible iniciar el proceso de integración a través de la lengua». Por otra parte, es muy relevante el reconocimiento que Pujol hace en estas páginas del papel del PSUC como motor de integración, del que afirma que «es el caso más claro y positivo en este campo» y añade que es un partido «serio y quiere construir, no hacer jaleo». Benet, Pujol, el PSUC y el libro Els altres catalans, de Paco Candel, forman parte de una vitrina que, a día de hoy, no sabemos si se ha roto o si sólo tiene unas pequeñas grietas.


  El magnífico resultado de Cs en las urnas después de los hechos del otoño de 2017 fue, por lo tanto, como una pedrada en esta vitrina donde el concepto de un solo pueblo es exhibido junto a lo que se conoce como «modelo catalán», una sociedad (fruto de las instituciones, la iniciativa privada y la sociedad civil) basada en una combinación singular de cohesión social, defensa de la identidad nacional, apertura, cosmopolitismo, dinamismo económico, convivencia y pactismo político. La institucionalización de este modelo ha sido calificada de success story por el nacionalismo catalán, una historia de éxito que, según las palabras de Pujol, ha salvado Cataluña «de la marginalidad, de la fragmentación y de la decadencia». No obstante, algunos han visto, en el reverso de este modelo catalán, los defectos y debilidades de un país presentado como «el oasis catalán», un lugar lleno de silencios, fallos, averías y corruptelas.


  La primera vez que Cs se presentó a las elecciones, en 2006, obtuvo sólo un 3 % de sufragios. En poco más de una década, su crecimiento ha sido espectacular. ¿Por qué nació Cs? Para destruir la base de los consensos generados por el catalanismo, asumidos por todos los partidos catalanes con representación parlamentaria, con la excepción variable del PP, que modulaba sus posiciones en función del momento y la oportunidad. La primera causa de Cs era denunciar y luchar contra la inmersión lingüística en las escuelas, cuestionando el modelo educativo construido y compartido por la mayoría de partidos, sindicatos, asociaciones y entidades del sector.


  El segundo manifiesto que difundieron los impulsores de Cs, en el año 2006, partía de una descripción que quería asimilar la situación de Cataluña a la del País Vasco, donde la violencia de ETA lo determinaba todo: «Esta situación debe acabarse. Hay que poner fin al monopolio nacionalista del espacio público, al afán de intervenir en todos los órdenes de la vida ciudadana, a la obligación de abrazar el credo catalanista para poder hacer política sin ser agredido, insultado y calumniado, al encubrimiento sistemático de la corrupción bajo el velo del patriotismo». No es casualidad que Fernando Savater, escritor y columnista especializado en demonizar todo el nacionalismo vasco, fuera uno de los padrinos del nacimiento de Cs. Los promotores de esta nueva marca política –muchos de ellos profesionales vinculados a la universidad, la cultura y los medios– no escondían su punto de partida: «Los territorios no tienen derechos. Sólo los tienen las personas. Los sentimientos de identidad, como los sentimientos religiosos o la orientación sexual, son dignos de respeto, pero rechazamos que se pretenda imponer proyectos políticos que los apoyen [...] Conviene no olvidar que si España es plural, Cataluña también lo es. El nuevo partido basará, por lo tanto, su discurso en el concepto de ciudadanía y denunciará el carácter antidemocrático de las ideologías identitarias». El proyecto también apuesta por la recentralización del Estado autonómico y la recuperación de poder por parte de Madrid: «El nuevo partido defenderá la Constitución española. Asumirá, por lo tanto, uno de sus principios básicos: la soberanía reside en el conjunto de la ciudadanía española, no en cada una de las Comunidades Autónomas. Propondrá racionalizar el sistema autonómico, cerrar el capítulo de transferencias conservando un gobierno central con los instrumentos necesarios para defender el bien común y convertir el Senado en cámara territorial».


  La paradoja es que, hoy por hoy, Cs es el partido más identitario de toda Cataluña, porque está monográficamente dedicado a la defensa de una españolidad supuestamente amenazada por el catalanismo y, más concretamente, por el proceso y el independentismo. Una españolidad que dice incluir la catalanidad pero que, en la práctica, se vincula a un concepto de España que excluye las diferencias. Resulta ilustrativo que la noche de las elecciones del 21 de diciembre de 2017, la cabeza de lista, Inés Arrimadas, hiciera toda su intervención sólo en castellano, igual que el líder del partido, Albert Rivera. El bilingüismo del que sus dirigentes hacen bandera es casi siempre un monolingüismo castellano, que se aplica, a veces, como una mera táctica de diferenciación en el mercado electoral.


  Partido identitario y voto identitario. A pesar de su decantación programática a la derecha, la oferta de Cs dirigida al votante catalán (otra cosa es cuando este partido se presenta a las elecciones generales o las de otras Comunidades Autónomas) deja de lado el eje ideológico clásico (derecha-izquierda) para insistir sólo en el eje nacional, con igual o más insistencia que los partidos independentistas, y con voluntad de pescar entre antiguos votantes del PP y del PSC, así como entre abstencionistas y sectores tradicionalmente no concernidos por los comicios al Parlament. Los resultados del 21-D –con una participación récord del 81,94 %– nos regalan una fotografía que cuestiona uno de los axiomas centrales de la Cataluña posterior a la dictadura. A partir de 1980, una parte de las políticas de la nueva Generalitat fueron destinadas a coser una sociedad con orígenes y referentes diversos. Los ayuntamientos democráticos, desde 1979, fueron esenciales para evitar que hubiera catalanes de primera y de segunda. La administración local –a menudo en manos de socialistas y comunistas– hizo mucho trabajo, sobre todo en el cinturón metropolitano de Barcelona, allí donde el «desarrollismo» del franquismo incentivó un crecimiento poblacional desaforado. En este contexto, la política lingüística consensuada por todos los partidos pretendía evitar la fractura en dos comunidades por razón de lengua así como dotar a todos los estudiantes de las mismas oportunidades al acabar la enseñanza obligatoria.


  La inmersión lingüística empezó a aplicarse en 1983, en varias escuelas de Santa Coloma de Gramenet, con el apoyo de familias castellanohablantes que querían que sus hijos fueran educados en la lengua catalana para que tuvieran así la oportunidad de conocer y ser eficientes en los dos idiomas. Aquellos padres entendieron que lo mejor para las nuevas generaciones era convertirse verdaderamente en bilingües, esta era la normalidad que se perseguía y se quería alcanzar gracias a la inmersión.


  El Barómetro de Opinión Pública del Centre d’Estudis d’Opinió (CEO), organismo público sometido al control del Parlament, anterior a la celebración de los últimos y anómalos comicios autonómicos catalanes, el de octubre de 2017, nos confirma que el voto a Cs tiene un fuerte componente identitario, quizá incluso étnico, en algunos casos. La frase con la que se identifican más los electores que dicen votar Cs –hasta el 44 %– es la siguiente: «Soy un español que vive en Cataluña». Asimismo, el 38,6 % de estos mismos votantes comparten la frase «Soy un catalán que vive en España». Con respecto a la autoubicación en la escala del sentimiento de pertenencia, el 14,7 % se siente «sólo español», el 20,9 % «más español que catalán», y el 63 % «tan español como catalán». Cuando se pregunta qué lengua recuerda haber hablado primero en casa, de pequeño, el 86,2 % de los votantes de Cs responde «castellano». Finalmente, el 87,3 % de estos electores no tiene ninguno de los abuelos nacidos en Cataluña. Pero la complejidad que esconde el crecimiento de Cs no puede ser explicada sólo por estas cifras. ¿Qué hay detrás de la adhesión a esta opción más allá de las lealtades a una españolidad genérica y defensiva? ¿O más allá de un rechazo frontal a la secesión de Cataluña?


  La Cataluña donde se impone Cs no forma parte de otro planeta, es fruto de las mismas decisiones y acciones que genera el país que vota independentista o que vota comunes o socialista. ¿Qué resortes mueven tantos catalanes a apoyar a un partido que representa una impugnación radical del programa catalanista? Cs (como el PP) niega que Cataluña sea una nación y, a partir de aquí, viene el resto. Para Cs, Cataluña es sólo una comunidad autónoma, una realidad administrativa, la nación es sólo España.


  Según la encuesta realizada por el CEO en mayo de 2019, la última de que dispongo al escribir estas líneas, predominan los catalanes que se sienten vinculados a dos identidades en la misma proporción. El grupo más numeroso de ciudadanos, hasta el 40,4 %, son los que se sienten «tan españoles como catalanes», seguidos de los que se sienten «sólo catalanes», que representan el 26,1 %, mientras los que dicen ser «más catalanes que españoles» llegan al 21,4 %. Los que se sienten «sólo españoles» son el 5,1 %, y el 3,1 % se siente más español que catalán. También hay un 2 % que no lo sabe y un 1,9 % que no contesta. Para tener la fotografía más precisa de las identidades, es bueno saber que hasta un 66,5 % piensa que Cataluña ha alcanzado «un nivel insuficiente de autonomía» ante un 22,9 % que considera que es «suficiente». Los que afirman que Cataluña tiene «demasiada autonomía» son el 6,2 %. Las cosas han cambiado mucho en menos de dos décadas. En el libro La hipòtesi de la independència, publicado el año 2001, el filólogo Albert Branchadell estimaba, a partir de varios sondeos de opinión, que «el apoyo a la independencia entre la población, a pesar de ser considerable, en ningún caso es mayoritario: la opción independentista es fluctuante y, si dejamos de lado las dos encuestas de 1988, llega difícilmente a un tercio de las preferencias, que es del todo insuficiente para que esta opción pueda resultar victoriosa en un referéndum de autodeterminación, una conclusión que es reforzada por las encuestas sobre la identificación nacional de los catalanes». Recordemos que la mayoría absoluta de Aznar se produjo en el 2000, un momento en qué –como hemos visto en otros capítulos– la apuesta por recentralizar el Estado es inequívoca.


  La comunidad imaginada de los catalanes es un espacio donde conviven dos identidades más o menos fuertes que se combinan, se relacionan, se ignoran y también se excluyen, con intensidades diferentes, como nos indican las encuestas. Tomo el término «comunidad imaginada» del politólogo Benedict Anderson, que define de la siguiente manera el término nación: «una comunidad política imaginada como inherentemente limitada y soberana». Catalanidad y españolidad forman parte de la Cataluña actual, y parece que el proceso independentista ha contribuido a subrayar la españolidad de una parte de la población, justamente la que puede haber encontrado en el voto a Cs una manera de oponerse a un proyecto que no quiere ni comparte. Vale la pena mencionar lo que Ignatieff reflexiona en torno a la comunidad imaginada de los canadienses y de los quebequeses: «Nunca se sabe quiénes son los extraños que comparten con uno su nación. Así que resulta necesario imaginar qué es lo que se tiene en común y en esta imaginación compartida, los desconocidos se convierten en ciudadanos, es decir, gente que comparte unos mismos derechos y una misma imagen del lugar en el que viven. Es por ello que una nación es una comunidad imaginaria. Sin embargo, esta imaginación compartida nunca coincide exactamente, nunca se comparte del mismo modo. Cuando pienso ahora en el Canadá que creíamos que compartíamos, me doy cuenta de que los ingleses y los franceses nunca lo imaginamos del mismo modo».


  El nuevo independentismo afirma que la españolidad no es una identidad incompatible con la condición de ciudadano de una futura República catalana, pero la mayoría de los catalanes que viven la españolidad como marco mental y sentimental principal no compran este argumento, aunque hay independentistas que hablan en castellano y hacen bandera de sus raíces fuera de Cataluña. Eso ha llevado a algunos sectores a hablar –medio en broma y medio en serio– de una hipotética secesión de Barcelona, el área metropolitana barcelonesa y una parte de las comarcas de Tarragona en caso que llegara la independencia real de Cataluña; este supuesto territorio, bautizado como «Tabarnia», se mantendría vinculado a España a partir de la lengua castellana y el sentimiento de españolidad de muchos de sus habitantes.


  La identidad –ya lo sabemos– no es un hecho natural y al margen del nacionalismo, como pensaban nuestros antepasados de manera ingenua. El admirado Gaziel escribió, en marzo de 1926, un artículo que hoy no se sostiene conceptualmente: «Otra distinción capital. La catalanidad es obra exclusiva de la naturaleza. El catalanismo ha podido ser, y a menudo ha sido en parte, una creación del hombre, como esos frutos que el jardinero experto obliga a crecer y desarrollarse en determinada forma, por medio de manipulaciones e injertos, aprovechándose de los jugos naturales de la planta. La catalanidad es por esencia un fenómeno vital, una afirmación de sí misma». Nacionalismo e identidad son conceptos estrechamente relacionados, porque todo nacionalismo crea identidad y toda identidad no se puede desvincular de un determinado relato nacional. El relato del independentismo catalán se pretende superador de las identidades clásicas y aspira a considerar el sentimiento nacional casi como un «asunto privado» de cada individuo, una dimensión que todos los ciudadanos de una futura República catalana gestionarán con unas dosis de sentido común y armonía que tenderán a eliminar el choque de identidades del espacio público. Pero una cosa es el deseo y otra es la realidad. El hecho es que las viejas preguntas regresan y no tenemos una respuesta clara y satisfactoria.


  ¿Era un autoengaño la idea de una Cataluña plenamente cohesionada sobre un mínimo denominador común? ¿Se ha alimentado un espejismo hasta que un artefacto político ha mostrado el cambio de paisaje? ¿Benet y Candel han sido superados por nuevos fenómenos que no se han sabido prever? Tocará hablar de todo eso para comprender cómo es el país de ahora mismo. También habrá que revisar apriorismos desde el catalanismo en general. ¿Qué ha pasado con una parte de las nuevas generaciones de catalanes para que se sientan atraídas por un discurso tan desacomplejadamente españolista? ¿Ha habido demasiado paternalismo o demasiada simplificación detrás de ciertas acciones políticas del Govern de la Generalitat? ¿Se ha tendido a pensar que Cataluña es un país más cohesionado de lo que realmente es? ¿Ha tapado el relato catalanista una diversidad de transformaciones a las que no se ha dedicado bastante atención?


  Las identidades son percibidas hoy de manera sistemáticamente sospechosa por muchos pensadores globales anglosajones, que ponen en el mismo saco cosas tan distintas como el yihadismo, el Brexit, los votantes de Trump, el neoimperialismo ruso, el nacionalismo étnico que actúa violentamente, y un movimiento pacífico y democrático como el que ha impulsado el proceso catalán. Eso hace que debamos afinar mucho a la hora de explicar y explicarnos qué sucede en Cataluña y entre los catalanes. Francis Fukuyama, desde el centro del imperio, escribe que nacionalismo e islamismo «pueden considerarse un tipo de política de identidad» y asegura que «guardan importantes similitudes» porque ambos «brindan una ideología que explica por qué las personas se sienten solas y confusas, y ambos se centran en la victimización, que culpa de la situación infeliz del individuo a grupos ajenos. Y ambos exigen el reconocimiento de la dignidad de manera restrictiva: no para todos los seres humanos, sino para los miembros de un grupo nacional o religioso en particular». Fukuyama no es una excepción y manifiesta, sin querer, las enormes dificultades que tienen las élites globales a la hora de interpretar adecuadamente, sin desfigurarlos, los movimientos democráticos que ponen encima de la mesa, bajo nuevas formas, la vieja batalla ilustrada y universalista de la libertad, la igualdad y la fraternidad.


  
  
     


    Cronología del proceso catalán 2009-2019

  


  2009


  –13 de septiembre: Se celebra en Arenys de Munt una consulta municipal sobre la independencia de Cataluña en la que se impone el sí con un 96 % y con una participación del 42 %. Esta iniciativa es impulsada por el Moviment Arenyenc per a l’Autodeterminació.


  –26 de noviembre: Varios periódicos catalanes publican un editorial conjunto en defensa del Estatut catalán titulado «La dignidad de Cataluña». Se trata de los siguientes medios: La Vanguardia, El Periódico de Catalunya, Avui, El Punt, Diari de Girona, Diari de Tarragona, Segre, La Mañana, Regió7, El 9 Nou, Diari de Sabadell y Diari de Terrassa.


  –13 de diciembre: Se celebra la primera ola de consultas municipales sobre la independencia de Cataluña en 166 municipios de veintinueve comarcas. Se impone el sí con un 94,89 % a favor y una participación del 27,41 %.


  2010


  –28 de febrero: Se celebra la segunda ola de consultas municipales sobre la independencia de Cataluña en ochenta municipios de veinticinco comarcas. Se impone el sí con un 92 % y una participación del 21,1 %. Los dos municipios mayores que participan son El Vendrell y Molins de Rei.


  –25 de abril: Se celebra la tercera ola de consultas municipales sobre la independencia de Cataluña en 212 municipios de 34 comarcas. Se impone el sí con un 92,1 % y una participación del 17,5 %. Los municipios mayores que participan son Lleida, Girona y Reus.


  –20 de junio: Se celebra la cuarta ola de consultas municipales sobre la independencia de Cataluña en 48 municipios de veinticinco comarcas. Se impone el sí con un 88,8 % y una participación del 14,1 %. Los municipios más destacados que participan son Mataró, Sant Feliu de Llobregat y Cornellà de Llobregat, ciudad donde se alcanza el récord de votos en contra, con un 19,58 %.


  –28 de junio: El Tribunal Constitucional dicta sentencia sobre el Estatut de Cataluña aprobado en 2006.


  –10 de julio: Se celebra la manifestación contra el recorte del Estatut bajo el lema «Som una nació. Nosaltres decidim» (Somos una nación. Nosotros decidimos) impulsada por Òmnium Cultural. Participan en ella un millón de personas aproximadamente, según la Guardia Urbana de Barcelona.


  –28 de noviembre: CiU gana las elecciones catalanas con 62 diputados mientras el PSC obtiene veintiocho, y ERC consigue diez, los mismos que ICV. El PP suma dieciocho diputados, Cs se mantiene con tres e irrumpe en el Parlament el partido Solidaritat per la Independència, con cuatro diputados.


  –23 de diciembre: Artur Mas es investido president de la Generalitat.


  2011


  –10 de abril: Se celebra en Barcelona la consulta municipal sobre la independencia de Cataluña. Se impone el sí con un 89,7 % y una participación del 21,37 %.


  –22 de mayo: Se celebran elecciones municipales, en las que CiU y el PSC son las fuerzas más votadas en Cataluña.


  –23 de mayo: Joan Puigcercós, presidente de ERC, anuncia la dimisión de la ejecutiva del partido después de los resultados municipales.


  –15 de junio: El movimiento de los «indignados» rodea el Parlament de Cataluña e impide el acceso de los miembros del Govern, de los diputados y de los empleados de la Cámara. El president Mas tiene que llegar en helicóptero. Se producen enfrentamientos entre manifestantes y efectivos de los Mossos d’Esquadra.


  –17 de septiembre: ERC celebra elecciones internas y Oriol Junqueras es nombrado presidente del partido con el 92 % de los votos de la militancia. Marta Rovira es elegida secretaria general.


  –20 de noviembre: El PP de Mariano Rajoy gana las elecciones generales con una mayoría absoluta de 186 diputados frente a los 110 del PSOE. En Cataluña, CiU obtiene dieciséis diputados y ERC tres.


  2012


  –10 de marzo: Se celebra la asamblea constituyente de la Assemblea Nacional Catalana (ANC) en el Palau Sant Jordi, donde se aprueban los estatutos y el reglamento de la entidad, y la hoja de ruta hacia la independencia.


  –24 de marzo: CDC celebra su XVI congreso en Reus. Artur Mas es elegido presidente del partido y Oriol Pujol secretario general. Se aprueba incorporar al ideario el objetivo de un «Estado propio», sin hablar explícitamente de la independencia.


  –22 de abril: Carme Forcadell es elegida presidenta de la ANC por el secretariado nacional de la entidad.


  –11 de septiembre: Se celebra la Diada con una gran manifestación organizada por la ANC bajo el lema «Catalunya nou Estat d’Europa» (Cataluña nuevo Estado de Europa). El recorrido empieza en el cruce de Gran Via con el Paseo de Gràcia y baja por la calle Pau Claris hasta el Parlament. Según datos del departamento de Interior de la Generalitat y la Guardia Urbana de Barcelona se manifiestan 1.500.000 personas.


  –20 de septiembre: Mariano Rajoy y Artur Mas se reúnen en la Moncloa. Durante la reunión, Rajoy deja claro su «no» al pacto fiscal que pide el president de Cataluña.


  –25 de septiembre: Artur Mas anuncia la convocatoria de elecciones para el 25 de noviembre durante su discurso en el debate de política general en el Parlament.


  –29 de octubre: Òmnium Cultural presenta su hoja de ruta «Tots construïm un nou Estat d’Europa» (Todos construimos un nuevo Estado de Europa), en un acto en Santa Coloma de Gramanet.


  –25 de noviembre: CiU pierde doce diputados a pesar de ganar las elecciones catalanas, y ERC remonta bajo la dirección de Oriol Junqueras, y obtiene veintiún diputados. El PSC pierde ocho diputados y se queda co veintiún. Hay que destacar el aumento de Cs de tres a nueve diputados y la irrupción de la CUP, que consigue tres diputados con David Fernández al frente.


  –19 de diciembre: Mas y Junqueras firman el acuerdo de legislatura que establece la celebración de una consulta sobre la independencia de Cataluña en 2014.


  2013


  –23 de enero: El Parlament aprueba la declaración de soberanía de Cataluña con el apoyo de CiU, ERC e ICV y los votos en contra del PP y Cs. La CUP da un «sí crítico», con un voto a favor y dos abstenciones, y el PSC vota en contra, exceptuando a cinco diputados que rompen la disciplina y votan a favor.


  –12 de febrero: El Govern Mas crea el Consell Assessor per a la Transició Nacional (CATN). Este órgano es presidido por Carles Viver Pi-Sunyer, jurista, asesor en la redacción del Estatut de 2006 y exvicepresidente del Tribunal Constitucional.


  –8 de mayo: El Tribunal Constitucional suspende temporalmente la declaración de soberanía aprobada por el Parlament.


  –26 de junio: Se celebra la sesión constitutiva del Pacte Nacional pel Dret a Decidir al que se adhieren el Parlament, varios partidos y otras tantas entidades de la sociedad civil.


  –29 de junio: Se celebra el Concert per la Llibertat en el Camp Nou organizado por la ANC, Òmnium Cultural y otras entidades culturales y cívicas.


  –25 de julio: El CATN elabora su primer informe con el título La consulta sobre el futuro político de Cataluña.


  –11 de septiembre: Se celebra la Diada con una gran cadena humana que atraviesa toda Cataluña de norte a sur, cubriendo unos cuatrocientos kilómetros, organizada por la ANC y bajo el lema Via Catalana cap a la independència (Vía Catalana hacia la independencia). Según los datos del departamento de Interior, participan 1.600.000 personas.


  –27 de septiembre: El Parlament aprueba llevar al Congreso de los Diputados la petición de transferencia de la competencia para poder organizar una consulta sobre el futuro de Cataluña con los votos a favor de CiU, ERC, CUP e ICV y los votos en contra del PSC, PP y Cs.


  –26 de octubre: Òmnium Cultural pone en marcha la campaña «Un país normal», que tiene como objetivo aumentar la base social favorable a ejercer el derecho a decidir.


  –12 de diciembre: Artur Mas anuncia desde el Palau de la Generalitat, acompañado de Oriol Junqueras (ERC), Joan Herrera (ICV) y David Fernández (CUP), que la consulta sobre el futuro de Cataluña se celebrará el 9 de noviembre de 2014.


  2014


  –20 de febrero: El Congreso de los Diputados rechaza transferir las competencias a la Generalitat para organizar una consulta sobre la independencia.


  –25 de marzo: El Tribunal Constitucional rechaza la declaración de soberanía aprobada por el Parlament el 23 de enero de 2013.


  –7 de abril: Se funda Societat Civil Catalana (SCC), asociación que nace para defender una Cataluña dentro de España y contrarrestar el papel de las entidades soberanistas.


  –8 de mayo: Se unen al Pacte Nacional pel Dret a Decidir trece cámaras de comercio de Cataluña y patronales como CECOT, PIMEC y FemCAT entre otras, con la firma del Manifest del Far.


  –17 de mayo: La ANC celebra sus elecciones y Carme Forcadell revalida la presidencia de la entidad.


  –29 de mayo: La ANC y Òmnium Cultural presentan la campaña «El país que volem» (El país que queremos), que tiene como objetivo recoger las propuestas de la ciudadanía sobre cómo debería ser una Cataluña independiente.


  –2 de junio: El rey Juan Carlos I anuncia que abdica en su hijo Felipe.


  –10 de julio: La ANC y Òmnium Cultural presentan la campaña «Ara és l’hora» (Ahora es el momento) en favor de la independencia de Cataluña, con el objetivo de promover el sí en la consulta del 9 de noviembre.


  –25 de julio: El expresident Jordi Pujol confiesa que su familia tiene dinero fuera del país sin declarar. El mismo día, Josep Rull sustituye a Oriol Pujol como secretario general de CDC.


  –30 de julio: Artur Mas se entrevista con Mariano Rajoy en la Moncloa y le presenta una lista con veintitrés puntos de reclamaciones relacionadas con la economía y las infraestructuras.


  –11 de septiembre: Se celebra la Diada con una gran manifestación bajo el lema 9-N votarem, 9-N guanyarem (9-N votaremos, 9-N ganaremos) organizada por la ANC y Òmnium Cultural. Desde la plaza de Glòries como punto de unión se forma una gran V que une la Diagonal y Gran Via. Allí, la presidenta de la ANC, Carme Forcadell, pide al president Mas que «ponga las urnas». Según los datos de la Guardia Urbana de Barcelona, participan unas 1.800.000 personas.


  –17 de septiembre: El Parlament aprueba una resolución a favor de impulsar la consulta del 9 de noviembre con los votos de CiU, ERC, ICV y la CUP y los diputados no adscritos Joan Ignasi Elena, Marina Geli y Núria Ventura. Por su parte, el PSC, el PP y Cs votan en contra.


  –18 de septiembre: Escocia celebra un referéndum sobre la independencia en el que se impone el «no» con un 55,3 % de los votos ante el «sí» que obtiene un 44,7 %. El Govern y los partidos independentistas envían observadores a la consulta escocesa.


  –19 de septiembre: El Parlament aprueba la ley de consultas con 106 votos a favor (CiU, ERC, PSC, ICV, CUP y Joan Ignasi Elena) y veintiocho en contra (PP y Cs).


  –27 de septiembre: Artur Mas firma el decreto de convocatoria de la consulta del 9-N en un acto en el Palau de la Generalitat junto con los representantes de los grupos parlamentarios de CiU (Jordi Turull), ERC (Oriol Junqueras) y CUP (David Fernández y Quim Arrufat).


  –29 de septiembre: Artur Mas presenta el Libro blanco de la Transición Nacional de Cataluña. El Tribunal Constitucional suspende de forma cautelar la consulta del 9-N.


  –4 de octubre: Unos ochocientos alcaldes, en representación de los 920 municipios que apoyan la consulta del 9-N, encabezados por Xavier Trias, alcalde de Barcelona, entregan personalmente las mociones de apoyo a la consulta al president Mas en el Palau de la Generalitat.


  –14 de octubre: Artur Mas anuncia que, ante la suspensión del Tribunal Constitucional, el 9-N se convierte en un «proceso participativo», un formato diferente de lo que preveía el decreto firmado el 27 de septiembre.


  –2 de noviembre: El Consejo de Ministros impugna el 9-N.


  –4 de noviembre: El Tribunal Constitucional suspende el proceso participativo impulsado por Artur Mas.


  –9 de noviembre: Se celebra la consulta del 9-N. La jornada se cierra con un 80,76 % de votos a favor de la independencia y una participación de más de 2.300.000 personas.


  –21 de noviembre: El Fiscal General del Estado presenta una querella contra el president Artur Mas, la vicepresidenta Joana Ortega y la consellera Irene Rigau por delitos de desobediencia grave, prevaricación, malversación y usurpación de funciones en la consulta del 9-N.


  –25 de noviembre: Artur Mas propone una lista única del independentismo en unas elecciones anticipadas con carácter de plebiscito, durante una conferencia en el Auditorio del Fòrum de Barcelona, donde también habla de culminar este proceso en dieciocho meses.


  –2 de diciembre: Oriol Junqueras propone varias listas independentistas teniendo como único punto en común la independencia, en una conferencia en el Palau de Congressos de Barcelona.


  –22 de diciembre: El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña admite a trámite las querellas contra Mas, Ortega y Rigau por haber organizado la consulta del 9-N.


  2015


  –15 de enero: Artur Mas anuncia un adelanto electoral para el día 27 de septiembre de 2015 después de llegar a un acuerdo con Oriol Junqueras.


  –30 de marzo: CDC, ERC, la ANC, Òmnium Cultural y la Associació de Municipis per la Independència (AMI) firman una hoja de ruta unitaria y fijan un plazo de dieciocho meses para proclamar la República catalana, si el independentismo gana las elecciones del 27 de septiembre de 2015.


  –16 de mayo: Jordi Sànchez es elegido presidente de la ANC en sustitución de Carme Forcadell.


  –24 de mayo: Se celebran elecciones municipales y la ANC y la AMI hacen un llamamiento por dar apoyo a las candidaturas que se comprometen con la independencia. CiU es la fuerza más votada en toda Cataluña (21,49 %), por delante del PSC (17,06 %) y ERC (16,39 %). Sin embargo, los convergentes pierden la alcaldía de Barcelona, donde la fuerza más votada es BCN en Comú, liderada por Ada Colau.


  –14 de junio: Unió Democràtica de Catalunya (UDC) celebra una consulta interna para votar la propuesta de la dirección del partido de seguir el proceso soberanista sin saltarse la legalidad ni hablar, en ningún momento, de independencia. El resultado es de un 50,9 % a favor de la propuesta de la dirección y de un 46,19 % en contra.


  –17 de junio: Los consellers de UDC abandonan el Govern presidido por Artur Mas.


  –18 de junio: UDC rompe sus acuerdos con CDC al anunciar que ambos partidos no se presentarán juntos a las próximas elecciones catalanas.


  –20 de julio: Se presenta públicamente la candidatura de Junts pel Sí en un acto en la terraza del Museu d’Història de Catalunya con la presencia de los cinco primeros miembros de la lista por Barcelona: Raül Romeva, Carme Forcadell, Muriel Casals, Artur Mas y Oriol Junqueras. A pesar de ocupar el cuarto lugar, Mas es el presidenciable de esta coalición, integrada por CDC, ERC, la ANC, Òmnium Cultural y varios independientes.


  –3 de agosto: Artur Mas convoca oficialmente las elecciones para el 27 de septiembre de 2015.


  –11 de septiembre: Se celebra la Diada con una gran manifestación conocida como «La Via Lliure», organizada por la ANC y Òmnium Cultural, que llena la avenida Meridiana. Según los datos de la Guardia Urbana de Barcelona participan 1.400.000 personas.


  –27 de septiembre: Junts pel Sí gana las elecciones catalanas con 62 diputados que, sumados a los diez que obtiene la CUP, permite que el bloque independentista obtenga la mayoría parlamentaria con 72 diputados. Sin embargo, los partidos independentistas no llegan el 50 % de votos y, por lo tanto, pierden el plebiscito. Con respecto al resto de fuerzas, Cs experimenta un gran crecimiento pasando de nueve diputados a veinticinco, el PSC (dieciséis diputados) y el PP (once diputados) siguen bajando y emerge Catalunya Sí Que es Pot (CSQP) con once diputados.


  –9 de noviembre: El Parlament aprueba iniciar el proceso «de desconexión democrática» para llegar a la «creación del Estado catalán independiente en forma de República». Votan a favor Junts pel Sí y la CUP. El resto de formaciones votan en contra.


  –2 de diciembre: El Tribunal Constitucional declara inconstitucional la resolución sobre «la desconexión».


  –19 de diciembre: Jordi Cuixart es nombrado presidente de Òmnium Cultural.


  –20 de diciembre: El PP gana las elecciones generales con 123 diputados pero pierde la mayoría obtenida en los anteriores comicios. El PSOE queda en segunda posición con noventa escaños. Irrumpen con fuerza dos formaciones políticas que rompen el bipartidismo: Podemos (69 diputados) y Cs (cuarenta diputados). ERC obtiene nueve diputados, y Democràcia i Llibertat (la antigua CDC) consigue ocho.


  –27 de diciembre: La asamblea nacional de la CUP que debe decidir si apoya la investidura de Artur Mas acaba en empate.


  2016


  –3 de enero: El consejo político de la CUP decide no apoyar la investidura de Artur Mas.


  –9 de enero: Artur Mas anuncia que da un paso al lado y retira su candidatura a la presidencia de la Generalitat en favor de Carles Puigdemont, diputado y alcalde de Girona.


  –12 de enero: Carles Puigdemont, que tiene el apoyo de los dos grupos independentistas del Parlament, toma posesión como president de la Generalitat.


  –14 de febrero: Muere Muriel Casals, expresidenta de Òmnium Cultural y diputada en el Parlament por Junts pel Sí, después de sufrir un accidente en Barcelona el 30 de enero, al ser atropellada por una bicicleta.


  –3 de mayo: Ante la imposibilidad de investir un presidente del gobierno de España, se convocan nuevas elecciones generales el 26 de junio de 2016.


  –21 de mayo: CDC celebra su XVII congreso donde un 67,05 % de la militancia vota a favor de la creación de un nuevo partido bajo una nueva marca.


  –26 de junio: El PP vuelve a ganar las elecciones generales con 137 diputados (catorce más que los anteriores comicios), el PSOE obtiene 85 (cinco menos), Podemos suma 71 diputados (dos más) mientras que Cs pierde ocho diputados y consigue 32. Con respecto a los partidos independentistas, ERC y CDC repiten resultados.


  –10 de julio: CDC da lugar al nacimiento del PDECat (Partit Demòcrata Europeu Català).


  –23 de julio: El PDECat elige a Artur Mas como presidente, Neus Munté como vicepresidenta, Marta Pascal como coordinadora general, David Bonvehí como coordinador ejecutivo y Mercè Conesa como presidenta del consejo nacional.


  –27 de julio: Carles Puigdemont anuncia en el Parlament que se someterá a una moción de confianza el próximo 28 de septiembre, para sacar adelante su programa independentista.


  –11 de septiembre: Se celebra la Diada con cinco manifestaciones simultáneas en Barcelona, Lleida, Tarragona, Salt y Berga organizadas por la ANC y Òmnium Cultural bajo el lema «A punt» (A punto).


  –28 de septiembre: Carles Puigdemont anuncia en el Parlament que convocará un referéndum de independencia en septiembre de 2017.


  –29 de septiembre: Carles Puigdemont supera la moción de confianza con los votos a favor de Junts pel Sí y la CUP.


  –6 de octubre: el Parlament aprueba celebrar el referéndum en septiembre de 2017, con los votos a favor de Junts pel Sí, la CUP y la abstención de CSQP. Mientras, el PSC, el PP y Cs no votan, para expresar su protesta.


  –29 de octubre: Mariano Rajoy es investido presidente con el apoyo de Cs y Coalición Canaria, y la abstención del PSOE.


  –16 de diciembre: Carme Forcadell declara en el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña por desobedecer al Tribunal Constitucional al permitir el debate sobre el proceso constituyente en el Parlament el día 27 de julio de 2016.


  –23 de diciembre: El Pacte Nacional pel Dret a Decidir se convierte en el Pacte Nacional pel Referèndum.


  2017


  –17 de enero: Carles Puigdemont no asiste a la conferencia de presidentes autonómicos que se celebra en el Senado.


  –6 de febrero: Mas, Ortega y Rigau, encausados por el 9-N, declaran en el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.


  –22 de febrero: La alcaldesa Ada Colau firma el manifiesto por el Pacte Nacional pel Referèndum.


  –13 de marzo: El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña condena a Mas a dos años de inhabilitación.


  –21 de abril: 144 altos cargos, incluidos los consellers del Govern, firman un manifiesto en el que se comprometen a celebrar el referéndum y aplicar los resultados del mismo.


  –9 de junio: Carles Puigdemont anuncia oficialmente la fecha (1 de octubre) y la pregunta del referéndum («¿Quiere que Cataluña sea un Estado independiente en forma de República?»).


  –3 de julio: Jordi Baiget, conseller de Empresa i Coneixement, explica en una entrevista en El Punt-Avui que parte del Govern no está de acuerdo con las decisiones del president Puigdemont y es cesado inmediatamente. Santi Vila, conseller de Cultura, ocupa su lugar.


  –14 de julio: Joaquim Forn, Clara Ponsatí y Jordi Turull son nombrados consellers en sustitución de Jordi Jané, Meritxell Ruiz y Neus Munté. Victor Cullell sustituye a Joan Vidal de Ciurana como secretario del Govern.


  –17 de julio: Albert Batlle dimite como director general de los Mossos d’Esquadra y es sustituido por Pere Soler.


  –19 de julio: El Tribunal de Cuentas abre una investigación contra Mas, Ortega y Rigau.


  –17 de agosto: Atentados yihadistas en las Ramblas de Barcelona y en Cambrils, con resultado de dieciséis muertos y 151 heridos. La conmoción se hace sentir por todo el país y se proyecta a escala internacional.


  –21 de agosto: Los Mossos d’Esquadra abaten al terrorista de la Rambla, Younes Abouyaaqoub, cuando se escondía en Subirats (Alt Penedès) y desmontan la cédula terrorista que había preparado los atentados. Destacan la figura del mayor de los Mossos, Josep Lluís Trapero, y la del conseller de Interior, Joaquim Forn. Su gestión de la situación que provocan estos atentados es bien valorada popularmente.


  –27 de agosto: Durante la manifestación contra los atentados que tiene lugar en el centro de Barcelona bajo el lema «No tinc por» (No tengo miedo), el rey Felipe VI es increpado por buena parte de los manifestantes. La tensión entre la administración central y la autonómica se dispara.


  –6 de septiembre: El Parlament aprueba la ley del referéndum gracias a los 72 votos a favor de la mayoría independentista formada por Junts pel Sí, la CUP y el diputado no adscrito Germà Gordó, y once abstenciones de CSQP. La ley no recibe ningún voto en contra ya que, después de un ambiente muy crispado, los diputados del PSC, PP y Cs abandonan el hemiciclo antes de la votación, para protestar.


  –7 de septiembre: El Parlament aprueba la ley de transitoriedad jurídica en un clima de tensión. Votan a favor Junts pel Sí, la CUP y Germà Gordó mientras CSQP lo hace en contra. El PP, el PSC y Cs abandonan el hemiciclo antes de la votación.


  –11 de septiembre: Se celebra la Diada con una manifestación organizada por la ANC y Òmnium Cultural que forma una cruz desde Els Jardinets de Gràcia hasta plaza Catalunya y de la calle Casanova hasta Paseo Sant Joan, bajo el lema «La Diada del sí». Según la Guardia Urbana de Barcelona, participan un millón de personas.


  –12 de septiembre: El Tribunal Constitucional suspende la ley de transitoriedad jurídica.


  –13 de septiembre: El fiscal general del Estado cita a declarar a 712 alcaldes que quieren ceder locales de votación el día 1 de octubre.


  –20 de septiembre: Una multitud de unas 40.000 personas, según datos de la Guardia Urbana de Barcelona, se concentra ante el departament de Economia de la Generalitat para protestar contra los registros y las detenciones de miembros del Govern que se producen a lo largo de la mañana, por parte de la Guardia Civil.


  –Empiezan a llegar los efectivos policiales de la Operación Copérnico preparada por el gobierno español. El Moby Dada, uno de los barcos con el que los agentes llegan a Barcelona, tiene un dibujo de Piolín, el personaje de Warner Bros, que cubre el casco. Por este motivo, las fuerzas de seguridad del Estado desplazadas a Cataluña serán conocidas popularmente como «los piolines».


  –22 de septiembre: La Fiscalía General del Estado acusa a Jordi Sànchez y a Jordi Cuixart de sedición.


  –27 de septiembre: El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña ordena el cierre de los centros de votación para el 1 de octubre.


  –28 de septiembre: La Junta de Seguridad extraordinaria se reúne en el Palau de Pedralbes para abordar la coordinación de las fuerzas de seguridad de cara al 1-O.


  –1 de octubre: Se celebra el referéndum con la participación de más de 2.200.000 personas, con un 90,1 % de votos favorables a la independencia y un 7,8 % de votos negativos, según los datos de la Generalitat. Al final de la jornada, las cargas policiales efectuadas por la Policía Nacional y la Guardia Civil dejan un balance de 1.066 heridos. Las imágenes del referéndum son emitidas por todas las televisiones del mundo.


  –2 de octubre: Carles Puigdemont y el Govern comparecen para anunciar que aplicarán el resultado del 1-O.


  –3 de octubre: Felipe VI pronuncia un discurso televisado en el que critica al gobierno catalán y evita hacer ningún comentario sobre las cargas policiales del 1-O. En Cataluña, se organiza una «huelga de país» con seguimiento importante en la administración, el transporte y el comercio, pero con poco impacto en las grandes industrias.


  –5 de octubre: Banc Sabadell traslada su sede social a Alicante. Lo siguen Caixabank y alrededor de 3.700 empresas más, que trasladan su sede social progresivamente.


  –8 de octubre: Societat Civil Catalana convoca la mayor manifestación hasta el momento contra el independentismo, bajo el lema «Prou! Recuperem el seny» (¡Basta! Recuperemos el juicio), a la que asisten 350.000 personas, según la Guardia Urbana de Barcelona.


  –10 de octubre: Carles Puigdemont suspende, desde el Parlament, la declaración de independencia para intentar abrir una puerta al diálogo con el gobierno español.


  –11 de octubre: Mariano Rajoy envía una carta a Carles Puigdemont pidiendo que aclare si ha declarado o no la independencia.


  –16 de octubre: Carles Puigdemont responde Mariano Rajoy sin aclarar si ha habido independencia o no, y el jefe del gobierno español vuelve a pedir que deje claro cuál es la posición del Govern.


  –16 de octubre: El mayor Trapero, Sànchez y Cuixart declaran ante la Audiencia Nacional. Los líderes de la ANC y Òmnium Cultural son encarcelados en el centro penitenciario de Soto del Real después de su comparecencia ante la juez Carmen Lamela.


  –20 de octubre: El gobierno de Mariano Rajoy aprueba la aplicación del artículo 155 de la Constitución y la convocatoria, desde Madrid, de elecciones autonómicas en Cataluña en un plazo de seis meses.


  –21 de octubre: Se convoca una manifestación masiva en la Diagonal contra el encarcelamiento de los Jordis. Según los datos de la Guardia Urbana de Barcelona, participan 450.000 personas.


  –27 de octubre: El Parlament declara la independencia y el Senado español aprueba la aplicación del 155. Mariano Rajoy convoca elecciones autonómicas para el 21 de diciembre.


  –28 de octubre: TV3 emite una comparecencia de Carles Puigdemont a las 14.30 h en que pide «una oposición democrática a la aplicación del 155». La Sexta descubre que Puigdemont está comiendo en Girona, detalle que indica que la intervención del president emitida por TV3 había sido previamente grabada.


  –30 de octubre: La Fiscalía General del Estado acusa al Govern Puigdemont de rebelión. Por la mañana, el president de la Generalitat tuitea una fotografía del cielo de Barcelona desde el Pati dels Tarongers. Finalmente, se publica que Puigdemont y algunos de sus consellers (Toni Comín, Meritxell Borràs, Meritxell Serret, Dolors Bassa, Clara Ponsatí, Lluís Puig y Joaquim Forn) están en Bruselas.


  –31 de octubre: Carles Puigdemont y los consellers que han viajado con él a Bélgica dan una rueda de prensa para denunciar la actuación del Estado español.


  –2 de noviembre: Parte del Govern es encarcelado después de declarar en la Audiencia Nacional ante la juez Lamela. Oriol Junqueras, Josep Rull, Jordi Turull, Oriol Romeva, Carles Mundó, Santi Vila y Joaquim Forn (que ha vuelto de Bélgica) son enviados a la cárcel de Estremera y Meritxell Borràs y Dolors Bassa (que también han vuelto de Bruselas) son trasladadas a Alcalá Meco.


  –3 de noviembre: La juez Lamela emite una euroorden contra Puigdemont, Comín, Puig, Serret y Ponsatí, los miembros del Govern que están en el extranjero. Santi Vila abandona la prisión de Estremera después de pagar una fianza de 50.000 euros.


  –5 de noviembre: Carles Puigdemont y los exconsellers en Bélgica se entregan a la justicia belga.


  –9 de noviembre: Carme Forcadell y otros miembros de la mesa del Parlament (Lluís Corominas, Lluís Guinó, Anna Simó, Ramona Barrufet y Joan Josep Nuet) declaran ante el Tribunal Supremo. El juez Pablo Llarena decreta prisión para Forcadell con una fianza de 150.000 euros.


  –10 de noviembre: Carme Forcadell abandona la cárcel de Alcalá Meco después de abonar la fianza establecida por el Tribunal Supremo.


  –11 de noviembre: Se celebra una manifestación multitudinaria en Barcelona por la libertad de los dirigentes encarcelados.


  –24 de noviembre: El juez Pablo Llarena asume la causa contra los líderes independentistas.


  –1 de diciembre: Los exconsellers del Govern, Jordi Sànchez y Jordi Cuixart declaran ante el juez Llarena en la Audiencia Nacional y acatan la Constitución.


  –4 de diciembre: El juez Llarena mantiene la prisión preventiva para Junqueras, Forn, Sànchez y Cuixart, y libera al resto de exconsellers.


  –5 de diciembre: El juez Llarena retira la euroorden contra Puigdemont y los exconsellers en el extranjero.


  –21 de diciembre: Cs gana las elecciones en Cataluña (36 diputados) pero las fuerzas independentistas vuelven a sumar mayoría (34 diputados de Junts per Catalunya, 32 de ERC y cuatro de la CUP). El PSC obtiene diecisiete y los comunes ocho. El PP, con sólo cuatro diputados, se hunde. Junts per Catalunya es la lista que ha montado Puigdemont a partir del PDECat y muchos independientes.


  –22 de diciembre: El juez Llarena imputa a la republicana Marta Rovira, las cuperas Anna Gabriel y Mireia Boya, y los convergentes Marta Pascal, Neus Lloveras (presidenta de la AMI) y Artur Mas.


  –30 de diciembre: Los últimos agentes de la Policía Nacional y la Guardia Civil desplazados con motivo del 1 de octubre abandonan Cataluña dando así por finalizada la Operación Copérnico.


  2018


  –9 de enero: Artur Mas dimite como presidente del PDECat.


  –17 de enero: Se constituye el nuevo Parlament y el republicano Roger Torrent es elegido presidente de la Cámara con los votos a favor de ERC, Junts per Catalunya y la CUP.


  –22 de enero: Roger Torrent propone a Carles Puigdemont como candidato a presidir la Generalitat.


  –27 de enero: El Tribunal Constitucional prohíbe la investidura a distancia de Puigdemont.


  –19 de febrero: Marta Rovira y Marta Pascal declaran ante el juez Llarena en el Tribunal Supremo.


  –21 de febrero: Anna Gabriel no declara en el Tribunal Supremo y se marcha a Suiza.


  –1 de marzo: Carles Puigdemont renuncia de manera provisional a su investidura como president y propone al preso Jordi Sànchez como candidato a la presidencia de la Generalitat.


  –9 de marzo: El juez Llarena deniega el permiso a Jordi Sànchez para ser investido president.


  –22 de marzo: La investidura de Jordi Turull como president de la Generalitat no prospera, ya que sólo recibe los votos a favor de Junts per Catalunya y ERC mientras la CUP se abstiene. El resto de grupos del Parlament votan en contra.


  –23 de marzo: Los exconsellers Turull, Rull, Forcadell, Romeva y Bassa vuelven a ingresar en prisión. Marta Rovira no se presenta a declarar ante el Tribunal Supremo y se marcha a Suiza.


  –25 de marzo: Carles Puigdemont es detenido en Alemania e ingresa en la prisión de Neumünster.


  –5 de abril: Carles Puigdemont es puesto en libertad por la justicia alemana.


  –12 de abril: El juez Llarena vuelve a denegar el permiso a Jordi Sànchez para ser investido president.


  –10 de mayo: Carles Puigdemont designa al diputado Quim Torra como candidato a ocupar la presidencia de la Generalitat.


  –11 de mayo: El juez Llarena divide la causa del proceso en dos, entre los acusados que están en prisión y los que están en el extranjero.


  –14 de mayo: Quim Torra es investido president de la Generalitat con los votos a favor de Junts per Catalunya, ERC y la CUP.


  –19 de mayo: El president Torra incluye a dos exconsellers en prisión preventiva y dos exiliados en su Govern.


  –20 de mayo: El gobierno central bloquea los nombramientos de Torra y mantiene la aplicación del 155.


  –29 de mayo: Quim Torra firma un nuevo decreto por el que sustituye a los consellers en prisión preventiva y en el exilio por otras personas.


  –31 de mayo y 1 de junio: Prospera la moción de censura contra Mariano Rajoy y, en consecuencia, Pedro Sánchez llega a la presidencia del gobierno español. Votan a favor de la moción el PSOE, Podemos, ERC, PDECAT, Compromís, PNV y EH Bildu.


  –2 de junio: El Govern Torra toma posesión y se pone fin a la aplicación del 155.


  –11 de julio: Los presos son reagrupados y enviados a los centros penitenciarios de Lledoners (Junqueras, Forn, Sànchez, Cuixart, Romeva, Rull y Turull) y Puig de les Basses (Forcadell y Bassa).


  –12 de julio: La justicia alemana sólo acepta extraditar a Carles Puigdemont por malversación y no ve delito de rebelión.


  –19 de julio: El juez Llarena retira la euroorden y rechaza extraditar a Puigdemont por malversación.


  –20 de julio: El PDECat celebra su primera asamblea nacional en el Palau de Congressos de Barcelona donde la lista encabezada por David Bonvehí para la nueva dirección obtiene el 65,27 % de los votos.


  –11 de septiembre: Se celebra la Diada con una manifestación que ocupa la avenida Diagonal desde la plaza Glòries hasta Palau Reial organizada por la ANC y Òmnium Cultural para reclamar, hacer efectiva la República y denunciar el encarcelamiento de los políticos y activistas sociales. Según la Guardia Urbana de Barcelona, participan aproximadamente un millón de personas.


  –1 de octubre: Se celebra una manifestación en Barcelona para conmemorar la fecha del referéndum. Los CDR realizan acciones de protesta.


  –25 de octubre: El Tribunal Supremo cierra el sumario del juicio al proceso y abre el periodo para presentar los escritos de acusación.


  –27 de octubre: Se celebra la convención fundacional de la Crida Nacional per la República, en el pabellón Nou Congost de Manresa, movimiento político impulsado por Carles Puigdemont.


  –30 de octubre: Carles Puigdemont pone en marcha el Consell per la República, una organización privada bajo jurisdicción belga que nace con el objetivo de hacer efectiva la República catalana.


  2019


  –1 de febrero: Trasladan a los dirigentes políticos encarcelados a Estremera (Junqueras, Forn, Romeva, Rull, Turull, Sànchez y Cuixart) y Alcalá Meco (Forcadell y Bassa).


  –12 de febrero: Empieza el juicio contra los líderes del proceso en el Tribunal Supremo. Se sientan en el banquillo de los acusados Oriol Junqueras, Joaquim Forn, Raül Romeva, Josep Rull, Jordi Turull, Carme Forcadell, Dolors Bassa, Jordi Sànchez, Jordi Cuixart, Carles Mundó, Santi Vila y Meritxell Borràs.


  –13 de febrero: El Congreso de los Diputados rechaza los presupuestos generales del Estado. El PDECat y ERC votan en contra.


  –15 de febrero: El presidente del gobierno español Pedro Sánchez disuelve las Cortes y convoca elecciones para el 28 de abril.


  –27 de febrero: La ANC presenta la candidatura «Eines de país» (Herramientas de país) a las elecciones de la Cambra de Comerç de Barcelona.


  –28 de abril: El PSOE gana las elecciones generales con 123 diputados mientras que el PP se hunde (66 diputados), Podemos cae hasta los 42 diputados, crece Cs (57 diputados) e irrumpe el partido de ultraderecha Vox (veinticuatro diputados). ERC se impone en Cataluña con quince diputados y Junts per Catalunya obtiene siete. Los presos Junqueras, Rull, Turull y Sànchez son elegidos diputados y Romeva es elegido senador.


  –8 de mayo: La candidatura «Eines de país» (Herramientas de país) impulsada por la ANC gana las elecciones en la Cambra de Comerç de Barcelona al obtener 31 de los sesenta puestos del plenario.


  –20 de mayo: Los presos que son cargos electos recogen sus actas como diputados (Junqueras, Sànchez, Rull y Turull) y senador (Romeva) en una imagen histórica en la que se les ve accediendo al Congreso y al Senado bajo vigilancia policial.


  –21 de mayo: Junqueras, Sànchez, Rull, Turull y Romeva asisten a la sesión constitutiva del Congreso y del Senado de la XIII legislatura.


  –24 de mayo: La mesa del Congreso de los Diputados suspende a los cuatro diputados independentistas en prisión siguiendo las recomendaciones del informe jurídico de los letrados de la Cámara baja. La mesa del Senado también suspende a Romeva.


  –26 de mayo: Se celebran elecciones municipales y europeas. En Cataluña, ERC obtiene un gran resultado (23,48 %), el PSC recupera posiciones y mantiene una fuerte presencia en el área metropolitana de Barcelona, y Junts per Catalunya retrocede (15,39 %). En las elecciones europeas, la lista de Carles Puigdemont se impone en Cataluña con un 28,5 % mientras la lista de ERC, encabezada por Oriol Junqueras, alcanza el 21,1 %.


  –12 de junio: Finaliza y queda visto para sentencia el juicio contra los líderes del proceso en el Tribunal Supremo. La Fiscalía mantiene la acusación de rebelión mientras la Abogacía del Estado mantiene la acusación de sedición. En sus alegatos finales, los políticos independentistas juzgados reiteran que nunca planearon ni alentaron actos violentos, y reclaman una solución política al conflicto.
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